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I. ASISTENCIA
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NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio
PDC
V
11

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Escobar Urbina, Mario
UDI
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Ibáñez Santa María, Gonzalo
IND-UDI
V
14

Ibáñez Soto, Carmen
IND-RN
V
13

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Lagos Herrera, Eduardo
PRSD
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Leay Morán, Cristián
UDI
RM
19

Letelier Morel, Juan Pablo
PS
VI
33

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Longueira Montes, Pablo
UDI
RM
17

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
IND-RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mora Longa, Waldo
PDC
II
3

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez San Martín, Lily
RN
RM
26

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
IND-PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND-PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urrutia Bonilla, Ignacio
ILC
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
ILC
X
54


-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los diputados señores Patricio Walker y Eugenio Tuma. 

-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.40 horas.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El acta de la sesión 19ª se declara aprobada por no haber sido objeto de observaciones.


El acta de la sesión 20ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
RÉPLICAS A ALUSIONES PERSONALES. (Aplicación del artículo 34 del Reglamento).


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado Guillermo Ceroni, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 34 del Reglamento de la Corporación.


El señor CERONI.- Señora Presidenta, ejerzo con profunda molestia mi derecho reglamentario a vindicarme, establecido en el artículo 34 del Reglamento, debido a que mi nombre ha sido mencionado en varias publicaciones de prensa, a propósito de los alegatos que hiciera ayer, ante la Segunda Sala en lo penal de la Corte Suprema, el penalista señor Miguel Soto Piñeiro. Este profesional, en la defensa que hizo de su cliente, señor Patricio Tombolini, procesado por el delito de cohecho, sostuvo que era una práctica común del quehacer parlamentario efectuar presentaciones en favor de diversas plantas de revisión técnica de 
vehículos motorizados. Mencionó varios nombres de diputados y senadores, entre los cuales figura el mío.


Rechazo categóricamente que este señor abogado se permita asimilar gestiones transparentes hechas en este hemiciclo por mi persona en favor de la comunidad. Nada es más desafortunado de su parte que tratar de asociar, a lo que se investiga en los tribunales, lo que hemos hecho muchos parlamentarios en forma honorable y digna. A mi juicio, el solo hecho de ser nombrado o vinculado, aunque sea a título ejemplar por esa defensa, es un despropósito que causa daño a la reputación pública y, dado que el caso ha causado realmente conmoción en el país, merece ser esclarecido por los canales formales.


La gestión -quiero recordarla- realizada en este hemiciclo por mi persona es transparente y tuvo por objeto lograr que la ciudad de Parral pudiera continuar contando con una planta de revisión técnica, dado que con el nuevo sistema se pretendía que sólo las ciudades de Linares y de Cauquenes llamaran a licitación, con lo cual los habitantes de las comunas de Parral y de Retiro, a quienes represento, estaban obligados a derivar todos sus vehículos motorizados a las referidas ciudades, y a recorrer una extensión que sólo les implicaría costos e, incluso, pago de peajes.


Gracias a esa gestión, y a otras de senadores, logramos que la Subsecretaría considerara a Parral, según el oficio respuesta, donde se expresa claramente que, en definitiva, en esa comuna se va a llamar a una licitación. Es decir, esta gestión es transparente y en favor de la comunidad. Jamás, en toda mi vida parlamentaria, he hecho alguna gestión que favorezca a una persona determinada para que se pueda quedar con una planta de revisión técnica. En consecuencia, la mención del abogado es muy diferente a lo que se investiga.


Este proceso, iniciado en la investigación de un ilícito de enorme gravedad, debe hacernos reflexionar de manera severa sobre la forma en que se ejercen las potestades parlamentarias entregadas por la Constitución y las leyes. 


En estos casos, no se trata, como dice el señor Soto Piñeiro, de actividades que todos hacen y que, por tanto, no ameritan reproche. Acá el asunto es más complejo. Lo que hacemos los legisladores es ejercer una atribución constitucional y legal. Al señor Tombolini, en cambio, se le está investigando e imputando supuestos delitos sobre los cuales, obviamente, los tribunales se tienen que pronunciar.


Este caso demuestra no sólo la descomposición moral de unos pocos, sino que, esencialmente, la carencia de presencia de este Congreso y del respeto que se nos debe por parte de otros. Confío en que la Mesa de la Corporación pueda tomar, junto con todos los Comités parlamentarios, las medidas, ya no para defender fueros corporativos, nada más ajeno a mi pensamiento, sino la dignidad de un poder público que es la representación más clara de la soberanía popular del pueblo.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- También, de acuerdo con el artículo 34 del Reglamento, tiene la palabra el diputado Carlos Vilches.


El señor VILCHES.- Señora Presidenta, el artículo 34 del Reglamento nos permite hacer uso de la palabra cuando nos sentimos afectados en nuestra honra por cargos formulados en algún medio de publicidad o por observaciones de otro diputado.


Efectivamente, en esta ocasión, en medios nacionales fuimos nombrados por el abogado Miguel Soto Piñeiro -defensor del ex subsecretario Tombolini-, quien, en una entrevista, utilizó un expediente que está muy lejos de ser correcto. Es un error garrafal que un abogado como el señor Miguel Soto, pueda crear este tipo de situaciones en circunstancias de que estamos cumpliendo con nuestra labor constitucional de fiscalizar. El error es más grave aún, porque nuestras intervenciones quedan registradas en los boletines, y las solicitudes de oficios de fiscalización son firmadas, en este caso, por la Presidenta de la Cámara de Diputados.


Por eso nos sentimos afectados y, particularmente, creo que es absolutamente incorrecto que un profesional utilice estos argumentos para tratar de hacer una defensa de su cliente.


Solicito que la Mesa estudie la posibilidad de enviar una comunicación al abogado Miguel Soto, en la que se le aclaren nuestro deber y nuestra facultad fiscalizadora, según lo dispuesto en la Constitución que nos ampara para realizar nuestro trabajo en la forma habitual. Nuestro celo para fiscalizar no puede ser privado por este tipo de ataque, y reitero que me gustaría muchísimo que la Cámara de Diputados tomara cartas en este asunto, porque nos sentimos bastante afectados al ser citados y manipulados por la prensa nacional.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- La Mesa considerará su solicitud, señor diputado.


V. ORDEN DEL DÍA
REAJUSTE DE REMUNERACIONES PARA EL SECTOR PÚBLICO. Primer trámite constitucional.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Entrando en el Orden del Día, corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede los aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar, y concede otros beneficios que indica.


Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Pablo Lorenzini.


Antecedentes:


-Mensaje, boletín Nº 3135-05, sesión 22ª, en 19 de noviembre de 2002. Documentos de la Cuenta Nº 1.


-Informe de la Comisión de Hacienda. Documentos de la Cuenta Nº 4, de esta misma sesión.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Cito a reunión de Comités parlamentarios.


Tiene la palabra el diputado informante.


El señor LORENZINI.- Señora Presidenta, esta mañana vamos a discutir el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, y que concede, además, una serie de otros beneficios.


Esta iniciativa legal fue calificada, en el mensaje de su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia de “discusión inmediata”, y por ello en la tarde de ayer, a última hora, se reunió la Comisión de Hacienda para iniciar el tratamiento legislativo correspondiente.


Debo hacer notar que no hay ninguna disposición que requiera de quórum especial ni tampoco indicaciones o disposiciones rechazadas. Sí hubo una indicación declarada inadmisible, sobre la cual comentaré más tarde.


En cuanto a la votación, sólo en el 
artículo 1º del proyecto, que fija la cifra del reajuste, hubo diferencias y no fue aprobado por unanimidad.


Este proyecto del Gobierno establece un reajuste de 3 por ciento para los empleados públicos e incluye, además, otros beneficios sociales. Su objeto es proteger el poder adquisitivo de los salarios con la aplicación de la inflación futura. Debemos recordar que este reajuste va a comenzar a regir desde el 1 de diciembre de este año.


El costo total del reajuste asciende a la suma de 230.470 millones de pesos, de los cuales, dado que comienza a aplicarse este año, 27.521 millones de pesos corresponden a diciembre de 2002 y 202.949 millones de pesos, a 2003.


Si uno considera los principales ítem en que se distribuyen estos casi 230 mil millones de pesos que va a significar el reajuste, el 49 por ciento, 112.275 millones de pesos -prácticamente la mitad-, está justamente referido al 3 por ciento de aumento general de remuneraciones; el 12 por ciento, 27.468 millones de pesos, dice relación con el aguinaldo de Navidad e incluye al sector pasivo; el 9 por ciento, 20.839 millones de pesos, se refiere al bono de escolaridad; el 8 por ciento, 18.029 millones de pesos, corresponde al bono de invierno.


El aguinaldo de fiestas patrias, que incluye al sector pasivo y representa el 13 por ciento del monto total, suma más de 30 mil millones de pesos. El aporte a los servicios de bienestar, durante todo el próximo año, de estos funcionarios, equivalente al 4 por ciento, asciende a la suma de 9 mil millones de pesos. Además, se considera un bono especial solidario de 3 por ciento, pagadero en diciembre, que equivale a una cifra cercana a los 7 mil millones de pesos.


Es decir, estamos hablando de cifras importantes en distintos conceptos.


Debo aclarar que todos estos beneficios no son imponibles.


En el artículo 3º se contempla, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad que se entregará el próximo mes y beneficiará a 584 mil trabajadores. Su monto será de 25.964 pesos para quienes perciban un sueldo líquido igual o inferior a 278.100 pesos, y de 13.775 pesos para aquellos cuya remuneración líquida exceda de 278.100 pesos y no supere 1.081.500 de pesos.


Por medio del artículo 14 se establece un bono de escolaridad que favorecerá a 544 mil personas.


Quienes tengan un sueldo igual o inferior a 278.100 pesos, recibirán, en marzo y junio de 2003, cuotas de $ 30.886 pesos y de 16.782 pesos, respectivamente, con las cuales totalizarán un bono escolar anual de 47.668 pesos.


Quienes perciban un sueldo entre 278.100 pesos y 1.081.500 pesos recibirán también dicho bono, que será pagado en dos cuotas iguales de 16.782 pesos cada una, la primera en marzo y la segunda en junio de 2003, que totalizarán 33.564 pesos. Debo recordar que tienen derecho a este bono los hijos reconocidos entre 5 y 24 años.


También se concede, por una sola vez, un aguinaldo de fiestas patrias -artículo 9º- que beneficiará a 584 mil funcionarios que, al 31 de agosto de 2003, desempeñen cargos de planta o a contrata. Su monto será de 34.065 pesos para aquellos trabajadores cuya remuneración líquida sea igual o inferior a 291.728 pesos, y de 23.729 pesos para quienes ganen más que esa cantidad.


En el artículo 29 se concede, por una sola vez, un bono especial solidario de 25.500 pesos, que se pagará en diciembre a todos los trabajadores que ganen menos de 278.100 pesos. Beneficiará a 263 mil funcionarios.


Asimismo, durante el próximo año, el aporte máximo que se va a entregar como aporte a bienestar, tendrá un monto de 58.344 pesos -artículo 17-.


También es importante destacar el nivel que alcanzaron las asignaciones familiar y maternal, que en la actualidad reciben 2 millones 834 mil personas, las cuales tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


-De 3.716 pesos por carga, para 914 mil personas cuyo ingreso mensual no exceda de 112.098 pesos.


-De 3.614 pesos por carga, para un millón setenta mil trabajadores cuyo ingreso mensual supere los 112.098 pesos y no exceda los 226.519 pesos.


-De 1.178 pesos por carga, para 850 mil beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 226.519 pesos y no exceda los 353.292 pesos.


Estas asignaciones se pagarán, por cada carga, a partir del 1 de julio del año próximo.


En el artículo 22 se fija el valor del subsidio familiar en 3.716 pesos, a contar del 1 de julio de 2003, que recibirán 975.000 personas.


Adicionalmente, habrá un bono de invierno, de 29.589 pesos, para pensionados, que se pagará en mayo del próximo año y favorecerá a 610 mil personas.


Otras cifras significativas para el sector pasivo las constituyen los aguinaldos de Navidad y de Fiestas Patrias de 2003, que favorecerán a 1 millón 688 mil pensionados y a sus cargas familiares. El de Fiestas Patrias será de 9.339 pesos y se incrementará en 4.807 pesos por cada carga. El de Navidad será de 10.712 pesos, por cada pensionado, y se incrementará en 6.047 pesos por cada carga.


Por último, es destacable la bonificación extraordinaria trimestral de 123.652 pesos que se concederá, por el período de un año, a contar del 1 de enero de 2003, a enfermeras, matronas y a otros profesionales de la salud.


Como se puede apreciar, se trata de una ley simple, de treinta artículos, pero que entrega beneficios a más de 3 millones de personas e incluye al sector pasivo, a los más necesitados y a todos aquellos que giran en torno del sistema de reajuste de remuneraciones. 


Ahora, ¿cuáles son los temas? Uno es la cifra de reajuste, que fue fijada en 3 por ciento.


¿Cuál es la base que entrega el Ejecutivo para dicha cifra? La inflación, medida entre noviembre del año pasado y noviembre del presente, será del orden del 2,8 ó 2,9 por ciento. Los analistas y el Ministerio concuerdan en que puede ser una inflación negativa para noviembre, y, por lo tanto, se ha ajustado a 3 por ciento.


En la Comisión se produjo una discusión respecto de la inflación que debiera considerarse: si la pasada o la futura. Aquí habría que concordar con el ministro y los analistas en términos de que en el largo plazo, como se calcula en su grado estructural, tenemos una inflación bajo el control del Banco Central, entre 2 y 4 por ciento, y se estima que la inflación media va a ser de 3 por ciento.


En este sentido, si tomamos la anterior cifra, de 2,8 y 2,9 por ciento, y la futura de 3 por ciento esperada por los analistas, tenemos la base para el primer artículo que fija el porcentaje de reajuste, sobre todo pensando en que quizás el 3 por ciento se mantendrá en el largo plazo. En ese caso, estaríamos ante una inflación estructural, con lo cual se podría tener un piso de reajuste inflacionario, para evitar a futuro la discusión entre si es inflación pasada o inflación futura, y sería conocida por los trabajadores y por todos quienes intervienen en este proceso.


Ahora, con estos términos de inflación habría que ver que va a hacer el Banco Central en los próximos días respecto de la tasa de referencia. Hay quienes opinan que debe bajarla medio punto; otros, que debe mantenerla, y algunos, asustados, dicen que quizás habría que subirla. Ésa es tarea del Banco Central y no del Ejecutivo.


Otra razón que se da para el 3 por ciento -el ministro ha sido claro en esto- es que el déficit fiscal del presente año ha sido de 0,9 por ciento, lo cual, en términos monetarios, significa 600 millones de dólares. El ministro dice que el aumento de la recaudación tributaria del próximo año alcanzará más o menos a 600 millones de dólares, y eso constituye el piso y, a su vez, el tope que puede darse.


Si existiera una diferencia, si el reajuste fuera superior, tendríamos que endeudarnos; pero el Ejecutivo ha estimado que no es el minuto de proceder a un endeudamiento adicional. Por lo tanto, con la cifra de 3 por ciento, que no es mágica, por los comentarios y los antecedentes, se equilibran los ingresos y los gastos.


Además, hay que tener claro -esto lo planteamos en la Comisión y la respuesta del Ejecutivo fue adecuada- que la mayoría de las personas beneficiadas por este reajuste está en algún tipo de asociación, de manera que todas, por sus leyes específicas, recibirán un reajuste real superior. Es el caso de la Anef, de los profesores, de la Confusam, de la Confenats, y así podría seguir enumerando. Son un total de 500 mil trabajadores. Estos reajustes adicionales, por leyes específicas, oscilan entre 1 y 4 por ciento. Un término medio sería entre 1,8 ó 2 por ciento. Es decir, recibe un 3 por ciento más un 1,8 o un 2 por ciento, prácticamente el 90 por ciento de los 500 mil trabajadores. En ese sentido, de acuerdo con la información entregada por el Ejecutivo, hay un reajuste real superior.


También quisiera mencionar que, aparte de este 3 por ciento, del equilibrio fiscal y del ajuste real de 2 por ciento como promedio, en la ley de Presupuestos, que aprobamos ayer, existe un incremento de la fuerza de trabajo del sector público en 1 por ciento. Es decir, existe una mayor masa laboral trabajando y, por lo tanto, hay desvíos de dinero que podrían haber ido al reajuste. Se prefirió dar más trabajo, quizás a costa de un pequeño reajuste adicional. Por lo tanto, en ese sentido, según el ministro de Hacienda 
-en lo que la Comisión concordó en forma mayoritaria-, no hay posibilidad de más reajuste.


También hay que considerar, para comparar -según la información del ministro Solari-, que el sector privado está otorgando, a quienes tienen convenios colectivos, un reajuste real máximo entre 1 y 2 por ciento. Es decir, habría plena sintonía entre los reajustes de los sectores público y privado.


En cuanto a la productividad, que debería considerar -como siempre se ha dicho- la inflación pasada y futura, dados los bajos niveles de crecimiento que estamos teniendo, no se aprecia un alza positiva, real, y, por lo tanto, ahí tampoco habría un factor de ajuste.


Ésa fue un poco la explicación de los ministros Solari y Eyzaguirre respecto del proyecto.


Ahora, ¿qué sucedió durante el trabajo de la Comisión de Hacienda?


El diputado señor Seguel, miembro de la Comisión de Trabajo, señaló -en esto hay concordancia general- que debido a que el proyecto llegó muy tarde, no hubo tiempo para una mayor discusión y, en consecuencia -según él-, para que participaran funcionarios y trabajadores.


Quiero aclarar que la Anef y otras organizaciones fueron invitadas, pero no contestaron. No asistieron ni dieron excusas. Desde el punto de vista de la Comisión, se cumplió con el deber de escuchar y atender a los sectores involucrados, pero -repito- no se tuvo respuesta de ellos.


El diputado Seguel también expresó que debiéramos prever un reajuste de mayor plazo. El ministro concordó en cuanto a que la inflación puede ser medida, en forma estructural, a largo plazo, como promedio, en 3 por ciento, y buscar los ajustes por productividad. Eventualmente, en el futuro se podría evaluar la posibilidad de contar con un reajuste de más largo plazo. Pero los trabajadores, aparentemente, no están de acuerdo, dado que la pregunta es quién asume los riesgos por las diferencias de los índices de inflación.


El diputado Silva estuvo preocupado por la negociación del sector municipal, como asimismo por su descentralización, ya sea a nivel regional o mediante otro método que nos permita hacerla.


El diputado José Miguel Ortiz planteó la situación de los no docentes y paradocentes, que no están incluidos en el sistema.


Los diputados Escalona y Jaramillo se refirieron a la ley de exonerados.


El diputado que habla, siguiendo un poco la línea del diputado Seguel, manifestó que deberíamos buscar otra época del año para tratar el proyecto de reajustes, como lo hicimos con el salario mínimo. Siempre lo tratamos uno o dos días después del de presupuestos, lo que no es lógico; todo el mundo anda apurado, se mezclan las cifras. Hay que plantear al ministro la posibilidad de que el estudio de estos reajustes se efectúe a contar del 1 de enero del próximo año, o bien que se adelante quizás a septiembre u octubre. En caso contrario, todos los años tendremos que legislar con la misma premura de ahora. La Comisión de Hacienda sesionó anoche, sólo de 19.30 a 21 horas.


El diputado Dittborn expresó su preocupación respecto de las inflaciones pasadas y futuras -tema que hemos comentado- y de la lógica y mecánica por considerar.


El diputado Hidalgo hizo referencias a la productividad.


En la Comisión obtuvimos algunos compromisos ministeriales que me interesa aclarar y espero que los ministros presentes en la Sala los ratifiquen.


En primer lugar, y en respuesta a una inquietud del diputado señor José Miguel Ortiz, en enero de 2003 se enviará un proyecto de ley para clarificar la situación de los no docentes.


En segundo lugar, en cuanto a la preocupación de los diputados Escalona y Jaramillo, existe la posibilidad de un tercer proyecto de ley que amplíe el plazo para resolver la situación de aquellos exonerados que todavía no pueden hacer uso de los beneficios que concede la ley.


Al respecto, hay que recordar que el monto anual que representan las dos leyes anteriores es de 80 mil millones de pesos. Pero está el compromiso de un tercer plazo acotado.


En relación con lo planteado por el diputado Silva, el ministro Insulza, en el encuentro que tuvo con la Asociación Chilena de Municipalidades, el fin de semana pasado, tomó acuerdos respecto de cómo implementar la negociación colectiva del sector público municipalizado -artículo 110-, de modo que también se enviaría un proyecto de ley en ese sentido.


Son tres compromisos que quedan establecidos en las actas y espero que se cumplan en los próximos dos o tres meses, como se ha indicado.


Sólo hubo una indicación, patrocinada por el diputado Seguel, para subir de 3 por ciento a 4,5 por ciento el monto del reajuste. Por razones obvias, el diputado 
Seguel sabe que, por mucho que quisiéramos acompañarlo, su indicación es inadmisible, porque no tenemos facultad legislativa para aumentar la cifra propuesta. Si así fuera, a lo mejor el gallo cantaría de otra manera.


Respecto de la Anef, Asociación Nacional de Empleados Fiscales,
 insisto en que fue invitada; de manera que no se diga que no estuvo porque la Comisión no la consideró.


En conclusión, dados estos antecedentes, lo que significa el reajuste, más el reajuste real considerado en la ley específica, más los 3 millones de personas, más o menos, que resultan beneficiadas, más la distribución durante el año de los distintos beneficios, a partir de ahora, bonos solidario, de escolaridad y de bienestar, los aguinaldos de Navidad y de fiestas patrias, más las pensiones, con los distintos montos señalados, la Comisión consideró razonable el planteamiento del proyecto y, por lo tanto, recomienda a la Sala su aprobación.


Durante la sesión de ayer, 19 de noviembre en curso, estuvieron presentes quien habla, diputado Lorenzini, y los diputados señores Alvarado, Álvarez, Cardemil, Dittborn, Escalona, Hidalgo, Jaramillo, 
Ortiz, Silva, la diputada Tohá y el diputado Von Mühlenbrock, es decir, la Comisión de Hacienda en pleno, más el diputado Seguel, que nos acompañó en el debate.


Dadas estas condiciones, solicitamos a los honorables diputados aprobar el proyecto.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado señor Gonzalo Ibáñez.


El señor IBÁÑEZ (don Gonzalo).- Señor Presidente, hoy damos el segundo paso de esta etapa rutinaria a que nos vemos abocados todos los años, consistente en la aprobación de la ley de Presupuestos del año siguiente y del reajuste de remuneraciones del sector público. Por enésima vez se plantean las mismas quejas: llega el proyecto a última hora, no hay tiempo para discutirlo y, prácticamente, no queda sino aceptar las proposiciones del Ejecutivo.


Quiero insistir en lo que manifestaba ayer: nuestro presupuesto y, en general, la asignación de los recursos públicos, están “patas para arriba”, al revés. 


El objetivo primordial de la recaudación de impuestos es afrontar los gastos comunes de la nación y de las distintas regiones, propios de su gobierno y de su administración. Sin embargo, en Chile, el 60 por ciento del presupuesto se destina, en primer lugar, a gastos que, aunque muy honorables y necesarios, no son propiamente comunes, sino más bien privados y que el Estado ha asumido como propios, tanto en el área de la salud como de la educación, principalmente, y, en segundo lugar, a una cantidad enorme de gastos menores, especialmente a través de las ONG, organizaciones no gubernamentales. A ello se agregan las pensiones, ya que, obviamente, debemos responder a nuestros jubilados. Son muy loables estos gastos, pero su finalidad trata de ser alcanzada a costa de la función principal a cuyo financiamiento deben estar destinados los impuestos, esto es, la administración pública propiamente tal, las funciones ejecutiva, legislativa y judicial, las funciones de representación en el mundo exterior, las funciones de seguridad interna y externa. En definitiva, estamos desvistiendo un santo para vestir a otro, con el resultado final de que todos quedan mal vestidos, y, en lo que a la administración pública se refiere, claramente, lo barato sale caro.


Este año el sistema ha hecho crisis, la cual se manifiesta en los hechos que tanto han conmocionado al país, los que provienen, en una parte no menor, del abandono en que el país tiene a su administración pública. Por eso, participar en un debate acerca de si el reajuste es de 3, 2,8, 3,1 ó 3,3 por ciento es una falta de respeto para con nuestros trabajadores públicos. Es casi menester levantarles un monumento, porque, a pesar de todo, tenemos administración pública; pero, como dije, lo barato sale caro, porque tenemos una administración llena de falencias, extremadamente burocratizada, y amenazada, cada vez más, con el peligro de la corrupción y la falta de probidad.


Es indispensable poner las cosas sobre sus pies y colocar a la administración pública como el primer objetivo del presupuesto y de los recursos públicos, y para eso se requiere, antes que nada, determinar claramente cuánto cuesta tener una administración pública eficiente, moderna, pequeña, pero capaz de cumplir adecuadamente con sus funciones. De esa manera, estoy seguro, nuestro país se constituiría en el mejor de los negocios, porque no sólo se sostendría a sí mismo, sino que, además, sería capaz de generar ingresos que vayan a mejorar sustantivamente los fondos para financiar los otros objetivos.


Ése es el motivo que me lleva a insistir en este punto y a intervenir en esta ocasión. Ciertamente, vamos a aprobar -yo, por lo menos- lo que el Ejecutivo propone. Es el mal menor, indudablemente; pero quiero subrayar, una vez más, la necesidad de encarar, de una vez por todas, el problema de la administración pública y no repetir el próximo año lo que, hasta ahora, hemos repetido año tras año: el cumplimiento de un ritual, de una rutina.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, ayer, en la sesión de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, nos tocó analizar, una vez más, el proyecto, con calificación de “discusión inmediata”, que otorga un aumento de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar, y da a conocer una serie de otros beneficios que se han ido concediendo en estos últimos años.


Quiero ser claro al respecto. El mayor deseo de una persona que llega al Congreso Nacional a ejercer un cargo de representación popular es tramitar proyectos que signifiquen aumentos importantes, especialmente para la administración pública; pero también, como diputado de la República, debe adecuarse a los momentos económicos que vive el mundo, actuar con seriedad y pensar en función de la nación y de los desafíos que tenemos por delante.


¿Por qué expreso esto? Es cierto: 3 por ciento para 2003 es un modesto reajuste salarial; pero es preciso adecuarse a la necesaria austeridad fiscal y privilegiar la entrega, en el presupuesto fiscal, tal como lo hicimos ayer al aprobar el Presupuesto de la Nación para 2003, de más recursos públicos a la inversión y a los programas sociales, como Chile Solidario y el plan Auge.


En la actual coyuntura económica se requiere compatiblizar el reajuste general del conjunto de las remuneraciones de los funcionarios públicos con la seriedad de la problemática de ahora. Pero, a pesar de este modesto reajuste, los funcionarios -más de 550 mil- que se desempeñan en la administración central y descentralizada, verán protegido su poder adquisitivo y mantendrán un conjunto de beneficios sociales, como los aguinaldos de Navidad y de fiestas patrias y el incremento de un beneficio creado por la transición democrática, como es el bono de escolaridad, el que ascenderá a la suma de 33.564 pesos por cada carga familiar en edad escolar. Asimismo, se concede una bonificación adicional al bono de escolaridad de 14.043 pesos por cada hijo que cause este derecho de los funcionarios que tengan una remuneración bruta igual o inferior a 278.100 pesos.


Dichos beneficios forman parte de la búsqueda de la equidad social para las personas con menores ingresos, lo que ha sido preocupación de la mayoría de los parlamentarios que hemos sido elegidos mediante el voto popular.


Tal como expresó el diputado informante, los diputados que ayer participamos en la sesión extraordinaria de la Comisión de Hacienda dimos a conocer algunos temas concretos. En mi caso, expuse la situación por la que atraviesan los aproximadamente treinta y tres mil no docentes, con los cuales tenemos una deuda histórica desde el momento en que salió publicada la ley 
Nº 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


Asumimos ese compromiso y planteamos la situación a las autoridades correspondientes. En virtud de lo anterior, el ministro del Trabajo y Previsión Social nos reiteró lo que ya sabíamos, en cuanto a que han participado en una mesa de negociación con los trabajadores no docentes, por lo que a más tardar en marzo del próximo año ingresará al Congreso un proyecto de ley que facultará a esos trabajadores -que hacen posible el mejoramiento de la educación- para iniciar una negociación colectiva con los 341 municipios del país.


También quiero destacar y recordar que en 1994 planteamos el tema del bono de invierno para algunos pensionados, beneficio que se pagará en mayo de 2003 y que favorecerá a aproximadamente 600 mil personas, mediante la entrega de un bono de 29.589 pesos.


Además, los pensionados del INP, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley Nº 16.744 recibirán aguinaldos de fiestas patrias y de Navidad.


Por lo tanto, el reajuste para el sector público que establece el proyecto está dentro del ámbito económico en que vive inmerso el país. Sin embargo, tengo claridad en cuanto a que la mesa de negociación que está analizando diferentes aumentos de remuneraciones para varias instituciones del Estado también permitirá aumentos extraordinarios, que significarán un reconocimiento a toda la administración pública.


En consecuencia, anuncio que votaré favorablemente el proyecto.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Su señoría utilizó seis minutos del tiempo del Comité Demócrata Cristiano.


Tiene la palabra el diputado señor 
Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, ayer debatimos y aprobamos el proyecto de ley de Presupuestos para el Sector Público para el año 2003, y hoy nos corresponde tratar el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, instancias legislativas que son parte de la tradición democrática del país y del Congreso Nacional.


Luego del debate llevado a cabo por los involucrados y las autoridades del Ejecutivo, no se llegó a acuerdo sobre el monto del reajuste para el sector público, pero se estableció un incremento cercano a las cifras en discusión.


La iniciativa establece un reajuste que ha sido materia de debate, pero el Gobierno no esconde la situación delicada que vive el país. Si bien de él depende parte importante de la estabilidad de la caja fiscal, dicho reajuste es la forma de compensar el detrimento de los ingresos de los servidores del Estado.


Mediante este proyecto no se establece un aumento de las remuneraciones reales. Por ello, pese a entender la situación de miles de funcionarios a lo largo del país, cuyas rentas no son suficientes, debemos enmarcarlo en lo que son sus objetivos: compensar la depreciación de la moneda.


Además, quiero subrayar que el reajuste de tres por ciento de las remuneraciones de los trabajadores del sector público no obsta a la aplicación de otros sistemas de reajustabilidad y de aumento real de las rentas de varias categorías de trabajadores.


El proyecto en debate otorga beneficios a los funcionarios regidos por el Estatuto Docente y a los funcionarios de la atención primaria de salud, los cuales acceden, en forma directa, a normas especiales o a sistemas de negociación por áreas con el Ministerio de Hacienda, las que se insertan, por ejemplo, en la ley del nuevo trato.


La disciplina fiscal siempre debe establecerla el Gobierno, que es el que paga los costos políticos, mientras que los trabajadores más modestos son los que hacen los sacrificios. Sin embargo, las bonificaciones que se otorgan a los funcionarios de más bajos ingresos focalizan de mejor forma el gasto público. Para ello debe haber responsabilidad gubernamental en la toma de decisiones, especialmente en los tiempos difíciles que vive nuestra economía.


Serán beneficiados con el reajuste aproximadamente 500 mil trabajadores, de los cuales, tal como nos lo ha dado a conocer el diputado informante, 430 mil están incluidos en iniciativas legales que los favorecen en algún punto extra y en más de algún otro beneficio propio de la negociación con la Anef, la Confenats y la Confusam.


No obstante, 33 mil trabajadores no docentes no reciben un trato igualitario, porque, como dijo muy bien el diputado señor Ortiz -para quien este grupo constituye una gran preocupación-, no fueron considerados en la ley que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, ni en los reajustes del magisterio. Sin embargo, tal como señalaron el diputado señor Ortiz y el diputado informante, en marzo del próximo año dichos trabajadores llevarán a cabo una negociación colectiva en las 341 municipalidades del país.


No podemos actuar irresponsablemente con las cuentas fiscales, porque ello, más temprano que tarde, implicaría un detrimento para quienes deben ser nuestro objeto de atención primordial: los trabajadores que perciben menos ingresos.


A veces es muy sencillo sostener un discurso populista como el que se mantuvo durante muchos años en los gobiernos anteriores de Argentina, pero sus negros resultados los estamos viendo hoy, cinco o seis años después. Chile nunca llegará a ese extremo. Por eso, aunque parezca una exageración, medidas tan parciales como la del reajuste de remuneraciones están orientadas a evitar la indisciplina, el populismo y el desastre del mañana.


En consecuencia, anuncio el voto afirmativo de la bancada del Partido por la Democracia al proyecto, porque consideramos que forma parte del compromiso permanente que se debe tener con la política fiscal seria y responsable que las autoridades del Ministerio de Hacienda están llevando a cabo, a pesar de los momentos difíciles que vive la humanidad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Su Señoría ocupó cinco minutos y cuarenta y cinco segundos del tiempo de su Comité.


Tiene la palabra el diputado señor 
Vilches.


El señor VILCHES.- Señor Presidente, se nos ha convocado para discutir el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar, y concede otros beneficios.


Sin duda, nos causa molestia la improvisación con que debemos tratarlo, por cuanto no se nos ha dado la posibilidad de estudiarlo con mayor detención. Sólo podemos actuar en función de lo que nos informó la prensa respecto de las conversaciones entre el Ejecutivo, sus ministros y, a veces, con representantes de los trabajadores.


Este proyecto de ley reajusta los sueldos y salarios en un 3 por ciento a partir del 1 de diciembre de este año. Como crítica, podemos decir que no es un aumento de sueldos y salarios, ya que sólo representa una recuperación de la pérdida del valor adquisitivo que han sufrido las remuneraciones durante el año 2002.


Estimo que el reajuste es muy exiguo, y el riesgo a que por ello nos sometemos 
-quiero, por su intermedio, señora Presidenta, decírselo a los señores ministros, y espero que los hechos no se repitan como en años anteriores- radica en que nuestro apoyo evita que los distintos sectores públicos salgan a la calle a reclamar por mejores remuneraciones y se generen movilizaciones con el fin de lograr del Gobierno reajustes especiales.


Nos vemos en la obligación de aprobar este 3 por ciento. Nos molesta, porque tiene incidencia en la vida diaria de los servidores públicos. Vamos a dejar establecido en la discusión que podría haber sido de un punto más. Es nuestra posición. 


Vamos a apoyar el proyecto de ley, porque el Ejecutivo no nos entrega otra salida, y no logramos nada positivo con oponernos a su aprobación. Pero queremos dejar establecida nuestra protesta.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Rodolfo Seguel por ocho minutos.


El señor SEGUEL.- Señora Presidenta, mis colegas han empleado expresiones tales como “irresponsables”, “actuar con seriedad”, “cuidar la economía”.


Durante años hemos tenido el respaldo popular por la seriedad y la responsabilidad “en la conducción de la economía del país”. Me parece estupendo. Yo también llevo cuatro períodos como parlamentario y trato de ser responsable, de actuar con seriedad y de cuidar la economía. 


Pero quiero hacer algunas reflexiones sobre este proyecto, que ingresó ayer. 


Miles de trabajadores, a lo largo de todo Chile, esperan este reajuste; el sector pasivo, los aguinaldos correspondientes, y los hijos de los trabajadores, las asignaciones familiares. Y, así, todo lo que explicó el diputado señor Lorenzini. También esperamos reajuste todos los que laboramos en el Congreso Nacional.


El proyecto ingresó ayer con una agilidad asombrosa a la Comisión de Hacienda, a la cual concurrí; no pasó a la Comisión de Trabajo. Me han sorprendido tanto la agilidad para legislar como la rapidez con que se pretende solucionar los problemas de los trabajadores del sector público. Son dignas de admiración. En casi treinta minutos se trató un proyecto de treinta artículos. En la Comisión se dijo “hay que aprobarlo rápidamente, porque es lo que hay; no hay más”.


Cuando se legisla sin contrapesos, se despacha lo que se quiere. Me parece bien por el autor de este proyecto: el Ejecutivo.


No tengo nada en contra del Gobierno. Está planteando un reajuste de 3 por ciento y lo defiende. Si no tiene contraparte, se va luego con el proyecto al Senado. ¡Lo felicito! ¡Estupendo! ¡Buen negocio! La Cámara ha respaldado el proyecto del 3 por ciento para el sector público. 


Pero ¿qué me preocupa? La agilidad parlamentaria para despachar el proyecto de reajuste del 3 por ciento. 


Presenté una indicación, que fue declarada inadmisible, en la cual planteaba un 4 por ciento de reajuste para el sector público, a fin de ver la posibilidad de conversar con los señores ministros y de suspender la sesión durante un minuto con el objeto de conseguir algo más para el sector público. Ni siquiera se me dio la posibilidad de suspender la sesión. Está bien; otro punto más para el Ejecutivo; dos puntos a favor, “dos puntos buenos”, como dice el diputado Burgos. Ello es bienvenido por el Ejecutivo.


Al momento de votar, se votan “en paquete” los 30 artículos. Aprobación unánime, y tres puntos buenos para el Ejecutivo. Ahí está el 3 por ciento. El proyecto viene para acá, y se nos dice hay que hablar rápidamente y aprobarlo, porque lo están esperando en el Senado.


He expresado mi preocupación por la conducta que se ha tenido para tramitarlo y aprobarlo. Estimo que no hubo seriedad en la discusión del proyecto.


Se dijo que hay que tener seriedad para legislar y para pedir. Creo que no hubo seriedad para legislar en este proyecto de reajuste para el sector público. Y lo digo con todas sus letras.


Pero más grave aún -excluyo al Ejecutivo porque ha hecho bien su tarea en la Cámara y la hará perfectamente bien en el Senado- es la ausencia total y absoluta de los representantes de los trabajadores del sector público. Ellos son los que deben venir a defender los proyectos al Congreso Nacional; ellos son los que tienen que venir a hablar con los diputados; ellos son los que deben hablar con los ministros y provocar los hechos necesarios para que el reajuste al sector público tenga un incremento superior. Ningún dirigente sindical del sector público se hizo presente, ni uno solo. ¡Es una vergüenza que el movimiento sindical chileno no tenga la capacidad suficiente para defender sus derechos y su reajuste en el Congreso Nacional! No es posible que los trabajadores del sector público tengan este tipo de dirigentes sindicales, quienes, por ganar una elección en los próximos días en el sector público, prefieren que los trabajadores chilenos ganen menos y, así, criticar al Gobierno porque no les dio un reajuste superior. Pero no son capaces de venir a ganar un punto más para los trabajadores del sector público.


Dirigentes sindicales como ésos son una vergüenza. Los denuncio públicamente porque ellos son los responsables del resultado de las negociaciones colectivas de los servidores públicos y del 8 por ciento de los trabajadores sindicalizados de nuestro país. Los trabajadores no se pueden sentir identificados con dirigentes que no se ponen los pantalones y no defienden los derechos de quienes dicen representar.


Me siento avergonzado. Fui dirigente sindical y sé lo que es una negociación colectiva; sé lo que es pedir un reajuste y he visto, con vergüenza, repito, que los dirigentes prefieren ganar una elección que les permita seguir en ese cargo antes que luchar con el Gobierno por un uno por ciento más de reajuste para los trabajadores que representan.


Me molesta la forma como se ha legislado, pero más vergüenza siento porque los dirigentes sindicales del sector público no han tenido la capacidad suficiente para darse cuenta de que si ganan el uno por ciento más en este reajuste, ese uno por ciento incrementará los sueldos y remuneraciones de los trabajadores que representan.


Con vergüenza digo esto, porque los trabajadores chilenos no merecen ser representados por dirigentes sindicales como los actuales.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona.


El señor ESCALONA.- Señora Presidenta, entiendo que debido a las circunstancias que vive el país, la discusión del proyecto que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público coincide con el término de un ciclo, en el cual debiera finalizar una etapa y, ojalá, anticipar una nueva.


Me refiero a que el impacto público habido en el país en relación con denuncias graves sobre irregularidades y otros ilícitos que han comprometido el prestigio de la función pública, lo que significa un deterioro de la legitimidad de la acción política, ya que involucra a personas con altas responsabilidades, incluidos los parlamentarios, ha provocado un resultado que tiene un aspecto positivo, cual es el anuncio de un paquete de medidas sobre probidad y transparencia que se está preparando en el Gobierno y que incluye un esfuerzo conjunto de los ministerios del Interior, de Hacienda y del Trabajo.


Esa iniciativa dice relación con legislar sobre los ingresos de los altos ejecutivos y funcionarios del sector público, incluyendo a los ministros de Estado; con establecer límites a los ingresos injustificados o exagerados, pero también con la resolución correcta de un tema que tiene que ver con los sobresueldos, con el propósito de transparentar los ingresos de quienes ejercen funciones de elevada responsabilidad.


También se vincula con poner término a honorarios injustificados a personas que tengan ingresos en dos o tres reparticiones de manera simultánea, cosa que no debe ocurrir y que es necesario corregir. Además, establece nuevas medidas relativas a limitaciones al sistema de compras del sector público y a la aceleración de la tramitación de una ley sobre compras del sector, que se aprobó en la Cámara de Diputados hace algunos meses y que está en el Senado, a la espera de algunas resoluciones que permitan mejorar la legislación que se aprobó en esta Corporación. Me refiero, específicamente, a incluir en el sistema de compras públicas a los municipios del país y a las Fuerzas Armadas, materia que hace algunos meses, cuando legislamos al respecto, no contaba con un grado de acuerdo suficiente, a pesar de que este aspecto estuvo presente en el debate.


Todo indica que ahora hay en el país conciencia de que el sistema de compras públicas debe incluir también a los municipios y a las instituciones castrenses; es decir, hablamos de medidas que se refieren a construir una administración más potente y eficaz.


En el Ministerio de Hacienda se ha estudiado el tema desde hace algunos años, y entendemos que ha habido un avance importante en cuanto a materias relacionadas con la justicia tributaria, con el propósito de agilizar y modernizar su trabajo, pero también con generar más y mejores garantías a las personas que tengan litigios con el Estado, en particular con Impuestos Internos.


Nos acercamos a un momento que podríamos denominar de imperiosa necesidad de establecer una reforma y modernización del Estado para responder a las necesidades del país en esta nueva etapa.


Chile tuvo un crecimiento sostenido durante diez años, que experimentó un momento de desaceleración. Asimismo, el país no ha estado ajeno al efecto contractivo de la economía mundial en los últimos años y ha debido soportar, desde 1997, la crisis económica internacional más grave desde la posguerra, que ha tenido un cierto rebrote en los años 2001 y 2002. Sus efectos no han sido ajenos a nuestro país e influyen en su economía, sobre todo en la estrategia de desarrollo seguida por Chile, de apertura al mercado internacional y de que parte muy importante de sus ingresos provienen de las exportaciones.


A pesar del avance habido en el país, Chile tuvo una pérdida de aceleración en los últimos años. En definitiva, tenemos un país distinto, diferente al de comienzos de los ’70 y también de inicio de los ’90.


Digo esto porque entiendo que es el momento de cerrar una etapa. El reajuste del sector público es bajo, incrementa los ingresos de los trabajadores del sector público en tres por ciento, realidad que obedece al contexto en que opera actualmente el país y a las limitaciones de sus finanzas públicas, las que no le permiten conceder un reajuste mayor.


Esto debería constituir el término de una etapa, lo cual nos permitiría formular para los años venideros un proyecto de reforma y modernización del Estado en que los ingresos más bajos de algunos servicios de la administración pública pudieran ser abordados en profundidad.


Cuando discutimos la ley de Presupuestos, recibimos la información, que se ha reiterado, de algunos servicios, de Integra, por ejemplo, en cuanto a que, a pesar de no ser directamente un servicio público, la partida del presupuesto del sector público hace posible que opere como tal. Se nos informó que hay personas en esa repartición cuyos ingresos líquidos son inferiores al mínimo mensual.


En la discusión de la partida relativa a Educación, se volvió a plantear el caso de las manipuladoras de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, muchas de las cuales perciben un ingreso mensual inferior al mínimo. Si bien son contratadas directamente por las empresas que participan del proceso de licitación, no es menos cierto que es perfectamente posible establecer un vínculo entre dichas empresas con el sector público, al garantizar la alimentación de los niños con la intermediación de esas empresas. Es indudable que una parte de la administración debiera tener un aumento en sus ingresos.


También está el sector de los llamados codocentes, que ayer estuvo presente durante la discusión de esta iniciativa en la Comisión de Hacienda.


Asimismo, desde hace algún tiempo se ha planteado la posibilidad de que exista una nueva etapa para las personas que, habiendo sufrido exoneración política, no están gozando de las dos leyes dictadas sobre la materia. Entendemos que, respaldando esta propuesta del Ejecutivo, nos hacemos cargo de las actuales circunstancias económicas que prevalecen en el país; pero, al mismo tiempo, afirmamos que la ley debiera permitir el replanteo, en los ritmos y plazos que el país exige, de una reforma y modernización del Estado que, entre otros aspectos, establezca que ninguna persona que ingrese al servicio público tenga un ingreso que esté bajo el sueldo mínimo.


En consecuencia, esa reforma y modernización debe ser capaz de resolver temas pendientes relativos al ingreso de altos funcionarios a la Administración Pública, quienes deben modernizarse en su especialidad, a fin de que ella corresponda a sus responsabilidades. Asimismo, debe incluir el necesario aumento de remuneraciones de aquellos sectores más vulnerables y desprotegidos, cuyos ingresos no pueden estar por debajo de lo que el país necesariamente debe ser capaz de pagar.


Respaldamos la propuesta del Ejecutivo por las razones expuestas, básicamente por las limitaciones de las finanzas, pero sí planteamos, al calor de este debate, la necesidad de realizar una reforma profunda que permita elevar, sobre todo, los ingresos de aquel eslabón más bajo de la Administración Pública, en los procesos que el país debe vivir en el curso de los próximos meses.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado René Manuel García por cuatro minutos.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señora Presidenta, escuché con mucha atención las palabras del diputado Escalona, presidente del Partido Socialista, y las del ex sindicalista señor Seguel.


En verdad, los representantes de Renovación Nacional en las Comisiones de Trabajo y de Hacienda se abstuvieron en la votación del primer artículo, porque realmente creemos que es insuficiente el tres por ciento; pero si los trabajadores analizan por qué se les da el 3 por ciento, comprenderán que no es una cifra al azar, sino lo que el país puede dar. ¿Cómo va a dar más de un 3 por ciento si llevamos cinco años estancados? ¿Cómo vamos a dar más cuando no hemos creado ninguna fuente de trabajo? En consecuencia, no es culpa de los sindicalistas que vinieron o no vinieron a defender un mayor reajuste.


Los señores sindicalistas y trabajadores, tanto del sector público como del privado, deben saber que el Estado determina los reajustes para el sector público. Los parlamentarios no tienen facultad para aumentar los presupuestos, sino sólo para disminuirlos, rechazarlos o aprobarlos. Por tanto, no es extraño que el país sólo pueda dar un tres por ciento. Ahora, espero que no vaya a pasar como el año pasado, cuando se dio un reajuste del tres por ciento y a los veinte días subió la luz, el agua y los teléfonos en más de seis por ciento.


Este reajuste casi se topa con el IPC; prácticamente, no hay reajuste. Esta cifra es para empatar. En un país que quiere desarrollo, salir adelante, que quiere consumo, que desea que la gente tenga poder adquisitivo, indudablemente un factor indispensable es aumentar los sueldos. Con gente que gana cien mil pesos, no podemos pretender reactivar un país y comprar las cosas con esa suma. Esas cosas nos preocupan. En lo demás, indudablemente, estamos de acuerdo, porque es lo que puede dar el país.


Tenemos enfrente al ministro Eyzaguirre, “el hombre más poderoso de Chile” en cuanto a dinero, porque lo maneja todo, y al segundo hombre en cuanto a dinero, el ministro Solari, porque su ministerio es el que cuenta con más presupuesto. Así y todo, cuando vemos estos proyectos -analizábamos en la bancada, hace pocos días, qué es la agenda procrecimiento-, para que la gente lo sepa, llegamos a la triste conclusión de que esa agenda significa efectuar justamente lo contrario de lo que se ha hecho hasta ahora: flexibilizar el trabajo, no aumentar impuestos y dar garantías a la empresa privada para que invierta. O sea, todo lo contrario de lo que se había dicho antes. ¡Cómo se va dando vuelta la cosa! Hoy tienen una aureola de transparencia. No me puedo alegrar de lo que está pasando, porque perjudica la inversión y a todo el país. Eso sí, debo dar las gracias al señor Tombolini, porque debido a la “metida de pata” que él hizo, hoy existe una marea de transparencia en los sueldos, en todo lo que ustedes quieran ver. Por tanto, están reconociendo que efectivamente hacía doce años que estaban “metiendo las patas” en este sentido.


Ésa es la razón por la cual nos encontramos en esta situación. El país está envuelto en una espiral y no se sabe hacia dónde se va a salir. Ojalá, por el bien de Chile y de nuestra Patria, esto se arregle de verdad y se transparenten las cosas. No vengamos a decir que el gobierno militar hizo tal cosa y el de ahora, esta otra. No se trata de empatar. La gran diferencia es que ahora tenemos fiscalizadores y debemos hacer las cosas bien. Ojalá, nuestra Patria se transparente, tenga un mejor futuro, pueda crear más fuentes de trabajo, y, así, los reajustes del sector público sean de más de un 3 por ciento, porque ese porcentaje ni siquiera cubre el IPC.


Por esa razón, y por cuanto creemos que ese reajuste es insuficiente, en el artículo 1º, Renovación Nacional se va a abstener, y para todas las demás disposiciones anunciamos nuestro voto favorable.


La razón de mi intervención es para que la gente sepa que el país no puede ofrecer más del tres por ciento, porque la conducción de la nación se ha manejado de la manera que todos sabemos.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Ofrezco la palabra al diputado Burgos hasta por cuatro minutos.


El señor BURGOS.- Señora Presidenta, ante la intervención del distinguido diputado René Manuel García, simplemente haré un comentario. Jamás se podrá empatar a un régimen que no sólo licitó de manera espuria y presionó a los tribunales, sino que, además, creó organismos que se dedicaron a perseguir y a asesinar a chilenos. Eso es “inempatable” en la historia de Chile, gracias a Dios.


El proyecto en tratamiento significa que nuestra economía es capaz de financiar 300 millones de dólares para el reajuste del sector público, que, por lo menos, asegura la mantención del poder adquisitivo para el año 2003.


Al lado de nuestro país, hay una economía que entiendo es 4,5 veces más grande que la nuestra, desde el punto de vista del PIB, la cual no sólo no puede hablar de reajuste, sino que la semana pasada ha caído en cesación de pago, porque no puede cumplir con los intereses de un crédito del Fondo Monetario Internacional, que equivalen al 10 por ciento de este reajuste. Estamos hablando de un continente que se debate en graves problemas económicos. Sin embargo, nuestro país, gracias a una conducción responsable, seria, y a pesar de todo el ruido ambiental internacional y de situaciones internas que, por cierto, no han contribuido a su crecimiento, puede otorgar un reajuste del tres por ciento, que significa 300 millones de dólares.


En estos temas hay que ser más serios. Escuchaba al diputado Gonzalo Ibáñez, quien hacía una crítica respecto de lo menguado del reajuste. Tengo la impresión de que, durante esta semana, no ha leído a ningún economista ni el informe del Instituto Libertad y Desarrollo. No cuesta nada hacer demagogia en estos temas. Lo importante es ser serios, dar señales claras de la economía y decir lo que es posible dar con financiamiento. Nada más. Es la mejor forma de contribuir a que los trabajadores puedan tener más capacidad en el mediano plazo. Un país que da reajustes desfinanciados es poco serio. A la semana, los índices de confianza internacionales caen. Eso es lo que prueba la seriedad de los conductores económicos. En ese sentido, felicito a quienes toman la decisión, más allá de los votos que se puedan conseguir o no.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Von Mühlenbrock.


El señor VON MÜHLENBROCK.- Señora Presidenta, como miembro de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, ayer asistí a una sesión realmente impactante. Nuevamente, el Ejecutivo llegó a última hora con el proyecto, igual como ocurrió con el reajuste del salario mínimo, el que prácticamente lo tuvimos que aprobar en la noche en forma rápida.


Escuché con atención los argumentos, y debo decir que quedé perplejo, ya que se estaba discutiendo el reajuste del sector público. Lo que ocurrió es una falta de respeto a esta Corporación, y con mayor razón a los trabajadores públicos. Lo anterior conspira contra la esencia de la democracia. Se requiere un debate con altura de miras, transparente, con tiempo para escuchar y discutir las distintas opiniones. Eso es el Poder Legislativo, y lo que se debe hacer en este hemiciclo.


Me llamó la atención no ver a ningún dirigente gremial. Se les preguntó a los ministro del Trabajo y de Hacienda, pero no había nadie. Debo confesar que me sentí 
-antes se llamaban así- como en esas antiguas ollas a presión “Marmicoc”, ya que el proyecto se aprobó en tiempo récord. Pero hay que decir las cosas como son. En la primera votación, los diputados de la Alianza por Chile nos abstuvimos, lo que ocasionó un empate a seis votos. Luego, dos diputados nuestros tuvieron que dar su apoyo al proyecto a fin de evitar que éste cayera. ¡Es una vergüenza!


¿Qué está pasando, señor ministro del Trabajo, con el mundo de los trabajadores públicos? Permítame hacer una reflexión personal.


Antes de llegar a este hemiciclo, como gerente general de un grupo de empresas participé en el sector privado en cinco negociaciones colectivas. En todas se llegó a acuerdo antes de los plazos determinados por la ley. ¿Lo logré porque era muy buen gerente general? ¡No, señor ministro! ¿Sabe cuál es la receta? Hay que conversar permanentemente con los trabajadores y dirigentes. En el momento en que se firmaba una negociación colectiva, inmediatamente les decía a los trabajadores: “Señores, aquí comienza a gestarse la nueva negociación colectiva que tendremos que firmar en dos años más”. ¿Cuál es la diferencia? No actuaba como otras personas, que sólo se acuerdan de los trabajadores cuando falta un mes o ya han pasado once meses o un año. En ese momento recién se acuerdan que tienen que negociar colectivamente. ¡Ahí está el gran error! Se debe mantener un diálogo permanente con los trabajadores y dirigentes sindicales, quienes fueron mis mejores amigos. Los problemas los solucionaba día a día, mes a mes; incluso tenían prioridad respecto de reuniones formales. Recibí la crítica de muchos gerentes, quienes me preguntaban por qué hablaba tanto con los trabajadores cuando yo tenía prioridad. Les decía que la empresa puede comprar máquinas, computadoras y muchas otras cosas, pero que el capital humano es lo que diferencia a las empresas y hace que los países innoven. El capital humano siempre se debe privilegiar, porque eso es lo que dará preeminencia a la empresa, no la tecnología, ni las máquinas, ni la estrategia. Por ello, hay que motivarlo, saber cómo está trabajando, pero no preocuparse de él en el último minuto.


Como diputado nuevo, he quedado muy impresionado al ver la forma como se tramitó el proyecto en la Comisión de Hacienda. Me hubiese gustado escuchar a los dirigentes de los trabajadores; más aún, ver al Ejecutivo con los trabajadores, y no sin ellos o sin sus dirigentes gremiales, porque no los vi.


Señor ministro, pareciera que para el Ejecutivo la administración pública no tiene la real prioridad. Insisto, hay mucha duplicidad de funciones. Esto lo he venido diciendo desde hace tiempo. Entiendo que el país esté con problemas de crecimiento, que hay falta de recursos, que no se debe ser irresponsables. Sin embargo, los trabajadores saben que en otras partes hay mucha grasa, pero no voluntad política para, de una vez por todas, dar prioridad a sus necesidades.


¡Qué lejos estamos de una administración moderna, ágil, con una carrera funcionaria clara, con futuro, como ocurre en los países europeos, en las naciones desarrolladas, donde es un honor trabajar en la administración pública! Nuestros trabajadores del sector público siguen siendo los parientes pobres del Estado.


Disciplina fiscal seria y responsable. ¡Sí, señor ministro! Estoy absolutamente de acuerdo con usted, y lo aplaudo. ¿Pero a costa de quién o de quiénes? El país no crece y su economía sigue estancada. Pero en este hemiciclo se sigue diciendo que todos los demás -nuestros vecinos, Sudamérica, Latinoamérica- se están cayendo; entonces, nosotros estamos bien. Como dice el refrán: “Mal de muchos, consuelo de tontos”.


¡Hasta cuándo seguimos consolándonos! El país lleva cinco años con estancamiento, sin crecimiento real, y en lugar de trabajar en forma proactiva, cuando hemos visto que el sector privado trata de dar una mano al Ejecutivo,...


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Lleva ocho minutos de su discurso, señor diputado.


El señor VON MÜHLENBROCK.- Termino, señora Presidenta.


...no se le hace caso. A cuántas reuniones el Presidente de la República debe llegar rápidamente -como decía ese genial dibujo aparecido en “El Mercurio”, que dice: ¿Dónde está la agenda pro crecimiento?”-. El problema de fondo es que no hay credibilidad. ¿Dónde está la confianza? Señor ministro, usted sabe muy bien que los agentes económicos se mueven de acuerdo con las expectativas.


Haré una modesta sugerencia al señor ministro del Trabajo. Siempre hay que conversar con los trabajadores; por ningún motivo, sin ellos.


De acuerdo con el proyecto, no se puede hablar de que se otorga un reajuste, sino de que se mantiene el poder adquisitivo en un tres por ciento. Realmente, da vergüenza, porque me asiste la convicción de que si se hubiera dialogado en forma más eficaz con los dirigentes, a lo mejor se habría logrado un reajuste superior al tres por ciento. En muchas partes se puede recortar el Presupuesto; incluso se discutió esa materia en la Comisión de Hacienda.


Por eso, voy a pedir votación separada del artículo 1º respecto de los siguientes artículos, e, igual como lo hice anoche en la Comisión de Hacienda, me abstendré respecto del inciso primero del artículo 1º, el cual se refiere al reajuste del tres por ciento. Sin embargo, votaré a favor del resto de los artículos del proyecto.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señora Presidenta, sólo para decir al diputado señor Von Mühlenbrock, por su intermedio, que los dirigentes de la Anef tienen teléfono, son identificables y que si él hubiera querido hablar con ellos tenía todo el derecho de hacerlo. No sé por qué no lo hizo si hay tanto interés por los trabajadores.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Antonio Leal.


El señor LEAL.- Señora Presidenta, para todos los que tenemos un vínculo permanente con los dirigentes sindicales, gremiales, de la Anef y trabajadores del servicio público, el reajuste, que en el fondo compensa el aumento del costo de la vida del presente año, es menguado. Nos habría gustado que la economía nacional hubiera estado en condiciones de entregar un mayor reajuste a los funcionarios públicos, más allá de la austeridad y de la responsabilidad de la política fiscal que el Gobierno del Presidente Lagos y sus ministros tienen y que nosotros valoramos.


Sin embargo, el reajuste debiera ir acompañado de una posición del Gobierno más flexible cuando se trata de acoger las peticiones de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales en el nuevo trato laboral que se estableció con los propios trabajadores y que en el proyecto, ingresado a la Cámara el 30 de septiembre recién pasado, no se contempla.


También es muy importante, y lo conversaba con los dirigentes de la Anef esta mañana, que si éste es el monto del reajuste, que se pueda avanzar más adelante en temas que están planteando los trabajadores públicos. Entre éstos está el de la bonificación en las zonas aisladas, que se puede otorgar no sólo a partir de octubre de 2002, sino que durante todo el año. Que se pueda avanzar en el bono especial para los funcionarios del Fondo Nacional de Salud, Fonasa, de manera que el beneficio lo pueda recibir el conjunto de los trabajadores; que se pueda avanzar en el criterio planteado por la Anef en cuanto a la bonificación por retiro, establecida en el título III del proyecto y que incluye la incompatibilidad con el desahucio dispuesto en el artículo 102 y siguientes del DFL Nº 338, de 1960. Los trabajadores y la Anef han planteado que ambos beneficios son de naturaleza distinta, y la incompatibilidad no es parte integrante del acuerdo ni fue un planteamiento debatido en las instancias de negociación.


También se podría contemplar el tema del premio anual por excelencia institucional. Se trata de una asignación que no fue materia de debate en el proceso de negociación y en el cual la Anef no tuvo la oportunidad de conocer esta propuesta ni tampoco de discutir su alcance ni metodología.


Es decir, existe un conjunto de demandas que han sido planteadas, muchas de las cuales habían sido concordadas, pero el proyecto del Gobierno no recoge el conjunto de esas propuestas ni de los acuerdos.


Por eso, me parece relevante que, en momentos en que discutimos un aumento de las remuneraciones del sector público, que en la práctica compensa sólo la inflación y no incorpora los factores de rendimiento productivo y otros, podamos al menos obtener un compromiso del Ejecutivo para tener presente las opiniones que la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales ha hecho respecto del proyecto sobre nuevo trato laboral.


Estamos conscientes de la necesidad de modernizar y transparentar la administración pública. En estos días, el Gobierno ha estado abordando un tema de carácter histórico. Después de la reorganización de la administración pública hecha por el Presidente Arturo Alessandri Palma en la década del ’30, se comenzaron a pagar sobresueldos. Tengo actas del Congreso Nacional de esos años en las que se habla del tema.


Por lo tanto, ha llegado la hora de que el Gobierno aborde el tema de las remuneraciones de los altos funcionarios del aparato del Estado y, a partir de ello, hacer una discusión más global, que, naturalmente, no se puede hacer ahora, pues se debate el reajuste del sector público.


Es muy importante, para tener un Estado moderno y transparente, y donde no exista acceso a la corrupción, analizar el tema de las remuneraciones, ligado a la necesidad de la transparencia, al ejercicio de la función pública, del servicio público, de la honestidad y, al mismo tiempo, de la eficiencia. Se debe estudiar la manera como se atiende a la gente y como se otorga una remuneración equitativa a los funcionarios públicos, sobre todo a los de más alto nivel del Estado. Hoy el Gobierno del Presidente Lagos se esfuerza por establecer normas distintas de las que han existido históricamente en este país. Saludo que así sea, porque se deben transparentar las remuneraciones que perciben los funcionarios de la administración pública.


Termino diciendo que, además de no poder modificar este reajuste, que a todos los diputados nos habría gustado que hubiese sido mayor, tenemos que aprobarlo. De lo contrario, los trabajadores del sector público se quedan sin esta compensación.


Quiero colocar el acento en la necesidad de que pueda haber un compromiso por parte del Gobierno para incorporar en el proyecto sobre el nuevo trato laboral, aquellas reivindicaciones que faltan y que fueron concordadas con la Anef, las que, sin embargo, no fueron incorporadas en el proyecto.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil por cuatro minutos, de acuerdo con la distribución dispuesta por su bancada.


El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, los diputados de la Alianza por Chile que me han antecedido en el uso de la palabra han planteado cómo vamos a votar este importante proyecto.


Sin embargo, vale la pena hacer unas cuatro reflexiones. La primera, recordar y entender que en el sistema político republicano representativo es el Gobierno el que resuelve y tiene el derecho de definir las cosas; él debe y tiene la responsabilidad de conducir el país.


A la Oposición le corresponde fiscalizar, trabajar para llegar a ser mayoría y ganar credibilidad y respeto público; hacer propuestas, opinar y pronunciarse sobre lo que el Gobierno de mayoría plantea.


Este es el punto que se cruzó ayer en la discusión del proyecto en la Comisión de Hacienda y que creo se va a plantear hoy.


Quiero sumarme al reclamo planteado por la forma como estamos legislando. No puede ser que un proyecto ingrese a la Cámara a la hora en que éste lo hizo, con antecedentes que no conocemos, que no sabemos cómo se gestaron o por qué se produjeron las definiciones del Ejecutivo, sobre las cuales hay que pronunciarse en forma abrupta y en corto tiempo para, al día siguiente, tratarlo en la Sala. El reclamo se ha formulado desde el presidente de la Comisión hacia abajo, razón por la cual el próximo año esta materia hay que resolverla de otra forma, con mayores antecedentes, con una discusión más lata y con tiempo.


Diputados con vasta trayectoria sindical, como es el señor Seguel, plantean que el reajuste es exiguo, al igual como lo hacen notar los funcionarios de la administración pública.


Obviamente, el reajuste, que es exiguo, tal como el diputado Leal lo ha indicado, es un elemento clave para que el Estado y la sociedad chilena funcionen. La obtención de buenas remuneraciones es un elemento esencial para desterrar los gérmenes de corrupción. En ese sentido -reitero-, la administración pública debe ser bien remunerada.


Uno escucha a un ministro serio declarar que “no se puede más”, y, por otra, constata que los niveles de remuneración de la administración pública no son malos en relación con el sector privado. Planteadas así las cosas, uno debe resolver la materia, entendiendo que lo planteado por el Ejecutivo es lo más razonable y que es la mejor solución que se puede entregar.


Con todo y en el ánimo de apoyar al Ejecutivo y no quitarle el piso, uno debe entender otras cosas. Señores ministros de Hacienda y del Trabajo, deseo hacerles presente que desde hace tiempo hemos venido diciendo que el país no está creciendo al ritmo que debiera. Si creciéramos más, podríamos dar más. El Presupuesto aprobado ayer contiene cálculos demasiado optimistas tanto respecto de los niveles de crecimiento que se pueden alcanzar como del precio del cobre, eje sobre el cual se sustentan los ingresos fiscales. En tal sentido, a mi juicio, no estamos haciendo todo lo que debiéramos para dar más empleo y satisfacer mejor las necesidades del sector público.


Tal como ya ha sido anunciado, nos vamos a abstener respecto del primer artículo. Se trata de un tema cuya responsabilidad recae en el Gobierno. Éste y sus parlamentarios deberán determinar qué hacer al respecto y sostener su votación. Con todo, vamos a apoyar el resto de las proposiciones.


Tal como ha señalado el ministro de Hacienda, aquí se ha hecho lo posible. Sin embargo, si el Gobierno estuviera haciendo mejor las cosas, obviamente se habría otorgado un reajuste más sustancioso, estaríamos enfrentados a posibilidades de empleo mucho más halagüeñas y a mejores expectativas de crecimiento, no como las que se vislumbran en la actualidad, que son mediocres.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor José Pérez hasta por cuatro minutos.


El señor PÉREZ (don José).- Señora Presidenta, hablar sobre el reajuste resulta difícil, por cuanto apenas estamos en condiciones de ofrecer un 3 por ciento a los trabajadores del sector público, cifra que consideramos baja.


Es bueno recordar que la situación por la que atraviesa el país, el continente y muchas otras naciones del mundo -esto se prolonga ya por varios años- es muy compleja. En otros países, los sueldos de los trabajadores del sector público no sólo no han sido incrementados, sino que, por el contrario, han sido rebajados fuertemente. Lamento que, junto con el aguinaldo de Navidad, los bonos de escolaridad, de invierno y de Fiestas Patrias, no podamos entregar un reajuste mayor que el indicado. Esperamos que pronto el país camine con normalidad y podamos entregar un salario justo a los trabajadores del sector público.


Aquí acontece algo muy curioso. Los funcionarios públicos profesionales que destacan en su desempeño, pronto emigran al sector privado debido a que las rentas que perciben son demasiado bajas. Por eso, es necesario acercarnos a los niveles de remuneraciones ofrecidos fuera de la administración pública.


Deseo defender a los dirigentes de la Anef. Aquí han sido tratados en forma muy dura, lo que no es conveniente. Todos los dirigentes que representan a los trabajadores de este país entregan lo mejor de sí para el bien de los demás. Cualquiera sea su posición política, me merecen el más profundo respeto, porque están inspirados en el enorme sacrificio que significa representar a los trabajadores.


Los dirigentes de la Anef han dado muestras de madurez. Ellos han conversado con los ministros de las carteras que corresponde y no han venido a armar escándalos en las tribunas, situación que, eventualmente, podría haberse producido. En este sentido, deseo reconocer la sensatez demostrada por los dirigentes de la Anef. Ellos han entendido que nada obtienen provocando desórdenes en el Congreso Nacional, puesto que ya han sido entregadas las cifras correspondientes al reajuste del próximo año.


Aprovechando que el ministro del Trabajo se ha incorporado a la sesión, deseo subrayar que desde hace más de un año que mantenemos conversaciones respecto de una situación que preocupa a los trabajadores fiscales que prestaron funciones en el pasado. En la Octava Región se escuchan voces que señalan que el ministerio que usted representa mantiene entrabada la solución para quienes fueron exonerados en un momento dramático de la vida nacional, y que no ha sido capaz de enviar un tercer proyecto de ley sobre la materia, a fin de que sea estudiado por la Cámara de Diputados. El tema se ha conversado infinidad de veces con el Presidente de la República y con el ministro del Interior. Este último nos ha manifestado que está esperando ajustar algunas materias con el ministro del Trabajo para enviar la iniciativa al Congreso.


Hay mucha gente de edad avanzada que está esperando que se abra esta posibilidad para mejorar su situación. Se trata de trabajadores que perdieron su fuente laboral y que en la actualidad no perciben ningún ingreso. Por lo demás, no es necesario pedir recursos para dar solución a este problema, porque ellos existen.


Señor ministro, muchos murieron esperando una solución. Sólo pido que nos demos un tiempo para entregar este beneficio a quienes nunca supieron que existía, ya fuera por simple desconocimiento o porque se encontraban en el mundo rural o en el extranjero.


Diputados de distintas bancadas de la Concertación y muchos de la Oposición esperamos el envío de ese proyecto, a fin de aprobarlo rápidamente, de modo que quienes alguna vez fueron funcionarios públicos tengan la esperanza cierta de acogerse a un beneficio que, sin duda, merecen.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Moreira hasta por ocho minutos.


El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, en los últimos días y a través de distintos medios de comunicación, hemos tomado conocimiento de palabras como “corrupción”, “coimas” y “sobresueldos”. Lamentablemente, ésa es la imagen que hoy refleja el mundo político por culpa de algunos inescrupulosos.


Esa situación nos ha llevado a un callejón sin salida. Digo esto porque cuando, por una parte, se habla de corrupción, de coimas y de sobresueldos que benefician a ministros de Estado, y por otra, de la aprobación de un mísero reajuste del 3 por ciento para el sector público, ello deteriora en forma creciente a la clase política, y la confianza y la credibilidad se esfuman.


Cada día la economía tiene mayores complicaciones. Si a ello sumamos que el país no muestra signos de crecimiento, la conclusión forzosa es que no puede haber reajuste. Hablar de un 3 por ciento no es hablar de un reajuste digno para los trabajadores. Las palabras frecuentes del Gobierno plantean que “no se puede más”.


De una u otra manera, el Gobierno y las autoridades económicas han tratado de manejar esta crisis en la forma más responsable, pero creo que se podría haber hecho un mayor esfuerzo. 


No se trata de una incompatibilidad ni de un doble estándar cuando la Oposición, la Alianza por Chile, se abstuvo de votar en las comisiones una parte del proyecto, sino que ha querido dar una señal. Obviamente, tenemos que votar a favor el reajuste, porque aunque sea mísero el 3 por ciento, no podemos perjudicar a los trabajadores de Chile. 


En este último tiempo las cosas no andan bien porque precisamente son los dirigentes de la Concertación, que están en los distintos gremios del país, los que hacen oposición al Gobierno. Son ellos los que encabezan las marchas en contra de su propio gobierno. Algo está pasando. 


Cuando hace algunos días llamamos al Presidente de la República a ser consecuente y a pedir perdón por los escándalos de corrupción, muchos se molestaron. Pero lo hacíamos por la consecuencia que debe tener el Gobierno, porque nunca se le puede pedir la renuncia a un ministro. Cuando ello ocurre, es el mejor favor que se les hace, porque quedan ratificados en sus cargos.


Hace falta, a partir de ahora, un cambio de gabinete como una señal pública de cambio, porque otorgar el 3 por ciento de reajuste es hablar precisamente de algo insignificante. Así lo demuestran las encuestas: la gente desea confianza, credibilidad en el gobierno y en los políticos.


Hablar del 3 por ciento cuando uno, como parlamentario, tiene un sueldo mayor, indudablemente es como reírse o burlarse de la gente. Son miles y miles de familias las que se alejarán del mundo político cuando mañana aparezca en las principales portadas de los diarios la aprobación de este reajuste. 


Se podrán argumentar distintas razones económicas: la estrechez presupuestaria, que el país no puede más. Pero con el 3 por ciento de reajuste nadie puede hacer absolutamente nada.


Tenemos que hacer esfuerzos conjuntos; debemos crear un verdadero ambiente de confianza, de credibilidad, en el sentido de que Gobierno, trabajadores y empresarios comiencen a confiar entre sí, para que exista presupuesto, para que exista inversión, para que existan recursos que permitan dar trabajo a la gente. 


El discurso de estos últimos años se ha referido a los temas del empleo, de la delincuencia y de la salud. Al cabo de estos dos años de gobierno del Presidente Lagos y doce de la Concertación, ninguno de ellos se ha solucionado. Los mismos discursos del año 90 hoy se repiten: empleo, salud, delincuencia. 


Tenemos que hacer un esfuerzo y, obviamente, debe hacerlo el Gobierno en el manejo, en la relación con los empresarios y con la economía. 


Hoy nos vemos enfrentados al otorgamiento de un reajuste del 3 por ciento, que es una vergüenza. ¿Un 3 por ciento de reajuste para qué? ¿Cuánto significa en un sueldo mínimo? La nada misma. 


Entonces, ¿qué va a decir la gente? “Los políticos, los parlamentarios, aprobaron el proyecto de reajuste, ¿pero cuánto ganan ellos y las altas autoridades? “Depende del sobre”, como bien decía hoy un colega de la Concertación, molesto por esta situación. Muchas cosas se dicen en pasillos, pero no se plantean en la prensa ni en este hemiciclo. ¡Huy, qué grave esto! ¡Cómo nuestro Presidente ha permitido el tema de los sobresueldos, de los “sobres” dentro del Gobierno! 


Hoy aparece el señor Arturo Aylwin, ex contralor general de la República, muy molesto por esta situación, diciendo que de haberlo sabido no lo hubiese permitido. Son cosas de la política y de la vida.


Sí está claro que nos hemos abstenido respecto de una parte del proyecto. Lo hacemos como una señal pública para decirle al Gobierno: “¡Señores, ustedes pueden más; háganlo mejor; cambien los ministros donde la cosa ande mal. Esfuércense un poco por la gente que necesita creer en la autoridad y en quienes hoy están gobernando directa o indirectamente!”.


Por eso, para nosotros no constituye ninguna alegría ni felicidad aprobar esta iniciativa; al contrario, una desazón, porque tal vez se podría haber entregado un reajuste más digno a los trabajadores, porque no se puede comer filete cuando hay un pueblo que tiene hambre.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra, hasta por cuatro minutos, la diputada señora Alejandra Sepúlveda.


La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señora Presidenta, como diputada nueva 
-llevo siete meses y nueve días en esta Cámara- estoy tratando de legislar y de aportar.


Ayer me sentí desilusionada por el análisis que se hizo del proyecto de ley de Presupuestos de la nación, porque entiendo que debería ser una de las discusiones más ricas y profundas que deben tener lugar en el seno de esta Corporación. El debate tuvo poca reflexión y poca capacidad de crítica. 


Me preguntaron ayer por qué había votado en forma negativa la partida relacionada con el presupuesto de Agricultura. Explicaba que ayer le cortamos las manos a la pequeña agricultura al sacar la transferencia tecnológica. Los agricultores ya no tendrán ese apoyo técnico en sus predios. Ayer le cortamos las manos a la pequeña agricultura, porque el crédito de largo plazo va a tener que ir a pedirlo a la banca privada, y el enlace de crédito de riego no lo va a tener la institución que lo manejaba desde hace mucho tiempo.


Hoy nos toca aprobar y, al mismo tiempo, reflexionar sobre el reajuste del sector público, que beneficia a quienes ejecutan el presupuesto que ayer aprobamos.


No puedo dejar pasar la oportunidad de manifestar un reconocimiento hacia las personas que en él trabajan, porque lo hacen en condiciones complicadas. Un funcionario grado 18, con 30 años de servicio, no supera los 130 mil pesos de sueldo. Un profesional grado 15, agrónomo, veterinario o ingeniero forestal, no percibe más de 500 mil o 600 mil pesos. 


A los bajos sueldos se les debe sumar los viáticos insuficientes y el no pago de horas extras para que efectivamente puedan cumplir con su trabajo.


Es cierto que hoy los funcionarios públicos manejan un concepto distinto: la modernización del Estado. ¿Y qué significa esto para ellos? ¿Cómo se hacen más flexibles para atender mejor al usuario? ¿Cuáles son sus metas concretas? ¿Cómo se les paga por resultados si hoy siguen ganando 130 mil pesos? 


Pido disculpas a los miles de funcionarios públicos, aun sabiendo que este país no puede dar más que el 3 por ciento de reajuste; pero lo hago porque pienso que podríamos distribuir los recursos de otra forma y hacer un trabajo más inteligente que el que estamos haciendo.


Quiero concluir con la frase final que usan los funcionarios públicos todos los años cuando se termina de legislar sobre el reajuste, después de enterarse de la noticia por la radio o la televisión y sacar los cálculos para determinar en cuánto suben sus sueldos: “El Estado sigue siendo el peor patrón”.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el ministro Nicolás Eyzaguirre.


El señor EYZAGUIRRE (ministro de Hacienda).- Señora Presidenta, he escuchado con mucha atención a las señoras y a los señores diputados. Al respecto, quiero formular algunas reflexiones.


En primer lugar, deseo manifestar mi satisfacción, porque en todas las intervenciones se plantea la idea de que el crecimiento de las remuneraciones debe estar vinculado al crecimiento de la economía. Podrá haber discrepancias respecto de por qué la economía está creciendo más o menos, pero todos, cuál más cuál menos, han aceptado que estas dos variables deben estar vinculadas.


Los países y los gobiernos que no han tenido la valentía moral de asumir esta regla básica y que han preferido presupuestos o incrementos de salarios más generosos que los que permiten sus crecimientos económicos y han recurrido al expediente de endeudarse o de emplear en gasto corriente los recursos obtenidos en las privatizaciones de empresas públicas, han terminado con debacles económicas que han significado, por ejemplo, en Ecuador, la disminución de los salarios públicos en 15 por ciento; en Uruguay, en 20 por ciento; en Argentina, en más de 30 por ciento, y, en Brasil, que el salario nominal esté congelado desde hace cinco años, a pesar de enfrentar inflaciones que han superado el 10 por ciento. No obstante, en este país, más allá de nuestras discrepancias, somos capaces de entender que si no producimos más, si no crecemos, no podemos pagar más a los trabajadores. Podemos sentirnos orgullosos de que, aunque concedamos un aumento modesto, logramos mantener el poder de compra de los salarios de los funcionarios del sector público.


En segundo lugar, el Gobierno ha estado permanentemente activo en su relación con los sindicatos del sector público. Hemos propiciado que, a través de las distintas federaciones y considerando la especificidad de cada uno de los gremios, se generen aumentos de remuneraciones. En consecuencia, es falso que los trabajadores del sector público sólo reciban el IPC. Ésa es la regla general para 500 mil trabajadores; pero 150 mil profesores están beneficiándose con un incremento real este año, con el que también contarán el próximo y que ya percibieron el anterior; 60 mil trabajadores de la Anef, por concepto del nuevo trato, materia sobre la cual se está legislando en esta Corporación, han recibido un incremento variable en función de su productividad, que puede llegar hasta el 4 por ciento. Asimismo, los trabajadores de la salud municipal y los agrupados en la Confenats también han obtenido importantes incrementos de remuneraciones, que exceden el 2 por ciento, sobre la base de negociaciones que han llegado a feliz término. Solamente los trabajadores cuyo empleador no es el Estado, me refiero a universidades y municipalidades, tendrán este reajuste general, más allá de las perfecciones que se puedan introducir en la iniciativa, que permite la negociación directa de los trabajadores con sus respectivos empleadores.


Contrariamente a la vergüenza que parecen sentir algunos, el Gobierno ha profundizado cada día más la posibilidad de que los trabajadores más destacados del sector público obtengan, en función de su mérito y de su empeño, mejores remuneraciones. Sólo un sistema medieval condenaría al funcionario público a esperar que la vida transcurra para optar a cargos superiores sobre la base de la antigüedad.


En consecuencia, hemos concordado con la Asociación Nacional de Empleados Fiscales que, por el expediente de los concursos, los trabajadores más meritorios van a tener la posibilidad de hacer una rápida carrera funcionaria. Es más, hemos acordado que se abra la carrera funcionaria a los niveles de responsabilidad segundo y tercero, incorporando 3 mil cargos -que eran ejercidos por funcionarios designados por el Presidente de la República- para ser ocupados por los trabajadores públicos más meritorios.


Por lo tanto, no nos engañemos; no es sobre la base de la antigüedad o de la inercia que mejoraremos las condiciones de nuestros trabajadores públicos, sino sobre la base del mérito, del esfuerzo y de la capacitación, vectores que están considerados en la ley del nuevo trato laboral.


En respuesta a lo que se ha planteado, quiero agregar que, con el ministro Solari, agotamos la posibilidad de llegar a acuerdos, y por eso estamos llegando a la hora final de esta iniciativa. No obstante, diría que se ha generado la mala práctica de que los representantes de los trabajadores parecen no lograr el apoyo de sus bases si llegan a un acuerdo con el Gobierno en los años en que hay elecciones. Así no se puede construir país. Nosotros extremamos los esfuerzos para llegar a un consenso, lo que no fue posible, porque no obtuvimos ninguna flexibilidad de la contraparte por debajo del 6,5 por ciento requerido, lo que era absolutamente imposible de otorgar dadas las condiciones económicas actuales.


Termino diciendo, porque el tema está en boga, que quizás parece una contradicción que estemos planteando el 3 por ciento de reajuste para el sector público, mientras en la prensa se informa sobre los sobresueldos de ministros y subsecretarios.


Al respecto, debo señalar que el Gobierno heredó esta práctica, que tiene más de 50 años. ¿Qué ha sucedido en nuestra historia económica? Producto de la globalización y del perfeccionamiento de los mercados, los diferenciales de sueldos entre los gerentes y los trabajadores del sector privado eran de cinco o de diez a uno, pero hoy están en cuarenta o cincuenta a uno; mientras que los diferenciales en el sector público son de cinco o seis a uno, lo que condiciona una pirámide salarial que permite que las remuneraciones del sector medio y bajo sean mejores que las que se pagan fuera de este sector. En cambio, el alto directivo público percibe la cuarta o la quinta parte de lo que serían sus ingresos en empleos alternativos.


Repito, durante 50 años hemos escondido la cabeza ante este problema y hemos tratado de solucionarlo mediante distintos expedientes, como líneas internacionales, transferencias desde empresas públicas, sobrecitos, lo que quieran. Este Gobierno ha tenido el coraje, antes del domingo, de decir: “¡Basta, queremos transparencia!”. Hablamos con todos los partidos políticos y lo dije de cara a Chile por la televisión:”¡Queremos sueldos transparentes!”. Y vamos a tener el coraje de presentar un proyecto de ley sobre la materia en muy corto plazo para que de una vez por todas las cosas queden claras.


Los ministros y los subsecretarios que estamos en la función pública aceptamos una importante reducción de rentas respecto de lo que podríamos ganar en el sector privado, pero, en todo caso, debe tenerse presente que nuestras rentas tienen que ser consistentes con el ejercicio de nuestras funciones.


Reitero, la iniciativa se presentará a la brevedad y podrán opinar al respecto; pero, ¡por favor!, que no caiga ninguno de nosotros, partiendo por quien habla, en la situación de poner bajo la espada de Damocles al Gobierno que se ha atrevido a transparentar un tema país, lo que necesitamos hacer por el bien de nuestras instituciones y por un futuro mejor. Esto no tiene nada que ver con la discusión que tenemos hoy, en que estamos haciendo lo posible por salir adelante, todos en conjunto.


He dicho.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora González hasta por seis minutos.


La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señora Presidenta, estamos ante una iniciativa de vital importancia para el personal activo y pasivo del sector público. Nadie puede decir que su contenido no es importante. Cómo no va a ser importante para los pensionados saber que en agosto de 2003 tendrán un aguinaldo de 9.339 pesos y que en la Navidad del mismo año recibirán 10.712 pesos. Los reajustes, asignaciones familiares, maternales y subsidios, a contar de julio de 2003, tendrán un aumento. Además, en mayo de 2003 habrá un bono de invierno para los pensionados ascendente a 29.589 pesos. Por supuesto que estamos ante un proyecto que todos tenemos la obligación de aprobar.


¿Pero qué ocurre? Como bien decían algunos colegas, este proyecto ingresó recién ayer a las 11.30 horas. O sea, una iniciativa que es de vital importancia para todos los funcionarios del sector público y que atañe a tanta gente, debe ser despachada en 24 horas. Por supuesto que no tuvimos tiempo para hablar con los dirigentes de la Anef, e incluso hoy a las 10.30 horas 
-cuando comenzamos a estudiar el proyecto- tratamos de hablar con los trabajadores, pero, a pesar de que tienen teléfonos, no todos son ubicables. Eso lo tenemos absolutamente claro.


Por tanto, encuentro increíble -¡increíble!- y un insulto para esta Cámara que tengamos que vernos presionados a aprobar este proyecto sin disponer del tiempo para hacer el adecuado análisis que requiere la materia.


¿Qué significa el 3 por ciento de reajuste para todo el sector? Sencilla y simplemente, que quienes ganan en este minuto 112 mil 98 pesos, recibirán un reajuste de 3.460 pesos. Eso les alcanza exactamente para comprar ocho kilos de pan al mes. ¡Por Dios qué reajuste más importante! Quienes ganan 226 mil pesos, se ven un poco más beneficiados, porque podrán comprar quince kilos de azúcar o, a lo mejor, ocho kilos de arroz.


¿Qué dijeron los trabajadores al respecto? ¿Qué opinó la Anef, que desde mayo de 2003 espera una respuesta, cuando entregamos un bono especial para el sector público? Hasta el minuto no se ha contestado por qué sólo se aplicó a la Región Metropolitana y a la Décima y Undécima regiones, y no a todo el país, como dijo el ministro en su oportunidad.


Este es un proyecto que nos vemos en la obligación de aprobar. De lo contrario, la prensa diría que la Alianza por Chile o la Derecha no quiso aprobarlo. Si lo rechazamos, en los medios de comunicación aparecería, como titular, “La Alianza por Chile se niega a aprobar un proyecto que favorecería a todos los chilenos”. Por tanto, nos vemos en la obligación de aprobarlo. Pero, lógicamente, nos hubiera gustado que un proyecto de tal naturaleza hubiese sido discutido con todos y cada uno de los actores, y que los parlamentarios recibiéramos este informe mucho antes y no hoy en la mañana, para analizarlo y discutirlo como corresponde.


De todas manera daré mi aprobación a este proyecto, aun cuando no contamos con el tiempo suficiente para su estudio.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el ministro del Trabajo, don Ricardo Solari.


El señor SOLARI (ministro del Trabajo).- Señora Presidenta, es muy importante, en el momento previo a la votación del reajuste, hacer una evaluación de las relaciones laborales en el sector público.


En verdad, Chile puede enorgullecerse de contar entre sus innumerables activos con una muy buena relación entre las autoridades y los trabajadores organizados, los empleados fiscales y de los distintos sectores.


Desde 1990 hasta la fecha, no hemos tenido ninguna paralización general de actividades en el sector público. En muchas oportunidades hemos presentado el proyecto de reajuste plenamente convenido con los trabajadores. El año pasado, sin ir más lejos, llegamos al Congreso con un acuerdo que incluía una serie de beneficios, no sólo respecto del reajuste, sino también de capacitación y perfeccionamiento, previsionales, mejorías sectoriales, etcétera.


Actualmente, tenemos activos una serie de acuerdos sectoriales suscritos formalmente con estas organizaciones laborales. Por tanto, nuestra evaluación general es que tenemos una bajísima conflictividad en el sector público, es decir, un estado de paz social que, francamente, es ejemplar en el contexto internacional, y queremos preservarlo.


Quiero decirle al diputado Von 
Mühlenbrock que tenemos relaciones y actividades permanentes con las organizaciones. Incluso, después de la discrepancia sobre el reajuste, hemos mantenido el diálogo con ellos, porque hay muchos aspectos que es imprescindible seguirlos conversando.


Ayer lo mencionamos con detalle en la Comisión de Hacienda. Tenemos una discusión para hacer más formal la negociación colectiva del sector público. No hagamos de una discrepancia sujeta a condiciones y contexto de gasto fiscal algo que rompa o quiebre una relación que existe y se va a mantener. No tenemos duda alguna de aquello. ¿Por qué? Porque los trabajadores del sector público tienen claro que en el largo período que media desde 1990 a la fecha, ha habido avances y mejoramientos de rentas francamente significativos e importantes. Además de los aumentos de renta, se ha otorgado mejoramiento en beneficios, ha habido oportunidades, progreso y crecimiento. Eso es algo de lo cual estamos absolutamente convencidos.


También quiero decir que este proyecto, que propone un reajuste que protege el poder adquisitivo de los trabajadores públicos y que adiciona otros beneficios para este año, contrasta con la realidad de Brasil, que lleva cinco años con salarios públicos congelados contra una inflación de 30 por ciento; de Uruguay, que redujo en 25 por ciento los salarios del sector público; de Argentina, con una disminución de las remuneraciones de los empleados fiscales en los últimos dos años, desde el fin de la convertibilidad, de 35 por ciento; de Ecuador, con una reducción de los salarios del sector público entre 10 y 15 por ciento. Es decir, la política de ajuste se hace en relación a las remuneraciones de los trabajadores del sector público; pero no es el caso de Chile. Aquí se preserva el poder adquisitivo de los trabajadores, y muchos agregan a ello un conjunto de beneficios sectoriales, la gran mayoría en ejecución, algunos en trámite, y otros que vendrán en los próximos meses. Por tanto, estamos hablando de una realidad incontrastable, donde la discrepancia de un año no cierra -como señalé- una larga experiencia de cooperación, de colaboración entre el Estado-empleador y los trabajadores organizados del sector público.


Gracias, señora Presidenta.


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Corresponde votar en general el proyecto.


El señor CARDEMIL.- Señora Presidenta, punto de Reglamento.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor CARDEMIL.- Quiero informar que en la votación particular vamos a pedir división de la votación en el artículo 1º.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Señor diputado, debido a que no se presentaron indicaciones, el proyec-
to sólo se votará en general, y con la misma votación quedará despachado en particular.

El señor LONGUEIRA.- Pero hay varios artículos.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- No se puede, porque no hay indicaciones.


En la votación general no procede la división de la votación.


El señor DITTBORN.- Señora Presidenta, quiero que me indique qué disposición del Reglamento establece que no procede división de la votación de un artículo cuando no se han presentado indicaciones.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Se trata de una votación en general. Reglamentariamente, si no se han presentado indicaciones -este ejercicio lo hemos realizado durante doce años-, no hay votación en particular. ¿Qué va a votar en particular el señor diputado?


El señor DITTBORN.- El proyecto de ley tiene más de un artículo. Por lo tanto,...


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Pero no hay indicaciones.


En votación general el proyecto.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 52 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 40 abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Allende (doña Isabel), Araya, Ascencio, Burgos, Caraball (doña Eliana), Ceroni, Cornejo, Cristi (doña María Angélica), Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, 
González (don Rodrigo), Hales, Jaramillo, Jeame Barrueto, Leal, Letelier (don Felipe), Longton, Lorenzini, Luksic, Martínez, Mella (doña María Eugenia), Meza, Montes, Mora, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Ojeda, Olivares, Ortiz, Paredes, Pérez (don José), Quintana, Riveros, Robles, Rossi, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, 
Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Vilches y Villouta.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Bauer, Bayo, Becker, Bertolino, Cardemil, Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Galilea (don Pablo), Galilea (don José 
Antonio), García (don René Manuel), 
García-Huidobro, González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Ibáñez (doña Carmen), Kast, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer, Melero, Molina, Moreira, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Urrutia, Varela, Vargas y Von Mühlenbrock.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Por no haber sido objeto de indicaciones, también queda aprobado en particular.


El diputado señor Dittborn me solicitó una explicación reglamentaria. Al respecto, aclaro que el inciso segundo del artículo 130 del Reglamento establece lo siguiente: “En caso de que no se hayan presentado indicaciones, se entenderá aprobado también en particular el proyecto”.


(Hablan varios señores diputados a la vez).

Tiene la palabra el diputado señor Leay.


El señor LEAY.- Señora Presidenta, entiendo que si no se presentan indicaciones, no habría indicación que votar. Pero en un proyecto que tiene más de un artículo, puedo pedir división de la votación, ya que puedo estar a favor de un artículo y en contra de otro. Su Señoría no me puede obligar a votar todo en un paquete.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Si su Señoría quiere presentar un proyecto de reforma al inciso segundo del artículo 130, debe...


El señor LEAY.- No es eso. Está mal interpretado.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Está establecido que en caso de que no se hayan presentado indicaciones, el proyecto se entenderá aprobado también en particular.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO
DECLARACIÓN DE SANTUARIO DE LA NATURALEZA A QUEBRADA DE CHACARILLAS.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 137, de los señores Pérez, don Ramón, y Varela.


“Considerando:


Que el turismo ha sido, desde algún tiempo a esta parte, una de las actividades que ha repuntado notablemente en la provincia de Iquique, especialmente el “turismo aventura”, practicado por delegaciones extranjeras.


Que, actualmente, esta actividad se ha transformado en un deporte masivo practicado en “tours” que recorren el norte chileno, al que se le reconocen atractivos naturales muy difíciles de encontrar en otros rincones del país y del mundo.


Que, al interior de la provincia de Iquique, se encuentran numerosos pueblos altiplánicos que ofrecen atractivos turísticos, como la Laguna de Huasco y sus pinturas rupestres, petroglifos, géisers (Puchuldiza) y nidos de cóndores (Quebrada de Chacarilla, Pica), entre otros.


Que, en el año 1962, los geólogos Carlos Galli Oliver y Robert J. Digman realizaron un estudio sobre los recursos de agua subterránea en la provincia de Iquique, en el sector denominado Quebrada Chacarilla, comuna de Pica, Primera Región, pudiendo constatar la existencia de huellas de dinosaurios, lo que ocurría por primera vez en el país, a lo que no dio Chile, como era de prever, la difusión debida, como lo hizo, por ejemplo, el Museo de Historia Natural de Nueva York con los fósiles de dinosaurios descubiertos en Gobi, en 1994.


Que los científicos antes señalados manifiestan en su informe que la formación de Chacarillas es de la edad jurásica superior, de origen marino y continental, con huellas de dinosaurios, que afloran en el área sudoriental de la Primera Región. Precisan, además, que el conjunto más espectacular está situado en capas fuertemente inclinadas, entre cuarenta y sesenta grados, a unos cuatro o cinco km. al este de las chacras de Chacarillas, algunas de las cuales están ubicadas hasta quinientos m. sobre el fondo del mar.


Que, en la actualidad, se puede apreciar un creciente deterioro en las huellas inferiores, que han sido socavadas por  las pisadas de los visitantes en su afán de fotografiarse, no existiendo, como en otros lugares del mundo (Suiza, Alemania o Italia), plataformas especialmente habilitadas para su observación.


Que el artículo 31 del Título VII de la ley 17.288, del Ministerio de Educación, señala: "Son santuarios de la naturaleza todos aquellos sitios terrestres o marinos que ofrezcan posibilidades especiales para estudios e investigaciones geológicas, paleontológicas, zoológicas, botánicas o de ecología, o que posean formaciones naturales, cuyas conservaciones sean de interés para la ciencia o para el Estado".


Que un proyecto de incorporación de la Quebrada de Chacarillas a un circuito turístico tendría una excelente aceptación, considerando para tales efectos: a) Un camino de acceso más corto y para todo vehículo, b) Señalizar el área y poner información sobre el sitio por visitar; c) Incentivar la creación de una zona de “camping” en el predio agrícola, aprovechando la pequeña vertiente del lugar, y d) Confeccionar, a lo menos, tres réplicas de los más característicos ejemplares que allí dejaron huellas.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S. E. el Presidente de la República que, si lo tiene a bien, ordene el estudio de los antecedentes precitados e imparta las instrucciones necesarias al objeto de declarar -para su protección- santuario de la naturaleza el área donde están ubicadas las huellas de dinosaurios en la Quebrada de Chacarillas, provincia de lquique, Primera Región, lo que posibilitaría a científicos y turistas chilenos y extranjeros observar la zona.  Para tales efectos, sería conveniente designar a la Corporación Nacional Forestal, Conaf, organismo fiscalizador y contralor de este importante sitio, dotándola de los recursos necesarios para ese fin.”

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Ramón Pérez.


El señor PÉREZ (don Ramón).- Señora Presidenta, el canal Discovery difunde profusamente zonas turísticas o históricas de los diversos países. Chile cuenta con lugares mucho más interesantes y, sin embargo, no los difunde, y lo que es peor, no los protege. Como ejemplo puedo señalar que al interior de la provincia de Iquique y, en general en la Primera Región, numerosos pueblos ofrecen atractivos turísticos, como pinturas rupestres, geoglifos, petroglifos, géiseres, entre otros.


En 1962 geólogos extranjeros realizaron un estudio sobre los recursos de agua para la comuna de Pica, y comprobaron la existencia de cientos de huellas petrificadas de dinosaurios, lo que ocurría por primera vez en Chile. Son elocuentes las fotografías que he entregado a algunos colegas.


En la ocasión, como era de prever, nuestro país no realizó la difusión debida como lo hizo el Museo de Historia Natural de Nueva York con los fósiles de dinosaurios encontrados en 1994.


Es lamentable que por descuido y desconocimiento, en la actualidad se aprecie un creciente deterioro en las huellas inferiores, las que han sido socavadas por los visitantes, quienes las han destruido a martillo y cincel para llevarse un recuerdo. No existen, como en otros lugares del mundo, tales como Suiza, Alemania o Italia, plataformas especialmente habilitadas para su observación.


El artículo 31 del Título VII de la ley 
Nº 17.288, del Ministerio de Educación, señala lo siguiente: “Son santuarios de la naturaleza todos aquellos sitios terrestres o marinos que ofrezcan posibilidades especiales para estudios e investigaciones geológicas, paleontológicas, zoológicas, botánicas o de ecología, o que posean formaciones naturales, cuyas conservaciones sean de interés para la ciencia o para el Estado”.


En razón de lo anterior y en consideración a la urgente necesidad de proteger las huellas de dinosaurios ubicadas en la Quebrada de Chacarillas, pueblo de Matilla, comuna de Pica, provincia de Iquique, solicito el apoyo para el proyecto de acuerdo en discusión, a fin de que se declare a este sector santuario de la naturaleza y se designe a la Corporación Nacional Forestal, Conaf, como organismo fiscalizador y contralor de este importante sitio, la que deberá ser dotada de los recursos necesarios para tal fin.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 53 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Araya, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Caraball (doña Eliana), Cornejo, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Escobar, García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jaramillo, Jeame Barrueto, Kast, Leay, Longueira, Martínez, Masferrer, Meza, Molina, Moreira, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don José), Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Recondo, Rojas, Rossi, 
Salas, Sepúlveda (doña Alejandra), Soto (doña Laura), Urrutia, Varela, Vargas, 
Venegas, Vilches y Villouta.
CREACIÓN DE COMISIÓN ESPECIAL PARA LA PROPOSICIÓN DE POLÍTICAS DE DESARROLLO DE LAS ZONAS ALTIPLÁNICAS.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 138, de los señores Pérez, don Ramón; Varela, Rojas, Escobar, Salaberry y Bauer.


“Considerando:


Que la actividad económica de los sectores altiplánicos de la Primera y Segunda Regiones de Chile se ha visto disminuida considerablemente.


Que, por décadas, sus habitantes han sido considerados como ciudadanos de "tercera clase', lo que los ha obligado a emigrar hacia el centro del país en busca de mejores expectativas laborales y educacionales.


Que uno de los problemas que ha debido enfrentar la población de estos sectores 
-además del éxodo de sus habitantes- es la falta de recursos hídricos que les permitan mantener la incipiente actividad agrícola de la zona.


Que eI Gobierno ha firmado una serie de acuerdos de integración con el propósito de situar a nuestro país en el ámbito comercial internacional, a fin de ampliar los mercados y posibilitar un mejor intercambio económico.


Que la falta de una adecuada red vial que una las zonas altiplánicas del norte chileno no permite la comercialización de sus productos.


Que en tres regiones de nuestro país se han constituido, sobre la base de la normativa vigente, corporaciones viales destinadas, pre-
ferentemente, a la conservación de caminos secundarios bajo administración municipal.


Que, en la actualidad, muchos poblados reciben sólo las ondas radiales de países vecinos, lo que los mantiene ajenos a la contingencia nacional, perdiéndose, por este motivo, la sensibilidad tan necesaria en estas zonas fronterizas.


Que el Ejército de Chile manifestó, hace algunos años, su preocupación frente al tema de las fronteras interiores, situación que obliga a mirar hacia el norte chileno, históricamente reconocido como estratégico desde la perspectiva limítrofe.


Que existen, en la Primera y Segunda Regiones, sectores de gran valor arqueológico, estudiados por organismos estatales y privados del ámbito educacional, los que son visitados anualmente por cientos de turistas extranjeros y nacionales.


Que el turismo, como actividad económica, ha ido en aumento, hasta el punto de ser hoy una fuente de importantes recursos que permiten, incluso, que muchos vean en esta industria sin chimeneas una base económica para su desarrollo.


Que el auge experimentado por la actividad industrial, especialmente por la minería en los últimos años, hace evidente la necesidad de llevar a la práctica la denominada "regionalización”, a fin de permitir que las regiones reciban los frutos de su desarrollo.


Que todos conocemos las dificultades que deben enfrentar las autoridades policiales, muchas veces sobrepasadas por los traficantes de drogas, que causan un daño irreparable no sólo a estas regiones del país, sino que a todo el territorio nacional, que día tras día ve cómo en estas zonas fronterizas, transformadas en pasadizo de la droga, son detenidos connacionales y extranjeros.


La Cámara de Diputados acuerda:


Constituir una Comisión Especial para el desarrollo de las zonas altiplánicas de nuestro país, en conformidad a lo establecido en el artículo 229 del Reglamento de la Corporación.


La Comisión, que estará compuesta por trece miembros, tendrá por objeto efectuar, en un plazo no superior a ciento veinte días, un acabado estudio acerca de la problemática de las zonas altiplánicas de la Primera y Segunda Regiones de Chile y propondrá, enmarcadas en una política de Estado, las iniciativas legales que permitan su desarrollo integral.”


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Ramón Pérez.


El señor PÉREZ (don Ramón).- Señora Presidenta, como se señala en los considerandos del proyecto de acuerdo en discusión, la actividad económica de los sectores altiplánicos de las regiones del norte se ha visto notablemente disminuida. Por décadas sus habitantes han sido considerados ciudadanos de tercera clase, lo que los ha obligado a emigrar hacia el centro del país en busca de mejores expectativas laborales o educacionales, con lo cual se produce un éxodo que conlleva una pérdida importante de nuestra soberanía.


Prueba fehaciente de la discriminación que nos afecta es el hecho de que en 1992 se construyó, en la comuna de Colchane, un control aduanero donde funcionan, además, Carabineros y el SAG, dejando fuera de Chile al pueblo de Pisiga Caspa, lo que ha originado que sus habitantes, al entrar o salir del país, sean controlados como si fuesen extranjeros. Hoy, después de diez años, se encuentra en etapa de anteproyecto la construcción de un nuevo recinto en el lugar que corresponde.


Las principales causas, entre otras, del abandono de esta parte del territorio se debe a la falta de recursos hídricos, que les impide mantener la incipiente actividad agrícola y ganadera de la zona y la ausencia de una adecuada red vial que una las zonas altiplánicas, lo que les dificulta la comercialización oportuna de sus productos.


Hace algunos años, el Ejército de Chile manifestó su preocupación frente al tema de las fronteras interiores. Estas zonas lo son, lo que nos obliga a mirar hacia el norte del país, históricamente reconocido como estratégico desde la perspectiva limítrofe. Esta zona está poblada por aimaras, quechuas y diaguitas, quienes dan vida y protegen sectores de gran valor arqueológico, científico y educacional, los que son visitados anualmente por cientos de turistas extranjeros y nacionales.


Sorpresivamente, apareció la minería con gran fuerza, que absorbe gran cantidad de agua, lo que acrecentó las dificultades que ya tenían, sin recibir en compensación los frutos de esa explotación.


La imagen de la etnia se ve injustificadamente desprestigiada, por cuanto a lo largo de la frontera existen más de diez pasos clandestinos que transforman al sector en pasadizo de la droga.


Por lo antes expuesto, solicito el apoyo de los señores diputados para aprobar el proyecto de acuerdo, con el objeto de que se constituya una comisión especial para el desarrollo de las zonas altiplánicas de las regiones nortinas, a fin de que, como política de Estado, proponga iniciativas legales que permitan su desarrollo integral.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra para apoyar el proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


Ofrezco la palabra para impugnarlo.


Ofrezco la palabra.


Cerrado el debate,


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- No hay quórum. Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 49 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor SALAS (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Aguiló, Araya, Barros, Bauer, Becker, Bertolino, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Escobar, Galilea (don 
Pablo), Galilea (don José Antonio), García-Huidobro, González (doña Rosa), Hernández, Ibáñez (doña Carmen), Jeame Barrueto, Kast, Leay, Longueira, Martínez, Meza, Molina, Moreira, Ojeda, Olivares, Ortiz, Palma, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Salas, Sepúlveda (doña Alejandra), Urrutia, Varela, Vargas, Villouta y Von Mühlenbrock.

VII. INCIDENTES
VINDICACIÓN DEL PRESIDENTE DE LA FEDERACIÓN DE ESTUDIANTES DE CHILE, FECH.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista y Radical.


Tiene la palabra el diputado señor 
Francisco Encina.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, quisiera destacar dos cosas que me parecen importantes: una, en relación con la situación que se vive en el país y, la otra, con las informaciones que entregan algunos medios de comunicación.


El domingo 17 de este mes apareció en el cuerpo D, Reportajes, en la página 6, del diario “El Mercurio”, una pequeña columna que dice: “La Fech era inocente”. Recuerdo a la Sala que durante tres semanas seguidas el mencionado periódico, con grandes titulares, acusaba a la Fech y a su presidente, señor Iván Mlynarz, de adulterar boletas durante un trabajo de verano en 2001.


El fiscal de Traiguén, a cargo de la investigación, eximió a la Fech y al señor Mlynarz de cualquier irregularidad. El causante había sido el ferretero, quien adulteró una boleta y cambió la cifra de l.400.000 pesos por 14.000 pesos.


¿Quién responde por estos hechos? ¿Así es como se maneja la prensa en este país? ¿Es suficiente para “El Mercurio”, después de dedicar páginas y páginas de reportajes a una supuesta irregularidad de la Fech, desdecirse en una columna perdida del periódico?


Estos hechos hacen dudar a la ciudadanía respecto del manejo de los medios de comunicación. “El Mercurio”, con el odio que probablemente siente por algunas tendencias políticas, incurrió en una tremenda injusticia con una persona, con la cual no comparto su ideología política, pero que se vio sometida durante tres o cuatro semanas a la presión de un medio tan poderoso como el citado, para después publicar, en una pequeña columna del Cuerpo D, “La Fech era inocente”.


Ésas son las cosas que debemos tratar de cambiar en nuestro país, porque ha quedado demostrada la imposibilidad de las personas de defenderse ante el poder de los medios de comunicación, en este caso, los estudiantes agrupados en la Fech.


Por desgracia, todavía en Chile no se ha profundizado el problema ético de los medios de comunicación, ni existen reglas claras que les impidan llevar a las personas a este tipo de situaciones. En todo caso, ni a la Fech ni al señor Mlynarz, nadie le ha dado disculpas públicas por haberlo involucrado en un delito del cual era inocente.


Quiero vindicar -creo que la Cámara de Diputados lo debe hacer- el nombre de este organismo estudiantil, la Fech, por haber sido acusada sin tener responsabilidad alguna en los hechos.


He dicho.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS ANTE CONTAMINACIÓN DEL RÍO ELQUI. Oficio.


El señor ENCINA.- Señor Presidente, en segundo lugar, quiero plantear que en mi región nuevamente ha colapsado un relave de la empresa minera Cobres y otra vez ha contaminado el río Elqui, en la localidad Nueva Talcuna.


Hace algún tiempo, junto con otros parlamentarios, entre ellos el diputado señor Bertolino, presente en la Sala, solicitamos oficiar al organismo pertinente para pedir explicaciones al respecto. No sé por qué el servicio responsable, el Sernageomin, no tomó medida alguna para evitar que se repitiera, dos meses después, la contaminación del río Elqui, que puede afectar gravemente la salud de las personas.


Creo que el Ministerio de Minería debe tomar las medidas que corresponden y cambiar al funcionario ineficiente que no se preocupó de evitar tales hechos.


Esta situación no puede continuar, porque los 400 relaves que existen en la región ponen en peligro de contaminación los cauces de los ríos, lo cual puede traer serias consecuencias para la salud de la población.


Pido que se oficie al ministro de Minería, con el objeto de que ordene la instrucción de un sumario destinado a determinar la responsabilidades del caso y se nos informe por qué volvió a ocurrir tal situación.


He dicho.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

MEDIDAS ADMINISTRATIVAS QUE AFECTAN A LOS SERVICIOS DE AMBULANCIAS DE LOS ÁNGELES. Oficio.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado señor José Pérez.


El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, como uno de los temas que más preocupa al país es la salud de la población, el Gobierno está empeñado en analizar de qué manera podría entregar una mejor atención a quienes la requieren.


Por eso, quiero dar a conocer a la Sala la preocupación y el malestar de los habitantes de la provincia del Biobío, por las medidas administrativas que se han tomado en el último tiempo, que lesionan gravemente los intereses de las personas que sufren algún accidente.


De un tiempo a esta parte, cuando se necesita una ambulancia en Los Ángeles, o en otra de las comunas de la provincia del Biobío, se deben pedir a Chillán, en la provincia de Ñuble, con la consabida demora que ello implica, la que se ve aumentada en muchos casos, ya que, a veces, las líneas telefónicas están congestionadas. La comuna de Chillán nada tiene que ver con la de Los Ángeles ni la provincia de Ñuble con la del Biobío.


¿Por qué no se hacen las cosas como antes? El hospital base de Los Ángeles cuenta con teléfonos y ambulancias para trasladar al centro asistencial a las personas que sufren algún accidente. Muchas veces, un minuto de tardanza en llegar al hospital significa perder la vida. Como hemos tenido que lamentar muchos casos de este tipo en el último tiempo, es necesario que se reestudie esa situación.


Pido que se oficie al ministro de Salud, a fin de que nos informe el motivo por el cual se implementó esa medida, cuál es el beneficio que ha reportado y los reclamos que ha habido por parte de las personas accidentadas.


Al respecto, quiero narrar lo que sucedió el pasado 16 de octubre, en pleno centro de Los Ángeles. La señora Adriana Barrera Mercado sufrió un accidente; Carabineros llamó a una ambulancia luego de comprobar que tenía hematomas, como consecuencia de la caída que sufrió en una vereda en reparación. La ambulancia la trasladó desde el centro hasta el hospital, ubicado a menos de diez cuadras del lugar, donde esperó más de media hora para que la atendieran. A pesar de que no había sido atendida, la señora Barrera decidió retirarse, porque se sentía mejor, ante lo cual un funcionario la hizo firmar un documento. Con posterioridad, le llegó un cobro por 26 mil pesos: trece mil por concepto de traslado en ambulancia y trece mil por la supuesta atención prestada, que nunca recibió en el citado hospital.


Creo que esas cosas no pueden seguir ocurriendo. Un pasaje en un bus con asientos-cama desde Los Ángeles hasta Santiago no cuesta más de trece mil pesos, de manera que me parece una exageración cobrar esa cantidad por el traslado de una persona en ambulancia a un centro asistencial que no queda a más de diez cuadras del lugar del accidente, y una falta de respeto para la gente a la que le cuesta mucho ganar su dinero. La explicación que se dio fue que la señora Barrera estaba afiliada a una isapre. No importa. Independientemente del sistema al que esté adscrita, el cobro me parece una exageración. De ese modo no se entrega la atención que la gente merece.


Reitero en la Sala el malestar generalizado que existe en la provincia del Biobío a causa de la medida administrativa que no ha dado resultado alguno, sino que, por el contrario, provoca la crítica permanente de la gente de esa provincia que debe solicitar las ambulancias a la provincia vecina de Ñuble, en circunstancias de que Los Ángeles se encuentra a 110 kilómetros de distancia de Chillán.


He dicho.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional, Demócrata Cristiano, Partido por la Democracia y Socialista y Radical que así lo indican a la Mesa.

ANTECEDENTES RELATIVOS A SOBRESUELDOS PAGADOS A FUNCIONARIOS DEL ESTADO. Artículo 48, Nº 1, de la Constitución Política. Oficio.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Recondo.


El señor RECONDO.- Señor Presidente, en los últimos días la opinión pública ha tomado conocimiento del denominado caso de los “sobresueldos”, que da cuenta de prácticas de ciertas autoridades de Gobierno que ven incrementadas sus remuneraciones con dineros respecto de los cuales no existe certeza ni del origen, ni de su legalidad, ni del concepto por el que se están pagando, ni de las personas que los están recibiendo.


Por ello, tomando en consideración que, incluso, el ex contralor general de la República, señor Arturo Aylwin, ha afirmado a los medios de comunicación que dichos gastos son ilegales, se nos hace un deber oficiar a su Excelencia el Presidente de la República, en virtud del inciso primero del número 1) del artículo 48 de la Constitución Política de la República, para que nos informe, en el plazo de treinta días que dispone la Carta Fundamental, lo siguiente:

1º
La nómina detallada de las autoridades de Gobierno que reciben esos dineros por sobre su remuneración legal.

2º
Desde cuándo se pagan esos dineros.

3º
El monto total que implican esos pagos.

4º
En virtud de qué norma legal se autorizan dichos pagos.

5º
Con cargo a qué ítem del presupuesto de la nación se cancelan.

6º
Qué modalidades se utilizan para el pago de esos dineros.


Tal como lo ha informado de manera reiterada a la opinión pública el ministro secretario general de Gobierno, señor 
Heraldo Muñoz, la otra vía que ha utilizado el Gobierno para pagar sobresueldos es la participación de los ministros, subsecretarios u otras autoridades del Gobierno en los directorios de empresas del Estado.


Por lo tanto, pedimos que se envíe a la Cámara la nómina de los directores de las empresas del Estado y las dietas que han recibido por ese concepto al menos durante los últimos cuatro años.


Señor Presidente, por su intermedio le concedo una interrupción al diputado señor Alfonso Vargas.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra su Señoría, en el tiempo que corresponde al Comité de la UDI.


El señor VARGAS.- Señor Presidente, sólo para expresar que ayer diputados de Renovación Nacional solicitamos la misma información vía oficio. Dado que el diputado señor Recondo la pide en virtud del inciso primero del número 1) del artículo 48 de la Constitución, queremos dejar expresa constancia de que respaldamos absolutamente dicha petición, porque nos parece que en la actualidad el país necesita transparencia y, sobre todo, que se entregue la información a la brevedad y se hagan bien las cosas, y no como ha ocurrido hasta ahora, que por la prensa se informó que se trata de “gastos de representación”, en circunstancias que todos sabemos que los ministerios tienen sus propios gastos de representación.


Por lo tanto, nos sumaremos a la petición del diputado señor Recondo.


He dicho.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- De conformidad con lo que establece el Reglamento, corresponde votar la petición del diputado señor Recondo.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, de conformidad con el Nº 1) del artículo 48 de la Constitución Política.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi, Alvarado, Barros, Bauer, Bertolino, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Escobar, Galilea (don 
Pablo), Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, 
González (doña Rosa), Hernández, Ibáñez (don Gonzalo), Kast, Kuschel, Leay, 
Longueira, Martínez, Masferrer, Melero, Molina, Moreira, Norambuena, Palma, 
Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (doña Lily), Pérez (don Víctor), Prieto, Quintana, 
Recondo, Rojas, Salaberry, Urrutia, Varela, Vargas, Vilches y Von Mühlenbrock.

ALCANCES SOBRE LA SITUACIÓN POLÍTICA Y SOCIAL DEL PAÍS.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Moreira.


El señor MOREIRA.- Señor Presidente, hace algunos instantes, diputados de la Alianza por Chile, con el consenso de dos parlamentarios de la Concertación, han ejercido un acto de fiscalización, en virtud de sus facultades. En este caso, para conocer la verdad sobre una situación que se ha dado a conocer por los medios de comunicación que, lamentablemente, nos mete a todos en un mismo saco, porque hablar de corrupción, coimas y sobresueldos, parece ser lo mismo. 


En este aspecto, hay que marcar las diferencias. En ningún minuto diremos que es lo mismo recibir un sobresueldo que cometer un acto de corrupción, como es recibir una coima. Son cosas distintas. Pero nos llama la atención que se sostenga que, como se hacía antes, está bien, y que un ex contralor general de la República haga un llamado de atención en este aspecto.


No queremos emitir juicios a priori, sino pedir al Presidente de la República y al contralor general de la República, en uso de nuestras facultades, información sobre la materia. 


Agradecemos la actitud de dos diputados de la Concertación, señores Jaime Quintana y Enrique Accorsi, quienes han demostrado ser consecuentes, ya que el día de mañana nos pueden pedir lo mismo a nosotros. 


Lamento que algunos diputados de la Concertación hayan salido de la Sala y no compartan este oficio de mera fiscalización. 


Sin duda, el Congreso se ha visto afectado en su imagen por los actos de corrupción, pero no pueden atribuírseles responsabilidades a quienes no las tienen. 


Por eso, la expresión “caiga quien caiga” la usamos con frecuencia en estos días. Esperamos que los tribunales de justicia no sólo reaccionen, sino que sancionen a los responsables de la forma más enérgica y rápida posible, porque todo esto repercute en los demás sectores.


A quienes hemos ejercido labores de servicio público como alcaldes y parlamentarios nos duele, nos molesta, nos rebelamos frente a situaciones que empañan el prestigio de las personas. 


Es bueno transparentar todos los actos públicos del Gobierno y de la Cámara de Diputados, porque en la medida en que seamos capaces de mejorar la imagen, se crearán los nexos de confianza y de credibilidad que hacen faltan.


Hoy se votó el proyecto que otorga un reajuste de 3 por ciento a los trabajadores del sector público. A pesar de los distintos argumentos técnicos y económicos esgrimidos, creemos que se podía haber dado un poco más. Nos abstuvimos en la votación del proyecto para entregar una señal pública, porque si no se aprobaba el reajuste, se afectaría a los trabajadores.


Pero, debemos hacer un esfuerzo más, porque el país en vez de avanzar, retrocede. Ése es el sentimiento de la gente.


El 3 por ciento de reajuste para los jubilados, significan 4 ó 5 kilos más de pan. Entonces, los miembros de la Cámara de Diputados y los ministros con sus sobresueldos, aparecemos comiendo filete frente a gente que tiene hambre.


No se trata de comparar, pero la situación por la que atraviesa el país hermano de Argentina es muy sensible: desnutrición, cesantía, hambre, y la imagen de sus políticos por el suelo. No queremos eso. Por los cimientos de nuestra democracia, con todas sus falencias; por la estructura económica conseguida a través de largos años, estamos menos mal que los demás, pero no podemos conformarnos sólo con eso. Debemos avanzar y solucionar los problemas. Eso se logra creando el triángulo de la confianza y la credibilidad entre empresarios, trabajadores y Gobierno. 


Chile necesita más inversión y trabajo. Nos da vergüenza otorgar un 3 por ciento de reajuste, porque creíamos que se podía dar un poco más. Se nos dice que cuando no hay crecimiento es imposible otorgar un reajuste mayor, que no hay más dinero. Pero vemos dinero para otras cosas. Sin embargo, para los trabajadores, para los empleados públicos, no hay. De ahí que la gente diga “¿Y los jubilados cuando?” “A nosotros siempre nos postergan”. 


Hay muchas necesidades en el país y también muchos deseos de salir adelante, pero se necesita un liderazgo. 


Para la gente -el termómetro de la calle-, el tema de la corrupción es tan sensible como el del narcotráfico, los cuales debemos enfrentar con valentía, decisión y voluntad política. 


No queremos que al Gobierno le vaya mal. Faltan casi cuatro años para el término del actual período presidencial. No queremos que el Presidente Lagos se coloque “la soga al cuello” con tanta anticipación. Queremos que al Gobierno le vaya bien, porque así le va bien al país. ¿Por qué no decirlo? Queremos recibir un país en buenas condiciones. Cuando hablo de recibir el país en buenas condiciones, es porque -quizás está de más decirlo para algunos- vamos a ser gobierno. La Alianza por Chile está cada día más cerca de La Moneda y va a gobernar con proyectos nuevos, con ideas nuevas y con voluntad política para hacer realidad nuestra meta: servir a Chile por un camino de seguridad, de trabajo, de crecimiento, sin extrema pobreza.


Queremos que al Gobierno no le vaya mal, porque esperamos recibir un país digno. Nos preocupa cómo están las cosas, porque estamos retrocediendo.


Necesitamos avanzar como país, como nación; superar los problemas, porque durante estos últimos doce años de gobierno de la Concertación ha ocurrido siempre lo mismo: cesantía, inseguridad, falta de atención en salud. ¿Dónde está la solución a los problemas? Se ha repetido el mismo discurso durante doce años.


Hemos comprometido nuestro esfuerzo y trabajo para salir adelante, para fiscalizar, para tener mano dura cuando corresponda, para señalar al Gobierno que enmiende su conducta.


Por último, reiteramos en esta Sala lo que hemos dicho en varias oportunidades: se necesita un cambio de gabinete, nuevos ministros para superar la crisis; los ministros que no han cumplido, que se vayan. Que se nombre un nuevo gabinete como señal pública.


Hace unos días, algunos se molestaron mucho cuando dijimos que así como el Gobierno demanda que la Oposición pida perdón por hechos del pasado, nosotros también exigimos que el Presidente sea consecuente y le pida perdón al país. El Presidente Lagos debe pedirle perdón al país por la corrupción y por las coimas, que afectan la credibilidad en la democracia y en la estabilidad política del país. Cuando se dice tener autoridad moral para exigir a los demás que pidan perdón -en todo caso es una cuestión de conciencia-, uno también tiene la obligación de pedir perdón por hechos tan graves como los ocurridos recientemente.


Ésta es la peor crisis vivida por la Concertación en los últimos años. Sin duda, hemos visto una Concertación en decadencia. Y no es sólo eso, porque cuando escuchamos los debates que se producen entre sus miembros y leemos la prensa, da la impresión de que quisieran sacarse los ojos. Algo está pasando.


Nosotros no queremos una democracia inestable, sino sólida; deseamos que se superen los problemas. Tampoco hemos pretendido sacarle partido a los actos de corrupción, porque las denuncias han provenido de la propia Concertación, los problemas se han generado en su interior. Tampoco hemos sido meros espectadores; hemos estado dispuestos, como hoy, a fiscalizar, atribución que nos otorgan la Constitución y las leyes.


Todos estamos por la transparencia. Está bien que el Gobierno quiera transparentar los actos públicos, en especial de índole remuneracional y los contratos; pero eso es algo que debió haberse previsto hace doce años. No podemos justificar estos actos diciendo que antes también ocurrían. Hay que asumir las responsabilidades con decisión.


He dicho.

VENTAJAS Y DESVENTAJAS DEL ACUERDO COMERCIAL CON LA UNIÓN EUROPEA PARA LA AGRICULTURA TRADICIONAL. Oficios.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- El turno siguiente corresponde al Comité del Partido por la Democracia.


Tiene la palabra el diputado señor 
Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, en la tarde del lunes pasado, la ministra de Relaciones Exteriores, señora 
Soledad Alvear, firmó en Bruselas el acuerdo con la Unión Europea.


Posiblemente a esa misma hora, en el Palacio Ariztía, los miembros de la Comisión especial encargada de estudiarlo nos encontrábamos discutiendo sus ventajas y desventajas y su importancia, eclipsada por el revuelo que vive el país, ocasionado por hechos lamentables que desearíamos no haber vivido. Pero la tolerancia del ser humano debe movernos a ser precavidos y respetar a quienes hoy están viviendo un mal momento.


A pesar de la alegría demostrada por el buen final que tuvieron las negociaciones iniciadas hace varios meses, el diputado que habla no puede esconder su preocupación, seguramente compartida por muchos, por el impacto que el acuerdo puede tener en la agricultura tradicional del sur de Chile.


Ayer, durante la discusión del proyecto de ley de Presupuestos, había pensado intervenir para sugerir algo que podría ser un paliativo: considerar dentro del Presupuesto ayuda para los sectores que resulten perjudicados por este tipo de acuerdos.


Lamentablemente, hasta ahora no se ha demostrado la inocuidad del acuerdo para un sector importante de nuestra economía. Y no se trata sólo de un sector productivo 
-lo he dicho en otras oportunidades-, sino de una forma de vida, que verá amenazada su subsistencia por la competencia de productos agrícolas provenientes de importantes potencias del agro europeo, como Alemania, Holanda, Bélgica y Francia. Lo que han construido los agricultores del sur de Chile tras largos años de esfuerzos: cooperativas especiales, en especial en el ámbito lechero, aunque no queramos, se verá amenazado por la competencia de productos subsidiados procedentes de Europa que competirán en nuestro mercado. He estado planteando en forma constante mi preocupación por el posible efecto del acuerdo sobre nuestra agricultura. Curiosamente, el pasado lunes, por primera vez, la Comisión empezó a entender que el acuerdo tenía variables negativas.


Si bien es cierto que los lácteos, con excepción del queso, han quedado fuera del acuerdo, aún subsiste el peligro de los efectos de los productos europeos que distorsionan el mercado, afectando nuestra producción. Es cierto que se trata de una materia ajena al acuerdo; pero en futuras negociaciones deberían tratar de compensarse los eventuales daños. Por ejemplo, en el tratado no se incluyen los lácteos; pero sí bebidas que contienen 65 por ciento de leche que, curiosamente, no son consideradas productos lácteos. Esto constituye una distorsión y supongo que tendremos algo que decir al momento de firmar el tratado respectivo. Quienes ayer aprobaron un acuerdo con el Mercosur, deben reconocer -es lo que quiero destacar hoy- que lo hicieron sin tener certeza de los efectos que ese acuerdo provocaría en el sur de Chile, en particular en uno de nuestros principales productos: la leche.


Por eso, la lealtad política que hemos depositado en el acuerdo debe ser medida en su real magnitud. Por supuesto, hay que reconocer que el acuerdo favorecerá al 90 por ciento o más de los chilenos; pero el pequeño porcentaje restante es muy importante para quien habla porque representa a la agricultura tradicional, y a lo mejor es conveniente insinuar lo que hasta ahora no se había dicho.


Por ejemplo, las papas, uno de los principales cultivos de las Novena y Décima regiones, también se verán afectadas. Se dice que llegará una especie de papa genética, diferente; pero, ¿por qué nosotros no podemos utilizar la misma genética y competir de igual a igual? El acuerdo se suscribe precisamente cuando estábamos a punto de iniciar proyectos industriales con la empresa internacional MacCain que venía a instalarse a Chile. Ahora, esa empresa ha dejado de lado el proyecto en Chile, debido al tratado con la Unión Europea.


Para terminar, solicito que se envíe copia de mi intervención a su Excelencia el Presidente de la República y a la ministra de Relaciones Exteriores, porque antes de firmar el tratado es conveniente lograr un acuerdo respecto de los productos sensibles de la Décima Región de Los Lagos.


He dicho.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia de su intervención, con la adhesión de los diputados señores Von Mühlenbrock, Lorenzini, Bayo y de quien habla.

HOMENAJE A DANIELA GARCÍA, JOVEN UNIVERSITARIA ACCIDENTADA.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado Enrique Accorsi.


El señor ACCORSI.- Señor Presidente, quiero referirme a un accidente ocurrido hace algunas semanas.


Todos sebamos del grave accidente que sufrió una joven estudiante universitaria que viajaba al sur en un tren. En este hemiciclo hemos hablado de problemas técnicos, de seguridad, por qué se cayó, etcétera.


Pero hoy quiero referirme a la persona y ensalzar a Daniela García, joven estudiante de medicina y futura colega, porque realmente nos ha mostrado el camino correcto. Ella nos ha dado una tremenda lección de vida: en lugar de deprimirse por su grave accidente, ha fortalecido a sus amigos y a su familia con su entereza, con su fe, con su tremenda fortaleza, con su voluntad de seguir adelante y con su ejemplo. ¿Cuántos nos deprimimos hoy por problemas ínfimos, y no recapacitamos y pensamos que pueden solucionarse? Ése es el ejemplo que nos ha dado Daniela.


Por eso, en nombre de la Cámara, quiero rendirle un homenaje muy sentido, porque ha demostrado una valentía enorme. Además, nos ha demostrado que cuando se tienen principios y valores importantes, una familia muy unida y una fe muy grande, se puede enfrentar cualquier problema. Ella ha representado de manera ejemplar a la juventud chilena. Con mujeres como Daniela, Chile tiene su futuro asegurado.


Pido que se envíe copia de mi intervención a Daniela García.


He dicho.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se procederá en la forma solicitada por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Masferrer, Errázuriz, Bayo, Molina, Jaramillo y de quien habla.

ANTECEDENTES DIVERSOS SOBRE LA EMPRESA CORREOS DE CHILE. Oficio.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado Osvaldo Palma.


El señor PALMA.- Señor Presidente, en uso de mis facultades fiscalizadoras, vengo en solicitar que se oficie al ministro de Transportes y Telecomunicaciones, a fin de que me envíe la siguiente información sobre la Empresa de Correos de Chile:

1º
Detalles del contrato de la Empresa de Correos de Chile con la empresa TNT. En 1995, en dicha empresa existían 40 altos ejecutivos; en 2000, aumentaron a 75, y hoy llegan a 120 ó 140 altos ejecutivos: gerentes, agentes; todos cargos de confianza, no concursables y con altos sueldos.

2º
El número y nombre de estos altos ejecutivos, gerentes y agentes, montos de sus sueldos y gastos reservados y porcentaje de los gastos operacionales correspondientes a sus remuneraciones y beneficios. 

3º
Monto de los 23 ítem sustitutivos relacionados con asesorías externas y prestaciones de servicios y nombre de esas terceras personas y empresas, todo ello, con su evolución anual, desde 1980 a 2002, incluido.

4º
Relación existente con la consultora C y S Gestión; contratos, remuneraciones y el nombre de sus dueños.

5º
Los costos del cambio de imagen corporativa de Empresa de Correos de Chile a Correos de Chile; si existió licitación pública para realizar este trabajo, a qué empresa se asignó y quiénes son sus dueños.

6º
Detalles de las pasantías en el extranjero, las que ahora son sólo para los altos ejecutivos y no para los trabajadores -como ocurría antes-, número y costo de éstas, lugares de destino y nombre de los beneficiados con ellas, con su evolución anual, desde 1980 a 2002.

7º
La razón de mantener el pago del bono por cumplimiento de metas sólo para los altos ejecutivos y gerentes del nivel central -todos con altos sueldos-, el cual se había eliminado para bajar costos, que ha sido la política de la empresa últimamente. Éste se pagará nuevamente este año y significará altos desembolsos para esa empresa del Estado.

8º
El listado de localidades y oficinas que serán cerradas por la empresa en su afán de disminuir costos y aumentar sus ingresos, iniciativa que contempla disminuir en 1.600 la planta de trabajadores con sueldos menores: analistas, carteros, asistentes técnicos, cajeros, jefaturas -en realidad, escasas-, operadores postales, servicios generales, supervisores. En total 1.600 personas, pero prácticamente ningún ejecutivo con alto sueldo.


He dicho.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados Bayo, Hidalgo y Errázuriz.

RECONOCIMIENTO AL DOCTOR ENRIQUE ACCORSI POR LABOR SOCIAL REALIZADA EN PUERTO MONTT.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado Maximiano Errázuriz.


El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, he pedido con insistencia al diputado Enrique Accorsi que me entregue antecedentes relacionados con lo que voy a decir esta tarde; pero el retardo en entregármelos me obliga a intervenir con los que tengo en este instante.


Como los miembros de esta Corporación lo saben, fui operado hace un par de meses. El médico que me intervino, el doctor 
Sergio del Villar, profesor de la Universidad Católica, me relató un hecho relacionado con el doctor Accorsi, el que no puedo omitir.


Me decía el doctor del Villar que su colega -y ahora también nuestro-, Enrique Accorsi, durante los once años en que trabajó en Puerto Montt, a partir de 1978, realizó una extraordinaria labor social que refleja su profunda vocación profesional y su enorme vocación de servicio público sin ser parlamentario.


En primer lugar, obtuvo ayuda de la comunidad para lograr un apoyo permanente a la UTI pediátrica en el hospital de Puerto Montt. En segundo lugar, a través de la Sociedad Médica de Llanquihue, que el doctor Accorsi presidió, se realizaron más de 35 cursos de posgrados para todos los miembros del equipo de salud de la Décima Región, con la participación de las principales facultades de medicina de 
Chile. Él conseguía los pasajes, el alojamiento, todo; de manera que los cursos eran absolutamente gratis, pues no tuvieron un peso de costo para nadie. En tercer lugar, inició la cirugía pediátrica y neonatal en Puerto Montt. En fin, durante sus 11 años de permanencia en esa ciudad, el doctor Accorsi realizó una extraordinaria labor social.


Seguramente por modestia, el doctor 
Accorsi no ha querido proporcionarme los antecedentes que le he estado solicitando por mucho tiempo, y lo entiendo por no herir su modestia.


He querido destacarlo hoy, cuando la Cámara de Diputados atraviesa por un momento tan difícil y lo hago como diputado de Oposición, porque la llegada al Congreso Nacional de personas como el doctor Enrique Accorsi prestigian su profesión de médico y a esta Corporación.


He dicho.

INFORMACIÓN SOBRE SUMARIO ADMINISTRATIVO REALIZADO EN HOSPITAL DE ANGOL. Oficio.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, después de escuchar al diputado Maximiano Errázuriz, no podemos sino desear que muchos médicos como el doctor Accorsi ejercieran a lo largo de Chile.


El 30 de agosto, un vecino de Angol, don Sergio Olave, llevó a su hijo Luis, de catorce años, al servicio de urgencia del hospital de esa ciudad, con un cuadro febril y cefalea, es decir, dolor de cabeza. Ésa fue la primera atención que recibió. Al día siguiente, volvió a consultar, y al día subsiguiente consultó a un médico en forma particular que lo hospitalizó. De manera que llegó al hospital el 3 de septiembre. Durante su hospitalización se agravó paulatinamente, lo que motivó su traslado al Hospital Clínico Regional de Temuco, donde falleció el viernes 6, prácticamente una semana después de la primera consulta, aparentemente de un shock séptico por estafilococo, según el protocolo autópsico que obra en mi poder.


Como médico, conozco las dificultades que debemos enfrentar quienes ejercemos la medicina para diagnosticar algunos cuadros. A ese hecho se agregan denuncias muy serias formuladas por los padres de Luis 
Mauricio sobre el comportamiento de algunos funcionarios del sistema público.


Por eso, solicito que se oficie al ministro de Salud, a fin de que nos informe acerca del sumario administrativo que ya debe haberse dispuesto. De no ser así, que se sirva disponer su instrucción, con el objeto de que se adopten las medidas tendientes a evitar la repetición de situaciones similares.


He dicho.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

CAMBIO DE MATERIAL DE RELLENO EN CAMINOS SECUNDARIOS DE VALLE DE CASABLANCA. Oficios.


El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Hidalgo.


El señor HIDALGO.- Señor Presidente, la comunidad de Casablanca lleva dos años desarrollando un exitoso proyecto tendiente a convertir el turístico y vitivinícola valle de Casablanca en el más importante de Chile. Así ha sido reconocido, incluso, por el Ministerio de Agricultura que, con motivo del Encuentro Nacional del Vino, lo señaló como un ejemplo de trabajo mancomunado entre empresarios y autoridades. Por su parte, la Corfo ha contribuido con el 60 por ciento del financiamiento del proyecto.


En septiembre pasado, la zona de Casablanca fue declarada hermana de la Napa Valley de California. Pero las transformaciones que se están efectuando en la Ruta 68 han perjudicado considerablemente el proyecto, pues las condiciones en que se encuentran los caminos secundarios que colindan con la ruta, entre los pasos sobre nivel de Tapihue y La Vinilla, están ocasionando un enorme daño a las plantaciones de uva: el estabilizador de la carpeta asfáltica provoca una grave contaminación por el polvo que produce. Tal situación ha sido la causa de que las viñas estén siendo atacadas por una plaga de ácaros que merma la calidad y la buena maduración del fruto.


Junto con el daño a la producción de uva, el inicio del proyecto turístico Ruta del Vino corre peligro por el mal estado de esas vías de servicio, puesto que a los turistas no se les puede ofrecer un producto completo, si no existen adecuadas vías de acceso a las bodegas. Asimismo, otros proyectos nuevos, como la construcción de un restorán, se ven limitados por la mala calidad de las vías secundarias.


Según los antecedentes que poseo, representantes de la Asociación de Empresas Vitivinícolas y de la municipalidad han sostenido reuniones con la concesionaria Rutas del Pacífico sin obtener aún respuesta a sus demandas.


Por lo tanto, atendido el hecho de que la modificación de las especificaciones para las vías secundarias, como el cambio de relleno para la carpeta asfáltica, depende del Ministerio de Obras Públicas, pido que se oficie al ministro del ramo, a fin de solicitarle en forma urgente el cambio del material especificado en las rutas secundarias ya señaladas. Asimismo, pido que se envíe copia de mi intervención al alcalde de la municipalidad de Casablanca.


He dicho.



El señor VILLOUTA (Presidente 
accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.04 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de ley que prorroga la vigencia de la ley Nº 19.713, establece un nuevo nivel de patente pesquera industrial e introduce modificaciones a la ley general de Pesca. (boletín 
Nº 3138-21)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis facultades constitucionales, vengo en someter a vuestra consideración un proyecto de ley que prorroga la vigencia de la medida de administración que se estableció, en forma transitoria, por la ley Nº 19.713 y sus modificaciones; establece un nuevo nivel para la patente pesquera industrial; crea un Fondo de Administración Pesquera; perfecciona la integración del Consejo Nacional de Pesca; establece un procedimiento para el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector artesanal e industrial, asegurando el sustento económico básico de las caletas pesqueras que acceden a pesquerías declaradas en plena explotación, y establece un nuevo régimen para la pesca artesanal. 

I. ANTECEDENTES Y FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.

Cada una de las materias abordadas por la iniciativa que se somete a vuestra consideración, están incorporados en el proyecto de ley de modificación integral a la regulación pesquera nacional, presentado al honorable Congreso Nacional. Dicho proyecto de ley se encuentra en actual tramitación ante el honorable Senado, aún en primer trámite constitucional, por lo que el término de su tramitación es previsible que ocupe el primer semestre del año próximo. 


En este contexto y considerando que en breve plazo expirará la medida de administración pesquera en actual aplicación -límite máximo de captura por armador- creada por una ley transitoria, se hace indispensable la prórroga de la vigencia de la ley 19.713, a fin de evitar un retroceso en la administración pesquera nacional. 


En efecto, sin dicha medida de administración, el país conoció la desenfrenada “carrera por pescar”, además de otros efectos asociados, tales como la explotación irracional de los recursos pesqueros; la exagerada sobreinversión en esfuerzo de pesca, con el consiguiente desarrollo inadecuado para optimizar las ventajas comparativas del país; la priorización de objetivos a corto plazo en el procesamiento de la materia prima, sin maximizar un adecuado valor agregado; la inestabilidad laboral, con empleo temporal y gran inseguridad social.


Sin perjuicio de la transitoriedad de la ley que estableció esta medida de administración, ésta logró revertir los efectos adversos descritos precedentemente y otorgar al sector pesquero industrial la estabilidad económica y social indispensable para el crecimiento de la economía nacional. 


De este modo, el proyecto de prórroga que ahora se presenta, busca mantener la estabilidad económica y social proporcionada por la medida, por un horizonte de más largo plazo.


Por otra parte, la mayor estabilidad que se logrará con la prórroga de los límites máximos de captura y la mayor seguridad jurídica en la asignación de recursos hidrobiológicos, como asimismo, los costos que el sistema impone a la administración, exigen aumentar la patente pesquera industrial. 


En tal sentido, en esta iniciativa se propone una patente complementaria cuya base de cálculo está constituida por el límite de captura que se asigne a cada armador, con el objeto de obtener una distribución equitativa en su pago. 


Asimismo, se propone una adecuación del Consejo Nacional de Pesca, con un doble objetivo. Por una parte, exigir a los integrantes designados por el Presidente de la República, independencia tanto respecto de los intereses directos de los actores del sector, como respecto del propio Gobierno y, por otra parte, equilibrar la representación del sector artesanal, industrial y laboral dentro de este Organismo colegiado. 


Igualmente, este proyecto pretende que, de la cuota global de captura, se pueda garantizar a nivel de caleta, un mínimo de sustentabilidad económica. Con este propósito se incorpora un mecanismo especial para aprobar el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector artesanal e industrial que garantice, a través de la equitativa representación de todos los sectores, una medida ecuánime y transparente. 


Por último, se incorpora un nuevo régimen de extracción para la pesca artesanal, orientado a potenciar y desarrollar a este importante sector a través de una distribución de la fracción artesanal que permita la proyección de la actividad en el tiempo, generando de esa manera la necesaria estabilidad. 

II. CONTENIDO DEL PROYECTO.

Los objetivos y finalidades descritas se concretizan en el proyecto que se somete a vuestra consideración, en dos artículos permanentes y uno transitorio, que contienen disposiciones que se describen a continuación.

1.
Prórroga de la medida de administración límite máximo de captura por armador.


El artículo 1º del proyecto introduce tres modificaciones a la ley Nº 19.713, que estableció la medida “límite máximo de captura por armador”.


La contenida en el numeral 2), dispone la prórroga del mencionado régimen, tal como está concebido en dicha ley y sus modificaciones, por un lapso de 10 años.

2.
Información para la determinación de los límites máximos de captura.


El mismo artículo 1º del proyecto, incorpora un artículo 6º bis, nuevo a la ley Nº 19.713, cuya finalidad es establecer que, durante la prórroga que esta ley establece, la información relativa a capturas y capacidad de bodega que sirve de base para la determinación del límite máximo de captura por armador, será la contenida en las resoluciones que se aplicaron a dicha determinación durante el año 2002.


Ello obedece a que dicha información no es susceptible de sufrir variaciones con posterioridad a esa fecha.


Además, se establece la obligación para la subsecretaría, de dictar una Resolución que contenga el listado de titulares de autorizaciones de pesca vigentes y sus respectivas naves, un mes antes del vencimiento de los límites máximos de captura, pues esta información sí puede modificarse en el tiempo e incide en el cálculo de dichos límites.

3.
Patente complementaria.


Se incorpora un nuevo artículo 24 en la ley Nº 19.713, que regula la patente complementaria que se aplicará a los titulares de autorizaciones de pesca en unidades de pesquería administradas con límite máximo de captura.


Dicha patente será anual y de beneficio fiscal y equivaldrá al 5,5% del resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva, por las toneladas autorizadas al armador en el límite máximo de captura.

4.
Régimen Artesanal de Extracción.


El artículo segundo del proyecto introduce diversas modificaciones a la ley general de Pesca y Acuicultura. 


La primera de ellas incorpora un nuevo artículo 48 A, que agrega a las medidas aplicables a la pesca artesanal, un nuevo régimen artesanal de extracción.


Éste podrá aplicarse en las pesquerías que tengan su acceso suspendido y consiste en la distribución, por área, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente, de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una región. La distribución deberá hacerse conforme a la historia real de desembarque que corresponda al parámetro que se aplique.


La medida requiere consulta previa a las organizaciones de pescadores artesanales y deberá considerar la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.

5.
Reemplazo de inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal.


La segunda modificación que se introduce a la ley general de Pesca y Acuicultura regula un mecanismo de reemplazo de las inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal en las pesquerías con acceso cerrado, incorporando para ello un nuevo artículo 50 A.

6.
Integración del Consejo Nacional de Pesca.


En seguida, el proyecto modifica diversos numerales del artículo 146 de la ley general de Pesca y Acuicultura, estableciendo una nueva integración para el Consejo Nacional de Pesca, en que se garantiza la representación equitativa de todos los sectores y actores de la actividad pesquera, así como de las macrozonas que se distinguen a lo largo del país.


Asimismo, se incorporan disposiciones que regulan las inhabilidades e incompatibilidades para desempeñarse como consejero.


Para los efectos de la nueva integración del Consejo, el artículo transitorio del proyecto establece que, dentro del plazo de seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, deberá procederse a la elección de los consejeros de acuerdo a las modificaciones dispuestas.

7.
Procedimiento para el fraccionamiento de la cuota global de captura.


Otra modificación que el proyecto introduce a la ley general de Pesca y Acuicultura, se contiene en un nuevo artículo 147 A, que regula el procedimiento para adoptar el fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector artesanal e industrial, en unidades de pesquería declaradas en régimen de plena explotación.


Conforme al procedimiento que se establece, la Subsecretaría de Pesca elabora una propuesta de fraccionamiento que deberá someterse a una Comisión conformada por siete miembros del Consejo Nacional de Pesca, en que estarán representados los sectores artesanal, industrial y laboral.


La propuesta deberá aprobarse por la mayoría de los integrantes de dicha Comisión y ratificarse por el Consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si la Comisión rechaza la propuesta, regirá el fraccionamiento aplicado en el año inmediatamente anterior. 


Este procedimiento comenzará a regir una vez que la integración del Consejo Nacional de Pesca se haya adecuado a las modificaciones establecidas en esta ley.


8.
Fondo de Administración Pesquera.


Por último, el proyecto agrega un nuevo artículo 173 a la ley general de Pesca y Acuicultura, que crea un nuevo Fondo de Administración Pesquera. 


Este Fondo tendrá los siguientes destinos:


-Financiar proyectos de investigación pesquera y acuícola;


-Financiar proyectos de fomento y desarrollo de la pesca artesanal;


-Financiar programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras;


-Financiar programas de capacitación y reconversión laboral para trabajadores que, por aplicación de la ley Nº 19.713, hayan perdido su empleo, y


-Financiar programas de capacitación para los trabajadores de las industrias pesqueras extractivas y de procesamiento.


La administración de este Fondo se encomienda a un Consejo integrado por el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; un representante del ministro de Hacienda; un representante del ministro del Trabajo y Previsión Social; el subsecretario de Pesca y el director Nacional de Pesca.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura, Extraordinaria, de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.713:

1)
Intercálase, a continuación del artículo 6º, el siguiente artículo 6º bis:


“Artículo 6º bis.- A partir del año 2003, la Resolución de información establecida en el inciso primero del artículo anterior, corresponderá a las Resoluciones dictadas y aplicadas para la determinación de los límites máximos de captura en el año 2002.


No obstante lo anterior, con el objeto de determinar los titulares de autorizaciones de pesca vigentes, la Subsecretaría deberá dictar una Resolución, un mes antes del vencimiento de los límites máximos de captura, que contenga el listado de los titulares de autorizaciones de pesca con sus respectivas naves. 


Los armadores podrán reclamar conforme el procedimiento señalado en el artículo 6º, en el plazo de cinco días, debiendo el ministro resolverlas en el plazo de diez días.”.

2)
Sustitúyase, en el artículo 23, la expresión “el año 2002” por “el año 2012”.

3)
Agrégase el siguiente artículo 24:


“Artículo 24.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 43 de la ley general de Pesca y Acuicultura y en el artículo 8º de esta ley, los titulares de autorizaciones de pesca en unidades de pesquerías administradas con límite máximo de captura, deberán pagar anualmente, al 31 de marzo, una patente a beneficio fiscal equivalente al 5,5% del resultado de multiplicar el valor de sanción de la especie respectiva por las toneladas autorizadas a ese armador en límite máximo de captura.”.


Artículo 2º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley general de Pesca y Acuicultura, cuyo texto fue fijado por el decreto supremo Nº 430 de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:

1)
Intercálase, a continuación del artículo 48, el siguiente artículo 48 A: 


“Artículo 48 A.- Además de las facultades de administración de los recursos hidrobiológicos establecidas en el Párrafo primero del Título II y de lo previsto en el artículo 48, en las pesquerías que tengan su acceso suspendido conforme a los artículos 50 o 33 de esta ley, podrá establecerse por decreto supremo, previos informe técnico de la Subsecretaría y consulta al Consejo Zonal de Pesca respectivo, y con consulta a las organizaciones de pescadores artesanales, un sistema denominado “Régimen Artesanal de Extracción”. Este régimen consistirá en la distribución de la fracción artesanal de la cuota global de captura en una determinada Región, ya sea por área, tamaño de las embarcaciones, caleta, organizaciones de pescadores artesanales o individualmente. 


Para estos efectos se considerarán, según corresponda, los pescadores artesanales debidamente inscritos en el Registro Pesquero Artesanal en la respectiva pesquería, de la caleta, de la organización, o el tamaño de las embarcaciones.


La distribución de la fracción artesanal de la cuota global se efectuará de acuerdo a la historia real de desembarques de la Caleta, Organización o pescador artesanal, según corresponda, y teniendo en cuenta la sustentabilidad de los recursos hidrobiológicos.


Una vez establecido el Régimen Artesanal de Extracción, podrán fijarse días de captura, que podrán ser continuos o alternados.”.

2)
Agrégase, a continuación del artículo 50, el siguiente artículo 50 A:


“Artículo 50 A.- Las inscripciones en el Registro Pesquero Artesanal, podrán ser reemplazadas en pesquerías con el acceso cerrado, en conformidad con lo previsto en los 
artículos 33 y 50 de esta ley. En el caso de los buzos, serán reemplazables sólo por incapacidad total y permanente.


Para estos efectos, se deberá presentar una solicitud ante el Servicio, en que conste la manifestación de voluntad de ambas partes de ejercer la facultad establecida en el inciso primero. El Servicio efectuará el reemplazo en aquellas pesquerías que se encuentren vigentes.


El reemplazante deberá cumplir en todo caso, con los requisitos establecidos en el 
artículo 51. El armador reemplazante deberá, además, acreditar el título de dominio o tenencia sobre la embarcación, en la forma establecida en el artículo 52 letra a), quedando sujeto a la limitación establecida en la mencionada disposición y en el artículo 2º Nº 29.”.

3)
Modifícase el artículo 146, en el siguiente sentido:

a)
Sustitúyese el numeral 2 por el siguiente:


“2. Cinco representantes de las Organizaciones Gremiales del sector empresarial legalmente constituidas, designados por las respectivas organizaciones, entre los que deberán contarse representantes de las siguientes macrozonas del país: I y II Regiones; III a IV Regiones; V a IX Regiones e Islas Oceánicas y X a XII Regiones, y un representante de los pequeños armadores industriales.


Un representante de las Organizaciones Gremiales legalmente constituidas del sector acuicultor. Este representante no tendrá derecho a voto en las decisiones sobre la medida de administración de cuotas globales de captura y sobre el fraccionamiento de dicha cuota.”.

b)
Reemplázase el numeral 3, por el siguiente:


“3. Cinco representantes de las organizaciones gremiales legalmente constituidas del sector laboral, designados por sus propias organizaciones, en donde deberán quedar integrados: un representante de los oficiales de naves pesqueras; un representante de los tripulantes de naves pesqueras, y tres representantes de plantas de procesamiento de recursos hidrobiológicos.”.


c)
Sustitúyese el numeral 4, por el siguiente:


“4. Cinco representantes de las Organizaciones Gremiales del sector pesquero artesanal, designados por sus propias organizaciones, entre los cuales deberán quedar representadas las siguientes macrozonas del país: I y II Regiones; III a IV Regiones; V a IX Regiones e Islas Oceánicas y X a XII Regiones.”.

d)
Incorpóranse en el número 5, a continuación de su punto final que pasa a ser punto aparte (.), los siguientes párrafos: 


“No podrán desempeñarse como consejeros de nombramiento presidencial, las siguientes personas:

a)
Las personas que tengan relación laboral regida por el Código del Trabajo, con una empresa o persona que desarrolle actividades pesqueras.

b)
Los dirigentes de organizaciones de pescadores artesanales e industriales legalmente constituidas.

c)
Las personas que tengan participación en la propiedad de empresas que desarrollen directamente actividades pesqueras extractivas y de acuicultura, cuando los derechos sociales del respectivo consejero excedan de un 1% del capital de la correspondiente entidad; así como las personas naturales que desarrollen directamente tales actividades.

d)
Los funcionarios públicos de la Administración central del Estado.

e)
Las personas que presten servicios remunerados a cualquier título, al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción o a los servicios dependientes de dicho Ministerio.


Los miembros de Consejo nominados conforme a este número, antes de asumir el cargo, deberán declarar bajo juramento y mediante instrumento protocolizado en una Notaría, la circunstancia de no afectarle alguna de las incompatibilidades señaladas precedentemente. Asimismo, deberán presentar una declaración de intereses en conformidad con la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Si alguno de los consejeros designados de conformidad a este número incurriere, durante el ejercicio del cargo, en alguna de las circunstancias inhabilitantes señaladas precedentemente, cesará de inmediato en sus funciones, y será reemplazado de acuerdo a las reglas generales por el tiempo que reste al consejero inhabilitado.”.

4)
Intercálase, a continuación del artículo 147, el siguiente artículo 147 A:


“Artículo 147 A: Para la aprobación del fraccionamiento de la cuota global de captura entre el sector artesanal e industrial, en unidades de pesquerías declaradas en plena explotación, el Consejo deberá designar una Comisión integrada por siete de sus miembros presentes, entre los que deberán contarse dos consejeros representantes del sector artesanal, un consejero representante del sector industrial, un consejero representante del sector laboral y tres consejeros representantes de los miembros indicados en el numeral 5 del artículo 146. Los consejeros representantes de los estamentos artesanal, industrial y laboral, serán elegidos por los miembros representantes de cada uno de dichos estamentos y, en caso que no exista acuerdo, lo serán por sorteo entre los miembros presentes. En el caso de los otros miembros, serán siempre elegidos por sorteo entre los miembros presentes.


La Subsecretaría efectuará una propuesta de fraccionamiento a la Comisión, la que deberá ser aprobada por la mayoría de sus miembros y ratificada por los dos tercios de los miembros en ejercicio del Consejo. En el evento de que la Comisión rechace la propuesta de la Subsecretaría, o que la propuesta sea aprobada por la Comisión y rechazada por el Consejo, regirá el fraccionamiento del año inmediatamente anterior.


El fraccionamiento podrá establecerse mediante decreto para más de un año, aplicándose a las cuotas globales de captura que se fijen para esos años. Una vez establecido, no podrá ser modificado.


La propuesta fundada de fraccionamiento que proponga la Subsecretaría, deberá considerar criterios socioeconómicos en los casos de las caletas con pescadores artesanales inscritos en la respectiva pesquería, cuyas cuotas no les permitan un sustento básico y que sean su única fuente de ingresos.”.

5)
Agrégase, a continuación del artículo 172, el siguiente artículo:


“Artículo 173.- Créase el Fondo de Administración Pesquero en el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, destinado a financiar proyectos de investigación pesquera y acuicultura, y de fomento y desarrollo a la pesca artesanal; y programas de vigilancia, fiscalización y administración de las actividades pesqueras; de capacitación y reconversión laboral para los trabajadores que, por aplicación de la ley Nº 19.713, hayan perdido su empleo, y de capacitación para los actuales trabajadores de las industrias pesqueras extractivas y de procesamiento. La investigación pesquera y en acuicultura será administrada de la forma que determine la ley, garantizando una mayor autonomía de la autoridad administrativa. 


El Fondo será administrado por el Consejo de Administración pesquera, integrado por el ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, quien lo presidirá; un representante del ministro de Hacienda, un representante del ministro del Trabajo, el subsecretario de Pesca y el director Nacional de Pesca.


Los recursos que contemple este Fondo para cada año calendario deberán distribuirse para la investigación pesquera, para la pesca artesanal y trabajadores, para fiscalización y administración pesquera. 


Para la administración del Fondo, la Subsecretaría de Pesca proveerá los recursos necesarios.


El Fondo se financiará con cargo a rentas generales de la Nación, las que serán incrementadas por el ingreso efectivo del producto de las patentes a que se refiere esta ley en el año en que se formula el presupuesto de la Subsecretaría de Pesca.”.


Artículo transitorio.- En el plazo de seis meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, deberá estar constituido el Consejo Nacional de Pesca conforme a las modificaciones que esta ley incorpora al artículo 146 de la ley general de Pesca y Acuicultura, quedando sin efecto las nominaciones vigentes a partir de la fecha de las nuevas nominaciones.


Las normas sobre fraccionamiento que esta ley incorpora en el artículo 147 A de la ley general de Pesca y Acuicultura, entrarán en vigencia una vez que se encuentre en funcionamiento el Consejo Nacional de Pesca que se constituya conforme al inciso precedente.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; JORGE RODRÍGUEZ GROSSI, Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción; NICOLÁS EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda”.


2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que se inicia un proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria. (boletín Nº 3139-05)

“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de mis atribuciones constitucionales, tengo el honor de someter a consideración de ese honorable Congreso Nacional, un proyecto de ley que tiene por objeto fortalecer y perfeccionar la judicatura tributaria, para lo cual se proponen reformas a los tribunales y procedimientos de primera y segunda instancia en materia tributaria y modificaciones a las plantas del Poder Judicial y del Servicio de Impuestos Internos.

I. ANTECEDENTES.
1.
Compromiso de legislar.


La idea de legislar en esta materia tiene su origen en el Mensaje Presidencial Nº 178-242, de 24 de agosto de 2000, con el que se dio inicio a la tramitación legislativa de la ley 
Nº 19.738, publicada en el Diario Oficial de 19 de junio de 2001, que establece normas legales para combatir la evasión tributaria en nuestro país. En dicha exposición de motivos, se formuló el compromiso de propiciar una iniciativa legislativa que perfeccionara la jurisdicción tributaria, particularmente en cuanto a establecer una instancia que resolviera de forma expedita y con el adecuado respaldo técnico, las apelaciones respecto de los fallos de primer grado.

2.
Comité de expertos.


Para estos efectos, se convocó a un “Comité de Expertos”, compuesto por senadores, diputados, representantes del Poder Judicial, Colegio de Abogados, Colegio de Contadores, Consejo de Defensa del Estado, Confederación de la Producción y del Comercio, Profesores Universitarios y autoridades de Gobierno, quienes manifestaron sus opiniones respecto de los aspectos centrales que debiera contener una normativa para perfeccionar la Justicia Tributaria. Estas opiniones han sido debidamente evaluadas y constituyeron un significativo aporte, siendo la base del proyecto que se somete a vuestra consideración.

II. FUNDAMENTOS Y OBJETIVO DEL PROYECTO.

La iniciativa busca superar las actuales limitaciones que la judicatura tributaria de primera y segunda instancia presentan, pero manteniendo sus niveles de eficiencia y oportunidad. No debe olvidarse que el régimen tributario vigente posee un alto nivel de cumplimiento y bajas tasas de evasión, derivados de una estructura que funciona, pues fiscaliza y aplica sus sanciones, sin que el cumplimiento de las obligaciones tributarias, se torne en un factor de competencia desleal en los mercados, como ocurre en otros países de la región, lo que ha sido esencial para la conservación de los altos niveles de competitividad económica que el país presenta.


De esta manera, la iniciativa, en un delicado equilibrio, perfecciona el régimen vigente, superando sus actuales limitaciones, pero evitando, al mismo tiempo, caer en un sistema engorroso, caro y lento, que sin mejorar la situación actual, se transforme en un incentivo perverso para los agentes económicos, que los impulse a evitar o postergar el pago de los tributos, distorsionando el mercado y haciendo consecuentemente perder al país su capital económico, que tanto ha costado construir.

1.
Reseña de la judicatura tributaria vigente.


La facultad jurisdiccional de primera instancia, en materia tributaria corresponde en la actualidad a los Directores Regionales del Servicio de Impuestos Internos. Por la vía de la delegación de facultades, se ha radicado en los Jefes de Departamento Tribunal Tributario de cada Dirección Regional. Ello ha permitido conformar una instancia jurisdiccional dotada de personal técnico de alta especialización, contar con mejores fallos y con una reducción del tiempo de duración de los procesos.


Por su parte, son las Cortes de Apelaciones las que conocen de los recursos de apelación que se interponen en contra de las sentencias que fallan los reclamos. Corresponde, finalmente, a la Corte Suprema conocer de los recursos de casación en la forma y en el fondo deducidos en contra de las sentencias de segunda instancia dictadas por las Cortes antedichas.

2.
Eficiencia del sistema vigente.


El sistema reseñado ha resultado, en general, eficiente y equitativo. Así, en los reclamos de liquidaciones, los tribunales tributarios, aproximadamente en un 58% de los casos, han aceptado parcial o totalmente la posición del contribuyente. En cuanto a los reclamos de denuncios, han dado lugar aproximadamente al 24% de ellos.


De los reclamos de liquidaciones y denuncios en que el tribunal tributario no ha dado lugar al reclamo del contribuyente, aproximadamente el 10% han sido apelados ante las Cortes de Apelaciones. De estos casos, la Corte ha fallado parcial o totalmente a favor del contribuyente en un 53% de los casos de denuncios y 26% de los casos de liquidaciones.


De esta manera, se tiene que la actual judicatura tributaria de primera instancia es eficiente, rápida y gratuita, siendo la mayoría de sus resoluciones confirmadas por los tribunales superiores de Justicia, en las instancias de apelación correspondientes. 

3.
Limitaciones que presenta el sistema vigente.

a.
La función jurisdiccional del Servicio de Impuestos Internos.


Con todo, la actual estructura jurisdiccional existente dentro de la Administración Tributaria, ha merecido algunos reparos, que se centran fundamentalmente en la falta de independencia de ellas con respecto al organismo público que las cobija.

b.
Norma que determina dependencia de los Jueces Tributarios.


La crítica enunciada, se funda en que la ley obliga a los jueces tributarios a resolver los litigios aplicando la interpretación de la ley que sostenga la Dirección del Servicio de Impuestos Internos, conforme al artículo 6º, letra B, inciso final del Código Tributario y 
artículo 20º de la ley orgánica del Servicio Fiscalizador. 


Asimismo, se agrega la circunstancia de que los jueces tributarios son funcionarios de la exclusiva confianza del director del Servicio de Impuestos Internos.


Estas situaciones, concluyen los críticos, les restan imparcialidad a la hora de resolver los litigios que la ley ha colocado en la esfera de sus atribuciones.

4.
Necesidad de adecuación de la judicatura tributaria.


No obstante las ventajas que para el contribuyente representa el sistema de judicatura vigente, como son la rapidez, eficiencia y acceso gratuito al mismo, se reconoce que éste presenta limitaciones, particularmente en la Segunda Instancia. En efecto, un adecuado sistema de justicia tributaria requiere de instancias de revisión que garanticen con oportunidad y eficiencia los derechos del contribuyente. En la actualidad, las Cortes de Apelaciones cuentan con algunas limitaciones importantes para ejercer ese rol, por verse obligadas a resolver sobre materias de alta complejidad, sin contar con una especialización y un respaldo técnico adecuado.


Precisamente éstas son las carencias que la presente propuesta legislativa pretende resolver, a través del establecimiento de una judicatura tributaria de primera instancia que, manteniendo los actuales niveles de eficiencia, oportunidad y gratuidad, perfeccione sus limitaciones relativas, por una parte, a su independencia, y, por otra, que las apelaciones de los fallos de primera instancia de los jueces tributarios sean conocidas por una segunda instancia que cuente con un adecuado nivel de especialización y sean resueltas a través de un procedimiento expedito.

5.
Objetivo de la iniciativa.


De esta manera, la iniciativa que vengo en proponeros, reconoce como objetivo básico fortalecer y perfeccionar la jurisdicción tributaria, propendiendo a una correcta y equitativa aplicación de las normas tributarias, con la máxima eficiencia en la tramitación de los juicios, el debido resguardo del interés fiscal y de los derechos de los contribuyentes.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO.

Para el cumplimiento del objetivo propuesto, el proyecto se sustenta y desarrolla a través de cinco principios básicos que se funden con su contenido: 

1.
Especialización de las Cortes de Apelaciones en materias tributarias y agilización de la tramitación de los procesos en la segunda instancia.

2.
Creación de Tribunales Tributarios de primera instancia, que ejercerán su ministerio con independencia de la interpretación de la ley tributaria sustentada por la administración.

3.
Etapa de reconsideración administrativa obligatoria, en forma previa al reclamo, como medio de evitar la “judicialización” innecesaria de los procesos de determinación impositiva.

4.
Procedimientos judiciales eficientes y expeditos.

5.
Aplicación gradual de la reforma.

1.
Especialización de las Cortes de Apelaciones en materias tributarias.


Se propone que las Cortes de Apelaciones, que tienen competencia para pronunciarse respecto de los recursos de apelación que se deduzcan en contra de lo resuelto en primera instancia, contarán con salas que conocerán, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios. Estarán integradas por personas con conocimientos especializados en estas materias.

a.
Aumento del número de ministros en algunas Cortes de Apelaciones.


Para este fin, se propone un aumento de tres ministros en cada una de las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, Concepción, San Miguel y Santiago, y de un nuevo relator, especialista en materias tributarias, en las diecisiete Cortes de Apelaciones del país.

b.
Agilización de la tramitación de las causas en la segunda instancia.


Además, se establece que el recurso de apelación respecto de materias tributarias se tramite en forma preferente, en cuenta y de conformidad a las normas prescritas para los incidentes.


Con estas modificaciones se pretende asegurar una rápida tramitación de tales causas en segunda instancia, con tribunales dotados de personal especializado en el conocimiento de materias tributarias.

2.
Creación de Tribunales Tributarios de primera instancia, independientes de la Administración.


Se contempla la creación de dieciséis Tribunales Tributarios de primera instancia, a razón de un Tribunal por cada Dirección Regional del Servicio de Impuestos Internos, con competencia para conocer de las reclamaciones en contra de las actuaciones del Servicio.


El proyecto persigue asegurar la idoneidad del personal que integrará estos Tribunales y el ejercicio de la jurisdicción con independencia de las instrucciones e interpretaciones de la autoridad administrativa, para lo cual se han considerado tres aspectos sustanciales: la idoneidad de sus integrantes, la independencia y la carrera judicial de los Jueces Tributarios.

a.
Idoneidad y nombramiento del personal del Tribunal Tributario.


Cada Tribunal estará compuesto por un Juez letrado, por un Abogado resolutor y por el personal profesional y administrativo necesario para la tramitación de las causas.


El Juez Tributario y el Abogado resolutor, serán nombrados mediante un procedimiento concursal de naturaleza mixta, que tiene por objeto asegurar la calificación de este personal para las funciones que desarrollará. Para ello, el Ministerio de Hacienda propondrá una lista de hasta diez nombres, escogida entre personas idóneas al puesto, la que será elevada a la decisión de la Corte de Apelaciones respectiva. Ésta, a su vez, deberá formar una terna para ser sometida al Presidente de la República, quien seleccionará, en definitiva, los llamados a servir estos cargos.


Se ha considerado pertinente establecer como condiciones de idoneidad del Juez Tributario el que cumpla con los requisitos de ser abogado y, además, especialista en materias tributarias. 


El Juez Tributario tendrá una jerarquía compatible con la responsabilidad inherente a las altas funciones que de él se esperan, estableciéndose una planta especial dentro de los escalafones del Servicio de Impuestos Internos, en las que tendrá un grado en relación con la magnitud e importancia de la Dirección Regional en que ejerza sus funciones.


El proyecto crea el cargo de Abogado resolutor, quien, además de colaborar con el Juez en la resolución de las causas y con la gestión administrativa del Tribunal, subrogará al Juez cuando éste se encuentre ausente o inhabilitado por alguna razón. A estos fines se contempla que la designación y nombramiento de este funcionario sea también independiente de la autoridad del Servicio de Impuestos Internos.


En cuanto al resto del personal del Tribunal, se considera una planta especial de resolutores. El personal “resolutor” estará encargado de colaborar en la labor de resolución de las causas sometidas al conocimiento de cada Tribunal y se le exigirá estar en posesión de un título profesional otorgado por una Universidad o Instituto Profesional. Además, el Servicio de Impuestos Internos proveerá el personal “administrativo”, el que estará destinado a cumplir las labores de secretaría y atención de público. En todo caso el proyecto garantiza la dotación necesaria de funcionarios para el adecuado funcionamiento de esta instancia jurisdiccional.

b.
Independencia del Tribunal Tributario.


El proyecto pretende garantizar la independencia de los Tribunales Tributarios, interviniendo en diversos aspectos orgánicos relacionados con el establecimiento y funcionamiento de los mismos. 


i.
Fórmula mixta de designación.


En primer término, se consagra una fórmula mixta de designación de los Jueces y Abogados resolutores de cada Tribunal, lo que pretende asegurar la idoneidad de este personal y su independencia respecto de la autoridad administrativa. 

ii.
Libertad para interpretar los hechos de la causa y el derecho aplicable.


Por otra parte, el Juez Tributario, en el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales, será libre para interpretar los hechos de la causa y definir el derecho aplicable al caso particular, incluso respecto de la interpretación de la ley tributaria que haga el director del Servicio de Impuestos Internos. En efecto, los Jueces Tributarios, no obstante ser funcionarios del Servicio fiscalizador, no estarán sujetos a las interpretaciones de la ley tributaria que sustente la Dirección Nacional de dicho Servicio y no podrán ser removidos ni separados discrecionalmente del cargo por ésta.

iii.
Independencia y sometimiento a la supervigilancia directiva, correccional y económica de la Corte de Apelaciones respectiva.


Asimismo, se establece expresamente que los Jueces Tributarios, en el desempeño de su función, serán independientes de toda autoridad del Servicio de Impuestos Internos. Sin perjuicio de las facultades de la Excma. Corte Suprema, estarán directamente sujetos a la supervigilancia directiva, correccional y económica de la Corte de Apelaciones respectiva. 


En el mismo sentido, los jueces serán calificados por la Corte de Apelaciones, previo informe del Servicio de Impuestos Internos sobre la eficiencia observada en la gestión del Tribunal. Este procedimiento es similar al que actualmente rige al sistema de calificaciones de los Jueces de Policía Local.

iv.
Inhabilidades y prohibiciones.


Además, se contempla que a los Jueces Tributarios y Abogados resolutores, se les apliquen las inhabilidades y prohibiciones que afectan a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos. Además, se les somete a las inhabilidades y prohibiciones que afectan a los miembros de la judicatura ordinaria.

v.
Apoyo en recursos humanos y materiales.


El Servicio de Impuestos Internos será responsable de proporcionar a los Tribunales Tributarios los recursos materiales y humanos que requieran para su eficiente desempeño.

c.
Acceso a la carrera judicial por parte de los Jueces Tributarios.


El proyecto salvaguarda el acceso de los Jueces Tributarios a la carrera judicial, posibilitándoles optar a cargos vacantes en las Cortes de Apelaciones, en igualdad con los Jueces Ordinarios.

3.
Etapa de reconsideración administrativa obligatoria, en forma previa al reclamo jurisdiccional.


Se ha considerado necesario establecer la obligatoriedad del agotamiento previo de la vía administrativa, con el objeto de implementar efectivamente una instancia que permita al Servicio de Impuestos Internos resolver administrativamente el conflicto, evitando la “judicialización” innecesaria de los casos que impliquen la existencia de un conflicto entre el aparato fiscalizador y los contribuyentes. 


Ello, además del objetivo reseñado, constituirá una importante herramienta para la administración tributaria, en cuanto le permitirá establecer un mecanismo prejudicial de revisión de la calidad jurídica de sus actuaciones, favoreciendo con ello al contribuyente, quien no se verá obligado a recurrir a los Tribunales en los casos en que la administración se encuentre conteste en la existencia de errores o vicios en las actuaciones de determinación impositiva; a la administración de justicia, la que no se verá congestionada por procesos en los que no existe un verdadero conflicto de intereses; y a la propia administración tributaria, la que no deberá distraer recursos en el sostenimiento de acciones viciadas desde su nacimiento.


De esta manera, el recurso de reconsideración administrativa, tendrá carácter obligatorio y constituirá un requisito de procesabilidad previo para la interposición del reclamo en sede jurisdiccional. El efecto de la interposición de este recurso será el de suspender las consecuencias del acto impugnado hasta la resolución del mismo, salvo que ésta sea desfavorable para el contribuyente y decida interponer reclamación ante el Tribunal Tributario, caso en el cual se prorrogará la suspensión.


Como contrapartida de esta obligación del contribuyente, la autoridad administrativa resolverá la solicitud de reconsideración, sin forma de juicio, en el plazo de 45 días. Si así no lo hiciere, operará la institución del “silencio administrativo negativo”, en virtud del cual se entenderá rechazada la solicitud del contribuyente, abriendo a éste la posibilidad de deducir reclamo ante el Juez Tributario.

4.
Procedimientos judiciales eficientes y expeditos.


El proyecto mantiene los procedimientos que actualmente contempla el Código Tributario para conocer y juzgar las causas contencioso-tributarias, pero les introduce modificaciones que propendan a agilizar su tramitación, de manera de consagrar plazos legales breves en cada una de las etapas del procedimiento.


Asimismo, se ratifica el principio de gratuidad en el acceso a la justicia tributaria, en cuanto no se exige la comparecencia por medio de abogado.


También se reconoce al Servicio de Impuestos Internos la calidad de “parte”, con derechos, obligaciones y cargas, en todos los procesos que se generen a causa de una reclamación tributaria.

5.
Aplicación gradual de la reforma.


Finalmente, el proyecto establece la aplicación gradual de la reforma propuesta, a partir de un año desde que se publique la ley en el Diario Oficial, con el objeto de contar con el tiempo y los recursos necesarios para su implementación en cada una de las Direcciones Regionales del Servicio de Impuestos Internos.


La gradualidad que se propone considera la aplicación de las modificaciones contenidas en el proyecto, primero en las regiones con menor número de contribuyentes y de causas, dejando para el final a las regiones con mayor densidad poblacional y número de litigios, en un proceso que servirá, además, para evaluar el cumplimiento de los objetivos que se han enunciado. 


En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al texto del Código Tributario, contenido en el artículo primero del decreto ley Nº 830, de diciembre de 1974.


1)
Modifícase el Artículo 6º de la siguiente manera:

a)
Sustitúyese en la letra B, el Nº 6, por el siguiente:


“6º.- Resolver las solicitudes de reconsideración administrativa que presenten los contribuyentes, de conformidad al artículo 123 bis.”.

b)
Agrégase la siguiente letra “C”, nueva:


“C.- A los Jueces Tributarios, en la jurisdicción de su territorio:

1º
Resolver las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad al Libro Tercero.

2º
Conocer y fallar las denuncias a que se refiere el artículo 161 y los reclamos por denuncias o giros contemplados en el número 3º del artículo 165.

3º
Disponer en los fallos que se dicten la devolución y pago de las sumas solucionadas indebidamente o en exceso a título de impuestos, reajustes, intereses, sanciones o costas.”.

2)
Modifícase el artículo 8º, en los términos siguientes:

a)
Suprímase en el número 1º, la letra “y”, que sigue a la expresión “director de Impuestos Internos” y agrégase a continuación de la palabra “correspondiente.”, reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la frase “y por “Juez Tributario”, aquél que corresponda al territorio jurisdiccional respectivo.”.

b)
Suprímase en el número 2º, la letra “y”, que sigue a la expresión “Dirección Nacional de Impuestos Internos” y agrégase a continuación de la palabra “respectivo”, reemplazando el punto final (.) por una coma (,) la frase “y por Tribunal Tributario”, el órgano encargado de conocer las reclamaciones deducidas en contra de las actuaciones del Servicio a que se refieren los artículos 124, 149 y 150, las denuncias sometidas al procedimiento del artículo 161, y los reclamos de denuncias que se tramiten de acuerdo al artículo 165 en ese territorio.”.

3)
Sustitúyase el inciso segundo del Artículo 24, por el siguiente: 


“Salvo disposición en contrario, los impuestos determinados en la forma indicada en el inciso anterior y las multas respectivas, se girarán transcurrido el plazo señalado en el inciso primero del artículo 123 bis. Sin embargo, si el contribuyente hubiere interpuesto una solicitud de reconsideración administrativa, los impuestos y multas correspondientes a la parte impugnada de la liquidación se girarán sólo una vez vencido el plazo para reclamar a que se refiere el artículo 124. Si se dedujere reclamo, el giro de los impuestos y multas reclamadas, si procediere, se efectuará notificado que sea el fallo pronunciado por el Juez Tributario. Para el giro de los impuestos y multas correspondientes a la parte no impugnada de la liquidación, dichos impuestos y multas se establecerán provisionalmente con prescindencia de las partidas o elementos de la liquidación que hubieren sido objeto de la solicitud de reconsideración o reclamación.”.

4)
Reemplázase en el Artículo 25, la expresión “sea con ocasión de un reclamo,” por “conociendo de la solicitud de reconsideración a que se refiere el artículo 123 bis,”.

5)
Sustitúyase en el Artículo 54, la palabra “sesenta”, por “ciento veinte”.

6)
Reemplázase en el inciso sexto del Artículo 64, la oración que sigue al punto seguido, por la siguiente: “La tasación y giro podrán ser impugnadas, en forma simultánea, a través del procedimiento a que se refiere el Título II del Libro Tercero.”.

7)
Reemplázase en el Artículo 105, inciso primero, la frase “por el Servicio”, por la expresión “administrativamente por el Director Regional o por el Juez Tributario,”.

8)
Reemplázanse en el Artículo 107, las palabras “Servicio imponga” por la expresión “Director Regional o el Juez Tributario impongan”.

9)
Sustitúyanse en el Artículo 113, las palabras “Director Regional” por “Juez Tributario” y reemplázase la expresión “que haya impuesto” por “impuestas”.

10) Reemplázase la denominación del LIBRO TERCERO, por la siguiente: “De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios, de la reconsideración administrativa, de los procedimientos y de la prescripción”. Asimismo, sustitúyese la denominación del TÍTULO I del LIBRO TERCERO, por la siguiente: “De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios.”.

11) Modifícase el Artículo 115, de la siguiente manera:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la expresión “Director Regional”, por las palabras “Juez Tributario” y suprímese la expresión “y de las denuncias por infracción a las disposiciones tributarias”.

b)
Sustitúyase en el inciso segundo, la expresión “Director Regional”, las tres veces que aparece en el texto, por las palabras “Juez Tributario”.

c)
Sustitúyase en el inciso tercero, la expresión “Director Regional” por “Juez Tributario”, y agrégase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Sin embargo, en los casos a que se refieren los números 1º y 2º del artículo 165, la aplicación administrativa de las sanciones corresponderá al Director Regional del domicilio del infractor.”.

d)
Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “Regional” la expresión “o Juez Tributario, según corresponda,”.

12) Sustitúyase en el Artículo 116, la parte final, que comienza con la expresión “conocer y fallar” por la frase “aplicar las sanciones que correspondan a su competencia.”.

13) Modifícase el Artículo 120, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la expresión “Director Regional” por “Juez Tributario”.

b)
Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Dirección Regional” la frase “a que pertenezca el Juez Tributario”.

14) Reemplázase en el Artículo 121, inciso primero, la expresión “Director Regional o quien haga sus veces” por “Juez Tributario”.

15) Agrégase el siguiente Artículo 123 bis:


“Artículo 123 bis.- Para presentar el reclamo a que se refiere el artículo 124, en contra de las actuaciones señaladas en dicho artículo, el contribuyente, previamente, deberá solicitar la reconsideración administrativa de aquéllas. Este recurso deberá presentarse en el plazo de treinta días, contado desde la notificación del acto que se pretende impugnar. 


El Director Regional resolverá la solicitud de reconsideración, sin forma de juicio, en el término de cuarenta y cinco días.


Si transcurriere dicho plazo, sin que se hubiere resuelto la solicitud, ésta se entenderá rechazada en todas sus partes. El Servicio deberá notificar al interesado de la ocurrencia de cualquiera de estos hechos. Los Directores Regionales informarán mensualmente a la Dirección las causas en que se haya producido el rechazo de una solicitud de reconsideración administrativa por falta de resolución oportuna de la misma.”. 


16) Modifícase el artículo 124, en la forma que sigue:

a)
Reemplázase en el inciso tercero, la primera vez que se utiliza, la expresión “sesenta días, contado desde la notificación correspondiente.”, por la oración “cuarenta y cinco días, contado desde la notificación a que se refiere el inciso final del artículo 123 bis.”.

b)
Sustitúyase en el mismo inciso, la expresión “de sesenta días, contado desde la notificación correspondiente”, la segunda vez que se emplea, por “señalado en el artículo 54.”. 

17) Modifícase el Artículo 125, en la forma siguiente:

a)
Efectúanse las siguientes enmiendas al inciso primero:

i)
En el encabezado, entre el artículo “La” y la palabra “reclamación”, intercálase la frase “solicitud de reconsideración administrativa y la”, y reemplázase la palabra “deberá” por “deberán”.

ii)
Agréganse los siguientes numerandos 1º y 2º, nuevos, pasando los actuales 1º, 2º y 3º, a ser 3º, 4º y 5º, respectivamente:

“1º.- La designación de la autoridad ante quien se deduce”.

2º.- El nombre, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del contribuyente y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.”.

b)
Intercálase en el inciso final, a continuación de la expresión “Director Regional” la frase “o el Juez Tributario en su caso” y agrégase entre la expresión “presentada la” y la palabra “reclamación” los vocablos “solicitud de reconsideración o la”.

18) Modifícase el Artículo 127, en la forma que sigue:

a)
Reemplázase en el inciso primero, la palabra “reclame” por “solicite la reconsideración administrativa o reclame”; suprímese la frase “de conformidad al artículo 124”, e intercálase a continuación de la coma que sigue a la palabra “plazo” la frase “y conjuntamente con la solicitud de reconsideración o reclamación,”.

b)
Reemplázase en el inciso tercero, la expresión “reclamación” por la frase “solicitud de reconsideración o reclamación”.

19) Agrégase en el Artículo 129, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El Servicio de Impuestos Internos, será considerado como parte en la primera instancia de los procesos seguidos conforme a este Libro.


También tendrá la calidad de parte en las incidencias, recursos de apelación y recursos que procedan ante la Corte Suprema, sin perjuicio de las facultades del Consejo de Defensa del Estado.”.

20) Modifícase el Artículo 130, en los siguientes términos: 

a)
Reemplázase la frase “La Dirección Regional” la primera vez que aparece, por “El Tribunal”.

b)
Reemplázase la expresión “El reclamante podrá”, por “Las partes podrán”.

c)
Sustitúyese la expresión “la Dirección Regional”, la segunda vez que se emplea, por “el Juez Tributario”.

21)
Reemplázase el Artículo 132, por el siguiente:


“Artículo 132.- Del reclamo del contribuyente, se conferirá traslado al Servicio por el término de 10 días.


Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba si hay controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto, señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra sólo procederá el recurso a que se refiere el artículo 133.


El término probatorio será de quince días, y dentro de él se deberá rendir la prueba testimonial y se justificarán las tachas a los testigos, si hay lugar a ellas. Dentro de los primeros dos días del probatorio, deberá acompañar cada parte una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina.


Se admitirá hasta un máximo de 2 testigos por punto de prueba.


Se podrá solicitar la exhibición de instrumentos que existan en poder de la otra parte o de un tercero, en los términos de los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 349 del Código de Procedimiento Civil. En todo caso, el tribunal deberá cuidar la celeridad del procedimiento.


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información objetiva sobre los hechos materia del juicio y se solicite respecto de autoridades públicas o representantes de instituciones o empresas públicas o privadas. El oficio deberá señalar específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.


Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el tribunal, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades públicas o privadas requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de 15 días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen.


Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.


El Tribunal, en cualquier estado de la causa podrá requerir informe de los funcionarios del Servicio que hayan participado en los procesos administrativos previos a la interposición de la acción que haya dado origen al reclamo. Del informe evacuado se dará traslado al reclamante, quien podrá formular observaciones dentro del plazo de cinco días. Las aseveraciones contenidas en dicho informe, que recaigan sobre hechos que el ministro de fe que lo evacua haya percibido directamente, se considerarán como antecedentes calificados.


Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, podrá el Tribunal, por motivos fundados, ampliar por una sola vez el término probatorio, por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de veinticinco días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que recibió la causa a prueba.


La prueba será apreciada por el Juez Tributario de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas según la sana crítica, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud les designe valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.


Vencido el término de prueba, háyanla o no rendido las partes, el Tribunal las citará para oír sentencia.

22) Derógase el Artículo 135. 

23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 136:

a)
Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “El Director Regional”, la frase, antecedida de una coma (,) “conociendo de la solicitud de reconsideración administrativa o el Juez Tributario en la reclamación,”.

b)
Reemplázase en el inciso segundo, la expresión “al contribuyente cuyo reclamo haya sido rechazado en todas sus partes” por “a la parte cuya pretensión haya sido desechada completamente”. Asimismo, sustitúyese la palabra “eximirlo” por “eximirla”.

24) Reemplázase el Artículo 137, por el siguiente:


“Artículo 137.- El Servicio podrá impetrar, en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes y/o derechos específicos del contribuyente.


Esta medida cautelar se limitará a los bienes y/o derechos suficientes para responder de los resultados del proceso.


La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal, en ramo separado. Las resoluciones que se dicten en este incidente sólo serán impugnables por el recurso a que se refiere el Artículo 133.”.

25) Reemplázase en el Artículo 138, inciso segundo, la frase “el Director Regional alterarla o modificarla, salvo en cuanto deba” por “modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba”.

26) Suprímase en el Artículo 139, inciso final, la frase “dictado por el Director Regional.”, y colócase un punto final (.) a continuación de la palabra “fallo”.

27) Intercálase en el inciso primero, del Artículo 141, entre las palabras “Regional” y “que”, la expresión “del Juez Tributario”.

28) Sustitúyase en el Artículo 142, la frase “La Dirección Regional”, por “El Tribunal”.

29) Sustitúyese el artículo 143, por el siguiente:


“Artículo 143.- El recurso de apelación se tramitará en forma preferente, sin esperar la comparecencia de las partes y de conformidad a las normas prescritas para los incidentes, en lo que fuere pertinente.”.

30) Reemplázase el Artículo 144 por el siguiente:


“Artículo 144.- Los fallos pronunciados por el tribunal tributario deberán ser fundados. La omisión de este requisito será corregida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 140.”.

31) En el Artículo 145, suprímese el inciso tercero.

32) Derógase el inciso segundo del Artículo 147. 

33) Reemplázase en el inciso primero, del Artículo 149, la expresión “Director Regional” por “Juez Tributario”.

34) Sustitúyase en el Artículo 152, inciso primero, la expresión “Director Regional, pero”, por “Juez Tributario, para”.

35) Modifícase el Artículo 161, de la siguiente forma:

a)
Sustitúyase en el inciso primero, la oración “Director Regional competente, o por los funcionarios que designe conforme a las instrucciones que al respecto imparta el Director” por las palabras “Juez Tributario”.

b)
Reemplázase en el párrafo segundo del número 4º, la expresión “funcionario competente” por “Juez Tributario”.


36) Modifícase el Artículo 162, de la siguiente manera:

a)
En el inciso tercero, reemplázase la expresión “aplique la”, por “persiga la aplicación de”.

b)
En el inciso cuarto, sustitúyese la expresión “Director Regional” por “Juez Tributario”.

c)
En el inciso quinto, intercálase a continuación de la palabra “Regional”, la expresión “ni al Juez Tributario” y, después de la palabra “fallar”, la frase “el recurso de reconsideración administrativa o”.

37) Introdúzcanse en el Artículo 165, las siguientes modificaciones:

a)
En el encabezado del inciso primero, intercálase después de la coma (,) que sigue al numeral “2º”, el numeral “3º” seguido de una coma (,); a continuación de la coma (,) que sigue al número “11”, intercálase los numerales “15” y “16”, ambos seguidos de una coma y después de la expresión “Artículo 97,” agrégase la frase “y en el Artículo 109,”. 

b)
En el numeral 2º, sustitúyese la frase “números 1º, incisos segundo y final,” por “números 1º, inciso segundo, 3º,”; a continuación de la coma que sigue al dígito “10º,” intercálanse los numerales “15” y “16”, ambos seguidos de una coma (,) y después de la coma que sigue a la expresión “Artículo 97,” agrégase la frase “y Artículo 109,”.

c)
Suprímese el número 8º.

d)
Intercálase el siguiente número 4º, nuevo, pasando los actuales números 4º, 5º, 6º y 7º a ser 5º, 6º, 7º y 8º, respectivamente:


“4º.- Si la infracción denunciada consistiere en la falta de declaración o declaración incorrecta que hubiere acarreado el no pago total o parcial de un impuesto, el contribuyente podrá, al reclamar, hacer la declaración omitida o rectificar la errónea. Si esta declaración fuere satisfactoria, se liquidará de inmediato el impuesto y podrá absolverse de toda sanción al inculpado si no apareciere intención maliciosa.”. 

e)
Reemplázase en el numeral 3º, las palabras “Director Regional” por “Juez Tributario”.

f)
Modifícase el actual número 4º, que ha pasado a ser 5º, de la siguiente manera:

i)
Reemplázase en su párrafo primero, las palabras “Director Regional” por “Juez Tributario”.

ii)
Sustitúyese el párrafo segundo, por el siguiente:


“Las resoluciones dictadas en primera instancia, con excepción de la sentencia, se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse y fijarse diariamente en el Tribunal. El estado se ajustará a las formalidades expresadas en el Artículo 50 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto fueren compatibles con la naturaleza de este procedimiento.”.

g)
Reemplázase en el párrafo primero del actual numeral 5º, que ha pasado a ser numeral 6º, las palabras “Director Regional” por “Juez Tributario”.

38) Agrégase en el inciso quinto del Artículo 201, entre la frase “objeto de una” y la expresión “reclamación tributaria”, las palabras “solicitud de reconsideración administrativa o de una”.


Artículo 2.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el Artículo Primero del Decreto con Fuerza de ley Nº 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda.

1)
Agrégase el siguiente inciso cuarto al Artículo 4º:


“En cada una de las Direcciones Regionales existirá un Tribunal Tributario, el que ejercerá su competencia sobre todo el territorio jurisdiccional de aquélla”.

2)
Agrégase en el Artículo 5º, los siguientes números 10 y 11, nuevos:


“10º.- Por “Juez Tributario”, el Titular del Tribunal Tributario correspondiente a la respectiva Dirección Regional.”.


“11º.- Por “Tribunal Tributario”, el órgano encargado de conocer las reclamaciones deducidas en contra de las actuaciones del Servicio a que se refieren los Artículos 124, 149 y 150 del Código Tributario, las denuncias sometidas al procedimiento del artículo 161, y los reclamos de denuncias que se tramiten de acuerdo al artículo 165 del mismo Código.”.

3)
Modifícase el artículo 7º, en la forma siguiente:

a)
En la letra “k)”, reemplázase el punto y coma (;) que sigue a la palabra “Servicio” por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente inciso segundo:


“Lo señalado en el inciso precedente no será aplicable respecto de los funcionarios que desempeñen el cargo de Juez Tributario o Abogado Resolutor;”.

b)
Agrégase en la letra “l)”, a continuación de su actual inciso único, después del punto y coma (;), que se reemplaza por un punto aparte (.), el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, la subrogancia del Juez Tributario corresponderá al funcionario que se desempeñe como Abogado Resolutor del Tribunal en la respectiva Dirección Regional. A falta o inhabilidad de éste, corresponderá la subrogancia, en forma recíproca, al Abogado Resolutor del Tribunal Tributario de la Dirección Regional que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del Abogado Resolutor de este último Tribunal, subrogará el Juez de éste;”.

	I
	DIRECCIÓN REGIONAL
	II
	DIRECCIÓN REGIONAL

	III
	DIRECCIÓN REGIONAL
	IV
	DIRECCIÓN REGIONAL

	V
	DIRECCIÓN REGIONAL
	VI
	DIRECCIÓN REGIONAL

	VII
	DIRECCIÓN REGIONAL
	VIII
	DIRECCIÓN REGIONAL

	IX
	DIRECCIÓN REGIONAL
	X
	DIRECCIÓN REGIONAL

	XI
	DIRECCIÓN REGIONAL
	XII
	DIRECCIÓN REGIONAL

	XIII
	DIRECCIÓN REGIONAL
	XIV
	DIRECCIÓN REGIONAL

	XV
	DIRECCIÓN REGIONAL
	XVI
	DIRECCIÓN REGIONAL


4)
Introdúcese el siguiente artículo 7º, bis, nuevo:


“Artículo 7º bis.- Sin perjuicio de lo señalado en la letra ñ) del artículo precedente, los Tribunales Tributarios tendrán las siguientes dotaciones garantizadas:

TRIBUNAL TRIBUTARIO I, VII, IX, Y X DIRECCIÓN REGIONAL


CARGO
GRADO
CALIDAD JURÍDICA


1 Juez Tributario
8
PLANTA


1 Abogado resolutor
11
PLANTA


2 Resolutor
14
CONTRATA


1 Administrativo
18
CONTRATA


TRIBUNAL TRIBUTARIO II Y XII DIRECCIÓN REGIONAL


CARGO
GRADO
CALIDAD JURÍDICA


1 Juez Tributario
8
PLANTA


1 Abogado resolutor 
11
PLANTA


1 Resolutor
14
CONTRATA


1 Administrativo
18
CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO III Y XI DIRECCIÓN REGIONAL


CARGO
GRADO
CALIDAD JURÍDICA


1 Juez Tributario
8
PLANTA


1 Abogado resolutor 
11
PLANTA


1 Administrativo
18
CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO IV Y VI DIRECCIÓN REGIONAL


CARGO
GRADO
CALIDAD JURÍDICA


1 Juez Tributario
8
PLANTA


1 Abogado resolutor 
11
PLANTA


1 Resolutor
13
PLANTA


1 Administrativo
18
CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO V Y VIII DIRECCIÓN REGIONAL


CARGO
GRADO
CALIDAD JURÍDICA


1 Juez Tributario
7
PLANTA


1 Abogado resolutor 
10
PLANTA


1 Resolutor
10
PLANTA


1 Resolutor
12
PLANTA


1 Resolutor
13
PLANTA


1 Administrativo
16
CONTRATA


1 Administrativo
17
CONTRATA


TRIBUNAL TRIBUTARIO XIII Y XV DIRECCIÓN REGIONAL


CARGO
GRADO
CALIDAD JURÍDICA


1 Juez Tributario
7
PLANTA


1 Abogado resolutor 
10
PLANTA


2 Resolutor
10
PLANTA


3 Resolutor
11
PLANTA


2 Administrativo
16
CONTRATA


2 Administrativo
17
CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO XIV Y XVI DIRECCIÓN REGIONAL


CARGO
GRADO
CALIDAD JURÍDICA


1 Juez Tributario
7
PLANTA


1 Abogado resolutor 
10
PLANTA


2 Resolutor
10
PLANTA


2 Resolutor
11
PLANTA


1 Resolutor
12
PLANTA


2 Administrativo
16
CONTRATA


2 Administrativo
17
CONTRATA

5)
Modifícase el artículo 19 de la forma siguiente:

a)
Sustitúyese la letra “b)”, por la siguiente:


“b) Resolver las denuncias y aplicar y girar multas por infracción a las leyes tributarias que se sometan al procedimiento del artículo 165 del Código Tributario, que no hayan sido objeto de reclamo de conformidad con lo dispuesto en el número 3º de dicha disposición legal;”.

b)
Agrégase la siguiente letra “c)”, nueva, pasando las actuales letras “c)”, “d)” y “e)”, a ser “d)”, “e)” y “f)”, respectivamente.


“c) Resolver los recursos de reconsideración administrativa que se interpongan de conformidad con lo que dispone el artículo 123 bis del Código Tributario;”.

6)
Reemplázase el Artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Los funcionarios del Servicio serán nombrados por resolución dictada por el Director.


Sin perjuicio de lo anterior, el Juez Tributario y el Abogado Resolutor del Tribunal, serán nombrados, por el Presidente de la República, a propuesta en una terna que le será sometida por la respectiva Corte de Apelaciones. La Corte deberá formar la terna correspondiente de una lista de un máximo de diez nombres que le será propuesto por el ministro de Hacienda.


Para los fines del inciso precedente, producida la vacante, el Servicio abrirá un concurso por un plazo no inferior a diez días. Los interesados deberán hacer valer los antecedentes justificativos de sus méritos y poseer los requisitos que se exigen para optar al cargo. Si al concurso no se presentaren candidatos con los requisitos exigidos, la Corte podrá formar la terna libremente.


La designación deberá ser materializada dentro de los treinta días siguientes a la recepción de la terna. Si transcurriere dicho plazo sin que se haya efectuado la designación, se entenderá nombrada en el cargo la persona que ocupe el primer lugar en la terna de que se trate.

7)
Agrégase en el Artículo 25, la siguiente letra f), nueva:


“f) Los Jueces Tributarios y Abogados Resolutores deberán acreditar poseer especialización y experiencia en materias tributarias.”.

8)
Agrégase en el Artículo 27, la siguiente letra “b)”, nueva, pasando las actuales letras “b)”, “c)”, “d)”, “e)” y “f)”, a ser “c)”, “d)”, “e)”, “f)” y “g)”, respectivamente:


“b) del Tribunal Tributario;”. 

9)
Agrégase en el Artículo 28, la siguiente letra “b)”, nueva, pasando las actuales letras “b)”, y “c)”, a ser “c)”, y “d)”, respectivamente:


“b) Escalafón Tribunal Tributario: El Juez Tributario y el Abogado Resolutor deberán poseer Titulo de Abogado. El personal resolutor, título profesional en alguna de las siguientes especialidades:


abogado


administrador público


arquitecto


constructor civil


contador auditor


ingeniero agrónomo


ingeniero civil


ingeniero comercial


ingeniero forestal.”.

10) Agrégase en el Artículo 29, el siguiente inciso segundo:


“Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable respecto de los funcionarios que deban ocupar el cargo de Juez Tributario o Abogado resolutor.”.

11) Intercálase en el Artículo 30, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Pertenecerán al escalafón Tribunal Tributario, los funcionarios que ocupen el cargo de Juez Tributario, de Abogado Resolutor, y los que sean nombrados como resolutores en los Tribunales Tributarios.”.

12) Suprímase en la letra “c)” del inciso primero del Artículo 40, la letra “y” que sigue al punto y coma (;), la que se agrega después del punto y coma (;) con que termina la letra “d)” y agrégase la siguiente letra e), nueva:


“e) A los Jueces Tributarios y Abogados Resolutores, le son aplicables, además, las prohibiciones e inhabilidades a que se refieren los artículos 316 a 323 bis del número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.”.

13) Introdúcese el siguiente artículo 41 bis:


“Artículo 41 bis.- Los jueces tributarios serán independientes de toda autoridad del Servicio de Impuestos Internos en el desempeño de su ministerio. Les son aplicables a los jueces tributarios las disposiciones contenidas en los artículos 76, 77 y 79 de la Constitución Política de la República; durarán, por consiguiente, indefinidamente en sus cargos y no podrán ser removidos ni separados por el Servicio.


Los jueces tributarios estarán directamente sujetos a la supervigilancia directiva, correccional y económica de la Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción sobre el lugar donde aquél tiene su asiento.”. 

14) Modifícase el Artículo 46, en los aspectos siguientes:

a)
Sustitúyese la expresión “Tribunales de Justicia” por la frase “Tribunales de cualquier denominación” y reemplázase la expresión “artículo 41 de la ley sobre Colegio de Abogados” por la frase “inciso primero del Artículo 2º de la ley Nº 18.120.”.

b)
Intercálase en el Artículo 46, el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable respecto de los abogados que ocupen el cargo de Juez Tributario o Abogado Resolutor en las Direcciones Regionales.”.

15) En el Artículo 47, reemplázase la expresión “el artículo 28” por la frase “los artículos 28 y 385”.

16) Agrégase el siguiente artículo 54:


“Artículo 54.- Para los fines de la calificación del personal perteneciente al escalafón “Tribunal Tributario”, ésta se regirá por las normas siguientes:


El Juez Tributario será calificado dentro de la primera quincena del mes de enero de cada año por la Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción en el lugar donde el Juez Tributario tenga su oficio. Para los efectos de esta calificación, el Servicio, antes del 15 de diciembre de cada año, remitirá a la Corte respectiva un informe fundado con la apreciación que le merezca el Juez Tributario, atendida la eficiencia demostrada en el desempeño de su cargo. En contra de la calificación efectuada por la Corte, procederá el recurso de apelación para ante la Corte Suprema dentro del plazo de cinco días hábiles. Una vez firme la resolución de calificación, las Cortes de Apelaciones enviarán los antecedentes respectivos a la Corte Suprema para que, cuando proceda, formule la declaración de mal comportamiento a que se refiere el inciso tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y acuerde la remoción del juez afectado. 


Los demás funcionarios del Tribunal, serán precalificados por el Juez Tributario respectivo, de conformidad con las normas y procedimientos contenidos en el Reglamento de Calificaciones del Personal afecto al Estatuto Administrativo; Decreto Supremo de Interior, Nº 1.229, de 23 de septiembre de 1992, en lo que fueren aplicables. La calificación de estos funcionarios será efectuada por la Junta Calificadora Central y la apelación a la calificación efectuada por ésta se interpondrá para ante el Director.


La calificación definitiva de los Jueces Tributarios deberá ser comunicada al Servicio para los fines de la confección de los escalafones respectivos.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley 
Nº 1.368, que fija el texto refundido y actualizado de las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y de los respectivo requisitos de ingreso y promoción:

1)
Créase en el artículo 1º, la planta denominada “TRIBUNAL TRIBUTARIO”, con los siguientes cargos:

a)
6 cargos de juez tributario, grado 7.

b)
10 cargos de juez tributario, grado 8.

c)
6 cargos de abogado resolutor, grado 10

d)
10 cargos de abogado resolutor, grado 11

e)
10 cargos de resolutor, grado 10

f)
10 cargos de resolutor, grado 11

g)
4 cargos de resolutor, grado 12

h)
4 cargos de resolutor, grado 13

2)
En la planta “PROFESIONALES”, del artículo 1º, créanse 12 cargos grado 10 y 18 cargos grado 11.

3)
Incorpórese en el artículo 2º el siguiente número “2.-”, pasando los actuales números “2.-”, “3.-”, “4.-”, “5.-” y “6.-”, a ser “3.-”, “4.-” “5.-”, “6.-” y “7.-”, respectivamente: 


“2.- PLANTA DE TRIBUNAL TRIBUTARIO: Estar en posesión de los títulos profesionales que se indican para cada grado:


Juez Tributario y Abogado Resolutor, grados 7, 8, 10 y 11: los cargos deberán ser ejercidos por abogados.


Resolutor grados 10, 11, 12 y 13: abogado, administrador público, arquitecto, constructor civil, contador auditor, ingeniero agrónomo, ingeniero civil, ingeniero comercial o ingeniero forestal.”.


Artículo 4º.- Introdúcense al Código Orgánico de Tribunales las siguientes modificaciones:

1)
Modificase el artículo 56, de la siguiente forma:

a)
Reemplázase en el número 3º, la palabra “dieciséis” por “diecinueve”. 

b)
Sustitúyese en el número 4º, la palabra “diecinueve” por “veintidós”.

c)
Reemplázase en el número 5º, la palabra “treinta y un” por “treinta y cuatro”.

2)
En el artículo 59, sustitúyense las palabras “dos”, “cuatro”, “diez”, “doce” y “veintidós”, por “tres”, “cinco”, “once”, “trece” y “veintitrés”, respectivamente.

3)
Modifícase el artículo 61, en lo siguiente:

a)
Reemplázase las palabras “cinco”, “seis” y “nueve” por “seis”, “siete” y “diez”, respectivamente.

b)
Agrégase el siguiente inciso segundo:


“No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos 7º y 9º del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que les corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en esta materia.”.

c)
Agrégase el siguiente inciso final:


“Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior se deberá considerar la participación en los cursos de perfeccionamiento que sobre la materia deberá impartir la Academia Judicial”.

4)
Agrégase al artículo 66, los siguientes incisos finales nuevos:


“Las Cortes de Apelaciones que consten de dos o más salas en funcionamiento ordinario, designarán una de ellas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.


Con todo, en aquellas Cortes de Apelaciones en que, por el número de causas tributarias que se conozcan, no se justifique la implementación de una sala especializada, se deberá designar una sala para que conozca en forma preferente de esta materia en uno o más días a la semana.


El relator que se designare para las salas a que se hace referencia en los incisos precedentes, deberá contar con la especialización en materias tributarias, la que deberá acreditarse preferentemente sobre la base de la participación en los cursos de perfeccionamiento que sobre la materia deberá impartir la Academia Judicial”.

5)
Agrégase en el inciso segundo del artículo 69, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:


“Sin perjuicio de lo anterior, los asuntos que según la materia deban ser conocidos por las salas a que se refieren los incisos 7º y 8º del artículo 66, serán asignados a éstas por el Presidente del tribunal, quien lo determinará sin ulterior recurso”.

6)
Agrégase el siguiente inciso cuarto al artículo 215:


“Si por falta o inhabilidad de algunos de sus miembros quedare la sala que deba conocer de los asuntos tributarios sin el número de jueces necesario para el conocimiento y resolución de las causas que les estuvieren sometidas, se integrará únicamente con los miembros no inhabilitados del mismo tribunal.

7)
En el Artículo 284, a continuación de la expresión “juez de letras”, precedidas de una coma (,), intercálanse las palabras “el juez tributario”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º transitorio.- La presente ley entrará en vigor de acuerdo con el siguiente calendario de aplicación gradual:


VII REGIÓN DEL MAULE: Un año contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


II REGIÓN DE ANTOFAGASTA, III REGIÓN DE ATACAMA, XI REGIÓN DE AISÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO, XII REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA: Dos años, contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


I REGIÓN DE TARAPACÁ, IV REGIÓN DE COQUIMBO, VI REGIÓN DEL LIBERTADOR BERNARDO O’HIGGINS, IX REGIÓN DE LA ARAUCANÍA, X REGIÓN DE LOS LAGOS: Tres años, contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


V REGIÓN DE VALPARAÍSO, VIII REGIÓN DEL BÍOBIO Y REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO: Cuatro años, contados desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 2º transitorio.- Las modificaciones introducidas por esta ley al Artículo 162 del Código Tributario, no rigen respecto de las Regiones en que no está en aplicación el Código Procesal Penal, en las cuales, la disposición en actual vigencia, se modifica como sigue:

a)
En el inciso octavo, sustitúyese la expresión “Director Regional”, por “Juez Tributario”.

b)
En el inciso noveno, intercálase a continuación de la palabra “Regional”, la expresión “ni al Juez Tributario” y, después de la palabra “fallar”, la frase “el recurso de reconsideración administrativa o”.


Artículo 3º transitorio.- Las causas que a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios que crea esta ley se encontraren pendientes de resolución, serán resueltas por el Director Regional respectivo de conformidad con el procedimiento vigente a la fecha de la interposición del reclamo.


Artículo 4º transitorio.- La provisión de los cargos vacantes en el Escalafón Tribunal Tributario, deberá efectuarse con no más de cuarenta y cinco ni menos de treinta días de antelación a la fecha que señala para la respectiva región el artículo precedente.


En los mismos plazos deberá efectuarse la provisión de los nuevos cargos que se crean y la instalación de las nuevas salas en las respectivas Cortes de Apelaciones.


De esta forma, la provisión de los cargos establecidos en esta ley, procederá en la forma siguiente:

	CARGO
	1º AÑO
	2º AÑO
	3º AÑO
	4º AÑO
	TOTAL
	
	

	JUEZ
	1
	4
	5
	6
	16
	
	

	ABOGADO

RESOLUTOR
	1
	4
	5
	6
	16
	
	

	RESOLUTOR
	2
	2
	8
	26
	38
	
	TRIBUNALES

	ADMINISTRATIVO
	1
	4
	5
	20
	30
	100
	TRIBUTARIOS

	ABOGADO
	2
	8
	10
	10
	30
	30
	SERVICIO DE 

IMPUESTOS INTERNOS

	MINISTRO
	
	
	
	12
	12
	
	CORTES DE

	RELATOR
	1
	4
	6
	6
	17
	29
	APELACIONES

	TOTAL
	9
	26
	39
	86
	159
	159
	



Artículo 5º transitorio.- Para los fines de lo dispuesto en el inciso segundo de la letra l) del artículo 7º de la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, incorporado por la letra B. del Nº 3 del artículo 2º de esta ley, en los casos que la subrogancia de un Juez Tributario deba ser asumida por un funcionario de un tribunal que, de conformidad con la norma de aplicación gradual establecida en el artículo 1 transitorio, no se encuentra aún en funciones, aquélla será asumida por el resolutor de mayor grado del tribunal respectivo. 


Artículo 6º transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, el 
artículo 3º de esta ley, regirá a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; NICOLÁS 
EYZAGUIRRE GUZMÁN, Ministro de Hacienda; JOSÉ ANTONIO GÓMEZ URRUTIA, Ministro de Justicia”.

3.
Oficio de S.E. el Presidente de la República.
“Honorable Cámara de Diputados:


En uso de las facultades que me confiere el artículo 71 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales 
-incluyendo los que correspondiere cumplir en el honorable Senado-, respecto del proyecto de ley que prorroga la vigencia de la ley Nº 19.713, establece un nuevo nivel de patente pesquera industrial e introduce modificaciones a la ley general de Pesca. (boletín Nº 3138-21).


Para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata” la referida urgencia.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARIO FERNÁNDEZ BAEZA, Ministro Secretario General de la Presidencia”.

4.
Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica. (boletín Nº 3135-05)

“Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Hacienda pasa a informaros el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

I. CONSTANCIAS PREVIAS.
1.
Origen y Calificación.


La iniciativa tiene su origen en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificado de “discusión inmediata” para su tramitación legislativa.

2.
Disposiciones que deben aprobarse con quórum especial.


Ninguna.

3.
Disposiciones o indicaciones rechazadas.


No hay.

4.
Indicación Inadmisible.


Del diputado Seguel, al artículo 1º del proyecto.

5.
Artículos que no fueron aprobados por unanimidad.


El artículo 1º del proyecto.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Nicolás Eyzaguirre, ministro de Hacienda; Ricardo Solari, ministro del Trabajo y Previsión Social; Alberto 
Arenas, subdirector de Racionalización y Función Pública, y Julio Valladares, Carlos Pardo y Claudia Donaire, asesores del Ministerio de Hacienda y Trabajo, respectivamente.


II. OBJETIVO Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO.

El propósito de la iniciativa consiste en reajustar en 3% las remuneraciones y demás beneficios que señala del Sector Público, tanto de la Administración Civil del Estado, como del personal afecto a las Escalas de Remuneraciones del Congreso Nacional, de la Contraloría General de la República y demás instituciones fiscalizadoras, de las municipalidades, de las Fuerzas Armadas, de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076, a contar del 1 de diciembre de 2002; reajustar en igual porcentaje y a partir de igual fecha los montos vigentes de las subvenciones otorgadas a las instituciones colaboradoras del Sename en la atención de menores en situación irregular; conceder aguinaldos de Navidad a los trabajadores que señala, correspondiente al año 2002 y de Fiestas Patrias para el año 2003, para el sector activo y pasivo; reajustar las asignaciones familiar y maternal, el subsidio familiar y otros beneficios que indica; conceder a los trabajadores que señala un bono de escolaridad no imponible por cada hijo entre los 5 y 24 años de edad, que sea carga familiar y que se encuentre cursando estudios regulares en los niveles que indica, y una bonificación adicional al bono de escolaridad para funcionarios con remuneración igual o inferior a $ 278.100, y un bono de invierno a los pensionados que señala, de $ 29.589; incrementar el aporte fiscal en favor de los establecimientos de la Educación Superior que establece el artículo 2º del D.F.L. Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, e incrementar los aportes para los Servicios de Bienestar que señala.


Además, se concede el bono de escolaridad y bonificación adicional a los trabajadores no docentes que señala, una bonificación extraordinaria a las enfermeras, matronas y enfermeras-matronas que señala, a contar del 1 de enero del 2003; se modifican las remuneraciones del personal no docente de los municipios, y se concede un bono solidario especial no imponible para los trabajadores que tienen derecho a percibir el aguinaldo de Navidad, que se pagará en el mes de diciembre de 2002.


El proyecto en informe contiene 30 artículos permanentes.

III. IDEAS MATRICES Y FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.

Otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede los aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios pecuniarios.

IV. PRINCIPALES DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFICA O QUE TIENEN RELACIÓN.
1.
El Título II de la ley Nº 15.076, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto para los médicos-cirujanos, farmacéuticos o químicos-farmacéuticos, bioquímicos y cirujanos dentistas, que establece el régimen de remuneraciones de dicho personal;

2.
La ley Nº 19.297, que fija las Plantas de Personal del Congreso Nacional.

3.
El artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, que establece el monto unitario diario de subvención para las instituciones colaboradoras del Servicio Nacional de Menores.

4.
El decreto ley Nº 249, de 1974, que fija la Escala Única de Sueldos para el personal de la Administración del Estado que señala; el decreto ley Nº 3.058, de 1979, que modifica el Sistema de Remuneraciones del Poder Judicial; el decreto ley Nº 3.551, de 1981, que fija normas sobre remuneraciones y sobre el personal para el sector público; los decretos con fuerza de ley Nº 1, de 1997, 1980 y 1968, del Ministerio de Defensa Nacional e Interior, respectivamente, que establecen los Estatutos del Personal de las Fuerzas Armadas, de Investigaciones y de Carabineros de Chile.

5.
El decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades, que dispone en su artículo 2º la forma en que se efectuará el aporte fiscal a las universidades e instituciones profesionales.

6.
El decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1992, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales; y el decreto ley Nº 3.166, de 1980, que autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico-profesional.

7.
El decreto ley Nº 2.465, de 1979, que crea el Servicio Nacional de Menores y fija el texto de su ley orgánica.

8.
El decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que reglamenta la aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, señalando las normas generales por las cuales se regirá la inversión de los recursos del Fondo Común Municipal; la ley Nº 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación; el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre sistema único de prestaciones familiares de los sectores privado y público, contenidas en los decretos leyes Nºs 307 y 603, ambos de 1974.

9.
El artículo 12 de la ley Nº 19.553, que otorga una bonificación adicional al bono de escolaridad que establece la ley Nº 19.533.

10. La ley Nº 19.464, que establece normas y concede aumento de remuneraciones para el personal no docente de establecimientos educacionales que indica.

11. Los artículos 23 y 13 del decreto ley Nº 249, de 1974 y de la ley Nº 19.553, respectivamente, sobre aporte fiscal a los Servicios de Bienestar de las entidades que se indica.

12. Los artículos 21 y 22 de la ley Nº 19.429, disponen la remuneración bruta mensual del personal de las Plantas y Escalafones que se señala.

13. La ley Nº 18.987, que incrementa asignaciones, subsidio y pensiones del Sistema Único de Prestaciones Familiares.

14. La ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales; el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.

15. La ley Nº 19.041, que establece una asignación especial para todos los funcionarios de la Contraloría General de la República, del Servicio Nacional de Aduanas, del Servicio de Impuestos Internos, del Servicio de Tesorerías, de la Dirección de Presupuestos, del Consejo de Defensa del Estado, y de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda, en base a la recaudación anual.


V. ANTECEDENTES PRESUPUESTARIOS O FINANCIEROS.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos contempla las siguientes estimaciones de gasto:


Millones de $

COSTO FISCAL AÑO 2002

-Aguinaldo de Navidad
11.044

-Reajuste remuneraciones y subvenciones
7.833

-Aporte a Instituciones de Educación Superior
1.809

-Bono Solidario
6.835


TOTAL AÑO 2002
27.521

COSTO FISCAL AÑO 2003

-Reajuste de Remuneraciones y Subvenciones
104.442

-Aguinaldo Fiestas Patrias Sector Público
16.352

-Bono de Escolaridad
20.839

-Aporte a Bienestar
8.809

-Asignación Familiar y Maternal del Supf
1.444

-Subsidio Único Familiar
633

-Bono de Invierno
18.029

-Aguinaldo Fiestas Patrias Sector Pasivo
14.146

-Aguinaldo de Navidad Sector Pasivo
16.416

-Bonificación Extraordinaria ley Nº 19.536
1.838


TOTAL AÑO 2003
202.949


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos con fecha 18 de noviembre de 2002, señala que el mayor gasto fiscal que importará la ejecución del proyecto es de MM $ 27.521 para el año 2002 y de MM $ 202.949 para el año 2003.

VI. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.

El señor Nicolás Eyzaguirre hizo presente que el reajuste propuesto viene a ser un magro incremento comparativamente con el otorgado en años anteriores. Los parámetros que ha considerado el Gobierno en esta oportunidad son un 0,9 de déficit fiscal sobre el producto, equivalente a 600 millones de dólares que se compensan con ingresos fiscales por montos equivalentes, de modo que otorgar cantidades superiores de reajuste salarial llevaría necesariamente a recurrir a endeudamiento, si no se quiere castigar la inversión social con menores aportes.


Desde la perspectiva de los trabajadores, enfatizó que la gran mayoría de los trabajadores del sector público tendrá este año un aumento real de sus remuneraciones entre el 1% y 4% por incrementos vinculados a incentivos al desempeño. Si a lo anterior se agrega un incremento del 1% por contratación de personal en el sector, se eleva la planilla salarial a un nivel promedio del 3% que es consecuente con la política de gastos en un nivel de equilibrio.


El señor Ricardo Solari entregó una explicación del proceso de negociación que el Gobierno mantuvo hasta el día de ayer con los representantes de los trabajadores del sector público, en que se han debatido una amplia gama de temas que exceden al proyecto en informe y que el Gobierno se ha propuesto ir resolviendo en los próximos meses.


Sometido a votación en general el proyecto fue aprobado por unanimidad.

VII. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.

En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Por el artículo 1º del proyecto, se otorga un reajuste de 3% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


Se precisa, asimismo, los trabajadores del sector público a los que no se les aplica dicho reajuste, por contar con otros mecanismos de ajuste de sus remuneraciones, y que son los siguientes: aquéllos cuyas remuneraciones son fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias; los trabajadores cuyas remuneraciones son establecidas, convenidas o pagadas en moneda extranjera; los trabajadores cuyas remuneraciones son fijadas por la entidad empleadora, entre las que se encuentran, las universidades estatales. 


Por su parte, en el inciso final, se hace presente que las remuneraciones adicionales fijadas en porcentajes de los sueldos no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en el inciso primero de este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2002.


El diputado Seguel, don Rodolfo, presentó una indicación para reemplazar el guarismo “3%” por “4,5%”, la que fue declarada inadmisible por ser materia de iniciativa del Presidente de la República.


-Puesto en votación este artículo fue aprobado por 8 votos a favor y 4 abstenciones.


Por el artículo 2º, se reajustan en 3%, a contar del 1 de diciembre de 2002, los montos en actual vigencia correspondientes a las subvenciones otorgadas a las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores en la atención de menores en situación irregular.


Por el artículo 3º, se concede, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad a los trabajadores que, a la fecha de publicación del proyecto de ley, desempeñen cargos de planta o a contrata, en las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nºs 18.460 y 18.593; a los trabajadores señalados en el artículo 35 de la ley 
Nº 18.962; a los del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297; y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocian colectivamente y cuyas remuneraciones se fijan de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


En el inciso segundo, se establece que el monto del aguinaldo será de $ 25.964 para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2002 sea igual o inferior a $ 278.100 y de $ 13.775, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad.


En el artículo 4º, se concede un aguinaldo de Navidad, en los términos señalados por el artículo anterior, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.


En el artículo 5º, se prescribe que los aguinaldos concedidos por esta ley a los trabajadores de los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados y de las empresas señaladas expresamente en el artículo 3º, y de las entidades a que se refiere el artículo 4º, el gasto se efectuará con los recursos de la respectiva entidad empleadora.


Por el inciso segundo, se dispone que, con todo, el ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos, en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


En los artículos 6º y 7º, se otorga un aguinaldo de Navidad a los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado y de los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980 (artículo 6º) y a los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley 
Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia y de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, respectivamente, en los mismos términos que el artículo 3º del proyecto.


En el artículo 8º, se dispone que el pago del aguinaldo de Navidad se efectuará por el respectivo empleador el que recibirá los fondos pertinentes, cuando corresponda.


En el artículo 9º, se concede, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias, para el año 2003, a los trabajadores que al 31 de agosto de 2003, desempeñen cargos de planta o a contrata, en las entidades a que se refieren los artículos 4º, 6º y 7º del proyecto.


En el inciso segundo, se señala que el monto del aguinaldo será de $ 34.065 para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de agosto de 2003, sea igual o inferior a $ 291.728 y de $ 23.729, para aquéllos cuya remuneración líquida supere tal cantidad.


En el artículo 10, se prescribe que los aguinaldos de Navidad y Fiestas Patrias no corresponderán a los trabajadores remunerados en moneda extranjera.


En el artículo 11, se establece que los referidos aguinaldos no serán imponibles.


En el artículo 12, se dispone que el derecho a aguinaldos se extiende a los trabajadores que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral.


En el artículo 13, se sanciona a quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorgan los artículos precedentes, debiendo restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales.


En el artículo 14, se otorga, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º del proyecto, a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y a los que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, y del decreto ley Nº 3.166, de 1980, y a los de las Corporaciones de Asistencia Judicial, un bono de escolaridad no imponible, por cada hijo entre los 5 y 24 años de edad, que sea carga familiar reconocida por la ley, que se encuentre cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza y en los establecimientos educacionales que se indica en esta norma. El monto del bono, ascendente a la cantidad de $ 33.564, será pagado en dos cuotas iguales de $ 16.782, cada una, la primera en marzo y la segunda en junio de 2003.


En el inciso segundo, se dispone que cuando por efecto de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, corresponde el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que el proyecto señala.


En el inciso tercero, se establece que, en los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.


En el inciso cuarto, se sanciona a quienes perciban maliciosamente este bono, debiendo restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Por el artículo 15, se concede a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2003, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $ 14.043, por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración bruta igual o inferior a $ 278.100, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá, en lo demás, a las reglas que rigen dicho beneficio.


En el inciso segundo, se especifica que los valores señalados en el inciso anterior, se aplicarán también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Se precisa que esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Por el artículo 16, se otorga el bono de escolaridad y la bonificación adicional a este beneficio a que se refieren los artículos anteriores a los trabajadores no docentes que señala esta norma, durante el año 2003.


En el artículo 17, se preceptúa que durante el año 2003, el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 58.344.


En el inciso segundo, se señala que el aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.


Por el artículo 18, se incrementa en $ 1.808.562 miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2002.


En el inciso segundo, se establece el mecanismo de distribución de este incremento entre las instituciones de Educación Superior, el cual se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2002.


En el artículo 19, se sustituye, a partir del 1 de enero del año 2003, los montos de “$145.083”; “$164.534” y “$176.979”, a que se refieren los artículos 21 y 22 de la ley 
Nº 19.429, por “$149.435”, “$169.470” y “$182.288”, respectivamente.


En el artículo 20, se señala que sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 3º, 9º y 14, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso correspondan, sean igual o inferiores a $ 1.081.500, excluidas aquellas asignaciones asociadas a desempeño individual, colectivo o institucional.


Por el artículo 21, se reemplaza el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987, reajustándose a contar del 1 de julio de 2003, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, según el ingreso mensual del beneficiario, alcanzando los valores siguientes:

a)
De $ 3.716 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de 
$ 112.098;

b)
De $ 3.614 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 
$ 112.098 y no exceda los $ 226.519;

c)
De $ 1.178 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 
$ 226.519 y no exceda los $ 353.292, y

d)
Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 353.292, no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores; dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.


En el artículo 22, se fija en $ 3.716, a contar del 1 de julio de 2003, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.


Por el artículo 23, se concede por una sola vez en el año 2003, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto Nº 869, de 1975, un bono de invierno de $ 29.589.


En el inciso segundo, se dispone que el bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo de 2003, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


En el inciso tercero, se señala que no tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan en su conjunto del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 para pensionados de 70 ó más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Por el artículo 24, se otorga, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión, y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto de 2003, un aguinaldo de Fiestas Patrias, correspondiente al año 2003, de $ 9.339, el que se incrementará en 
$ 4.807 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, tendrán derecho quienes, al 31 de agosto de 2003, tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales para inválidos y ancianos carentes de recursos a que se refiere el decreto ley Nº 869, de 1975; de las establecidas en beneficio de los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia política de la ley Nº 19.123, y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129.


Asimismo, se concede un aguinaldo de Navidad del año 2003 a todos los pensionados que tengan algunas de las calidades que en él se señalan, al 25 de diciembre de 2003, el que ascenderá a $ 10.712 por cada pensionado, incrementándose en $ 6.047 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En el artículo 25, se determina que los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudiere financiarlos, en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.


Por el artículo 26, se concede, por el período de un año, a contar del 1 de enero de 2003, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de la bonificación será de $ 123.652 trimestrales.


En el inciso segundo, se establece quiénes tendrán derecho a la bonificación los profesionales que señala.


En el inciso tercero, se señala que el máximo de profesionales que tendrá derecho a esta bonificación será de 3.717.


En el artículo 27, se establece que durante el año 2003 el porcentaje de la asignación fijada en el artículo 12 de la ley Nº 19.041, será el determinado para el año 1999.


En el artículo 28, se modifica la ley Nº 19.464 en la siguiente forma:


En el numeral 1) se reemplaza, en el inciso primero del artículo séptimo, la frase “y enero del año 2002” por “, enero de 2002 y enero del año 2003”, y


En el numeral 2), se sustituye, en el artículo 9º el guarismo, “2003” por “2004”.


En el artículo 29, se concede, por una sola vez, a los trabajadores que, de conformidad con esta ley, tienen derecho a percibir el Aguinaldo de Navidad, un bono especial no imponible, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2002, cuyo monto será de $ 25.500.


En el inciso segundo, se establece que, para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida la referida en el inciso segundo del artículo 3º de esta ley.


En el artículo 30, se establece que el mayor gasto fiscal por aplicación del proyecto, en el año 2002, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a este ítem.


En el inciso segundo, se dispone que el gasto que irrogue, durante el año 2003, a los órganos y servicios públicos incluidos en la ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 9º, 14 y 17 del proyecto, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2003, dispuestas por el ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley 
Nº 1.263, de 1975, los que podrán ser dictados en el mes de diciembre de 2002.


-Sometidos a votación los artículos 2º a 30 fueron aprobados por unanimidad.

VIII. CONCLUSIÓN.

En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor diputado informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2002, un reajuste de 3% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297.


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean establecidas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo Previsión Social, Subsecretaría de Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora. 


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, fijadas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2002.


Artículo 2º.- Reajústase, a contar del 1 de diciembre de 2002, en 3%, los montos en actual vigencia correspondientes a las subvenciones establecidas en el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia, y en sus normas complementarias. 


Artículo 3º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes 
Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.


El monto del aguinaldo será de $ 25.964 para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2002 sea igual o inferior a $ 278.100 y de $ 13.775, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio. 


Artículo 4º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley. 


Artículo 5º.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 3º y 4º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 3º y de las entidades a que se refiere el artículo 4º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio. 


Artículo 6º.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico-Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 3º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición. 


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 7º.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 1.385, de 1980, del Ministerio de Justicia, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 3º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.


Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda. 


Artículo 8º.- En los casos a que se refieren los artículos 4º, 6º y 7º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del Ministerio que corresponda. 


Artículo 9º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2003 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2003, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades a que se refiere el artículo 3º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 4º, 6º y 7º de esta ley.


El monto del aguinaldo será de $ 34.065 para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2003, sea igual o inferior a 
$ 291.728, y de $ 23.729, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio. 


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 3º, y de las entidades a que se refiere el artículo 4º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el 
artículo 6º de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este 
artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 7º de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


En los casos a que se refieren los artículos 6º y 7º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del Ministerio que corresponda, cuando procediere. 


Artículo 10.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.


Artículo 11.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles.


Artículo 12.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.


Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 3º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.


La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora. 


Artículo 13.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; y a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, por el decreto ley Nº 3.166, de 1980 y los de las Corporaciones de Asistencia Judicial, un bono de escolaridad no imponible, por cada hijo de entre cinco y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza pre-básica del 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $ 33.564, el que será pagado en dos cuotas iguales de $ 16.782 cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2003. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.


En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.


Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 


Artículo 15.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2003, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $ 14.043, por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración bruta igual o inferior a $ 278.100, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.


Artículo 16.- Concédese durante el año 2003, a los trabajadores no docentes que se desempeñen en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 14 y la bonificación adicional del artículo 15 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrán los trabajadores no docentes que tengan las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñen en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.


Artículo 17.- Durante el año 2003 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 58.344.


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto. 


Artículo 18.- Increméntase en $ 1.808.562 miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2002. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 14 y 15, al personal no académico de las universidades estatales.


La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2002.


Artículo 19.- Sustituyese, a partir del 1 de enero del año 2003, los montos de “$145.083”; “$164.534” y “$176.979”, a que se refieren los artículos 21 y 22 de la ley Nº 19.429, por 
“$ 149.435”, “$ 169.470” y “$ 182.288”, respectivamente.


Artículo 20.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 3º, 9º y 14, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $ 1.081.500, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 21.- Reemplázase, a contar del 1 de julio del año 2003, el inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987, por el siguiente:


“Artículo 1º.- A contar del 1 de julio del año 2003, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, reguladas por el decreto con fuerza de ley 
Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:


De $ 3.716 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de 
$ 112.098;


De $ 3.614 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 
$ 112.098 y no exceda los $ 226.519;


De $ 1.178 por carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los 
$ 226.519 y no exceda los $ 353.292, y 


Las personas que tengan acreditadas o que acrediten cargas familiares y cuyo ingreso mensual sea superior a $ 353.292 no tendrán derecho a las asignaciones aludidas en este artículo. Sin perjuicio de lo anterior, mantendrán su plena vigencia los contratos, convenios u otros instrumentos que establezcan beneficios para estos trabajadores; dichos afiliados y sus respectivos causantes mantendrán su calidad de tales para los demás efectos que en derecho correspondan.”.


Artículo 22.- Fíjase en $ 3.716 a contar del 1 de julio del año 2003, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1º de la ley Nº 18.020.


Artículo 23.- Concédese por una sola vez en el año 2003, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, y a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, un bono de invierno de $ 29.589.


El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2003, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier régimen previsional o asistencial, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386 para pensionados de 70 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio. 


Artículo 24.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2003, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2003, de $ 9.339. Este aguinaldo se incrementará en $ 4.807 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.


En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones. 


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho a los aguinaldos en favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho a los aguinaldos en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2003, tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975; de la ley Nº 19.123 y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129. 


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 9º de la presente ley sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, líquidas. 


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga este artículo o el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. 


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 25 de diciembre del año 2003, un aguinaldo de Navidad del año 2003 de $ 10.712. Dicho aguinaldo se incrementará en $ 6.047 por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987. 


Cada pensionado tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión. 


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero, sexto y séptimo de este artículo.


Artículo 25.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones asistenciales del decreto ley Nº 869, de 1975, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Normalización Previsional, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.


Artículo 26.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2003, la bonificación extraordinaria trimestral concedida por la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $ 123.652 trimestrales.


Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley 
Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los Servicios de Salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.


La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 3.717 personas. 


En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.


Artículo 27.- Durante el año 2003 el porcentaje de la asignación establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.041, será el determinado para el año 1999.


Artículo 28.- Modifícase la ley Nº 19.464 en la siguiente forma:


Reemplázase en el inciso primero del artículo 7º la frase “y enero del año 2002” por 
“, enero del año 2002 y enero del año 2003”, y


Sustitúyese en el artículo 9º, el guarismo “2003” por “2004”. 


Artículo 29.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores que, de conformidad con esta ley, tienen derecho a percibir el aguinaldo de Navidad y cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2002, sea igual o inferior a $ 278.100, un bono especial no imponible, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2002, cuyo monto será de $ 25.500.


Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida la referida en el inciso segundo del artículo 3º de esta ley. 


Artículo 30.- El mayor gasto fiscal que represente en el año 2002 la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.


El gasto que irrogue durante el año 2003 a los órganos y servicios públicos incluidos en la ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 9º, 14 y 17 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2003, dispuestas por el ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, los que podrán ser dictados en el mes de diciembre de 2002.”.


Sala de la Comisión, a 19 de noviembre de 2002.


Acordado en sesión de fecha 19 de noviembre de 2002, con la asistencia de los diputados señores Lorenzini, don Pablo (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Escalona, don Camilo; Hidalgo, don Carlos; Jaramillo, don Enrique; Ortiz, don José Miguel; Silva, don Exequiel; Tohá, señora Carolina, y Von Mühlenbrock, don Gastón. Concurrió a la Comisión, el diputado Seguel, don Rodolfo.

Se designó diputado informante al señor Lorenzini, don Pablo.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.

5.
Segundo informe de las Comisiones unidas de Hacienda y de Salud sobre el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 2.763, de 1979, con la finalidad de establecer una nueva concepción de la autoridad sanitaria de las distintas modalidades de gestión y fortalecer la participación ciudadana. (boletín Nº 2980-11-2)

“Honorable Cámara:


Las Comisiones unidas de Hacienda y de Salud pasan a informar, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, el proyecto de ley del epígrafe, originado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República.


I. ARTÍCULOS QUE NO HAN SIDO OBJETO DE INDICACIONES O DE MODIFICACIONES.

En esta situación se encuentran los números 4, 5, 7, 9, 14, 15, 16, 17; 19, en lo relativo al artículo 21-B; 20, 21, 22, 23, 24, 26, 29 y 30 del artículo 1º, y el artículo primero transitorio, que pasa a ser decimoquinto transitorio.

II. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

No existen disposiciones que requieran quórum especial de votación.

III. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.

No existen disposiciones que se encuentren en esta situación.

IV. ARTÍCULOS MODIFICADOS.
Artículo 1º

Mediante esta disposición se introducen las siguientes modificaciones en el decreto ley 
Nº 2.763, de 1979:

Nº 1

Sustituye el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4º.- Al Ministerio de Salud le corresponderá formular y fijar las políticas de salud, en conformidad con las directivas que señale el Gobierno. Además, le corresponderá desempeñar las siguientes funciones:

1.
Ejercer la rectoría del sector salud, lo cual comprende, entre otras materias:

a)
La formulación, control y evaluación de políticas de Estado, planes y programas generales en materia de salud.

b)
La definición de objetivos sanitarios nacionales.

c)
La coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos sanitarios.

d)
La coordinación y cooperación internacional en salud.

e)
Dirigir y orientar todas las actividades del Estado relativas al Sistema, de acuerdo con las políticas fijadas.

2.
Dictar normas generales sobre materias técnicas, administrativas y financieras a las que deberán ceñirse los organismos y entidades del Sistema, para ejecutar actividades de promoción o fomento, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas enfermas. Asimismo, dictar normas sanitarias en aspectos tales como autorizaciones sanitarias; saneamiento básico; calidad de los alimentos; medio ambiente, de acuerdo con la ley Nº 19.300; ambiente laboral, y en lo referente a todas aquellas materias reguladas y sancionadas por el Código Sanitario.

3.
Fiscalizar el cumplimiento de las normas que determine la ley, a través de la Secretaría Regional Ministerial respectiva, y que no estén encomendadas a otros organismos.

4.
Definir las normas y efectuar la medición y monitoreo nacional de la situación de salud y de vigilancia de salud pública.

5.
Recopilar y generar información en materia de salud y de gestión en salud.

6.
Formular el presupuesto sectorial a nivel de cada órgano y servicio que integre el Sistema.

7.
Formular, evaluar y actualizar el Sistema de Acceso Universal con Garantías Explícitas, en adelante, también, “Sistema Auge”, el que incluye las acciones de salud pública y las prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933.

8.
Establecer las normas, procedimientos y el sistema de medición y acreditación de la calidad de atención en todos los niveles de complejidad del sector. 

9.
Definir políticas destinadas a garantizar el ejercicio de los derechos de las personas en la atención de salud y reglamentar los mecanismos de reclamo y apelación que serán implementados por la Secretaría Regional Ministerial respectiva. 

10. Supervisar, controlar y evaluar el cumplimiento de las políticas, planes y programas generales de salud, especialmente en lo relativo a su eficiencia, eficacia y calidad.

11. Definir políticas que promuevan la participación de las personas en las diferentes instituciones del Sistema.

12. Fijar las políticas y normas de inversión en infraestructura y equipamiento de los establecimientos públicos que integran las redes asistenciales.

13. Velar por la efectiva coordinación de las redes asistenciales, tanto en el nivel regional como nacional, y

14. Las demás que le confieran las leyes y reglamentos.”.


El Ejecutivo, formuló la siguiente indicación:

a)
Para reemplazar, en el número 3, la expresión “Secretaría Regional Ministerial” por “Dirección Regional de Salud”.

b)
Para intercalar el siguiente número 8, nuevo, pasando a ser los actuales números 8 al 14, 9 al 15.


“8.- Formular, evaluar y actualizar los lineamientos estratégicos del sector salud o Plan Nacional de Salud, el cual está conformado por los objetivos sanitarios, prioridades nacionales, necesidades de las personas y factores ambientales en el ámbito de la salud del país.


Para estos efectos, el ministro de Salud convocará un Consejo Consultivo de Salud, integrado, entre otros, por representantes de instituciones del sector salud, tales como prestadores públicos y privados de salud, isapres, sociedades científicas, colegios profesionales, organizaciones de trabajadores y de usuarios. Dicho consejo tendrá el carácter de asesor del ministro de Salud en todas las materias relacionadas con el análisis, evaluación y revisión de dichos lineamientos”.

c)
Para reemplazar, en el número 9, que pasa a ser 10, la expresión “Secretaría Regional Ministerial” por “Dirección Regional de Salud”.


El señor Artaza (ministro de Salud) expresó que se había suscitado una controversia, con respecto a dónde se iban a radicar las competencias relacionadas con el Código Sanitario y como la propuesta que presentó inicialmente el Ejecutivo fue rechazada se produjo un falta de coherencia en el texto del proyecto. Una vez analizado el tema y acogiendo las propuestas de los parlamentarios, se optó por crear las Direcciones Regionales de Salud.


En la Comisión se expresó que se valoraba la indicación del Ejecutivo, porque recoge lo que se había planteado en las discusiones sobre el tema. El Ejecutivo ahora propone crear Direcciones Regionales de Salud, distintas a las Direcciones de Salud. 


Se hizo presente que en este nuevo organismo e institucionalidad se integrará el tema de atención de las personas, con un justo trámite y justa integración de los temas ambientales, sacándolas del ámbito de competencia de las Secretarías Regionales Ministeriales pero estas últimas van a poder coordinar las actuaciones de todas estas direcciones de salud. 


Asimismo, se estimó razonable que, desde el punto de vista del tratamiento y de la acción de salud, esté coordinada entre las personas y el ambiente, y por supuesto, las potestades que la autoridad sanitaria debe tener.


-La Comisión acordó votar las indicaciones en forma separada:


Puesta en votación la indicación signada con la letra a), fue aprobada por mayoría de votos.


En la discusión de la indicación signada con la letra b) se hizo presente que esta indicación del Ejecutivo es de la mayor importancia, por cuanto en el numeral 8 del artículo 4º se define nada menos que el Plan Nacional de Salud.


El referido Plan, tal como lo señala la indicación, está conformado por “los objetivos sanitarios, las prioridades nacionales, las necesidades de las personas y los factores ambientales en el ámbito de la salud del país”. Es decir, estamos frente a los más relevantes elementos constitutivos del problema sanitario del país.


Esos elementos van a ser definidos en dicho Plan Nacional, y, para estos efectos, el Ministerio de Salud, como señala el párrafo segundo del numeral 8, “convocará a un Consejo Consultivo de Salud, integrado, entre otros, por representantes de instituciones del sector salud, tales como prestadores públicos y privados de salud, Isapres”, existiendo una amplia convocatoria para poder consensuar el Plan Nacional de Salud.


Se aclaró por otra parte que este Consejo Consultivo de Salud es enteramente distinto del Consejo Consultivo del Auge. Es decir, se trata de dos Consejos distintos, ubicados en niveles diferentes. Éste es para el plan global, para toda la salud chilena, y el otro, exclusivamente para lo atinente a la definición del Auge.


En el debate se manifestó inquietud, porque en el proyecto original, cuando se hablaba de la Secretaría Regional Ministerial, no se consideró necesaria la existencia de un consejo consultivo. Se consultó sobre por qué ahora aparece como necesaria su existencia.


El señor Artaza (ministro de Salud) expresó que la necesidad de enviar esta indicación se originó en el debate que hubo para la aprobación de los primeros artículos de la ley sobre Régimen de Garantías en Salud, en la Comisión de Salud. Agrega que la mayoría de los diputados consideró importante contextualizar el régimen de garantía como parte de un plan integral que reúna todos los elementos estratégicos, objetivos sanitarios y otras materias que definen todo el quehacer sanitario del país. El Ejecutivo recogió esta inquietud mayoritaria y la incorporó a través de esta indicación y dada la importancia de la definición de estos lineamientos estratégicos, se creyó indispensable que el Ministerio de Salud contara con el aporte de los distintos sectores que componen el mundo de la salud. Por eso se refiere a las instituciones del sector salud, entre las que se comprenden las facultades de medicina.


Por otra parte, a su juicio la expresión “convocará” es imperativa, ya que deberá convocar cada vez que sea necesario revisar las materias que tiene relación con el análisis, evaluación y revisión de los lineamientos del plan. Agrega que se consideró que ésa era la redacción más adecuada para dejar establecido que éste no es un consejo que se deba pronunciar respecto de todas las materias, sino que debe ser convocado cada vez que haya que revisar el plan nacional de salud.



Se presentaron, además, las siguientes indicaciones:

1)
Del diputado Melero, para eliminar el párrafo segundo del Nº 8, nuevo, propuesto por el Ejecutivo.

2)
De los diputados Accorsi, Bayo, Palma y Robles, al mismo número 8, para substituir la frase “el ministro de Salud convocará” por “existirá”.


Se accedió a la votación separada de ambos párrafos.


-Puesto en votación el párrafo primero del Nº 8, nuevo, fue aprobado por mayoría de votos.


-Sometido a votación el párrafo segundo con la indicación signada con el número 2), fue rechazado por mayoría de votos. Por la misma votación fue rechazada la indicación signada con el número 1, aprobándose, por la misma votación el párrafo segundo.


-Sin debate, puesta en votación la indicación signada con la letra c), fue aprobada por la unanimidad de los señores diputados presentes.

Nº 2


Intercala un artículo 4º bis, nuevo


“Artículo 4º bis.- El Ministerio de Salud ejecutará la fiscalización a través de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, sin perjuicio de las facultades que le competan, por ley, a otros organismos públicos. 


La inspección o verificación del cumplimiento de las normas, podrá ser delegada en terceros debidamente acreditados conforme al reglamento respectivo”.


El Ejecutivo formula indicación al inciso primero, para sustituir la expresión “Secretarías Regionales Ministeriales” por “Direcciones Regionales de Salud”.


-Sin debate, puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad de los señores diputados presentes.

Nº 3

Sustituye el artículo 5º.


“Artículo 5º.- El Ministerio de Salud está integrado por el ministro; la Subsecretaría de Redes Asistenciales; la Subsecretaría de Salud Pública, y las Secretarías Regionales Ministeriales.


El Ministerio estará organizado en Divisiones, Departamentos, Secciones y Oficinas, considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifique la función.


El ministro de Salud, mediante decreto, determinará la estructura y organización interna del Ministerio y asignará las funciones y atribuciones específicas que correspondan a cada uno de los niveles jerárquicos existentes. Dicho decreto deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de funciones de diseño de políticas y planes en el ámbito de la salud de las personas y el ambiente, financieras e inversiones en el Sistema, gestión de recursos humanos, regulación, epidemiología, estadísticas y auditoría”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

a)
Del Ejecutivo, para intercalar en el inciso primero, antes de la expresión “y las Secretarías Regionales Ministeriales”, por lo siguiente, precedido de una coma (,): “las Direcciones Regionales de Salud”.

b)
Del diputado señor Bayo, al mismo inciso, para reemplazar “la Subsecretaría de Redes Asistenciales; la Subsecretaría de Salud Pública”, por “el subsecretario”.


-Sin debate, puesta en votación la indicación signada con la letra a) fue aprobada por la unanimidad del los señores diputados presentes. Por la misma votación fue rechazada la indicación signada con la letra b).

Nº 6


Modifica el artículo 8º

“a) Reemplázanse los incisos primero y segundo, por el siguiente: 


“Artículo 8º.- La Subsecretaría de Redes Asistenciales tendrá a su cargo la coordinación y control del Sistema y de todo lo relacionado con la provisión de las prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, que sean de la competencia del Ministerio de Salud, salvo en las materias que sean de la competencia de la Subsecretaría de Salud Pública”.

b)
Modifícase el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, del siguiente modo:

i.
Agrégase, en la letra b), a continuación del punto y coma (;), la conjunción “y”.

ii.
Sustitúyense, en la letra c), la conjunción “y” con que termina y la coma (,) que la precede, por un punto aparte (.).

iii.
Suprímese la letra d) con sus dos párrafos.

c)
Sustitúyase el inciso final por el siguiente:


“La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá contar con la estructura necesaria para controlar y coordinar eficientemente el cumplimiento de las acciones de salud del Sistema”.


El diputado señor Bayo formuló indicación para reemplazar la letra a), por la siguiente:

a)
Reemplázanse en los incisos primero y segundo, por el siguiente: “El subsecretario tendrá a su cargo la coordinación y control de todo lo relacionado con las acciones de salud pública asociadas a las prestaciones individuales, tales como la alimentación complementaria, y vacunaciones y las demás prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, que sean de la competencia del Ministerio de Salud”.


-Sin debate, puesta en votación la indicación fue rechazada por mayoría de votos.

Nº 8


Sustituye el artículo 10


“Artículo 10.- Corresponderá a cada Subsecretaría, dentro de su competencia, ejercer las siguientes atribuciones:

a.
Controlar y velar por el cumplimiento de las políticas, normas y planes del Sistema, y coordinar su ejecución por los organismos que integran dicho Sistema; 

b.
Impartir instrucciones sobre las normas, planes y programas a los organismos del Sistema, en forma que garantice la ejecución de las políticas de salud, elaboradas por el Ministerio, de manera integral, eficiente y uniforme, y 

c.
Ejercer las demás funciones que le asignan las leyes y reglamentos”.


Del diputado Bayo, para substituirlo por el siguiente:


“Artículo 10.‑ Asimismo, corresponderá al subsecretario:

a)
Controlar y velar por el cumplimiento de las políticas, normas y planes del Sistema, y coordinar su ejecución por los organismos que integran dicho sistema;

b)
Impartir instrucciones sobre las normas, planes y programas a los organismos del Sistema, en forma que garantice la ejecución de las políticas de salud, elaboradas por el Ministerio, de manera integral, eficiente y uniforme, y

c)
Ejercer las demás funciones que le asignen las leyes y reglamentos”.


Sin debate, puesta en votación la indicación fue rechazada por mayoría de votos.

Nº 10


Modifica el artículo 14

“a) Reemplázase, en el primer párrafo, la oración que empieza con las palabras “el que deberá” y termina con la expresión “siguientes:”, por: “sin perjuicio de las oficinas provinciales o locales que pudieran requerirse”.

b)
Suprímense los literales desde la letra a) a la j).


Se formularon las siguientes indicaciones:

1)
El Ejecutivo formuló indicación para sustituir la letra a) por la siguiente: 


“a) Reemplázase, en el primer párrafo, la oración que empieza con las palabras “el que deberá” y termina con la expresión “siguientes:”, por: “el que tendrá las funciones señaladas en el artículo 64 de la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.”.

2)
De los diputados Robles y Venegas, para agregar la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de otras atribuciones que asigna la presente ley a los secretarios regionales ministeriales, éstos tendrán que fiscalizar, en los organismos que correspondan, en su respectiva región, el debido cumplimiento del derecho de las personas en salud a la libertad de elegir los establecimientos y los profesionales, tanto en el sector público como en el privado, que les proporcionarán las atenciones y prestaciones que le reconoce tanto la ley número 18.469, cuanto la ley sobre garantías en salud”.


En la discusión se expresó que la indicación de los señores diputados debe ser modificada sustituyendo la frase “secretarios regionales ministeriales” por “directores regionales de salud”, que es la expresión que se ha reemplazado en todas las indicaciones hechas por el Ejecutivo.


El señor Infante (subsecretario de Salud) solicita se declare la inadmisibilidad de la indicación, en razón de que agrega una función a una autoridad.


En el debate, se destacó que una de las facultades que tienen los secretarios regionales ministeriales es la de fiscalizar los objetivos que tienen que cumplir, cuestión que se da en las nuevas direcciones de salud que se crean. De manera que, no se le está creando una nueva función, se mantiene la función de fiscalización. Por lo tanto, existiendo la función, no hay es inadmisible la indicación.


Por otra parte, se insistió que la ley Nº 18.469, en su artículo 11, establece la posibilidad que tienen las personas beneficiarias de esa ley, de elegir el establecimiento, y dentro de éste, el profesional que los trate. Por lo tanto, los secretarios regionales ministeriales y el ministro, tienen que estar de acuerdo y hacer cumplir la ley. Tienen que fiscalizar que la ley se cumpla. De manera que esta indicación no agrega una nueva función, porque así está establecido en la misma ley. De acuerdo con esto, no corresponde declarar la indicación inadmisible.


El señor Lorenzini, don Pablo (Presidente) declaró admisible la indicación.


Puestas en votación las indicaciones signadas con los números 1 y 2, fueron aprobadas por mayoría de votos.


Nº 11

Intercala, a continuación del artículo 14, los artículos 14 A, 14 B, 14 C, 14 D, 14 E, 14 F, 14 G y 14 H.


En consideración a la complejidad e importancia de las disposiciones, se acordó proceder a la votación y discusión de los artículos en forma separada.

Artículo 14 A

“Artículo 14 A.- El Secretario Regional Ministerial será nombrado en la forma que señale la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


El Secretario Regional Ministerial deberá ser un profesional universitario con competencia, experiencia, conocimientos y habilidades acreditadas en el ámbito de la salud pública, de acuerdo con lo que señale el reglamento”.


El Ejecutivo, formuló indicación para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 14 A.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, en cada región del país existirá una Dirección Regional de Salud, para el desarrollo de funciones de inspectoría en materias sanitarias, ambientales y de calidad de los prestadores; salud pública; epidemiología y acreditación de prestadores de salud, entre otras materias. Estará a cargo de un Director Regional de Salud, el que será nombrado por el Presidente de la República, a propuesta del ministro de Salud, y dependerá jerárquicamente del subsecretario de Salud Pública.


El Director Regional de Salud deberá ser un profesional con competencia, experiencia, conocimientos y habilidades acreditadas en el ámbito de la salud pública, de acuerdo con lo que señale el reglamento”.


En el seno de la Comisión se consultó acerca de cómo se compatibilizan las funciones del secretario regional ministerial con las del director regional de salud.


El señor Infante (subsecretario de Salud) respondió que al crear la figura del director regional de salud, se dota al Ejecutivo de capacidad de acción regional con un mayor nivel de independencia de la estructura del gobierno regional, permitiendo que el Seremi se entienda directamente con el intendente y, a su vez, lo asesore. Pero como las tareas técnicas de control de calidad y de fiscalización, tanto en la salud pública como ambiental, ameritan habilidades técnicas, se ha preferido que sea una estructura independiente del gobierno regional.


En el debate se hizo mención a que anteriormente estas funciones estaban radicadas en los directores de servicios de salud. De acuerdo con la indicación, pasarían a esta autoridad sanitaria regional que ya no será el seremi, como se planteó en el proyecto original, sino que va a estar radicada en los directores regionales de salud. Las funciones que aquí se establecen de inspectoría en materia sanitaria, ambiental y de calidad de los prestadores de la salud pública, epidemiología y acreditación de prestadores de salud, entre otras materias, antes estaban radicadas en los directores, pero nunca estuvieron en manos de los secretarios regionales ministeriales.


El diputado señor Masferrer consulta cuál va a ser la situación de aquellas regiones en que existe más de un servicios de salud.


Se añadió que en la discusión anterior quedó claro que una de las materias que se dejó fuera de las atribuciones de los secretarios ministeriales del Código Sanitario es respecto del tema ambiental. Entonces, el Ejecutivo ha planteado la idea, en el sentido de crear una dirección regional de salud con todas las potestades del Código Sanitario tanto en lo referente a las personas como al ambiente y separarla de las direcciones de servicios de salud que se van a encargar, preferentemente, de la dirección de las prestaciones de salud a través de los hospitales. Por lo tanto, lo que se discute en este proyecto de gestión, que es lo importante y la base medular del proyecto, es separar funciones entre aquéllas que son propiamente de fiscalización y de control, pero que hoy el Ejecutivo las está llevando hacia un organismo nuevo, que se va a denominar Dirección Regional de Salud. 


En consecuencia, van a existir tres instancias en cada región: el Seremi, que mantiene las mismas atribuciones actuales de coordinación, fiscalización, etcétera; la Dirección Regional de Salud, que va a tener la potestad de la autoridad sanitaria propiamente tal independiente, pero como organismo técnico, y el Servicio de Salud, que simplemente va a mantener su control sobre los hospitales y la red de prestación de salud. En ese sentido, se separan las funciones, pero el interés del Ejecutivo, que según cree es el de todos, es que estas funciones separadas armonicen en términos de lo que implica una red de atención de salud en todo su conjunto.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría de votos.

Artículo 14 B

Artículo 14 B.- La organización de la Secretaría Regional Ministerial será definida por decreto del Ministerio de Salud.


Dicho decreto deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de funciones de inspectoría en materias sanitarias, ambientales y de calidad de los prestadores; salud pública; epidemiología, y acreditación de establecimientos de salud.


Sin perjuicio de lo anterior, existirá en cada Secretaría Regional Ministerial un Consejo Asesor, el que tendrá carácter consultivo respecto de las materias que señalen esta ley y el reglamento y las que el Secretario Regional Ministerial le someta a su consideración.


El Consejo Asesor estará integrado por:

1.
Los directores de los Servicios de Salud correspondientes;

2.
Dos alcaldes elegidos por los alcaldes de la región;

3.
Un representante de los colegios profesionales del área de la salud de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

4.
Un representante de los trabajadores del área de la salud de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

5.
Un representante de los prestadores de salud privada de la región, elegido en la forma que señale el reglamento.

6.
Un representante de las agrupaciones de usuarios de la salud de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

7.
Un representante de las juntas de vecinos de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

8.
Un representante de las agrupaciones de las entidades productivas o del comercio de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

9.
Un representante de la Comisión Regional del Medio Ambiente, elegido por ésta;

10. El Secretario Regional Ministerial de Educación o su representante, y

11. Un representante de las universidades o centros de formación superior de la región, si existieren, elegido en la forma que señale el reglamento.


El Consejo podrá realizar consultas adicionales a las instancias que estime pertinentes. 


Los integrantes del Consejo Asesor no percibirán remuneración por su participación en él. Corresponderá al Ministerio de Salud definir, para cada región, el número de representantes a que se refieren los numerales 3, 4, 5 y 6, teniendo en cuenta, entre otras variables, el número de habitantes de la región. 


El reglamento señalará el procedimiento para adoptar acuerdos y las demás normas que sean necesarias para su funcionamiento”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

a)
Del Ejecutivo, para sustituir los incisos primero, segundo y tercero, por el siguiente inciso primero, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto a octavo a ser segundo a sexto, respectivamente:


“Artículo 14 B: Existirá en cada Dirección Regional de Salud un Consejo Asesor, el que tendrá carácter consultivo respecto de las materias que señalen esta ley y sus reglamentos y las que el Director Regional de Salud le someta a su consideración.”. 

b)
De las diputadas Saa y Allende y del diputado Rossi para agregar en el inciso segundo, el siguiente numeral 12, nuevo:


“12.- La directora Regional del Servicio Nacional de la Mujer”.

c)
De la diputada Mella, y de los diputados Burgos, Riveros, Saffirio y Silva, para consultar en el inciso segundo, el siguiente numeral 13, nuevo:


“13.- Un representante de las Asociaciones del Adulto Mayor de la Región, elegido en la forma que señala el reglamento”.


En el debate se solicitó aclarare el sentido y alcance de la frase “las que el Director Regional de Salud le someta a su consideración”. 


El señor Infante (subsecretario de Salud) explicó que el sentido de esta propuesta es que los organismos vivos de la región tengan la posibilidad de incorporar algunas observaciones a la política regional de salud. Desde este punto de vista, se le pide a la autoridad regional que someta a consulta las distintas medidas que ha planteado para conducir la salud regional. Asimismo, el Consejo Asesor no tiene facultad para decidir, sino sólo asesorar. De manera que el rol de los organismos vivos va a ser participar como asesores en la política regional de salud.


Se consultó cuántos consejos consultivos se tienen hasta el momento, porque cada instancia que se crea tiene uno de ellos y más que facilitar la toma de decisiones este tipo de instancias las entraba.


Se hizo presente que en el mensaje de este proyecto como en el del Auge, uno de los elementos importantes que se señala, dentro del concepto global de la reforma de salud, es la participación de la comunidad. Una de las formas concretas de expresar y materializar esa participación, es justamente en las distintas instancias que componen el sistema de salud chileno.


De acuerdo a lo anterior, ya se ha examinado y aprobado un consejo consultivo, de lo que se denomina el Plan Nacional de Salud. Es decir, aquella parte más elevada de esta pirámide, donde está el ministro y va a tener este consejo.


Asimismo, está la participación a nivel regional, en lo que serán los directores regionales. Lo mismo sucede en los Servicios de Salud y en los hospitales. Es decir, va a estar en los cuatro niveles.


Esto no es engorroso, por cuanto van a ser consejos asesores en los que va a participar la comunidad. La participación comunitaria se dará a nivel nacional, regional, de Servicios de Salud y de establecimientos hospitalarios. Le parece adecuado que así sea.


En contrario, se estimó que la existencia de consejos en distintas instancias puede dar lugar a informes contradictorios. Lo cual no quiere decir que se está en contra de la participación ciudadana, pero cabe considerar que tampoco se trata de que por lograr aquélla se complique la ejecución del proyecto. Cuando a las personas se les hace participar, hay que respetarlas y no sólo escucharlas.


-Puesta en votación la indicación signada con la letra a), fue aprobada por mayoría de votos.


-Sometidas a votación las indicaciones signadas con las letras b) y c), fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes.

Artículo 14 C

“Artículo 14 C.- Las Secretarías Regionales Ministeriales tendrán las siguientes funciones, de acuerdo con las normas y políticas dictadas por el Ministerio de Salud, a través de las respectivas Subsecretarías:

1.
Representar al Ministerio de Salud en la región.

2.
Colaborar con el Intendente y asesorarlo en las materias sectoriales que sean de su competencia.

3.
Velar por el cumplimiento de las normas, planes, programas y políticas nacionales de salud fijadas por la autoridad y proponer las adecuaciones de dichas políticas a la realidad de cada región, oyendo previamente al Consejo Asesor.

4.
Supervisar a los organismos indicados en el artículo 15, en el ámbito de su competencia regional, en cuanto al cumplimiento de las políticas, normas, planes y directivas generales impartidas por el Ministerio de Salud. Para tales efectos, entre otras cosas, podrá requerir de la autoridad correspondiente, la adopción de las medidas administrativas que procedieren si detectare el incumplimiento de las obligaciones o deberes por parte de tales organismos.

5.
Mantener el diagnóstico epidemiológico regional y realizar la vigilancia permanente del impacto de las estrategias y acciones implementadas. 

6.
Fiscalizar el cumplimiento de las normas e instrucciones que dicte el Ministerio de Salud sobre calidad de las prestaciones que se otorguen a los beneficiarios a que se refieren las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, por parte de los prestadores de salud, sean personas naturales o jurídicas.


Lo anterior no podrá significar una limitación de las potestades que les correspondan a otros organismos públicos, en la fiscalización del Régimen de Garantías en Salud. 

7.
Fiscalizar el cumplimiento de las normas e instrucciones que dicte el Ministerio de Salud sobre salud ambiental y velar por la adecuada coordinación de las acciones sobre las personas y sobre el medio ambiente de los Servicios de Salud de las Personas y del Ambiente, en el ámbito de jurisdicción de sus respectivos territorios.

8.
Colaborar, conforme las instrucciones del subsecretario correspondiente, con las acciones de salud pública, mediante la celebración de convenios con las personas o entidades que correspondan, especialmente con los servicios de salud y las entidades administradoras de salud municipal respectivas.

9.
Conocer y resolver administrativamente los reclamos que se presenten respecto de la calidad de atención y servicio que otorguen los prestadores de salud, tanto públicos como privados, sin perjuicio de las facultades que les competan a otros organismos públicos.


De lo resuelto por el Secretario Regional Ministerial, podrá recurrirse ante el Ministerio de Salud, en la forma que señala el artículo 14 G, sin que sea aplicable lo dispuesto en la letra n) del artículo 24 de la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


Un reglamento establecerá el procedimiento para la presentación y resolución de estos reclamos.

10. Colaborar, a solicitud de cualquier organismo público del sector salud, en la implementación de procedimientos de recepción de reclamos.


Los procedimientos a que se refiere este numeral deberán ser concordados con los mencionados organismos, conforme lo determine el reglamento.

11. Organizar, bajo su dependencia y apoyar el funcionamiento de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez y Oficinas de Subsidios, y, en general, ejecutar, por sí o por terceros, todas aquellas prestaciones de carácter médico-administrativas, y

12. Las demás que establezcan las leyes y reglamentos”.


El Ejecutivo formuló indicación para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 14 C.- Las Direcciones Regionales de Salud tendrán las siguientes funciones, de acuerdo con las normas y políticas dictadas por el Ministerio de Salud:

1.
Velar por el cumplimiento de las normas, planes, programas y políticas nacionales de salud fijadas por la autoridad y proponer las adecuaciones de dichas políticas a la realidad de cada región, oyendo previamente al Consejo Asesor. 

2.
Mantener el diagnóstico epidemiológico regional y realizar la vigilancia permanente del impacto de las estrategias y acciones implementadas.

3.
Colaborar, conforme las instrucciones del subsecretario correspondiente, con las acciones de salud pública, mediante la celebración de convenios con las personas o entidades que correspondan, especialmente con los servicios de salud y las entidades administradoras de salud municipal respectivas.

4.
Fiscalizar el cumplimiento de las normas e instrucciones que dicte el Ministerio de Salud sobre calidad de las prestaciones que se otorguen a los beneficiarios a que se refieren las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, por parte de los prestadores de salud, sean personas naturales o jurídicas.


Lo anterior no podrá significar una limitación de las potestades que les correspondan a otros organismos públicos, en la fiscalización del Régimen de Garantías en Salud.

5.
Conocer y resolver administrativamente los reclamos que se presenten respecto de la calidad de atención y servicio que otorguen los prestadores de salud, tanto públicos como privados, sin perjuicio de las facultades que les competan a otros organismos públicos.


De lo resuelto por el Director Regional de Salud, podrá recurrirse ante el Ministerio de Salud, en la forma que señala el artículo 14 G.


Un reglamento establecerá el procedimiento para la presentación y resolución de estos reclamos.

6.
Adoptar las medidas sanitarias que corresponda según su competencia, otorgar autorizaciones sanitarias, elaborar informes en materias sanitarias y acreditar prestadores de salud en la región. 


Las normas estándares e instrumentos utilizados en la labor de fiscalización, por parte de los Directores Regionales de Salud, serán homogéneas para los establecimientos de salud públicos y privados. 

7.
Ejecutar las acciones necesarias para la protección de la población de los riesgos producidos por el medio ambiente y para la conservación, mejoría y recuperación de la calidad de los elementos básicos del ambiente. Para estos efectos, cada Dirección Regional de Salud deberá desarrollar el departamento, sección u oficina especialmente dedicada al cumplimiento de esta función, debiendo coordinar su labor con las demás entidades públicas competentes, especialmente con los Municipios de la Región, a quienes se les podrá delegar funciones tales como la inspección o verificación del cumplimiento de estas normas, mediante la celebración de convenios respectivos. 

8.
Colaborar, a solicitud de cualquier organismo público del sector de la salud, en la implementación de procedimientos de recepción de reclamos.


Los procedimientos a que se refiere este numeral deberán ser concordados con los mencionados organismos, conforme lo determine el reglamento. 

9.
Organizar, bajo su dependencia y apoyar el funcionamiento de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez y Oficinas de Subsidios, y, en general, ejecutar por sí, o por terceros, todas aquellas prestaciones de carácter médico-administrativas, y

10. Las demás que establezcan las leyes y reglamentos”.


Se formularon, además, las siguientes indicaciones:

a)
Del diputado Villouta para intercalar en el Nº 2, entre las palabras “mantener” y “el diagnóstico” la expresión “al día”.

b)
Del diputado Bayo, al Nº 7, para sustituir la palabra “ejecutar” por la frase “velar por la ejecución”.


El señor Infante (subsecretario de Salud) dando respuesta a una consulta expresó que el representante del ministro en la región y quien se relaciona con el Gobierno Regional es el Seremi, y sigue siéndolo. Lo único que se hizo, en el ánimo de tecnificar la acción regional, fue crear la figura de director regional, que tiene atribuciones técnicas de fiscalización sobre el sistema de atención y sobre los aspectos ambientales y de seguridad del trabajo. Sólo se traspasa a la dirección regional funciones que tenía el Seremi. Insiste en que el representante del ministro de Salud en la región sigue siendo el Seremi.


En el debate se recordó que lo manifestado por el señor subsecretario de Salud fue pedido por varios diputado de esta Comisión, la que incluso rechazó la propuesta original del Ejecutivo que confería al Seremi atribuciones en materia de riesgos ambientales y ocupacionales, porque se consideró que eso politizaba la gestión ambiental y la labor de fiscalización.


-Puesta en votación la indicación sustitutiva del Ejecutivo, fue aprobada por mayoría de votos.


-Sometida a votación la indicación signada con la letra a), fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.


-Sometida a votación la indicación signada con la letra b), fue rechazada por mayoría de votos.

Artículo 14 D

“Artículo 14 D.- Serán de la competencia del Ministerio de Salud, a través de las Secretarias Regionales Ministeriales de Salud, todas aquellas materias que actualmente corresponden a los Servicios de Salud, sea en calidad de funciones propias o en su carácter de sucesores legales del Servicio Nacional de Salud y del Servicio Médico Nacional de Empleados, y que no digan relación con la ejecución de acciones integradas de promoción, prevención, curación, rehabilitación y cuidados paliativos de salud”.


El Ejecutivo, presentó indicación para reemplazar la expresión: “Secretarías Regionales Ministeriales” por “Direcciones Regionales de Salud”.


-Sin debate, puesto el artículo con la indicación, fue aprobado por mayoría de votos.


Artículo 14 E

“Artículo 14 E.- En uso de las atribuciones que le confiere el artículo 14 C, números 6 y 9, el Secretario Regional Ministerial, previa instrucción del procedimiento sumarial que regule el reglamento y asegurando la defensa de los intereses de las involucradas, podrá aplicar las siguientes sanciones:

1.
Amonestación.

2.
Multa de hasta 1.000 unidades de fomento.

3.
Clausura.

4.
Cancelación de la autorización sanitaria para funcionar.

5.
Las demás que las leyes y reglamentos autoricen aplicar a la autoridad sanitaria”.


Se formulan las siguientes indicaciones:

a)
Del Ejecutivo para reemplazar, en el párrafo primero, los guarismos “6” y “9” por “4” y “5”; y la expresión “Secretario Regional Ministerial”, por “Director Regional de Salud”.

b)
Del diputado Bayo al numeral 2, para agregar, a continuación de la palabra “multa”, la expresión: “a beneficio fiscal.”.

c)
Del diputado señor Bayo, para agregar el siguiente inciso final:


“Las sanciones serán aplicadas en consideración a la cantidad de usuarios afectados y a la gravedad de la infracción.”.


El señor Crispi (asesor del Ministerio de Hacienda) expresó que las multas aplicadas por un organismo público van siempre a beneficio fiscal, a no ser que la ley, expresamente, señale algo distinto. No obstante, considera que la indicación es inadmisible, por carecer los diputados de la facultad para presentar este tipo de indicaciones.


En el debate se señaló que una forma de salvar el problema es consignar que la opinión del Ejecutivo es que, si no se incorpora la frase, la multa va a beneficio fiscal. Si ése es el sentido, la indicación del diputado Bayo no es más que una modificación de redacción, no de contenido y, por lo tanto, no contraviene lo que dispone la Constitución y es perfectamente admisible.


-Sin debate, sometida a votación la indicación signada con la letra a) fue aprobada por mayoría de votos.


-Sometida a votación la indicación signada con la letra b) fue rechazada por unanimidad de los diputados presentes.


-Sin debate, puesta en votación la indicación signada con la letra c) fue rechazada por mayoría de votos.


-Se hace presente que S.E. el Presidente de la República formuló indicación para intercalar, en el numeral 2, de este artículo, a continuación de la palabra “multa”, la siguiente frase, precedida que una coma (,) “a beneficio de la respectiva Dirección Regional de Salud,”.


-Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

Artículo 14 F

“Artículo 14 F.- Para el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras a que se refieren los artículos anteriores, el Secretario Regional Ministerial podrá inspeccionar todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos relacionados explícitamente con salud, que obren en poder del organismo fiscalizado, y requerir de éste o de sus jefes superiores, administradores, asesores o personal, los antecedentes y explicaciones que juzgue necesarios para su información. Igualmente, podrá solicitar, a éstos o a terceros directamente relacionados con la materia fiscalizada, la entrega de cualquier documento o libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado. Salvo las excepciones autorizadas por el Secretario Regional Ministerial, todos los libros, archivos y documentos de las entidades y personas mencionadas deberán estar permanentemente disponibles para su examen.


Además, podrá citar a declarar a los jefes superiores, representantes, administradores, asesores y dependientes de los organismos fiscalizados o de terceros directamente relacionados con la materia fiscalizada, cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones”.


Se formularon las siguientes indicaciones:

a)
Del Ejecutivo, para reemplazar, en el inciso primero, las palabras “artículos anteriores” por “artículos 14 C, números 4 y 5, y 14 E”; y la expresión “Secretario Regional Ministerial”, por “Director Regional de Salud”, las dos veces que allí aparece.

b)
Del diputado Bayo, para agregar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“En el cumplimiento de las funciones fiscalizadoras, la autoridad deberá cautelar los derechos de las personas consagrados en la ley Nº 19.628 y las normas sobre secreto profesional”.


Sin debate, puestos en votación el artículo, con las indicaciones signadas con las letras a) y b), fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 14 G

“Artículo 14 G.- En contra de las resoluciones o instrucciones administrativas que dicte el Secretario Regional Ministerial, podrá deducirse recurso de reposición ante esa misma autoridad dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la fecha de la notificación de la resolución o instrucción.


El Secretario Regional Ministerial deberá pronunciarse sobre el recurso, en el plazo de cinco días hábiles, desde que se interponga.


Resuelto por el Secretario Regional Ministerial el recurso de reposición, el afectado podrá reclamar de ella, dentro del plazo de quince días hábiles contado desde la notificación de la medida, ante el ministro de Salud, el cual dispondrá de treinta días para resolver”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:

a)
Del diputado Bayo, para sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 14 G.- El afectado por clausura o por cancelación de la autorización sanitaria para funcionar podrá reclamar de ella ante el juez de letras en lo civil que corresponda dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de la notificación.


La reclamación se someterá a las normas del procedimiento sumario y su interposición no suspenderá la caducidad decretada, salvo que el juez de la causa resuelva en contrario.


Las notificaciones que practique el Secretario Regional Ministerial se harán por carta certificada y los plazos a que ella se refiera empezarán a correr tres días después de recibida por la empresa de correos”.

b)
Del Ejecutivo, para reemplazar, la expresión “Secretario Regional Ministerial”, por “Director Regional de Salud”, las tres veces que allí aparece.


El señor Infante (subsecretario de Salud), en relación con la primera indicación, señala que la intención del Ejecutivo al otorgar estas atribuciones al Secretario Regional Ministerial es fortalecer a la autoridad regional, por una parte, e intentar no judicializar todas las disposiciones que toma administrativamente esa autoridad. Considera que la indicación complica el procedimiento haciéndolo más engorroso y que sólo debilita a la autoridad sanitaria.


-Puesta en votación la indicación signada con la letra a), fue rechazada por mayoría de votos en contra.


-Sometido a votación el artículo con la indicación signada con la letra b), fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 14 H

“Artículo 14 H.- Será facultad del Secretario Regional Ministerial instruir sumarios administrativos al personal directivo de los Servicios de Salud, en lo referente al cumplimiento de las normas de calidad, sin perjuicio de las facultades que sobre la misma materia tengan los Directores de dichos organismos y la Contraloría General de la República.


Asimismo, el Secretario Regional Ministerial podrá aplicar al Director del Servicio de Salud o al Director del establecimiento público de salud respectivo, cuando éste no diere cumplimiento a las instrucciones emitidas por dicho Secretario en uso de sus atribuciones legales, previa investigación de los hechos, las sanciones de amonestación, censura o multa. El monto de la multa fluctuará entre 1 y 5 unidades tributarias mensuales y podrá ser reiterada una vez cada treinta días, mientras se mantenga el incumplimiento. De dicha multa responderá personalmente el infractor”.


El Ejecutivo, formula indicación para reemplazar, la expresión “Secretario Regional Ministerial”, por “Director Regional de Salud” las dos veces que allí aparece; y, en el inciso segundo, la palabra “dicho secretario”, por “el director regional de salud”.


-Sin debate, puesto el artículo con la indicación, fue aprobado, por unanimidad de los diputados presentes.

Nº 12

Sustituye el artículo 15


“Artículo 15.- Los siguientes organismos dependerán del Ministerio de Salud, en la forma que establece esta ley:

1.
Los Servicios de Salud;

2.
El Fondo Nacional de Salud;

3.
La Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud; 

4.
Los Establecimientos de Salud de Carácter Experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nºs 29, 30 y 31, todos del año 2000 y del Ministerio de Salud, conforme a dichos cuerpos legales, y

5.
El Instituto de Salud Pública de Chile.


Dichos organismos dependerán del Ministerio a través de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, excepto el Instituto de Salud Pública de Chile, el que lo hará a través de la Subsecretaría de Salud Pública”.


El diputado señor Bayo, formula indicación para sustituir el inciso final por el siguiente:


“Dichos organismos dependerán del Ministerio a través del subsecretario”.


-Sin debate, sometida a votación la indicación, fue rechazada por mayoría de votos.

Nº 13


Modifica el artículo 16


“Sustitúyese, en el primer párrafo del inciso primero del artículo 16, la expresión “los Servicios” por “los Servicios o el Servicio”, y la frase “fomento, protección y recuperación de la salud y rehabilitación de las personas enfermas”, por la siguiente: “promoción, fomento, prevención, curación, rehabilitación y cuidados paliativos de salud:”.


El Ejecutivo, formuló las siguientes modificaciones:

1.
Para sustituirlo por el siguiente:


“13) En el artículo 16:


“a) Sustitúyese, en el primer párrafo del inciso primero, la expresión “los Servicios” por “los Servicios o el Servicio”; y la frase “fomento, protección y recuperación de la salud y rehabilitación de las personas enfermas”, por la frase “promoción, prevención, curación, rehabilitación y cuidados paliativos de salud”.


“b) Sustitúyese, en el inciso primero, el párrafo que dice: “Siete en la Región Metropolitana de Santiago; Central, Sur, Sur-Oriente, Oriente, Norte, Occidente, y Servicio de Salud del Ambiente.”, por el siguiente: “Seis en la Región Metropolitana de Santiago: Central, Sur, Sur-Oriente, Oriente, Norte y Occidente”.


El señor Infante (subsecretario de Salud) expresó que la indicación al primer párrafo del inciso primero tiene por objeto actualizar la nomenclatura. Los conceptos de fomento y protección, en el momento actual, están incorporados en el concepto de promoción. 


Se consultó en la discusión si se justifica la existencia de los seis servicios de salud en el Área Metropolitana.


Se hizo presente que como se están creando las direcciones regionales de salud y se va a entregar al director de servicio sólo la atención de una red considerada por el hospital y los distintos establecimientos, el Ejecutivo debiera evaluar la situación de la Primera Región, donde existen dos servicios de salud, los cuales dan prestaciones a través de un solo hospital y de un solo consultorio, para que los servicios de salud de Arica y de Iquique se mantengan como servicios de salud, su estructura en el futuro debiera ser bien evaluada en términos de cómo van a funcionar.


Se mencionó que existen varias proposiciones que tienen por objeto fusionar servicios de salud o crear nuevos. ¿Cómo se solucionará ese materia?


El señor Infante (subsecretario de Salud) informó que, actualmente en la Región Metropolitana existen siete servicios de salud, porque está el Servicio de Salud Metropolitano del Ambiente. Acota que como han acogido el planteamiento de los diputados se ha dotado a las direcciones regionales de las capacidades ambientales y, por lo tanto, no se justifica tener un servicio con capacidades ambientales por lo que se dejan como servicios sólo a los prestan atención de salud.


Justifica la existencia de seis servicios en razón de la complejidad que presenta la Región Metropolitana. Destaca que hay seis hospitales complejos y en torno a esos hospitales y por la cantidad de población, se justifica armar redes asistenciales con mayores niveles de autonomía y de administración.


Se analizó que el tema sobre la creación o disminución de los servicios será siempre materia de ley. Por consiguiente, tendrá un trámite bastante complejo, como el que se está siguiendo o se ha hecho en otras oportunidades. Se considera interesante que, al continuar con el tratamiento de esta ley, en esta rama del Parlamento o en el Senado, el Ejecutivo pudiera buscar los mecanismos para establecer una puerta que permita, de alguna manera, realizarlo.


Se acotó que algunas regiones del país, tienen sólo un servicio de salud, desearían y existen las condiciones como para crear otro, como es el caso de las regiones Sexta y Séptima. 


-Puestas en votación las indicaciones, fueron aprobadas por mayoría de votos.

Nº 18


Modifica el artículo 20

a)
Sustitúyese la letra a) por la siguiente:


“a) Velar y, en su caso, dirigir la ejecución de los planes, programas y acciones de salud de la Red Asistencial; como asimismo coordinar, asesorar y controlar todos los establecimientos del Servicio”.

b)
Sustitúyese la letra m) por la siguiente:


“m) Delegar sus atribuciones conforme a la ley;”.

c)
Sustitúyense, en la letra n), la conjunción “y” y la coma (,) que le antecede, por un punto y coma (;).

d)
Intercálanse, a continuación de la letra n), las siguientes letras o) y p), nuevas, pasando la actual letra ñ) a ser letra q): 


“o) Disponer, mediante resolución fundada, el traspaso de los funcionarios, en comisión de servicios, a cualquiera de los establecimientos públicos de la Red Asistencial, por el término de tres años, prorrogables por una sola vez por resolución fundada. Los funcionarios mantendrán, por el tiempo que dure la comisión de servicios, todos los beneficios remuneracionales que por ley les correspondieren.


p) Declarar la exclusión, fuera de uso o dar de baja, los bienes muebles del Servicio, pudiendo utilizar cualquier mecanismo que asegure la publicidad y libre e igualitaria participación de terceros en la enajenación, y”.


Los diputados Robles, Accorsi, Cornejo y Lorenzini, presentaron indicación para sustituir la letra o), por la siguiente:


“o) Disponer, mediante resolución fundada, comisiones de servicio respecto de los funcionarios de su dependencia.


Los funcionarios mantendrán, por el tiempo que dure la comisión de servicios, los beneficios de que estuvieren gozando al momento de dictarse la resolución correspondiente.


La comisión de servicios no podrá limitar, retrasar o impedir el goce de otros beneficios que le hubieren correspondido al funcionario de no haberse dispuesto dicha medida.


El funcionario respecto de quien se disponga la comisión de servicios que estimare que ésta le produce menoscabo, podrá solicitar la reposición de la resolución ante el director, la que resuelta podrá ser apelada ante el subsecretario de redes asistenciales dentro del término de diez días hábiles contados desde la fecha en que dicha resolución se le comunique”.


El señor Infante (subsecretario de Salud) solicitó declarar inadmisible la indicación porque está determinando funciones y atribuciones de un servicio del Estado.


El diputado señor Lorenzini, don Pablo (Presidente), declaró inadmisible la indicación. Propuso y así se acordó por asentimiento tácito votar en forma separada la letra o).


-Puesta en votación la letra o), que se intercala por la letra d), fue rechazada por mayoría de votos.

Nº 20, que pasa a ser 19

El Ejecutivo presentó indicación para intercalar el siguiente artículo 21 A, nuevo, pasando los actuales artículos 21 A, 21 B y 21 C, a ser 21 B, 21 C y 21 D, respectivamente: 


Artículo 21 A, nuevo

“Artículo 21 A.- Los establecimientos de salud dependientes del Servicio de Salud, si cumplen los requisitos señalados en el artículo siguiente, tendrán la denominación que éste señala y las atribuciones y condiciones que señala el artículo 21 C. 


En relación con dichos establecimientos, un reglamento, que será también suscrito por el ministro de Hacienda, deberá regular el sistema de postulación y clasificación; las etapas que contemple el proceso; los requisitos que deberá cumplir y las condiciones y facultades del establecimiento en cada una de las etapas; los mecanismos de evaluación y control; y las causales de revocación de la clasificación otorgada, entre otras materias.”.


El señor Infante (subsecretario de Salud) señaló que en la indicación se recogen las observaciones efectuadas durante la discusión del proyecto para incorporar criterios, respecto a los requisitos para constituir hospitales autogestionados en red, que es el punto siguiente que se toca en esta ley.


Puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad de los diputados presentes.

Artículo 21 B, que pasa ser 21 C

“Artículo 21 C.- Los establecimientos a que se refiere el inciso tercero del artículo 21 contarán, de acuerdo con la etapa del proceso en que se encuentren, entre otras atribuciones, con las siguientes condiciones y facultades especiales, en la forma que señale el reglamento:

a)
Administrar y disponer de sus ingresos propios, conformados por los recursos obtenidos de la facturación por ventas y servicios a privados; por la recuperación de seguros de accidentes; por la recuperación de subsidios por incapacidad laboral, y por donaciones, según la normativa presupuestaria que les fuere aplicable.


El 20% del monto que resulte del total de dichos ingresos, descontados los costos fijos y variables necesarios para la generación de éstos, será destinado a un fondo que será administrado por el Servicio de Salud respectivo, para la capacitación del personal, adquisición de equipamiento crítico, cumplimiento del Régimen de la ley Nº 18.469 y fortalecimiento de la atención primaria de la Red Asistencial correspondiente.

b)
Celebrar convenios con el Fondo Nacional de Salud para percibir directamente el financiamiento proveniente de programas de prestaciones valoradas. Estos convenios deberán ser previamente autorizados por el Director del Servicio de Salud respectivo, a fin de velar por lo dispuesto en la letra a) del artículo precedente. 

c)
Celebrar contratos de compra de prestaciones de servicio con personas naturales, para el desempeño al interior del establecimiento de tareas o funciones clínicas, generales o específicas, que requiera para el cumplimiento de sus funciones, especialmente las relacionadas con el Régimen de Garantías en Salud. Dichos contratos deberán contemplar similares condiciones remuneracionales que los funcionarios de dichos establecimientos, de acuerdo con las funciones y responsabilidad que desempeñen. 


El gasto asignado a este ítem no podrá exceder del 20% del total del presupuesto asignado al establecimiento respectivo.

d)
La gestión y administración de sus recursos. El establecimiento que haya cumplido todas las etapas contará con la plenitud de las facultades en esta materia.

e)
Acceder a los beneficios económicos asociados al proceso de clasificación del establecimiento, los que alcanzarán al director y al personal de éste regido por el decreto ley 
Nº 249, de 1973, en la forma, monto y condiciones que se determinen en la ley, mientras mantenga la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red”.


Dichos establecimientos mantendrán su dependencia de la Red Asistencial, serán supervigilados y controlados por el Servicio de Salud respectivo, y fiscalizados por el Secretario Regional Ministerial, conforme a la ley. 


Se adquirirá la clasificación mediante resolución fundada del Ministerio de Salud, previa visación del Ministerio de Hacienda. De igual manera deberá revocarse la clasificación otorgada, cuando los establecimientos dejen de cumplir los requisitos o incurran en incumplimiento de sus funciones u obligaciones, conforme lo determine el reglamento”.


Se formularon las siguientes indicaciones:

a)
El Ejecutivo, para sustituir, en el inciso primero, la expresión “inciso tercero del artículo 21”, por la siguiente: “artículo 21 A”.

b)
Del diputado Bayo, indicación para reemplazar el párrafo segundo de la letra a) por el siguiente:


“Los montos que resulten del total de dichos ingresos, descontados los costos fijos y variables necesarios para la generación de éstos, serán destinados a un fondo que será administrado por el establecimiento respectivo. Se tendrán presentes, entre otros, los problemas de capacitación de personal, adquisición de equipamiento, atención primaria y eventuales contratos de compra de prestaciones de servicios, con personas naturales, necesarias para el cumplimiento de sus funciones”.


El señor Artaza (ministro de Salud) solicitó declarar inadmisible la indicación del señor Bayo, aun cuando comparte, en cierta forma, la proposición.


En la discusión, se destacó que la indicación parlamentaria sólo persigue dar un incentivo a los establecimientos hospitalarios. El Ejecutivo debería recogerla, porque cuando estos recursos van a los servicios de salud, los establecimientos hospitalarios pierden motivación. 


Se añadió que éstos son los hospitales de alta complejidad, los hospitales 1, que normalmente están en las cabeceras de regiones y que tienen fuentes para generar fondos propios, básicamente, pensionados. Agrega que este sistema busca que, del total de los recursos generados, el 80 por ciento quede en el hospital que los generó y el 20 por ciento restante vaya a los hospitales pequeños. En consecuencia, todos esos recursos quedarán en los hospitales, pero se trata que no todo quede en el hospital grande, que siempre tendrá posibilidades de obtener más recursos, sino que a lo menos un 20 por ciento quede en el servicio para que lo distribuya en los hospitales más pequeños, los de nivel 2, 3 o 4.


Se estimó necesario clarificar el concepto relativo a los ingresos propios, porque aquí se señala que están conformados por los recursos obtenidos por la facturación por ventas y servicios a privados, por la recuperación del seguro de accidentes, por la recuperación del subsidio de incapacidad laboral y por donaciones. Es decir, se alude a cuatro rubros, pero falta el de los copagos. Se consulta si los copagos estarían entre los ingresos propios.


El señor Artaza (ministro de Salud) precisó que los copagos van al Fondo Nacional de Salud.


-Puesta en votación la indicación signada con la letra a) fue aprobada por mayoría de votos.


-Sometida a votación la indicación signada con la letra b) fue rechazada por mayoría de votos.


Artículo 21 C, nuevo

Los diputados señores Accorsi y Robles, presentaron indicación para intercalar el artículo 21 C, nuevo.


“Artículo 21 C.- La red asistencial de cada Servicio de Salud se organizará con un nivel de atención primaria, compuesto por establecimientos que ejercen funciones sanitarias en un determinado territorio con población a cargo y un segundo nivel de atención que sólo recibe derivaciones desde el primer nivel de atención, salvo en los casos de urgencia.


Los establecimientos de atención primaria, sean dependientes de municipios o de los servicios de salud, sean consultorios u hospitales de pequeñas localidades, deben cubrir en conjunto la totalidad del territorio del Servicio y la población respectiva, y serán conducidos técnicamente y coordinados por el Servicio de Salud respectivo, sin perjuicio de la necesaria coordinación comunal y regional.


Los establecimientos de atención primaria privados, en convenio con el respectivo Servicio de Salud como lo señala esta ley, estarán supeditados a las mismas reglas técnicas que los municipales y de los servicios.


Los establecimientos estarán conformados por equipos multidisciplinarios, de profesionales y técnicos como señale el reglamento, capaces de hacerse cargo de toda la población de su territorio en las acciones de promoción y prevención de salud. Serán responsables además de las acciones de recuperación y rehabilitación de la salud de la población beneficiaria de la ley Nº 18.469. Determinadas acciones de este nivel podrán realizarse en postas o estaciones médicas para facilitar el acceso de la población, acciones que necesariamente deberán coordinarse con el establecimiento de atención primaria correspondiente, de acuerdo a lo que señale el reglamento.


Será función de estos establecimientos prestar atención integral de salud como lo señale el reglamento, el cual al menos debe contemplar las acciones de promoción y fomento de la salud y prevención de enfermedades y actividades comunitarias para toda la población del territorio; y, para el caso de la población beneficiaria de la ley Nº 18.469, los controles de salud y patologías crónicas, consultas espontáneas, electivas y de urgencia, además de las acciones de apoyo, docencia e investigación, cuando corresponda.


Todos los establecimientos del nivel primario de atención deberán participar de la elaboración del Programa de Salud Municipal, de responsabilidad municipal, con el apoyo técnico del Servicio de Salud respectivo, especialmente en el ámbito epidemiológico.


Los establecimientos del primer nivel de atención se financiarán al menos con los recursos asignados de acuerdo a la población a su cargo, de acuerdo a la ley Nº 19.378, para lo cual todos ellos deberán llevar registro de la población beneficiaria de acuerdo a lo que señale el reglamento, sin perjuicio de otros aportes de las diferentes instituciones administradoras y/o del Servicio de Salud y de los aportes para las acciones de promoción y prevención de toda la población de su territorio”.


El diputado señor Lorenzini (Presidente) declara inadmisible la indicación.

Nº 26 que pasa a ser 25


Modifica el artículo 39

a)
Sustitúyese, en la letra k), la palabra “reglamento” por la siguiente expresión: “artículo 42”.

b)
Sustituye la letra l) por la siguiente:


“l) Delegar sus atribuciones conforme a la ley”.


Los diputados Accorsi y Robles, formulan indicación para agregar a la letra l), que se sustituye, suprimiendo el punto (.) lo siguiente; “Nº 18.575”.


El fundamento de la indicación se basa en que aquí se deja abierta la facultad del Director de delegar, bajo su responsabilidad, atribuciones en jefes del Instituto y no existe una normativa respecto de cómo se hace el traspaso. Esta facultad tiene que hacerse a través de la ley Nº 18.575.


-Sometida a votación la indicación, fue aprobada por unanimidad de los diputados presentes.

Nº 28, que pasa a ser 27
28) Sustitúyese el artículo 42 por el siguiente:


“Artículo 42.- En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley Nº 18.575 y en la letra k) del artículo 39 de este cuerpo legal, el Director determinará la estructura y organización interna del Instituto, así como los cometidos que correspondan a cada una de las unidades que lo integren”.


Los diputados Accorsi y Robles, presentaron indicación para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“A lo menos, el Instituto contará con las estructuras y funciones de laboratorio de salud, producción, control nacional, salud ocupacional y contaminación ambiental, finanzas, administración y servicio interno”.


El diputado señor Lorenzini (Presidente) declara inadmisible la indicación.


-Puesto en votación el numeral, fue aprobado por mayoría de votos.

Nº 29, que pasa a ser 28


Modifica el artículo 50

a)
Sustitúyese, en la letra e), la palabra “reglamento” por la siguiente expresión: “artículo 51”.

b)
Reemplázase la letra f) por la siguiente:


“f) Delegar sus atribuciones conforme a la ley”.


Los diputados Accorsi y Robles, a la letra f) para reemplazarla por la siguiente:


“f) Delegar sus atribuciones conforme a la ley Nº 18.575”.


-Sin debate y puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los diputados presentes.

-o-


El Ejecutivo, formula indicación para agregar el siguiente Nº 31 nuevo:


“3l) En el Capítulo VI:

a)
Intercálase, entre el epígrafe del Capítulo y el artículo 56, lo siguiente:

“TÍTULO I

Normas Generales
b)
Intercálanse, a continuación del artículo 60, los siguientes Títulos II, III, IV, V, VI, VII, VIII y IX, nuevos, pasando los actuales artículos 61 y 62 a ser 84 y 85, respectivamente.

Título II

De la Asignación de Desarrollo y Estímulo al Desempeño Colectivo

Artículo 61

“Artículo 61.- Establécese, para el personal perteneciente a las plantas de auxiliares, técnicos y administrativos, sea de planta o a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y por el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo, la que contendrá un componente base y otro variable asociado al cumplimiento anual de metas sanitarias y al mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de los organismos señalados.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios para alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior, o para más de una sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentren, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 62

“Artículo 62.- El monto mensual que corresponderá a cada funcionario por concepto de asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo, se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185, y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699.


El componente base ascenderá al 5,5% aplicado sobre la base señalada en el inciso primero. El componente variable será de un 5,5% de igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de un 2,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre un 75% y menos del 90% de las metas fijadas”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 63

“Artículo 63.- Para efectos de otorgar el componente variable de la asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo señalada en los artículos precedentes, se aplicarán las reglas siguientes:

1.
El Ministerio de Salud fijará, antes del 10 de septiembre de cada año, las metas sanitarias nacionales para el año siguiente y los objetivos de mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de cada uno de los Servicios de Salud. 

2.
Conforme al marco señalado en el número anterior, el Director de cada Servicio de Salud determinará para cada uno de sus establecimientos, incluida la Dirección del Servicio, las metas específicas y los indicadores de actividad, previa aprobación por parte del Secretario Regional Ministerial de Salud respectivo. 

3.
Para efectos de la determinación de las metas, el respectivo Director de Servicio deberá requerir la opinión de un Comité Técnico Consultivo, presidido por dicha autoridad e integrado por el Subdirector Médico del Servicio de Salud, por los Directores de establecimientos de salud del Servicio, por un representante de la asociación de funcionarios en que el personal de técnicos tenga mayor representación y por un representante de la asociación de funcionarios en que el personal de administrativos y auxiliares tenga, en su conjunto, mayor representación en el respectivo Servicio de Salud, sin perjuicio de las consultas adicionales a otras instancias que estime pertinentes.

4.
En relación con dichas metas específicas, se evaluará el desempeño de cada establecimiento. 

5.
La evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas a cada establecimiento, se efectuará por el Secretario Regional Ministerial de Salud respectivo, en el plazo que señale el reglamento, a partir de la información proporcionada por los Servicios de Salud y por los propios establecimientos, la que deberá ser entregada por dichas entidades a la señalada autoridad, a más tardar el 31 de enero de cada año. La resolución que dicte el Secretario Regional Ministerial de Salud, será apelable ante el ministro de Salud en el plazo de diez días, contado desde el tercer día hábil siguiente al despacho de la resolución por carta certificada dirigida al domicilio del Servicio de Salud correspondiente.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, regulará los procedimientos destinados a la definición y evaluación del grado de cumplimiento de las metas anuales, los plazos que deberán cumplirse durante el proceso de evaluación, el mecanismo para determinar las asociaciones de funcionarios con mayor representatividad y sus representantes, y las demás disposiciones necesarias para el otorgamiento de esta asignación”.


En la discusión se estimó pertinente hacer presente que se está otorgando una participación activa a los diferentes estamentos de funcionarios.


Se hizo mención expresa a que en los Servicios de Salud por lo menos hay cuatro plantas. La planta de profesionales tiene una organización, y lo mismo sucede en las plantas de técnicos y en la de auxiliares. Por lo tanto, lo que se está planteando es que en este Comité pueda participar una persona de cada planta de la organización más representativa a nivel nacional. En todo caso, se señaló que no siempre el delegado de una de las federaciones representa al total de los funcionarios en los hospitales o establecimientos o en un servicio. Por lo tanto, el hecho de que sea por planta, permite, efectivamente, que haya representantes de todos los sectores involucrados en el acontecer del servicio.

-o-


Se hace constar que los diputados Accorsi y Robles, formularon indicación a éste y otros artículos, que fueron declaradas inadmisibles, por el Presidente de la Comisión, cuyo texto se encuentra en el acápite de indicaciones inadmisibles.

-o-


-Puesto en votación el artículo con las indicaciones, fue aprobado por unanimidad de los diputados presentes.

TÍTULO III

De la Asignación de Acreditación Individual y Estímulo al Desempeño Colectivo

Artículo 64.

“Artículo 64.- Establécese, para el personal perteneciente a la planta de profesionales, sea de planta o a contrata, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, y para el personal de la planta de directivos de carrera ubicados entre los grados 17º y 11º, ambos inclusive, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación de acreditación y estímulo al desempeño colectivo, la que contendrá un componente por acreditación individual y otro asociado al cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de los organismos señalados.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios para alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior, o para más de una sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas y que se encuentren, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación”.


-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad de los diputados presentes.

Artículo 65

El monto mensual que corresponderá a cada funcionario por concepto de asignación de acreditación y estímulo al desempeño colectivo, se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185, y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699. 


El componente de acreditación individual ascenderá a un máximo de un 5,5%, conforme a los años de servicio del funcionario en los Servicios de Salud o sus antecesores legales, aplicado sobre la base señalada en el inciso primero. El componente de cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios, será de un 5,5% de igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de un 2,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre un 75% y menos del 90% de las metas fijadas”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo fue aprobado por unanimidad de los diputados presentes.

Artículo 66

“Artículo 66.- Para los efectos de otorgar el componente de acreditación individual, se aplicarán las reglas siguientes:

1.
Los profesionales deberán participar en el proceso de acreditación cada tres años, el que consistirá en la evaluación de las actividades de capacitación que sean pertinentes al mejoramiento de la gestión de los organismos y de la atención proporcionada a los usuarios. Para estos efectos, el respectivo servicio de salud deberá disponer, al menos una vez al año, para quienes cumplan el respectivo período, de todas las medidas necesarias para implementar dicho proceso.

2.
Accederán al beneficio los funcionarios que hubieren aprobado el proceso de acreditación.

3.
El monto del componente de acreditación individual dependerá de los años de servicio del funcionario en los Servicios de Salud o sus antecesores legales según la siguiente tabla:

Hasta 3 años
3%

Más de 3 años hasta 6 años
5%

Más de 6 años hasta 9 años
5,5%

4.
Para los funcionarios que tengan más de nueve años de servicio, la asignación pasará a ser permanente, con un porcentaje igual al de la última acreditación que haya aprobado. 

5.
En caso de que un funcionario no apruebe uno de los procesos de acreditación, no accederá al incremento del componente, pero mantendrá el porcentaje obtenido por las acreditaciones anteriores.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, regulará el mecanismo, la periodicidad y las demás disposiciones necesarias para la implementación del procedimiento de acreditación y el otorgamiento del componente de acreditación individual”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 67

“Artículo 67.- Para efectos de otorgar el componente por cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de la asignación señalada en el artículo 64, se aplicarán las reglas señaladas en el artículo 63, para cuyo las asociaciones de funcionarios beneficiarios de esta asignación tendrán un solo representante”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

TÍTULO IV

De la Asignación de Estímulo a la Función Directiva

Artículo 68

“Artículo 68.- Establécese para el personal de la planta de directivos de confianza y de carrera superiores al grado 11 de los servicios de salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación de estímulo que se regirá por las siguientes normas:

1.
Para el personal directivo que se desempeña en establecimientos de salud que, conforme a lo señalado en el artículo 21 A de la presente ley, pueden optar a la categoría de “establecimiento de autogestión en red”, esta asignación estará asociada íntegramente a la obtención, por parte del establecimiento, de la categoría mencionada.

2.
Para el personal directivo que se desempeña en la Dirección de Servicios de Salud, esta asignación estará asociada a dos factores: a la obtención de la categoría de “establecimiento de autogestión en red” de los establecimientos de su dependencia y al cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria y/o sus establecimientos cuando corresponda, ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional, conforme a lo señalado en el artículo 4º de la ley Nº 19.813”.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios para alguna de las entidades señaladas en el inciso primero, o para más de una sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentren además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


En el debate, se consultó si la regla contemplada en el número 2, implica que todos los establecimientos de su dependencia deben alcanzar la categoría de establecimientos de autogestión en red, situación que considera difícil e improbable de alcanzar, sobre todo tratándose de servicios de salud que tienen varios establecimientos, como es el caso, por ejemplo, del Servicio de Salud Oriente, el Servicio de la Sexta Región u otros. 


El señor Artaza (ministro de Salud) informó que el porcentaje de asignación que reciban esos establecimientos va a ser en proporción de la acreditación que vayan alcanzando.


Se hizo presente que los diputados señores Accorsi y Robles presentaron una indicación al inciso primero del artículo 68, en el sentido de agregar una coma (,) después de la palabra “confianza” y eliminar la expresión “y de carrera superiores al grado 11”. Se consultó si fue declarada inadmisible.


El señor Artaza (ministro de Salud) expresó que de aprobarse la indicación deja a mucha gente sin el beneficio. 


El diputado señor Lorenzini, don Pablo (Presidente) aclaró que la indicación es inadmisible.


-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 69

“Artículo 69.- El monto mensual que corresponderá a cada funcionario de la Planta Directiva por concepto de asignación de estímulo, se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185 y, cuando corresponda, la asignación de responsabilidad superior otorgada por el decreto ley Nº 1.770, de 1977, y la asignación del artículo 2º, de la ley Nº 19.699.


Esta asignación será de un 11 por ciento sobre la base señalada en el inciso primero, para aquellos funcionarios de la planta directiva que se desempeñen en las entidades que obtengan la clasificación en la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red”. 


Para el personal directivo que se desempeña en la Dirección de los Servicios de Salud, la asignación corresponderá a un 11 por ciento de la base de cálculo señalada en el inciso primero, conforme a la siguiente distribución: 

a)
Hasta un 8 por ciento por la obtención de la categoría de “establecimiento de autogestión en red” de los establecimientos de su dependencia. El porcentaje a pagar se determinará multiplicando el 8 por ciento por el cuociente resultante de dividir el número de establecimientos que haya efectivamente obtenido dicha clasificación por el total de los establecimientos dependientes de la Dirección del Servicio, y

b)
Hasta un 3 por ciento por el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria y/o sus establecimientos cuando corresponda, ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional del servicio, conforme a lo señalado en el artículo 4º de la ley Nº 19.813. En este caso, el porcentaje a pagar se determinará multiplicando el 3 por ciento por el cuociente resultante de dividir el número de entidades y/o establecimientos que efectivamente hayan cumplido el 90 por ciento o más de las metas fijadas para el año anterior, por el total de entidades administradoras y/o sus establecimientos ubicados en el territorio jurisdiccional del servicio”.

c)
Hasta un 3 por ciento por el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria y/o sus establecimientos cuando corresponda, ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional del Servicio, conforme a lo señalado en el artículo 4º de la ley Nº 19.813. En este caso, el porcentaje a pagar se determinará multiplicando el 3 por ciento por el cuociente resultante de dividir el número de entidades y/o establecimientos que efectivamente hayan cumplido el 90 por ciento o más de las metas fijadas para el año anterior, por el total de entidades administradoras y/o sus establecimientos, ubicados en el territorio jurisdiccional del Servicio”.


En la discusión se señaló que la indicación considera los establecimientos tipo 3 y 4, en circunstancias de que ellos, prácticamente, no tienen ninguna posibilidad de ser hospitales autogestionados en red. Por lo tanto, es necesario aclarar cómo va a funcionar este sistema, porque algunos de esos hospitales, conociendo su desempeño y sus características, nunca van a ser establecimientos autogestionados en red.


De igual manera se consultó si el beneficio de la letra b) será también para los funcionarios de la atención primaria de salud municipal.


El señor Artaza (ministro de Salud) aclaró que existirá un reglamento que regulará esta materia. Por otra parte, hizo presente que la indicación recoge una proposición de los diputados en orden a que todos los hospitales pudieran acceder a la categoría de autogestionados en red. Obviamente, reconoce que los establecimientos tienen distintos niveles y esto se va a tomar en cuenta en el reglamento. De manera tal que sea un incentivo real para los directivos.


Aclaró que esta bonificación es para el personal directivo del Servicio, el que va a recibir un incentivo en la medida en que se cumplan ciertas metas. No es que se trate de dineros para el personal, es un incentivo para el directivo.


En el seno de la Comisión se hizo mención en el sentido de que se reconoce que, efectivamente, el proyecto original del Ejecutivo contemplaba que existiera, un mecanismo de mejoramiento de la gestión, para hospitales autogestionados en red, para los hospitales de alta complejidad que cumplieran las metas que están establecidas en el propio proyecto de ley.


Sobre el tema, se propuso que todos los hospitales del país, fueran hospitales de nivel tres o cuatro, tuvieran la posibilidad de alcanzar la categoría de hospital autogestionado en red, con metas proporcionales a su nivel de complejidad. Por lo tanto, se estima que puede ser mucho más fácil para un hospital de nivel tres o cuatro, alcanzar el cumplimiento de estas metas que, eventualmente, para un hospital de nivel uno.


De manera tal que el escepticismo que alguien pueda tener, en el sentido de que no va a haber hospitales de nivel tres o cuatro que alcancen la categoría de autogestionados en red, es algo que carece de fundamentos, pues ya está consagrado en la ley este punto.


-Puesto en votación el artículo, fue aprobado por mayoría de votos.

Artículo 70

“Artículo 70.- Para efectos de otorgar el componente por cumplimiento anual de metas sanitarias de la asignación señalada en el artículo 68, se aplicarán las reglas señaladas en el artículo 63”.


El Ejecutivo formula indicación para suprimirlo.


-Sin debate, puesta en votación la indicación, fue aprobada por unanimidad.

Artículo 71, que pasa a ser 70

“Artículo 70.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, regulará el mecanismo y las demás disposiciones necesarias para otorgar el componente por obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red”, de la asignación señalada en el artículo 68”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.


Artículo 72, que pasa a ser 71

“Artículo 71.- Las asignaciones señaladas en los artículos 61, 64 y 68, se pagarán en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto a pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos precedentemente.


Estas asignaciones tendrán carácter de imponibles para fines de previsión y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentren afectas, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

TÍTULO V

De la Asignación de Turno

Artículo 73, que pasa a ser 72

“Artículo 72.- Establécese una asignación de turno para el personal de planta y a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, que labora efectiva y permanentemente en puestos de trabajo que requieren atención las 24 horas del día, durante todos los días del año, en un sistema de turno integrado por cuatro o tres funcionarios, quienes alternadamente cubren ese puesto de trabajo, en jornadas de hasta 12 horas, mediante turnos rotativos. Estos turnos podrán comprender un número de horas superior a la jornada ordinaria de trabajo del funcionario.


Dicha asignación estará destinada a retribuir pecuniariamente al referido personal el desempeño de jornadas de trabajo en horarios total o parcialmente diferentes de la jornada ordinaria establecida en el artículo 59 de la ley Nº 18.834, incluso en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos, acorde con las necesidades de funcionamiento asistencial ininterrumpido de los establecimientos de salud.


La ley de presupuestos, respecto de cada Servicio de Salud, expresará el número máximo de funcionarios afectos al sistema de turno integrado por cuatro y por tres funcionarios, separadamente”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 74, que pasa a ser 73

“Artículo 73.- Esta asignación será imponible sólo para efectos de pensiones y de salud y será incompatible con la asignación establecida en la letra c) del artículo 93 de la ley 
Nº 18.834.


El personal que labora en el sistema de turno de que trata este Título no podrá desempeñar trabajos extraordinarios de ningún tipo, salvo cuando se trate de trabajos de carácter imprevisto motivados por emergencias sanitarias o necesidades impostergables de atención a pacientes, los que deberán ser calificados por el Director del Servicio de Salud respectivo mediante resolución fundada. En estos casos, será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo, del artículo 60, de la ley Nº 18.834”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.


Artículo 75, que pasa a ser 74

“Artículo 74.- Para tener derecho a la asignación de turno, los funcionarios deberán estar formalmente destinados a prestar servicios en los puestos de trabajo cuya jornada sea ininterrumpida, a través de resoluciones anuales del Director del establecimiento de salud correspondiente.


Esta asignación se percibirá mientras el trabajador se encuentre en funciones en los puestos de trabajo mencionados, e integre el sistema de turnos rotativos cubiertos por cuatro o tres funcionarios, manteniendo el derecho a percibirla durante los períodos de ausencia con goce de remuneraciones originados por permisos, licencias y feriado legal. Asimismo, será considerada como estipendio de carácter general y permanente, para efectos del inciso tercero del artículo 21 de la ley Nº 19.429”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 76, que pasa a ser 75

“Artículo 75.- Las horas extraordinarias que en virtud de lo dispuesto en la letra c), del artículo 93 de la ley Nº 18.834, puedan percibir los funcionarios de planta y a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley 
Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, cualquiera que sea el motivo de su origen, no constituirán remuneración permanente para ningún efecto legal. En consecuencia, no se percibirán durante los feriados, licencias y permisos con goce de remuneraciones”.


En el debate se solicitó aclarar cuál es la diferencia que existe entre la norma actual en materia de reemplazos de los feriados, de licencias médicas y permisos con goce de remuneraciones.


El señor Artaza (ministro de Salud) señaló que este artículo contiene una precisión que está en el sentido de la actual legislación, para hacer distingo claro y categórico, respecto a un cambio sustancial que se hace con los turnos en razón de que ellos van a pasar a ser imponibles.


Acotó que las horas extraordinarias se van a considerar como tales y ellas se diferencian de los turnos, que van a pasar a ser un rol habitual.


Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

TÍTULO VI

De la Asignación de Responsabilidad

Artículo 77, que pasa a ser 76

“Artículo 76.- Establécese una asignación de responsabilidad para el personal de la planta de profesionales, de planta y a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, con contratos de 44 horas, que desempeñen funciones de responsabilidad de gestión en los Hospitales, Consultorios Generales Urbanos y Rurales, Centros de Referencia de Salud (CRS) y Centros de Diagnóstico Terapéutico (CDT).


Esta asignación se otorgará mediante concurso, será imponible para los efectos de previsión y salud y se reajustará en la misma oportunidad y porcentajes en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


Durante el período en que los profesionales perciban la asignación de responsabilidad, tendrán la categoría de Jefe Directo para los efectos previstos en el Párrafo 3 del Título II de la ley Nº 18.834”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 78, que pasa a ser 77

“Artículo 78.- Esta asignación se otorgará conforme a las reglas siguientes:

1.
El número de cupos por establecimiento es el determinado en el artículo siguiente.

2.
Para los efectos de realizar el o los concursos correspondientes, se constituirá en el establecimiento respectivo un comité conformado por el jefe de personal o por quien ejerza las funciones de tal y por quienes integran el Comité de Selección a que se refiere el 
artículo 18 de la ley Nº 18.834. Se considerará, además, la participación con derecho a voz de un representante de la asociación de funcionarios de los profesionales, que según su número de afiliados, posea mayor representatividad a nivel local. 

3.
En el o los concursos para acceder a esta asignación, se considerarán los siguientes factores y con la ponderación indicada en cada caso:

FACTORES
PONDERACIÓN

Capacitación pertinente
30%

Evaluación de Desempeño
20%

Experiencia Calificada
20%

Aptitud para el cargo (Entrevista)
30%

4.
El o los cupos disponibles se asignarán en orden de prelación al funcionario o funcionarios que logren el mayor puntaje en el proceso de concurso y sólo en la medida en que cumplan con los requisitos mínimos para su asignación.

5.
Se otorgará por un período máximo de tres años, siempre que se desempeñe efectivamente la función de responsabilidad de gestión en el establecimiento en el que fue otorgada. En todo caso, el funcionario podrá concursar nuevamente por la asignación, en la medida que cumpla los requisitos para ello.

6.
Se deberá realizar concurso cada vez que uno o más de los cupos asignados al establecimiento quede disponible.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, determinará las funciones de responsabilidad de gestión que podrán ser objeto de esta asignación y todas las otras normas necesarias para la aplicación de este beneficio”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 79, que pasa a ser 78

“Artículo 78.- El monto máximo anual por establecimiento de esta asignación corresponderá a la cantidad establecida en la tabla siguiente, el que deberá ser distribuido entre la totalidad de los cupos asignados al establecimiento, sea en partes iguales o diferenciadas, valor que se reajustará en la misma oportunidad y porcentajes en que lo sean las remuneraciones del sector público. En todo caso, la asignación individual no podrá ser inferior al monto promedio anual por persona reducido en un 10%, ni superior al mismo promedio aumentado en un 10%. Asimismo, el establecimiento no podrá exceder el monto máximo anual que le haya sido asignado ni el número de cupos establecidos.

	Tipo de establecimiento
	Cupos máximo por establecimiento
	Monto máximo anual por establecimiento
	Monto promedio anual por persona

	Hospital Alta 

complejidad
	12
	$ 6.960.000
	$ 580.000

	Hospital Media 

complejidad
	9
	$ 3.366.000
	$ 374.000

	Hospital Baja 

complejidad
	2
	$ 424.000
	$ 212.000

	Consultorios Generales Urbanos y Rurales;
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Referencia 

de Salud (CRS);
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Diagnóstico Terapéutico (CDT).
	1
	$ 212.000
	$ 212.000



La asignación otorgada a cada funcionario se pagará en cuotas mensuales iguales. La primera de ellas se pagará el día primero del mes siguiente al de la total tramitación del acto administrativo que la conceda. 


En caso que el establecimiento no asigne todos los cupos que tiene disponibles, su monto fijo anual se verá reducido en el promedio anual por persona, por cada uno de los cupos no asignados. 


El número total de cupos a nivel nacional será de 1.259 asignaciones al año, con un costo anual máximo de $515 millones, reajustable en la forma señalada en el inciso primero”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 80, que pasa ser 79

“Artículo 79.- Lo dispuesto en el párrafo final de la letra h) del artículo 1º de la ley 
Nº 19.490, será aplicable a los beneficios referidos en los artículos 61, 64, 68, 72 y 76, de esta ley”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobada por unanimidad.

TÍTULO VII

De la Promoción en la Carrera Funcionaria

Artículo 81, que pasa a ser 80

“Artículo 80.- La promoción de los funcionarios de las plantas de Técnicos, Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile, de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, se efectuará mediante un procedimiento de acreditación de competencias, en el cual se evaluará la capacitación, la experiencia calificada y la calificación obtenida por el personal en el período objeto de acreditación.


Los funcionarios deberán someterse anualmente al sistema de acreditación de competencias en el cargo que sirven. 


Con el resultado de los procesos de acreditación de competencias, los servicios confeccionarán un escalafón de mérito para el ascenso, disponiendo a los funcionarios de cada grado de la respectiva planta en orden decreciente conforme al puntaje obtenido en dicho proceso, el que tendrá una vigencia anual a contar del 1 de enero de cada año. 


Producida una vacante, será promovido el funcionario que se encuentre en el primer lugar del referido escalafón. En caso de producirse un empate, operarán los criterios de desempate establecidos en el artículo 46 de la ley Nº 18.834.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, fijará los parámetros, procedimientos, órganos, modalidades específicas para cada planta y demás normas que sean necesarias para el funcionamiento del sistema de acreditación, fundado en criterios técnicos, objetivos e imparciales, que permitan una efectiva evaluación de la competencia e idoneidad de los funcionarios.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo y en el siguiente, será aplicable a los funcionarios lo dispuesto en el artículo 45 de la ley Nº 18.834”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 82, que pasa a ser 81

“Artículo 81.- Para todos los efectos legales, la promoción de los funcionarios de la planta de directivos de carrera y de la planta de profesionales de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile; de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, se hará por concursos internos. 


Las bases de los concursos internos considerarán cuatro factores, a saber: capacitación pertinente, evaluación del desempeño, la experiencia calificada y aptitud para el cargo. Cada uno de estos factores tendrá una ponderación de un 25 por ciento.


Para estos efectos existirá un comité conformado por el jefe de personal o por quien ejerza las funciones de tal y por quienes integran el Comité de Selección a que se refiere el 
artículo 18 de la ley Nº 18.834. Se considerará, además, la participación con derecho a voz de un representante de la asociación de funcionarios de los profesionales, que según su número de afiliados, posea mayor representatividad a nivel nacional, regional o local, según corresponda. 


En los concursos será promovido al cargo vacante el funcionario que obtenga el mayor puntaje y en ellos podrán participar los funcionarios profesionales de la planta que se ubiquen en los grados inferiores según la siguiente tabla: 




	GRADO VACANTE
	GRADOS QUE PUEDEN PARTICIPAR

	5º
	6º - 10º

	6º
	7º - 10º

	7º
	8º - 10º

	8º
	9º - 11º

	9º
	10º - 12º

	10º
	11º - 13º

	11º
	12º - 14º

	12º
	13º - 15º

	13º
	14º - 16º

	14º
	15º - 17º

	15º
	16º - 17º

	16º
	17º - 18º

	17º
	18º



Los concursos se sujetarán a las siguientes reglas:

1.
Los funcionarios, en un solo acto, deberán postular a una o más de las plantas respecto de las cuales cumplan con los requisitos legales, sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellas.

2.
La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

3.
Las vacantes que se produzcan por efecto de la provisión de los cargos, conforme al numeral anterior, se proveerán en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.

4.
En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el respectivo Jefe de Servicio.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 83, que pasa a ser 82

“Artículo 82.- Establécese que hasta un 15 por ciento de los empleos a contrata de la dotación efectiva de personal de los Servicios de Salud, señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, se expresarán para los asimilados a la planta de profesionales regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, en horas semanales de trabajo y será distribuido anualmente entre estos organismos por resolución del Ministerio de Salud.


Los Servicios de Salud no podrán realizar contrataciones por menos de 22 horas.


Conforme a lo señalado en el inciso precedente, los funcionarios que se encuentren contratados en empleos de 44 horas asimilados a los grados de la planta de profesionales, podrán voluntariamente y previa aprobación del respectivo Director de Servicio de Salud, reducir su jornada a empleos de 22 horas. En tal caso, el Servicio podrá contratar profesionales haciendo uso de las horas que queden disponibles.


Los empleos de profesionales a contrata de 22 horas darán derecho a percibir en un porcentaje proporcional de un 50 por ciento los conceptos remuneracionales a que tiene derecho el desempeño de un empleo de 44 horas semanales, no obstante cualquiera sea la regulación específica de cada uno de ellos.


Un mismo funcionario no podrá ser contratado, en total, por más de 44 horas, para cuyo efecto se considerarán todos los nombramientos que posea en cualquier órgano de la Administración del Estado.


Los funcionarios contratados por 22 horas no podrán desempeñarse en los puestos de trabajo del sistema de turnos rotativos. En consecuencia, no tendrán derecho a percibir la asignación de turno de que trata el Título V de este Capítulo.


Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo 84, que pasa a ser 83

“Artículo 83.- La Junta Calificadora que existirá en cada uno de los Hospitales que integran los Servicios de Salud, conforme a lo establecido en el inciso sexto del artículo 30 de la ley Nº 18.834, estará integrada por los tres funcionarios de más alto nivel jerárquico, a excepción del Director del Hospital, y por un representante del personal elegido por éste. Se considerará, además, la participación con derecho a voz de un representante de la asociación de funcionarios, que según su número de afiliados, posea mayor representatividad a nivel local.


El Director del Hospital conocerá del recurso de apelación que puede interponer el funcionario ante la resolución de la Junta Calificadora o de la del Jefe directo en el caso del delegado del personal, conforme a lo establecido en el artículo 43 de la ley Nº 18.834”.


Los diputados Accorsi y Robles, formularon indicación al inciso primero para reemplazar la frase: “Se considerará, además, la participación con derecho a voz de un representante de la asociación de funcionarios, que según su número de afiliados, posea mayor representatividad en el ámbito local”, por la siguiente: “Se considerará, además, la participación con derecho a voz, de un representante de la Asociación de Funcionarios más representativa de cada planta”. 


En el debate se precisó que la indicación tiene por objeto cautelar la representación de todos los estamentos que conforman el personal de salud por lo que se establece que tendrá derechos a participar en la junta calificadora, con derecho a voz, el representante de la asociación de funcionarios a que pertenezca el funcionario calificado.


El señor Artaza (ministro de Salud) señaló que la norma que se está proponiendo es la misma contenida en el Estatuto Administrativo sobre el tema y que, por consiguiente, aquí no se está innovando.


Se solicitó al ministro exponer las razones de orden práctico que puedan existir para oponerse a esta indicación.


El señor Artaza (ministro de Salud) expresó que le ha correspondido presidir juntas calificadoras y que siempre ha sido partidario de que en el proceso de calificación exista transparencia. Hizo presente, que en su composición se resguarda ese principio con la existencia de una persona elegida, que es miembro titular de la junta calificadora, y que, además, exista otro representante para la asociación más importante, en términos numéricos, con derecho a voz. 


Los diputado señores diputados autores de la indicación la retiran en el entendido de que el Ejecutivo la reformulará y presentará en la tramitación posterior de este proyecto.

ARTÍCULO 2º, nuevo

El Ejecutivo, formula indicación para el siguiente artículo 2º, nuevo, pasando el actual a ser 3º. 


“Artículo 2º.- Sustitúyase el artículo 5º del Código Sanitario por el siguiente:


“Artículo 5º.- Cada vez que el presente Código aluda a la autoridad sanitaria, deberá entenderse por ella al ministro de Salud en las materias que son de competencia de dicha Secretaría de Estado; a los Directores Regionales de Salud, como sucesores legales de los Servicios de Salud y del Servicio de Salud del Ambiente de la Región Metropolitana, respecto de las atribuciones y funciones que este Código radica en dichas autoridades y que ejercerá dentro del territorio regional de que se trate; y al Director del Instituto de Salud Pública, en relación con las facultades que legalmente le corresponde respecto de las materias sanitarias que este Código regula, sin perjuicio de los funcionarios en quienes estas autoridades hayan delegado válidamente sus atribuciones”.


-Sin debate, sometida a votación la indicación fue aprobada por unanimidad.

ARTÍCULO 2º, que pasa a ser 3º

“ARTÍCULO 3º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias, a saber:

a)
Para precisar las funciones de los servicios y entidades a que se refiere esta ley, de acuerdo con las normas de su artículo 1º;

b)
Para reorganizar dichos servicios y organismos públicos, o crearlos, en su caso, disponiendo, dentro de los márgenes que establece la ley Nº 18.575, la estructura y organización de cada uno de ellos, facilitando su mayor flexibilidad;

c)
Para crear el cargo de Subsecretario de Redes Asistenciales y los demás Directivos que sean indispensables para la buena marcha de las entidades a que se refiere este artículo;

d)
Para ordenar el traspaso de personal de una entidad a otra, en su misma calidad jurídica, con sus mismos grados y remuneraciones. Toda diferencia de remuneraciones que pudiere producirse deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que las remuneraciones que compensa y se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público;

e)
Para fijar las plantas de personal de estas entidades, de acuerdo con las letras c) y d) precedentes y para determinar los requisitos de ingreso y promoción de los cargos que compongan las diversas plantas de las instituciones a que se refiere esta ley. No obstante, dichos requisitos no serán exigibles para los actuales funcionarios que sean nombrados en las nuevas plantas para desempeñar empleos propios de su planta de origen;

f)
Para disponer que los jefes de servicio respectivos procedan a nombrar, en sus actuales cargos y calidad jurídica, sin solución de continuidad, a los personales que permanezcan en el servicio o a los traspasados a él, dentro del plazo que se disponga;

g)
La aplicación de las disposiciones del o de los decretos con fuerza de ley respecto de los personales involucrados no podrá significar, para ningún efecto legal, término de servicios o supresión o fusión de empleos o cargos ni, en general, cese de funciones o término de la relación laboral;

h)
Los funcionarios mantendrán sus regímenes de previsión y los derechos inherentes a ellos;

i)
Para conformar el presupuesto de cada una de las entidades antes mencionadas y traspasar a ellas los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes;

j)
Para disponer la dotación máxima anual de personal de cada una de las entidades antes referidas, el gasto máximo en materia de viáticos, honorarios y otros;

k)
Para establecer la fecha en que entrarán a regir las normas del o de los decretos con fuerza de ley a que se ha hecho referencia en las letras anteriores;

l)
En general, para establecer todas las disposiciones que sean necesarias para la adecuada aplicación de las normas de esta ley y el buen desempeño de las instituciones involucradas, incluida la posibilidad de determinar la o las fechas en que entrarán en vigencia las materias contenidas en esta ley”.


El diputado señor Lorenzini, don Pablo (Presidente) hizo presente que el diputado Bayo ha presentado indicación para sustituirlo, pero que es inadmisible.


La indicación es la siguiente:


Del diputado señor Bayo, para sustituir el artículo 3º, por el siguiente:


“Artículo 3º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las materias que se expresarán, a saber:

a)
Para precisar las funciones de los servicios y entidades a que se refiere esta ley, de acuerdo con las normas de su artículo 1º;

b)
Para reorganizar dichos servicios y organismos públicos, o crearlos en su caso, disponiendo, dentro de los márgenes que establece la ley Nº 18.575, la estructura y organización de cada uno de ellos, facilitando su mayor flexibilidad;

c)
Para crear el cargo de Subsecretario de Redes Asistenciales y los demás directivos que sean indispensables para la buena marcha de las entidades a que se refiere este artículo;

d)
Para ordenar el traspaso de personal de una entidad a otra, en su misma calidad jurídica, con sus mismos grados y remuneraciones. Toda diferencia de remuneraciones que pudiere producirse deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que las remuneraciones que compensa y se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público;

e)
Para fijar las plantas de personal de estas entidades, de acuerdo con las letras c) y d) precedentes y para determinar los requisitos de ingreso y promoción de los cargos que compongan las diversas plantas de las instituciones a que se refiere esta ley. No obstante, dichos requisitos no serán exigibles para los actuales funcionarios que sean nombrados en las nuevas plantas para desempeñar empleos propios de su planta de origen;

f)
Para disponer que los jefes de servicio respectivos procedan a nombrar, en sus actuales cargos y calidad jurídica, sin solución de continuidad, a los personales que permanezcan en el servicio o a los traspasados a él, dentro del plazo que se disponga;

g)
La aplicación de las disposiciones del o de los decretos con fuerza de ley respecto de los personales involucrados no podrá significar, para ningún efecto legal, término de servicios o supresión o fusión de empleos o cargos ni, en general, cese de funciones o término de la relación laboral;

h)
Los funcionarios mantendrán sus regímenes de previsión y los derechos inherentes a ellos; 

i)
Para conformar el presupuesto de cada una de las entidades antes mencionadas y traspasar a ellas los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes;

j)
Para disponer la dotación máxima anual de personal de cada una de las entidades antes referidas, el gasto máximo en materia de viáticos, honorarios y otros;

k)
Para establecer la fecha en que entrarán a regir las normas del o de los decretos con fuerza de ley a que se ha hecho referencia en las letras anteriores;

l)
En general, para establecer todas las disposiciones que sean necesarias para la adecuada aplicación de las normas de esta ley y el buen desempeño de las instituciones involucradas, incluida la posibilidad de determinar la o las fechas en que entrarán en vigencia las materias contenidas en la presente ley”.


Se formularon las siguientes indicaciones:

a)
Del Ejecutivo para formular indicación, al artículo 3º, para intercalar, a continuación de la letra k), las siguientes letras l), m) y n), nuevas, pasando la actual letra l) a ser letra o):


“l) Para establecer los montos mensuales y su reajustabilidad, que percibirá el personal por concepto de la asignación de turno a que se refiere el artículo 72 del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979. Asimismo, fijará el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación de turno y la bonificación compensatoria respecto del sistema integrado por cuatro personas, durante el primer año presupuestario de vigencia;”.


“m) Para determinar la fecha de supresión del Servicio de Salud del Ambiente de la Región Metropolitana, establecer el destino de sus recursos y el traslado de su personal. En tanto no se suprima dicho servicio, los funcionarios continuarán remunerados por el sistema que legalmente les correspondía a la fecha de publicación de este cuerpo legal, como asimismo les serán aplicables las normas contenidas en el Título VII del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y en los artículos transitorios 1º, 7º y 10 de esta ley”.


“n) Para hacer aplicables al personal de la Subsecretaría de Redes Asistenciales las normas sobre carrera funcionaria, el sistema de remuneraciones y los beneficios que rijan respecto del personal de la Subsecretaría de Salud”.

b)
De los diputados señores Accorsi y Robles, para sustituir el texto de la letra b) del artículo 2º, por el siguiente:


“Para reorganizar dichos servicios y organismos públicos y crear las Direcciones Regionales de Salud, en su caso, disponiendo dentro de los márgenes que establece la ley 
Nº 18.565, la estructura y organización de cada uno de ellos, facilitando su mayor flexibilidad”.


El señor Artaza (ministro de Salud) considera que la indicación signada con la letra b), es inadmisible.


En la discusión se hizo presente que se considera admisible, porque lo único que se está haciendo es precisar lo otorgado al Ejecutivo sobre las atribuciones necesarias para reorganizar los servicios y los organismos públicos o crear las direcciones regionales de salud.


El señor Artaza (ministro de Salud) expresó que se trata de materias que son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por cuanto el artículo 61 de la Constitución señala expresamente que sólo el Presidente de la república puede solicitar esa autorización, excluyendo a otros órganos. A este respecto, el tratadista Alejandro Silva Bascuñán expresa: “El único órgano que puede ser autorizado para hacer uso de la facultad que se está concediendo es, como lo indica categóricamente el texto transcrito -artículo 61, inciso primero de la Constitución- el Presidente de la República. A diferencia de lo que se establecía en la ley 
Nº 17.284, ahora la Carta señala expresamente que una de las materias de la iniciativa exclusiva del Jefe del Estado, que cabe agregar a las enumeradas en los incisos tres y cuatro del artículo 62”.


El diputado señor Lorenzini, don Pablo (Presidente) declaró inadmisible la indicación signada con la letra b).


Puesto en votación el artículo con la indicación signada con la letra a) fue aprobado por mayoría de votos.

ARTÍCULO 4º, nuevo

El Ejecutivo formula indicación, para agregar el siguiente artículo 4º, nuevo:


“ARTÍCULO 4º.- Modifícase la ley Nº 19.490, del siguiente modo:

1.
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 3º, por el siguiente:


“Dicha bonificación se regulará por lo dispuesto en el artículo 11 de la ley Nº 19.479, a excepción de los valores establecidos en la letra c) del inciso primero de esa misma norma. Para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, esta bonificación será de un 15,5% para el 33% de los funcionarios de cada planta mejor evaluados, y de un 7,75% para el 33% que le siga en orden descendiente de evaluación, hasta completar un 66%. Para el personal de planta y a contrata del Fondo Nacional de Salud, esta bonificación será de un 10% para el 33% de los funcionarios de cada planta mejor evaluados, y de un 5% para el 33% que le siga en orden descendiente de evaluación, hasta completar un 66%.”. 

2.
En el artículo 4º:

a)
Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, lo siguiente: “No obstante lo señalado precedentemente, para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, la bonificación por desempeño institucional será de hasta el 15,5%”.

b)
Agrégase, el siguiente nuevo inciso octavo, pasando los actuales incisos octavo y noveno, a ser noveno y décimo, respectivamente:


“Con independencia de la calificación que se obtenga, la bonificación de que trata este artículo será percibida por el ciento por ciento de los funcionarios de cada planta y los funcionarios a contrata asimilados a éstas”.


-Sin debate, puesto en votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

ARTÍCULO 5º, nuevo

El Ejecutivo formuló indicación para agregar el siguiente artículo 5º, nuevo:


“ARTÍCULO 5º.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 4º de la ley Nº 19.086, el párrafo relativo a la planta de profesionales, por el siguiente: “PLANTA DE PROFESIONALES: De grado 18º al grado 5º”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.


ARTÍCULO 6º, nuevo

Indicación del Ejecutivo para agregar el siguiente artículo 6º nuevo:


“ARTÍCULO 6º.- Déjese establecido que, a contar de la fecha de publicación de esta ley, los funcionarios de las profesiones de Asistentes Sociales, Enfermeras, Kinesiólogos, Matronas, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos, Terapeutas Ocupacionales y Fonoaudiólogos, podrán acceder, entre los grados 18º al 5º, a los cargos vacantes de las plantas de las respectivas instituciones, o a los empleos a contrata asimilados a los mismos grados”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

El Ejecutivo formuló indicación para intercalar a continuación del artículo 6º, nuevo, los siguientes artículos primero a décimo cuarto transitorios, nuevos, pasando los actuales 
artículos primero y segundo a ser decimoquinto y decimosexto transitorio, respectivamente:

Artículo primero, nuevo.


“Artículo primero.- Los funcionarios de planta y a contrata regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, en la Subsecretaría del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, mayores de 60 años de edad, si son mujeres, y de 65 años, si son hombres, que, después de los noventa días posteriores a la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2004, presenten su renuncia voluntaria, tendrán derecho a percibir una indemnización de un mes del promedio de las últimas 12 remuneraciones imponibles, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos señalados, con un tope de 8 meses de dicha remuneración. 


El monto de este beneficio se incrementará en un mes para aquellos funcionarios cuyas remuneraciones imponibles sean inferiores a $ 270.000 mensuales y en un mes para aquellos que tengan, a la fecha de publicación de la ley más de 63 años si son mujeres y más de 68 años tratándose de hombres. Las funcionarias tendrán derecho a un mes adicional de indemnización. En ningún caso este beneficio podrá ser superior a once meses de la remuneración señalada.


Para poder acceder a este beneficio, los funcionarios deberán reunir las condiciones señaladas en el inciso primero de este artículo a la fecha de publicación de esta ley. Durante el año 2003, podrán acceder a este beneficio 2.194 funcionarios, privilegiándose aquellos de menores rentas y mayor edad. Durante el año 2004, podrán acogerse otros 2.000 funcionarios. Aquellos funcionarios que, cumpliendo los requisitos antes señalados, no alcancen a acogerse a este beneficio durante el año 2003, podrán hacerlo el año 2004. Los cupos que no fueren utilizados en el año 2003, serán acumulables para el año siguiente. 


Esta indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. 


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, determinará los calendarios de postulación y pago, los mecanismos para el otorgamiento y las demás disposiciones necesarias para la implementación de este beneficio.


Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o a honorarios en alguno de los organismos señalados en el inciso primero, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo segundo, nuevo

“Artículo segundo.- La asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo establecida en el artículo 61 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará en forma gradual durante un período de cuatro años, conforme al siguiente cronograma:

a)
año 2003:
- componente base
2,75%



- componente variable
0%

b)
año 2004:
- componente base 
3,85%



- componente variable, hasta
1,65%

c)
año 2005:
- componente base
4,95%



- componente variable, hasta
3,3%

d)
año 2006:
- componente base
5,5%



-componente variable, hasta
5,5%”


Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo tercero, nuevo

“Artículo tercero.- El componente por acreditación individual a que se refieren los 
artículos 64, 65 y 66 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se implementará gradualmente entre el año 2003 y el 2006, según la siguiente tabla de progresividad: 

	Años de servicio del funcionario
	Año 2003
	Año 2004
	Año 2005
	Año 2006

	Hasta 3 años
	2,75%
	3%
	3%
	3%

	Más de 3 años y hasta 6 años
	2,75%
	3,75%
	4%
	5%

	Más de 6 años y hasta 9 años
	2,75%
	3,80%
	4,75%
	5,5%

	Más de 9 años
	2,75%
	3,85%
	4,95%
	5,5%



El proceso de acreditación a que se refieren los artículos 64, 65 y 66 del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, comenzará a operar el año 2005. 


En los años 2003 y 2004, el componente será pagado a todos los funcionarios señalados en el artículo 64 del referido decreto ley, sin necesidad de acreditarse, conforme a la tabla anterior”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo cuarto, nuevo

“Artículo cuarto.- El componente de cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios a que se refieren los artículos 64, 65 y 67 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará durante los años 2003 al 2006 según la siguiente tabla:

	Porcentaje de cumplimiento
	2003
	2004
	2005
	2006

	90% o más
	0%
	1,65%
	3,3%
	5,5%

	Entre 75% y menos de 90%
	0%
	0,83%
	1,65%
	2,75%



-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo quinto, nuevo

“Artículo quinto.- La asignación de estímulo a la función directiva, establecida en el 
artículo 68 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará para los funcionarios señalados en el número 1 del mismo artículo, en forma gradual durante un período de tres años, conforme al siguiente cronograma:


-año 2004:
hasta un 5,5%


-año 2005:
hasta 8,25%


-año 2006:
hasta 11%”


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo sexto, nuevo

“Artículo sexto.- La asignación de estímulo a la función directiva, establecida en el 
artículo 68 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará para los funcionarios señalados en el número 2 del mismo artículo, en forma gradual durante un período de tres años, conforme al siguiente cronograma:

a)
Año 2004: hasta un 5,5%, según la siguiente distribución: hasta un 4% por la obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red” de sus establecimientos dependientes; y de hasta un 1,5% por el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional del Servicio, y sus establecimientos cuando corresponda. El porcentaje a pagar se determinará conforme a las reglas señaladas en el artículo 69 del decreto ley Nº 2.763, de 1979. 

b)
Año 2005: hasta un 8,25%, según la siguiente distribución: hasta un 6% por la obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red” de sus establecimientos dependientes; y hasta un 2,25% por el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional del Servicio, y sus establecimientos cuando corresponda. El porcentaje a pagar se determinará conforme a las reglas señaladas en el artículo 69 del decreto ley Nº 2.763, de 1979.

c)
Año 2006: hasta un 11%, conforme a las reglas señaladas en el artículo 69 del decreto ley Nº 2.763, de 1979.”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por mayoría de votos.


Artículo séptimo, nuevo

“Artículo séptimo.- Las modificaciones a la ley Nº 19.490, contenidas en los numerales 1), con la excepción del personal del Fondo Nacional de Salud, y 2), letra a), del artículo 4º de la presente ley, se otorgarán en forma gradual durante un período de cuatro años, conforme al siguiente cronograma:

1)
Bonificación de estímulo por desempeño funcionario:

a)
Para el 33% de los funcionarios de cada planta mejor evaluados:


i) año 2003
:
12,75%


ii) año 2004
:
13,85%


iii) año 2005
:
14,95%


iv) año 2006
:
15,5%

b)
Para los funcionarios que le sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 66% mejor evaluados respecto de cada planta: 


i) año 2003
:
6,38%


ii) año 2004
:
6,93%


iii) año 2005
:
7,48%


iv) año 2006
:
7,75%

2)
Bonificación por desempeño institucional: El cumplimiento de las metas del año precedente dará derecho a los funcionarios: 

a)
año 2003
:
hasta un 12,75%

b)
año 2004
:
hasta un 13,85%

c)
año 2005
:
hasta un 14,95%

d)
año 2006
:
hasta un 15,5%”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo octavo, nuevo

“Artículo octavo.- La asignación de turno y la Bonificación Compensatoria a que se refieren los artículos 72, 73 y 74, respectivamente, todos del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y decimotercero transitorio de esta ley, respectivamente, comenzarán a regir a contar del primero del mes siguiente al de la publicación en el Diario Oficial del decreto con fuerza de ley a que se refiere la letra l) del artículo 3º de esta ley, respecto del personal que integre el sistema de turnos rotativos cubiertos por cuatro funcionarios.


Para los funcionarios que integren el sistema de turnos rotativos cubiertos por tres funcionarios, las correspondientes asignación de turno y bonificación compensatoria, comenzarán a regir conforme al siguiente cronograma:

1.
A partir del segundo semestre de 2004 se pagarán, por concepto de asignación de turno y bonificación compensatoria, los mismos montos que a esa fecha tenga asignado el personal de igual grado y planta que integre el sistema de turnos rotativos cubiertos por cuatro funcionarios. La diferencia correspondiente al mayor número de horas trabajadas, será considerada como trabajo extraordinario y pagada de acuerdo a la normativa vigente, no aplicándose en este caso lo señalado en los artículos 73, inciso segundo, y 75, ambos del decreto ley Nº 2.763, de 1979.

2.
A partir del segundo semestre de 2005, se pagarán los montos que, para esa fecha, haya determinado el decreto con fuerza de ley a que se refiere la letra l), del artículo 3º, de la presente ley, para la asignación en que el turno esté integrado por tres funcionarios, pasando a ser plenamente aplicable lo señalado en los artículos 73, inciso segundo, y 75, ambos del decreto ley Nº 2.763, de 1979. La correspondiente bonificación compensatoria, se pagará conforme a la normativa contenida en el artículo decimotercero transitorio de este cuerpo legal”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo noveno, nuevo

“Artículo noveno.- El artículo 76 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, comenzará a regir a contar del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento respectivo. Para el primer año, los cupos totales a nivel nacional serán asignados de acuerdo a la clasificación de complejidad de los establecimientos vigentes al momento de publicarse la presente ley, conforme a la siguiente tabla:

	Tipo de establecimiento
	Cupos máximos por establecimiento
	Monto máximo anual por establecimiento
	Monto promedio anual por persona

	HOSPITAL TIPO 1
	13
	$ 7.540.000
	$ 580.000

	HOSPITAL TIPO 2
	12
	$ 5.460.000
	$ 455.000

	HOSPITAL TIPO 3
	9
	$ 3.366.000
	$ 374.000

	HOSPITAL TIPO 4
	2
	$ 424.000
	$ 212.000

	Consultorios Generales Urbanos y Rurales;
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Referencia de Salud (CRS);
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Diagnóstico Terapéutico (CDT).
	1
	$ 212.000
	$ 212.000



-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo décimo, nuevo

“Artículo décimo.- El sistema de promoción mediante concurso interno a que se refiere el artículo 81 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, comenzará a operar en enero del año 2004, respecto de todos los cargos vacantes existentes a esa fecha, salvo el grado de inicio de cada planta, el que seguirá regulado conforme las normas generales.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo undécimo, nuevo

“Artículo undécimo.- El incremento remuneracional para el personal que se desempeñe en los establecimientos de salud de carácter experimental, creados por los decretos con fuerza de ley del Ministerio de Salud Nºs 29, 30 y 31, todos de 2000, será incorporado en su propio sistema de remuneraciones, fijado conforme al procedimiento establecido en el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, íntegramente asociado al cumplimiento anual de metas sanitarias y al mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de los organismos señalados”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo duodécimo, nuevo

“Artículo duodécimo.- Los reglamentos a que se refieren el inciso segundo del artículo 63, el inciso segundo del artículo 66, el artículo 70 y el inciso segundo del artículo 77, todos del decreto ley Nº 2.763, de 1979, deberán dictarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.

Artículo decimotercero transitorio, nuevo

“Artículo decimotercero.- El personal a que se aplica el artículo 72 del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, que se encuentre en funciones a la fecha de publicación de la presente ley, tendrá derecho a una bonificación no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la asignación de turno, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre el valor de dicha asignación, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador:

a)
20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980.

b)
25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos.

c)
21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930.


Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, tal bonificación será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto a la referida asignación, le corresponda efectuar al trabajador.


Esta bonificación compensatoria se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo fue aprobado por unanimidad.

Artículo decimocuarto, nuevo

“Artículo decimocuarto.- Concédase, por una sola vez, un anticipo del componente base de la asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo establecida en los artículos 61 al 63 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, que se pagará en una sola cuota en el curso del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, el que beneficiará a los funcionarios que dichas disposiciones señalan que se encuentren ubicados entre los grados 19º y 28º de la Escala Única, ambos inclusive, y cuyos montos serán equivalentes a la aplicación de los porcentajes que se indican:


-Grados 19º al 22º:
2,38%


-Grados 23º al 28º:
3,81%


Los porcentajes antedichos se aplicarán sobre los valores vigentes al mes anterior a la publicación de la presente ley de las remuneraciones anualizadas que sirven de base de cálculo a esta asignación, de conformidad con lo establecido en el artículo 62 del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, más la bonificación otorgada por el artículo 21 de la ley Nº 19.429, cuando corresponda”.


-Sin debate, sometido a votación el artículo, fue aprobado por unanimidad.


Artículo segundo, que pasa a ser decimosexto

“Artículo decimosexto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud”.


El Ejecutivo, formula indicación para agregar la siguiente frase, a continuación del punto (.) final que pasa ser seguido: “No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiera financiar con sus recursos”.


-Puesto en votación el artículo con la indicación, fue aprobado por mayoría de votos a favor.

V. ARTÍCULOS NUEVOS.

Se encuentran en esta situación el numeral 31, del artículo 1º, los artículos 4º, 5º y 6º, permanentes y los artículos primero a decimocuarto transitorios.

VI. INDICACIONES RECHAZADAS E INADMISIBLES.
a)
Indicaciones rechazadas.

1.
Del diputado señor Melero para suprimir el párrafo segundo del Nº 8, nuevo, que se propone agregar en virtud de la letra b) de la indicación del Ejecutivo signada con el Nº 1, 

2.
Del diputado señor Bayo para reemplazar, en el Nº 6, que modifica el artículo 8º, la letra a) por la siguiente:


“a) Reemplázanse en los incisos primero y segundo, por el siguiente: “El subsecretario tendrá a su cargo la coordinación y control de todo lo relacionado con las acciones de salud pública asociadas a las prestaciones individuales, tales como la alimentación complementaria, y vacunaciones y las demás prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, que sean de la competencia del Ministerio de Salud”.

3.
Del diputado señor Bayo al Nº 3, inciso primero, para reemplazar “la Subsecretaría de Redes Asistenciales; la Subsecretaría de Salud Pública”, por “el subsecretario”.

4.
Del diputado señor Bayo al Nº 8 que sustituye el artículo 10, para reemplazar su letra a) por la siguiente:

a)
Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente:


“El subsecretario tendrá a su cargo la coordinación y control de todo lo relacionado con las acciones de salud pública asociadas a las prestaciones individuales, tales como la alimentación complementaria y vacunaciones y las demás prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, que sean de la competencia del Ministerio de Salud”.

5.
Del diputado señor Bayo al Nº 7 del artículo 14C, nuevo, que se incorpora en virtud de la indicación del Ejecutivo al Nº 11 del artículo 1º, para sustituir la palabra “ejecutar” por la frase “velar por la ejecución”.

6.
Del diputado señor Bayo al Nº 2 del artículo 14E, que se incorpora en virtud del Nº 11 del artículo 1º, para agregar a continuación de la palabra “multa”, la expresión: “a beneficio fiscal”.

7.
Del diputado señor Bayo, para agregar en el Nº 2 del artículo 14E, que se incorpora en virtud del Nº 11 del artículo 1º, el siguiente inciso final:


“Las sanciones serán aplicadas en consideración a la cantidad de usuarios afectados y a la gravedad de la infracción”.

8.
Del diputado señor Bayo, para sustituir el artículo 14G que se incorpora en virtud del 
Nº 11 del artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 14 G.- El afectado por clausura o por cancelación de la autorización sanitaria para funcionar podrá reclamar de ella ante el juez de letras en lo civil que corresponda dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de la notificación.


La reclamación se someterá a las normas del procedimiento sumario y su interposición no suspenderá la caducidad decretada, salvo que el juez de la causa resuelva en contrario.


Las notificaciones que practique el Secretario Regional Ministerial se harán por carta certificada y los plazos a que ella se refiera empezarán a correr tres días después de recibida por la empresa de correos”.

9.
Del diputado señor Bayo para sustituir el inciso final del artículo 15, que se sustituye en virtud del Nº 12 del artículo 1º, por el siguiente:


“Dichos organismos dependerán del Ministerio a través del subsecretario”.


De los diputados señores Robles Accorsi, Cornejo y Lorenzini, para sustituir la letra o) del artículo 20 que se introduce por el Nº 18.


“o) Disponer, mediante resolución fundada, comisiones de servicio respecto de los funcionarios de su dependencia.


Los funcionarios mantendrán, por el tiempo que dure la comisión de servicios, los beneficios de que estuvieren gozando al momento de dictarse la resolución correspondiente.


La comisión de servicios no podrá limitar, retrasar o impedir el goce de otros beneficios que le hubieren correspondido al funcionario de no haberse dispuesto dicha medida.


El funcionario respecto de quien se disponga la comisión de servicios que estimare que ésta le produce menoscabo, podrá solicitar la reposición de la resolución ante el director, la que resuelta podrá ser apelada ante el subsecretario de redes asistenciales dentro del término de diez días hábiles contados desde la fecha en que dicha resolución se le comunique”.

10. Del diputado señor Bayo al Nº 20 del artículo 1º, para reemplazar el párrafo segundo de la letra a) del artículo 21B, que pasa a ser 21C, por el siguiente:


“Los montos que resulten del total de dichos ingresos, descontados los costos fijos y variables necesarios para la generación de éstos, serán destinados a un fondo que será administrado por el establecimiento respectivo. Se tendrán presentes, entre otros, los problemas de capacitación de personal, adquisición de equipamiento, atención primaria y eventuales contratos de compra de prestaciones de servicios, con personas naturales, necesarias para el cumplimiento de sus funciones”.


b)
Indicaciones inadmisibles.

1.
De los diputados señores Accorsi, Bayo, Palma y Robles para sustituir, en el número 1, letra b), en el párrafo segundo del Nº 8, el vocablo “convocará” por “existirá”

2.
De los diputados señores Robles, Cornejo, Lorenzini y Venegas para agregar en el artículo 4º del decreto ley Nº 2763, de 1979, los siguientes incisos finales:


“Asimismo, el Ministerio de Salud, sin perjuicio de las facultades y obligaciones de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, de la Superintendencia de Garantías en Salud y de la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional, deberá fiscalizar el debido cumplimiento del derecho de las personas a la libertad de elegir el establecimiento de salud y el profesional correspondiente, en lo que respecta a las prestaciones de salud tanto del régimen de la ley Nº 18.469, como de aquellas establecidas en el Régimen de Garantías de Salud, sea en el sector público o privado.


Ninguna norma, resolución o contrato podrá limitar, disminuir o desnaturalizar el derecho de las personas a elegir libremente el establecimiento de salud y el profesional que prestará las acciones de salud contempladas en las normas precedentemente establecidas”.

3.
De los diputados señores Robles, Accorsi, Cornejo y Lorenzini, para sustituir la letra o) del artículo 20, que es modificado en virtud del Nº 18 del artículo 1º, por la siguiente:


“o) Disponer, mediante resolución fundada, comisiones de servicio respecto de los funcionarios de su dependencia.


Los funcionarios mantendrán, por el tiempo que dure la comisión de servicios, los beneficios de que estuvieren gozando al momento de dictarse la resolución correspondiente.


La comisión de servicios no podrá limitar, retrasar o impedir el goce de otros beneficios que le hubieren correspondido al funcionario de no haberse dispuesto dicha medida.


El funcionario respecto de quien se disponga la comisión de servicios que estimare que ésta le produce menoscabo, podrá solicitar la reposición de la resolución ante el director, la que resuelta podrá ser apelada ante el subsecretario de redes asistenciales dentro del término de diez días hábiles contados desde la fecha en que dicha resolución se le comunique”.

4.
De los diputados señores Accorsi y Robles para intercalar el siguiente artículo 21C, nuevo:


“La red asistencial de cada Servicio de Salud se organizará con un nivel de atención primaria, compuesto por establecimientos que ejercen funciones sanitarias en un determinado territorio con población a cargo y un segundo nivel de atención que sólo recibe derivaciones desde el primer nivel de atención, salvo en los casos de urgencia.


Los establecimientos de atención primaria, sean dependientes de municipios o de los servicios de salud, sean consultorios u hospitales de pequeñas localidades, deben cubrir en conjunto la totalidad del territorio del Servicio y la población respectiva, y serán conducidos técnicamente y coordinados por el Servicio de Salud respectivo, sin perjuicio de la necesaria coordinación comunal y regional.


Los establecimientos de atención primaria privados, en convenio con el respectivo Servicio de Salud como lo señala esta ley, estarán supeditados a las mismas reglas técnicas que los municipales y de los servicios.


Los establecimientos estarán conformados por equipos multidisciplinarios, de profesionales y técnicos como señale el reglamento, capaces de hacerse cargo de toda la población de su territorio en las acciones de promoción y prevención de salud. Serán responsables además de las acciones de recuperación y rehabilitación de la salud de la población beneficiaria de la ley 18.469. Determinadas acciones de este nivel podrán realizarse en postas o estaciones médicas para facilitar el acceso de la población, acciones que necesariamente deberán coordinarse con el establecimiento de atención primaria correspondiente, de acuerdo a lo que señale el reglamento.


Será función de estos establecimientos prestar atención integral de salud como lo señale el reglamento, el cual al menos debe contemplar las acciones de promoción y fomento de la salud y prevención de enfermedades y actividades comunitarias para toda la población del territorio; y, para el caso de la población beneficiaria de la ley 
Nº 18.469, los controles de salud y patologías crónicas, consultas espontáneas, electivas y de urgencia, además de las acciones de apoyo, docencia e investigación, cuando corresponda.


Todos los establecimientos del nivel primario de atención deberán participar de la elaboración del Programa de Salud Municipal, de responsabilidad municipal, con el apoyo técnico del Servicio de Salud respectivo, especialmente en el ámbito epidemiológico.


Los establecimientos del primer nivel de atención se financiarán al menos con los recursos asignados de acuerdo a la población a su cargo, de acuerdo a la ley Nº 19.378, para lo cual todos ellos deberán llevar registro de la población beneficiaria de acuerdo a lo que señale el reglamento, sin perjuicio de otros aportes de las diferentes instituciones administradoras y/o del Servicio de Salud y de los aportes para las acciones de promoción y prevención de toda la población de su territorio”.

5.
Del diputado señor Bayo para sustituir el artículo 3º por el siguiente:


“Artículo 3º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el ministro de Hacienda,, establezca las normas necesarias para regular las materias que se expresarán, a saber:

a)
Para precisar las funciones de los servicios y entidades a que se refiere esta ley, de acuerdo con las normas de su artículo 1º;

b)
Para reorganizar dichos servicios y organismos públicos, o crearlos en su caso, disponiendo, dentro de los márgenes que establece la ley Nº 18.575, la estructura y organización de cada uno de ellos, facilitando su mayor flexibilidad;

c)
Para crear el cargo de subsecretario de Redes Asistenciales y los demás directivos que sean indispensables para la buena marcha de las entidades a que se refiere este artículo;

d)
Para ordenar el traspaso de personal de una entidad a otra, en su misma. calidad jurídica, con sus mismos grados y remuneraciones. Toda diferencia de remuneraciones que pudiere producirse deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que las remuneraciones que compensa y se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público;

e)
Para fijar las plantas de personal de estas entidades, de acuerdo con las letras c) y d) precedentes y para determinar los requisitos de ingreso y promoción de los cargos que compongan las diversas plantas de las instituciones a que se refiere esta ley. No obstante, dichos requisitos no serán exigibles para los actuales funcionarios que sean nombrados en las nuevas plantas para desempeñar empleos propios de su planta de origen;

f)
Para disponer que los jefes de servicio respectivos procedan a nombrar, en sus actuales cargos y calidad jurídica, sin solución de continuidad, a los personales que permanezcan en el servicio o a los traspasados a él, dentro del plazo que se disponga;

g)
La aplicación de las disposiciones del o de los decretos con fuerza de ley respecto de los personales involucrados no podrá significar, para ningún efecto legal, término de servicios o supresión o fusión de empleos o cargos ni, en general, cese de funciones o término de la relación laboral;

h)
Los funcionarios mantendrán sus regímenes de previsión y los derechos inherentes a ellos; 

i)
Para conformar el presupuesto de cada una de las entidades antes mencionadas y traspasar a ellas los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes;

j)
Para disponer la dotación máxima anual de personal de cada una de las entidades antes referidas, el gasto máximo en materia de viáticos, honorarios y otros;

k)
Para establecer la fecha en que entrarán a regir las normas del o de los decretos con fuerza. de ley a que se ha Hecho referencia en las letras anteriores;

l)
En general, para establecer todas las disposiciones que sean necesarias para la adecuada aplicación de las normas de esta ley y el buen desempeño de las instituciones involucradas, incluida la posibilidad de determinar la o las fechas en que entrarán en vigencia las materias contenidas en la presente ley”.

6.
De los diputados Accorsi y Robles para sustituir la letra b) del artículo 2º por la siguiente:


“Para reorganizar dichos servicios y organismos públicos y crear las Direcciones Regionales de Salud, en su caso, disponiendo dentro de los márgenes que establece la ley Nº 18.565, la estructura y organización de cada uno de ellos, facilitando su mayor flexibilidad”.

7.
Al inciso primero del artículo 68.


-De los diputados señores Accorsi y Robles para agregar una coma (,) a continuación de la palabra “confianza” y eliminar la expresión “y de carrera superiores al grado 11”.

8.
Artículo 2º, que pasa a ser 3º


-Indicación del diputado señor Bayo para sustituir el artículo 3º por el siguiente:


“Artículo 3º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el ministro de Hacienda, establezca las normas necesarias para regular las materias que se expresarán, a saber:

a)
Para precisar las funciones de los servicios y entidades a que se refiere esta ley, de acuerdo con las normas de su artículo 1º;

b)
Para reorganizar dichos servicios y organismos públicos, o crearlos en su caso, disponiendo, dentro de los márgenes que establece la ley Nº 18.575, la estructura y organización de cada uno de ellos, facilitando su mayor flexibilidad;

c)
Para crear el cargo de subsecretario de Redes Asistenciales y los demás directivos que sean indispensables para la buena marcha de las entidades a que se refiere este artículo;

d)
Para ordenar el traspaso de personal de una entidad a otra, en su misma calidad jurídica, con sus mismos grados y remuneraciones. Toda diferencia de remuneraciones que pudiere producirse deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que las remuneraciones que compensa y se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público;

e)
Para fijar las plantas de personal de estas entidades, de acuerdo con las letras c) y d) precedentes y para determinar los requisitos de ingreso y promoción de los cargos que compongan las diversas plantas de las instituciones a que se refiere esta ley. No obstante, dichos requisitos no serán exigibles para los actuales funcionarios que 
sean nombrados en las nuevas plantas para desempeñar empleos propios de su planta de origen;

f)
Para disponer que los jefes de servicio respectivos procedan a nombrar, en sus actuales cargos y calidad jurídica, sin solución de continuidad, a los personales que permanezcan en el servicio o a los traspasados a él, dentro del plazo que se disponga;

g)
La aplicación de las disposiciones del o de los decretos con fuerza de ley respecto de los personales involucrados no podrá significar, para ningún efecto legal, término de servicios o supresión o fusión de empleos o cargos ni, en general, cese de funciones o término de la relación laboral;

h)
Los funcionarios mantendrán sus regímenes de previsión y los derechos inherentes a ellos; 

i)
Para conformar el presupuesto de cada una de las entidades antes mencionadas y traspasar a ellas los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes;

j)
Para disponer la dotación máxima anual de personal de cada una de las entidades antes referidas, el gasto máximo en materia de viáticos, honorarios y otros;

k)
Para establecer la fecha en que entrarán a regir las normas del o de los decretos con fuerza de ley a que se ha hecho referencia en las letras anteriores;

l)
En general, para establecer todas las disposiciones que sean necesarias para la adecuada aplicación de las normas de esta ley y el buen desempeño de las instituciones involucradas, incluida la posibilidad de determinar la o las fechas en que entrarán en vigencia las materias contenidas en la presente ley”.

-o-

VI. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

El proyecto no tiene que cumplir este trámite reglamentario, en razón de que su estudio y aprobación fue encomendado por la honorable Cámara a las Comisiones de Hacienda y de Salud unidas.


En mérito de lo expuesto y por las consideraciones que, en su oportunidad, dará a conocer el señor diputado informante, la Comisión de Salud recomienda la aprobación del siguiente


PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley Nº 2.763, de 1979:

1)
Sustitúyese el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4º.- Al Ministerio de Salud le corresponderá formular y fijar las políticas de salud, en conformidad con las directivas que señale el Gobierno. Además, le corresponderá desempeñar las siguientes funciones:

1.
Ejercer la rectoría del sector salud, lo cual comprende, entre otras materias:

a)
La formulación, control y evaluación de políticas de Estado, planes y programas generales en materia de salud.

b)
La definición de objetivos sanitarios nacionales.

c)
La coordinación sectorial e intersectorial para el logro de los objetivos sanitarios.

d)
La coordinación y cooperación internacional en salud.

e)
Dirigir y orientar todas las actividades del Estado relativas al Sistema, de acuerdo con las políticas fijadas.

2.
Dictar normas generales sobre materias técnicas, administrativas y financieras a las que deberán ceñirse los organismos y entidades del Sistema, para ejecutar actividades de promoción o fomento, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación de las personas enfermas. Asimismo, dictar normas sanitarias en aspectos tales como autorizaciones sanitarias; saneamiento básico; calidad de los alimentos; medio ambiente, de acuerdo con la ley Nº 19.300; ambiente laboral, y en lo referente a todas aquellas materias reguladas y sancionadas por el Código Sanitario.

3.
Fiscalizar el cumplimiento de las normas que determine la ley, a través de Dirección Regional de Salud respectiva, y que no estén encomendadas a otros organismos.

4.
Definir las normas y efectuar la medición y monitoreo nacional de la situación de salud y de vigilancia de salud pública.

5.
Recopilar y generar información en materia de salud y de gestión en salud.

6.
Formular el presupuesto sectorial a nivel de cada órgano y servicio que integre el Sistema.

7.
Formular, evaluar y actualizar el Sistema de Acceso Universal con Garantías Explícitas, en adelante, también, “Sistema AUGE”, el que incluye las acciones de salud pública y las prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933.

8.
Formular, evaluar y actualizar los lineamientos estratégicos del sector salud o Plan Nacional de Salud, el cual está conformado por los objetivos sanitarios, prioridades nacionales, necesidades de las personas y factores ambientales en el ámbito de la salud del país. 


Para estos efectos, el ministro de Salud convocará un Consejo Consultivo de Salud, integrado, entre otros, por representantes de Instituciones del sector salud, tales como prestadores públicos y privados de salud, Isapres, sociedades científicas, colegios profesionales, organizaciones de trabajadores y de usuarios. Dicho consejo tendrá el carácter de asesor del ministro de Salud en todas las materias relacionadas con el análisis, evaluación y revisión de dichos lineamientos.

9.
Establecer las normas, procedimientos y el sistema de medición y acreditación de la calidad de atención en todos los niveles de complejidad del sector. 

10. Definir políticas destinadas a garantizar el ejercicio de los derechos de las personas en la atención de salud y reglamentar los mecanismos de reclamo y apelación que serán implementados por la Dirección Regional de Salud respectiva.

11. Supervisar, controlar y evaluar el cumplimiento de las políticas, planes y programas generales de salud, especialmente en lo relativo a su eficiencia, eficacia y calidad.

12. Definir políticas que promuevan la participación de las personas en las diferentes instituciones del Sistema.

13. Fijar las políticas y normas de inversión en infraestructura y equipamiento de los establecimientos públicos que integran las redes asistenciales.

14. Velar por la efectiva coordinación de las redes asistenciales, tanto en el nivel regional como nacional, y

14. Las demás que le confieran las leyes y reglamentos”.

2)
Intercálase, a continuación del artículo 4º, el siguiente artículo 4º bis, nuevo:


“Artículo 4º bis.- El Ministerio de Salud ejecutará la fiscalización a través de las Direcciones Regionales de Salud, sin perjuicio de las facultades que les competan, por ley, a otros organismos públicos. 


La inspección o verificación del cumplimiento de las normas, podrá ser delegada en terceros debidamente acreditados conforme al reglamento respectivo”.

3)
Sustitúyese el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5º.- El Ministerio de Salud está integrado por el ministro; la Subsecretaría de Redes Asistenciales; la Subsecretaría de Salud Pública, las Direcciones Regionales de Salud y las Secretarías Regionales Ministeriales.


El Ministerio estará organizado en Divisiones, Departamentos, Secciones y Oficinas, considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifique la función. 


El ministro de Salud, mediante decreto, determinará la estructura y organización interna del Ministerio y asignará las funciones y atribuciones específicas que correspondan a cada uno de los niveles jerárquicos existentes. Dicho decreto deberá considerar, a lo menos, el desarrollo de funciones de diseño de políticas y planes en el ámbito de la salud de las personas y el ambiente, financieras e inversiones en el Sistema, gestión de recursos humanos, regulación, epidemiología, estadísticas y auditoría”.

4)
Derógase el inciso final del artículo 6º.

5)
Derógase el artículo 7º.

6)
En el artículo 8º:

a)
Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente: 


“Artículo 8º.- La Subsecretaría de Redes Asistenciales tendrá a su cargo la coordinación y control del Sistema y de todo lo relacionado con la provisión de las prestaciones a que tienen derecho los beneficiarios de las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, que sean de la competencia del Ministerio de Salud, salvo en las materias que sean de la competencia de la Subsecretaría de Salud Pública”.

b)
Modifícase el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, del siguiente modo:


i. Agrégase, en la letra b), a continuación del punto y coma (;), la conjunción “y”.


ii. Sustitúyense, en la letra c), la conjunción “y” con que termina y la coma (,) que la precede, por un punto aparte (.).


iii. Suprímese la letra d) con sus dos párrafos.


c)
Sustitúyese el inciso final por el siguiente:


“La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá contar con la estructura necesaria para controlar y coordinar eficientemente el cumplimiento de las acciones de salud del Sistema”.

7)
Sustitúyese el artículo 9º por el siguiente:


“Artículo 9º.- La Subsecretaría de Salud Pública tendrá a su cargo la coordinación y control de todo lo relacionado con:

1.
Las funciones de regulación y fiscalización del sector salud.

2.
Las acciones de salud pública.


Para los efectos de lo dispuesto en este número, a la Subsecretaría le corresponderá, entre otras cosas, administrar el financiamiento de las prestaciones y actividades que se realicen para dar cumplimiento a programas de cobertura nacional y aquellas que la ley obligue a que sean financiadas por el Estado, sin consideración a la calidad previsional del individuo o institución que se beneficie. Para el cumplimiento de lo señalado, la ley de Presupuestos deberá contemplar los montos parciales y totales que se destinarán a cada una de ellas.


El subsecretario estará facultado para requerir las correcciones que sean necesarias cuando, de oficio o por presentación de reclamo, detecte incumplimiento de la normativa que rija a las prestaciones y actividades indicadas en el inciso anterior. La dictación de estas normas se entenderá sin perjuicio de las modificaciones o innovaciones que apruebe en relación con las iniciativas que, con fines de mejoramiento de calidad o eficiencia, le sean propuestas.


Asimismo, la Subsecretaría de Salud Pública tendrá a su cargo la administración y servicio interno del Ministerio.


La Subsecretaría de Salud Pública contará con la estructura necesaria para controlar y coordinar eficientemente el cumplimiento de sus funciones”.

8)
Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:


“Artículo 10.- Corresponderá a cada Subsecretaría, dentro de su competencia, ejercer las siguientes atribuciones:

a.
Controlar y velar por el cumplimiento de las políticas, normas y planes del sector salud, y coordinar su ejecución por los organismos que integran el Sistema;

b.
Impartir instrucciones sobre las normas, planes y programas a los organismos del Sistema, en forma de que se garantice la ejecución de las políticas de salud, elaboradas por el Ministerio, de manera integral, eficiente y uniforme, y 

c.
Ejercer las demás funciones que le asignen las leyes y reglamentos”.

9)
Deróganse los artículos 11 a 13.

10) En el artículo 14:

a)
Reemplázase, en el primer párrafo, la oración que empieza con las palabras “el que deberá” y termina con la expresión “siguientes:”, por: “el que tendrá las funciones señaladas en el artículo 64 de la ley orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional”.

b)
Suprímense los literales desde la a) a la j).


c) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Sin perjuicio de otras atribuciones que asigna la presente ley a los Directores Regionales de Salud, estos tendrán que fiscalizar en los organismos que correspondan, en su respectiva región, el debido cumplimiento del derecho de las personas en salud a la libertad de elegir los establecimientos y los profesionales, tanto en el sector público como en el privado, que les proporcionarán las atenciones y prestaciones que les reconocen tanto la ley Nº 18.469 cuanto la ley sobre Garantías en Salud”.

11) Intercálanse, a continuación del artículo 14, los siguientes artículos 14 A, 14 B, 14 C, 14 D, 14 E, 14 F, 14 G y 14 H, nuevos:


“Artículo 14 A.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, en cada región del país existirá una Dirección Regional de Salud, para el desarrollo de funciones de inspectoría en materias sanitarias, ambientales y de calidad de los prestadores; salud pública; epidemiología, y acreditación de prestadores de salud, entre otras materias. Estará a cargo de un Director Regional de Salud, el que será nombrado por el Presidente de la República, a propuesta del ministro de Salud, y dependerá jerárquicamente del subsecretario de Salud Pública.


El Director Regional de Salud deberá ser un profesional con competencia, experiencia, conocimientos y habilidades acreditadas en el ámbito de la salud pública, de acuerdo con lo que señale el reglamento”.


“Artículo 14 B.- Existirá en cada Dirección Regional de Salud un Consejo Asesor, el que tendrá carácter consultivo respecto de las materias que señalen esta ley y sus reglamentos y las que el Director Regional de Salud le someta a su consideración.


El Consejo Asesor estará integrado por:

1.
Los directores de los Servicios de Salud correspondientes;

2.
Dos alcaldes elegidos por los alcaldes de la región;

3.
Un representante de los colegios profesionales del área de la salud de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

4.
Un representante de los trabajadores del área de la salud de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

5.
Un representante de los prestadores de salud privada de la región, elegido en la forma que señale el reglamento.

6.
Un representante de las agrupaciones de usuarios de la salud de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

7.
Un representante de las juntas de vecinos de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

8.
Un representante de las agrupaciones de las entidades productivas o del comercio de la región, elegido en la forma que señale el reglamento;

9.
Un representante de la Comisión Regional del Medio Ambiente, elegido por ésta;

10. El Secretario Regional Ministerial de Educación o su representante, y

11. Un representante de las universidades o centros de formación superior de la región, si existieren, elegido en la forma que señale el reglamento.

12. La Directora Regional del Servicio Nacional de la Mujer.

13. Un representante de las Asociaciones del Adulto Mayor de la Región, elegido en la forma que señale el reglamento.


El Consejo podrá realizar consultas adicionales a las instancias que estime pertinentes. 


Los integrantes del Consejo Asesor no percibirán remuneración por su participación en él.


Corresponderá al Ministerio de Salud definir, para cada región, el número de representantes a que se refieren los numerales 3, 4, 5 y 6, teniendo en cuenta, entre otras variables, el número de habitantes de la región. 


El reglamento señalará el procedimiento para adoptar acuerdos y las demás normas que sean necesarias para su funcionamiento”.


“Artículo 14 C.- Las Direcciones Regionales de Salud tendrán las siguientes funciones, de acuerdo con las normas y políticas dictadas por el Ministerio de Salud:

1.
Velar por el cumplimiento de las normas, planes, programas y políticas nacionales de salud fijadas por la autoridad y proponer las adecuaciones de dichas políticas a la realidad de cada región, oyendo previamente al Consejo Asesor.

2.
Mantener al día el diagnóstico epidemiológico regional y realizar la vigilancia permanente del impacto de las estrategias y acciones implementadas.

3.
Colaborar, conforme a las instrucciones del Subsecretario correspondiente, con las acciones de salud pública, mediante la celebración de convenios con las personas o entidades que correspondan, especialmente con los servicios de salud y las entidades administradoras de salud municipal respectivas.

4.
Fiscalizar el cumplimiento de las normas e instrucciones que dicte el Ministerio de Salud sobre calidad de las prestaciones que se otorguen a los beneficiarios a que se refieren las leyes Nº 18.469 y Nº 18.933, por parte de los prestadores de salud, sean personas naturales o jurídicas.


Lo anterior no podrá significar una limitación de las potestades que les correspondan a otros organismos públicos, en la fiscalización del Régimen de Garantías en Salud.

5.
Conocer y resolver administrativamente los reclamos que se presenten respecto de la calidad de atención y servicio que otorguen los prestadores de salud, tanto públicos como privados, sin perjuicio de las facultades que les competan a otros organismos públicos.


De lo resuelto por el Director Regional de Salud, podrá recurrirse ante el Ministerio de Salud, en la forma que señala el artículo 14 G.


Un reglamento establecerá el procedimiento para la presentación y resolución de estos reclamos.

6.
Adoptar las medidas sanitarias que correspondan según su competencia, otorgar autorizaciones sanitarias, elaborar informes en materias sanitarias y acreditar prestadores de salud en la región.


Las normas, estándares e instrumentos utilizados en la labor de fiscalización, por parte de los Directores Regionales de Salud, serán homogéneas para los establecimientos de salud públicos y privados.

7.
Ejecutar las acciones necesarias para la protección de la población de los riesgos producidos por el medio ambiente y para la conservación, mejoría y recuperación de la calidad de los elementos básicos del ambiente. Para estos efectos, cada Dirección Regional de Salud deberá desarrollar un departamento, sección u oficina especialmente dedicada al cumplimiento de esta función, debiendo coordinar su labor con las demás entidades públicas competentes, especialmente con los Municipios de la Región, a los cuales se les podrán delegar funciones tales como la inspección o verificación del cumplimiento de estas normas, mediante la celebración de los convenios respectivos.

8.
Colaborar, a solicitud de cualquier organismo público del sector de la salud, en la implementación de procedimientos de recepción de reclamos.


Los procedimientos a que se refiere este numeral deberán ser concordados con los mencionados organismos, conforme lo determine el reglamento.

9.
Organizar, bajo su dependencia y apoyar el funcionamiento de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez y Oficinas de Subsidios, y, en general, ejecutar, por sí o por terceros, todas aquellas prestaciones de carácter médico-administrativas, y

10. Las demás que establezcan las leyes y reglamentos”.


“Artículo 14 D.- Serán de la competencia del Ministerio de Salud, a través de las Direcciones Regionales de Salud, todas aquellas materias que actualmente corresponden a los Servicios de Salud, sea en calidad de funciones propias o en su carácter de sucesores legales del Servicio Nacional de Salud y del Servicio Médico Nacional de Empleados, y que no digan relación con la ejecución de acciones integradas de promoción, prevención, curación, rehabilitación y cuidados paliativos de salud”.


“Artículo 14 E.- En uso de las atribuciones que le confiere el artículo 14 C, números 4 y 5, el Director Regional de Salud, previa instrucción del procedimiento sumarial que regule el reglamento y asegurando la defensa de los intereses de las partes involucradas, podrá aplicar las siguientes sanciones:

1.
Amonestación.

2.
Multa, a beneficio de la respectiva Dirección Regional de Salud, de hasta 1.000 unidades de fomento, 

3.
Clausura.

4.
Cancelación de la autorización sanitaria para funcionar.

5.
Las demás que las leyes y reglamentos autoricen aplicar a la autoridad sanitaria”.


“Artículo 14 F.- Para el cumplimiento de sus funciones fiscalizadoras a que se refieren los artículos 14 C, números 4 y 5, y 14 E, el Director Regional de Salud podrá inspeccionar todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos relacionados explícitamente con salud, que obren en poder del organismo fiscalizado, y requerir de éste o de sus jefes superiores, administradores, asesores o personal, los antecedentes y explicaciones que juzgue necesarios para su información. Igualmente, podrá solicitar, a éstos o a terceros directamente relacionados con la materia fiscalizada, la entrega de cualquier documento o libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado. Salvo las excepciones autorizadas por el Director Regional de Salud, todos los libros, archivos y documentos de las entidades y personas mencionadas deberán estar permanentemente disponibles para su examen.


Además, podrá citar a declarar a los jefes superiores, representantes, administradores, asesores y dependientes de los organismos fiscalizados o de terceros directamente relacionados con la materia fiscalizada, cuyo conocimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones.


En el cumplimiento de las funciones fiscalizadoras, la autoridad deberá cautelar los derechos de las personas consagrados en la ley Nº 19.628 y las normas sobre secreto profesional”.


“Artículo 14 G.- En contra de las resoluciones o instrucciones administrativas que dicte el Director Regional de Salud, en uso de la facultades de fiscalización descritas en los artículos anteriores, podrá deducirse recurso de reposición ante esa misma autoridad dentro del plazo de cinco días hábiles, contados desde la fecha de la notificación de la resolución o instrucción.


El Director Regional de Salud deberá pronunciarse sobre el recurso, en el plazo de cinco días hábiles, desde que se interponga.


Resuelto por Director Regional de Salud el recurso de reposición, el afectado podrá reclamar de ello, dentro del plazo de quince días hábiles contado desde la notificación de la medida, ante el ministro de Salud, quien dispondrá de treinta días para resolver”.


“Artículo 14 H.- Será facultad del Director Regional de Salud ordenar, a la autoridad que corresponda, la instrucción de investigaciones o sumarios administrativos respecto del personal directivo de los Servicios de Salud, en lo referente al cumplimiento de las normas de calidad, sin perjuicio de las facultades que sobre la misma materia tengan los Directores de dichos organismos y la Contraloría General de la República.


Asimismo, el Director Regional de Salud podrá aplicar al Director del Servicio de Salud o al Director del establecimiento público de salud respectivo, cuando éste no diere cumplimiento a las instrucciones emitidas por el Director Regional de Salud en uso de sus atribuciones legales, previa investigación de los hechos, las sanciones de amonestación, censura o multa. El monto de la multa fluctuará entre una y cinco unidades tributarias mensuales y podrá ser reiterada un vez cada treinta días, mientras se mantenga el incumplimiento. De dicha multa, responderá personalmente el infractor”.

12) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Los siguientes organismos dependerán del Ministerio de Salud, en la forma que establece esta ley:

1.
Los Servicios de Salud;

2.
El Fondo Nacional de Salud;

3.
La Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud; 

4.
Los Establecimientos de Salud de Carácter Experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nºs 29, 30 y 31, todos del año 2000 y del Ministerio de Salud, conforme a dichos cuerpos legales, y

5.
El Instituto de Salud Pública de Chile.


Dichos organismos dependerán del Ministerio a través de la Subsecretaría de Redes Asistenciales, excepto el Instituto de Salud Pública de Chile, el que lo hará a través de la Subsecretaría de Salud Pública”.

13) En el artículo 16:

a)
Sustitúyese, en el primer párrafo del inciso primero, la expresión “los Servicios” por “los Servicios o el Servicio”; y la frase “fomento, protección y recuperación de la salud y rehabilitación de las personas enfermas”, por la frase “promoción, prevención, curación, rehabilitación y cuidados paliativos de salud”.

b)
Sustitúyese, en el inciso primero, el párrafo que dice: “Siete en la Región Metropolitana de Santiago: Central, Sur, Sur-Oriente, Oriente, Norte, Occidente y Servicio de Salud del Ambiente.” por el siguiente: “Seis en la Región Metropolitana de Santiago: Central, Sur, Sur-Oriente, Oriente, Norte y Occidente”.

14) Intercálase, a continuación del artículo 16, el siguiente artículo 16 bis, nuevo:


“Artículo 16 bis.- La Red Asistencial de cada Servicio de Salud estará constituida por el conjunto de establecimientos asistenciales públicos, incluidos los de atención primaria de salud municipal y los privados en convenio con el Servicio de Salud respectivo, conforme al artículo 2º de esta ley, dentro de su territorio, los cuales deberán colaborar y complementarse entre sí para resolver de manera efectiva las necesidades de salud de la población. 


La Red Asistencial de cada Servicio de Salud deberá colaborar y complementarse con la de los otros Servicios de Salud, a fin de resolver adecuadamente las necesidades de salud de la población”.

15) Deróganse los incisos segundo y tercero del artículo 17.

16) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- Cada Servicio estará a cargo de un Director designado por decreto supremo del Ministerio de Salud y que será funcionario de la confianza del Presidente de la República. 


El Director deberá ser un profesional universitario con competencia, experiencia, conocimientos y habilidades acreditadas en el ámbito de la gestión en salud. Será nombrado a partir de un proceso de selección público y será evaluado anualmente por el Ministerio de Salud, de acuerdo con los resultados de su gestión y con los objetivos diseñados al momento de su nombramiento, en la forma que señale el reglamento”.

17) Intercálase, a continuación del artículo 18, el siguiente artículo 18 bis, nuevo: 


“Artículo 18 bis.- Al Director le corresponderá la organización, planificación, coordinación y control de las acciones de salud que presten los establecimientos de la Red Asistencial del territorio de su competencia, para los efectos del cumplimiento de las políticas, normas, planes y directivas generales impartidas por el Ministerio de Salud. 


Dicha autoridad, conforme a la ley, deberá velar especialmente por fortalecer la capacidad resolutiva del nivel primario de atención.


El Director deberá, asimismo, velar por la efectiva y eficiente derivación y contraderivación de los usuarios del Sistema, tanto dentro como fuera de la mencionada Red”.

18) En el artículo 20:

a)
Sustitúyese la letra a) por la siguiente:


“a) Velar y, en su caso, dirigir la ejecución de los planes, programas y acciones de salud de la Red Asistencial; como, asimismo, coordinar, asesorar y controlar todos los establecimientos del Servicio”.

b)
Sustitúyese la letra m) por la siguiente:


“m) Delegar sus atribuciones conforme a la ley;”.

c)
Sustitúyense, en la letra n), la conjunción “y” y la coma (,) que le antecede, por un punto y coma (;).

d)
Intercálase, a continuación de la letra n), la siguiente letra o) nueva, pasando la actual letra ñ) a ser letra p): 


“o) Declarar la exclusión, fuera de uso o dar de baja, los bienes muebles del Servicio, pudiendo utilizar cualquier mecanismo que asegure la publicidad y libre e igualitaria participación de terceros en la enajenación, y”.

19) Intercálanse, a continuación del artículo 21, los siguientes artículos 21 A, 21 B, 21 C y 21 D, nuevos:


“Artículo 21 A.- Los establecimientos de salud dependientes del Servicio de Salud, si cumplen los requisitos señalados en el artículo siguiente, tendrán la denominación que éste señala y las atribuciones y condiciones que señala el artículo 21 C. 


En relación con dichos establecimientos, un reglamento, que será también suscrito por el ministro de Hacienda, deberá regular el sistema de postulación y clasificación; las etapas que contemple el proceso; los requisitos que deberá cumplir y las condiciones y facultades del establecimiento en cada una de las etapas; los mecanismos de evaluación y control; y las causales de revocación de la clasificación otorgada, entre otras materias”.


“Artículo 21 B.- Para que los establecimientos puedan ingresar al sistema de postulación como “Establecimiento de Autogestión en Red”, el reglamento exigirá, como mínimo, el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a)
Cumplir satisfactoriamente los estándares e indicadores fijados en convenios, normas técnicas u otros instrumentos emanados de la autoridad competente, para la atención de los beneficiarios de la ley Nº 18.469, en términos de oportunidad, calidad e indicadores de gestión clínica.

b)
Haber implementado satisfactoriamente sistemas o mecanismos de gestión básicos y desarrollo de competencias en áreas tales como planificación y control de gestión; gestión de administración de personal; atención y apoyo al usuario; administración financiero-contable y auditoría interna; sistemas de participación de los trabajadores y usuarios del establecimiento; sistemas de cuenta pública y control social, entre otras.


Para cada uno de los sistemas o competencias anteriores, se establecerán estándares e indicadores que luego serán verificados por la autoridad, sobre la base de informes externos, de la forma en que el reglamento lo señale.

c)
Lograr equilibrio financiero, lo que se expresará, entre otras variables, en que la proyección de los ingresos calculados sea equivalente a los gastos devengados para el ejercicio presupuestario siguiente; que el plazo de las obligaciones devengadas y no pagadas no sea superior a sesenta días, y que la proyección del gasto en personal se encuentre financiada para el año correspondiente.

d)
Obtener niveles de satisfacción de los usuarios, conforme a parámetros definidos en un sistema objetivo de medición”.


“Artículo 21 C.- Los establecimientos a que se refiere el artículo 21 A contarán, de acuerdo con la etapa del proceso en que se encuentren, entre otras atribuciones, con las siguientes condiciones y facultades especiales, en la forma que señale el reglamento:

a)
Administrar y disponer de sus ingresos propios, conformados por los recursos obtenidos de la facturación por ventas y servicios a privados; por la recuperación de seguros de accidentes; por la recuperación de subsidios por incapacidad laboral, y por donaciones, según la normativa presupuestaria que les fuere aplicable.


El 20% del monto que resulte del total de dichos ingresos, descontados los costos fijos y variables necesarios para la generación de éstos, será destinado a un fondo que será administrado por el Servicio de Salud respectivo, para la capacitación del personal, adquisición de equipamiento crítico, cumplimiento del Régimen de la ley Nº 18.469 y fortalecimiento de la atención primaria de la Red Asistencial correspondiente.

b)
Celebrar convenios con el Fondo Nacional de Salud para percibir directamente el financiamiento proveniente de programas de prestaciones valoradas. Estos convenios deberán ser previamente autorizados por el Director del Servicio de Salud respectivo, a fin de velar por lo dispuesto en la letra a) del artículo precedente. 

c)
Celebrar contratos de compra de prestaciones de servicio con personas naturales, para el desempeño al interior del establecimiento de tareas o funciones clínicas, generales o específicas, que requiera para el cumplimiento de sus funciones, especialmente las relacionadas con el Régimen de Garantías en Salud. Dichos contratos deberán contemplar similares condiciones remuneracionales que los funcionarios de dichos establecimientos, de acuerdo con las funciones y responsabilidad que desempeñen. 


El gasto asignado a este ítem no podrá exceder del 20% del total del presupuesto asignado al establecimiento respectivo.

d)
La gestión y administración de sus recursos. El establecimiento que haya cumplido todas las etapas contará con la plenitud de las facultades en esta materia. 

e)
Acceder a los beneficios económicos asociados al proceso de clasificación del establecimiento, los que alcanzarán al director y al personal de éste regido por el decreto ley Nº 249, de 1973, en la forma, monto y condiciones que se determinen en la ley, mientras mantenga la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red”.


Dichos establecimientos mantendrán su dependencia de la Red Asistencial, serán supervigilados y controlados por el Servicio de Salud respectivo, y fiscalizados por el Secretario Regional Ministerial, conforme a la ley. 


Se adquirirá la clasificación mediante resolución fundada del Ministerio de Salud, previa visación del Ministerio de Hacienda. De igual manera deberá revocarse la clasificación otorgada, cuando los establecimientos dejen de cumplir los requisitos o incurran en incumplimiento de sus funciones u obligaciones, conforme lo determine el reglamento”.


“Artículo 21 D.- En cada Servicio de Salud existirá un Consejo de la Red Asistencial, el que tendrá carácter consultivo y conocerá de la gestión del Servicio, en lo referido a sus planes de trabajo, así como de su gestión programática, financiera y presupuestaria.


En el desempeño de sus funciones, este Consejo conocerá, anticipadamente, el plan anual de trabajo del Servicio y la rendición de cuentas de su autoridad, dejando constancia de los reparos y alcances que surjan, los que serán enviados al respectivo Secretario Regional Ministerial de Salud. 


El Consejo estará constituido por representantes de usuarios y de establecimientos de salud públicos, de todos los niveles de atención, y privados que integren la Red Asistencial del Servicio.


La composición y funcionamiento del Consejo serán determinados en el reglamento”.

20) Sustitúyese, en el artículo 23, la frase: “del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960” por la siguiente: “de la ley Nº 18.834”.

21) Sustitúyese el artículo 24 por el siguiente:


“Artículo 24.- Los Servicios se financiarán con los siguientes recursos:

a)
Con los aportes y pagos que efectúe el Fondo Nacional de Salud por las prestaciones que otorguen a los beneficiarios de la ley Nº 18.469;

b)
Con los fondos que ponga a su disposición la Subsecretaría de Redes Asistenciales para la ejecución de acciones de salud pública;

c)
Con las tarifas que cobren, cuando corresponda, por los servicios y atenciones que presten, fijadas en aranceles, convenios u otras fuentes; 

d)
Con los frutos que produzcan sus bienes propios y con el producto de la enajenación de esos mismos bienes. Esta norma no se aplicará a la parte de dichos recursos que, por disposición especial o por acto testamentario o de donación, tenga un destino o finalidad determinado;

e)
Con los bienes que adquieran por donación, herencia o legado;

f)
Con las participaciones, contribuciones, arbitrios, subvenciones, aportes, transferencias, rentas, utilidades, multas y otros recursos que reciban, y

g)
Mediante presentación de proyectos a fondos concursables y a instituciones u organismos solidarios”.


22) En el inciso primero del artículo 27:

a)
Agrégase, en la letra a), a continuación de la palabra “ley” y antes del punto y coma (;), la siguiente frase: “y fiscalizar la recaudación de los señalados en la letra b) de dicho artículo”.

b)
Suprímese, en la letra d), la conjunción “y”, con que finaliza. 

c)
Intercálanse, a continuación de la letra d), las siguientes letras e) y f), nuevas, pasando la actual letra e) a ser letra g):


“e) Otorgar a los beneficiarios de la ley Nº 18.469 el Régimen de Garantías en Salud, y financiar a estos las prestaciones que no formen parte de dicho Régimen, conforme a la ley;”.


“f) Conocer y resolver, de acuerdo con la normativa vigente, los reclamos que sus beneficiarios efectúen, conforme a los procedimientos que fije el Ministerio de Salud, sin perjuicio de la competencia de otros organismos públicos, conforme a la ley, y”.

23) Intercálase, en el artículo 30, a continuación de la letra j), la siguiente letra k), nueva, pasando las actuales letras k) y l), a ser l) y m), respectivamente:


“k) Proponer, a la autoridad que corresponda, la aplicación de las medidas administrativas que procedieren a los funcionarios que incurrieren en incumplimiento de los convenios relacionados con las garantías establecidas en el Régimen de Garantías en Salud;”.

24) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 31, el numeral “28” por el numeral “31”.

25) En el artículo 39:

a)
Sustitúyese, en la letra k), la palabra “reglamento” por la siguiente expresión: “artículo 42”.

b)
Sustitúyese la letra l) por la siguiente:


“l) Delegar sus atribuciones conforme a la ley Nº 18.575”.

26) Sustitúyese, en el artículo 40, la frase: “del decreto con fuerza de ley Nº 338, de 1960” por la siguiente: “de la ley Nº 18.834”.

27) Sustitúyese el artículo 42 por el siguiente:


“Artículo 42.- En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley Nº 18.575 y en la letra k) del artículo 39 de este cuerpo legal, el Director determinará la estructura y organización interna del Instituto, así como los cometidos que correspondan a cada una de las unidades que lo integren”.

28) En el artículo 50:

a)
Sustitúyese, en la letra e), la palabra “reglamento” por la siguiente expresión: “artículo 51”.

b)
Reemplázase la letra f) por la siguiente:


“f) Delegar sus atribuciones conforme a la ley Nº 18.575”.

29) Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:


“Artículo 51.- En conformidad con lo establecido en el artículo 31 de la ley Nº 18.575 y en la letra e) del artículo 51 de este cuerpo legal, el Director determinará la estructura y organización interna de la Central, así como los cometidos que correspondan a cada una de las unidades que la integren”.

30) Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 52, las letras a) y b) por las siguientes:


“a) El subsecretario de Redes Asistenciales, o su representante, quien la presidirá;”


“b) Un representante del ministro de Salud;”

31) En el capítulo VI:


a)
Intercálase, entre el epígrafe del Capítulo y el artículo 56, lo siguiente:


“TÍTULO I

Normas Generales”
b)
Intercálanse, a continuación del artículo 60, los siguientes Títulos II, III, IV, V, VI, VII y VIII, nuevos, pasando los actuales artículos 61 y 62 a ser 84 y 85, respectivamente.

“TÍTULO II

De la Asignación de Desarrollo y Estímulo al Desempeño Colectivo

Artículo 61.- Establécese, para el personal perteneciente a las plantas de auxiliares, técnicos y administrativos, sea de planta o a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo, la que contendrá un componente base y otro variable asociado al cumplimiento anual de metas sanitarias y al mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de los organismos señalados.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios para alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior, o para más de una, sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentre, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


Artículo 62.- El monto mensual que corresponderá a cada funcionario por concepto de asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo, se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185, y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699.


El componente base ascenderá al 5,5% aplicado sobre la base señalada en el inciso primero. El componente variable será de 5,5% de igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 2,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas. 


Artículo 63.- Para efectos de otorgar el componente variable de la asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo señalada en los artículos precedentes, se aplicarán las reglas siguientes:

1.
El Ministerio de Salud fijará, antes del 10 de septiembre de cada año, las metas sanitarias nacionales para el año siguiente y los objetivos de mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de cada uno de los Servicios de Salud. 

2.
Conforme al marco señalado en el número anterior, el Director de cada Servicio de Salud determinará para cada uno de sus establecimientos, incluida la Dirección del Servicio, las metas específicas y los indicadores de actividad, previa aprobación por parte del Secretario Regional Ministerial de Salud respectivo. 

3.
Para efectos de la determinación de las metas, el respectivo Director de Servicio deberá requerir la opinión de un Comité Técnico Consultivo, presidido por dicha autoridad e integrado por el Subdirector Médico del Servicio de Salud, por los Directores de establecimientos de salud del Servicio, por un representante de la asociación de funcionarios en que el personal de técnicos tenga mayor representación y por un representante de la asociación de funcionarios en que el personal de administrativos y auxiliares tenga, en su conjunto, mayor representación, en el respectivo Servicio de Salud; sin perjuicio de las consultas adicionales a otras instancias que estime pertinentes”.

4.
En relación con dichas metas específicas, se evaluará el desempeño de cada establecimiento. 

5.
La evaluación del nivel de cumplimiento de las metas fijadas a cada establecimiento se efectuará por el Secretario Regional Ministerial de Salud respectivo, en el plazo que señale el reglamento, a partir de la información proporcionada por los Servicios de Salud y por los propios establecimientos, la que deberá ser entregada por dichas entidades a la señalada autoridad, a más tardar, el 31 de enero de cada año. La resolución que dicte el Secretario Regional Ministerial de Salud será apelable ante el ministro de Salud en el plazo de diez días, contado desde el tercer día hábil siguiente al despacho de la resolución por carta certificada dirigida al domicilio del Servicio de Salud correspondiente.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, regulará los procedimientos destinados a la definición y evaluación del grado de cumplimiento de las metas anuales, los plazos que deberán cumplirse durante el proceso de evaluación, el mecanismo para determinar las asociaciones de funcionarios con mayor representatividad y sus representantes, y las demás disposiciones necesarias para el otorgamiento de esta asignación.

TÍTULO III

De la Asignación de Acreditación Individual y Estímulo al Desempeño Colectivo

Artículo 64.- Establécese, para el personal perteneciente a la planta de profesionales, sea de planta o a contrata, de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, y para el personal de la planta de directivos de carrera ubicados entre los grados 17º y 11º, ambos inclusive, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación de acreditación y estímulo al desempeño colectivo, la que contendrá un componente por acreditación individual y otro asociado al cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de los organismos señalados.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios para alguna de las entidades señaladas en el inciso anterior, o para más de una, sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas y que se encuentre, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


Artículo 65.- El monto mensual que corresponderá a cada funcionario por concepto de asignación de acreditación y estímulo al desempeño colectivo, se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185, y, cuando corresponda, la señalada en el artículo 2º de la ley Nº 19.699. 


El componente de acreditación individual ascenderá a un máximo de 5,5%, conforme a los años de servicio del funcionario en los Servicios de Salud o sus antecesores legales, aplicado sobre la base señalada en el inciso primero. El componente de cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios, será de 5,5% de igual base de cálculo, para aquellos funcionarios que se desempeñen en las entidades que hubieren cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, y de 2,75% para aquellos funcionarios de las entidades que cumplan entre el 75% y menos del 90% de las metas fijadas.


Artículo 66.- Para efectos de otorgar el componente de acreditación individual, se aplicarán las reglas siguientes:

1.
Los profesionales deberán participar en el proceso de acreditación cada tres años, el que consistirá en la evaluación de las actividades de capacitación que sean pertinentes al mejoramiento de la gestión de los organismos y al mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios. Para estos efectos, el respectivo Servicio de Salud deberá disponer, al menos una vez al año, para quienes cumplan el respectivo período, de todas las medidas necesarias para implementar dicho proceso.

2.
Accederán al beneficio los funcionarios que hubieren aprobado el proceso de acreditación.

3.
El monto del componente de acreditación individual dependerá de los años de servicio del funcionario en los Servicios de Salud o sus antecesores legales, según la siguiente tabla:

Hasta 3 años
3%

Más de 3 años hasta 6 años
5%

Más de 6 años hasta 9 años
5,5%

4.
Para los funcionarios que tengan más de nueve años de servicio, la asignación pasará a ser permanente, con un porcentaje igual al de la última acreditación que hayan aprobado. 

5.
En caso de que un funcionario no apruebe uno de los procesos de acreditación, no accederá al incremento del componente, pero mantendrá el porcentaje obtenido por las acreditaciones anteriores.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, regulará el mecanismo, la periodicidad y las demás disposiciones necesarias para la implementación del procedimiento de acreditación y el otorgamiento del componente de acreditación individual. 


Artículo 67.- Para efectos de otorgar el componente por cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios, de la asignación señalada en el artículo 64, se aplicarán las reglas señaladas en el artículo 63, efecto para el cual las asociaciones de funcionarios beneficiarios de esta asignación tendrán un solo representante.

TÍTULO IV

De la Asignación de Estímulo a la Función Directiva

Artículo 68.- Establécese, para el personal de la planta de directivos de confianza y de carrera superiores al grado 11 de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, una asignación de estímulo que se regirá por las siguientes normas:

1.
Para el personal directivo que se desempeña en establecimientos de salud que, conforme a lo señalado en el artículo 21 A de la presente ley, pueden optar a la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red”, esta asignación estará asociada íntegramente a la obtención por parte del establecimiento de la categoría mencionada.

2.
Para el personal directivo que se desempeña en la Dirección de los Servicios de Salud, esta asignación estará asociada a dos factores: la obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red” de los establecimientos de su dependencia, y el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria y/o sus establecimientos cuando corresponda, ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional, conforme a lo señalado en el artículo 4º de la ley Nº 19.813.


Corresponderá esta asignación al personal que haya prestado servicios para alguna de las entidades señaladas en el inciso primero, o para más de una, sin solución de continuidad, durante todo el año objeto de la evaluación del cumplimiento de metas fijadas, y que se encuentre, además, en servicio al momento del pago de la respectiva cuota de la asignación.


Artículo 69.- El monto mensual que corresponderá a cada funcionario de la Planta Directiva por concepto de asignación de estímulo, se calculará sobre el sueldo base más las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 19 de la ley Nº 19.185 y, cuando corresponda, la asignación de responsabilidad superior otorgada por el decreto ley Nº 1.770, de 1977, y la asignación del artículo 2º de la ley Nº 19.699.


Esta asignación será de 11% sobre la base señalada en el inciso primero, para aquellos funcionarios de la planta directiva que se desempeñen en las entidades que obtengan la clasificación en la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red”. 


Para el personal directivo que se desempeñe en la Dirección de los Servicios de Salud, la asignación corresponderá a 11% de la base de cálculo señalada en el inciso primero, conforme a la siguiente distribución:

a)
Hasta 8% por la obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red” de los establecimientos de su dependencia. El porcentaje por pagar se determinará multiplicando el 8% por el cuociente resultante de dividir el número de establecimientos que hayan efectivamente obtenido dicha clasificación por el total de los establecimientos dependientes de la Dirección del Servicio, y

b)
Hasta 3% por el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria y/o sus establecimientos cuando corresponda, ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional del Servicio, conforme a lo señalado en el artículo 4º de la ley 
Nº 19.813. En este caso, el porcentaje por pagar se determinará multiplicando el 3% por el cuociente resultante de dividir el número de entidades y/o establecimientos que efectivamente hayan cumplido el 90% o más de las metas fijadas para el año anterior, por el total de entidades administradoras y/o sus establecimientos, ubicados en el territorio jurisdiccional del Servicio.


Artículo 70.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, regulará el mecanismo y las demás disposiciones necesarias para otorgar el componente por obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red”, de la asignación señalada en el artículo 68. 


Artículo 71.- Las asignaciones señaladas en los artículos 61, 64 y 68, se pagarán en cuatro cuotas, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. El monto por pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de los porcentajes establecidos precedentemente.


Estas asignaciones tendrán carácter de imponibles para fines de previsión y salud. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentren afectas, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


TÍTULO V

De la Asignación de Turno

Artículo 72.- Establécese una asignación de turno para el personal de planta y a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, que labora efectiva y permanentemente en puestos de trabajo que requieren atención las 24 horas del día, durante todos los días del año, en un sistema de turno integrado por cuatro o tres funcionarios, quienes alternadamente cubren ese puesto de trabajo, en jornadas de hasta doce horas, mediante turnos rotativos. Estos turnos podrán comprender un número de horas superior a la jornada ordinaria de trabajo del funcionario.


Dicha asignación estará destinada a retribuir pecuniariamente al referido personal el desempeño de jornadas de trabajo en horarios total o parcialmente diferentes de la jornada ordinaria establecida en el artículo 59 de la ley Nº 18.834, incluso en horario nocturno y en días sábados, domingos y festivos, acorde con las necesidades de funcionamiento asistencial ininterrumpido de los establecimientos de salud. 


La ley de Presupuestos, respecto de cada Servicio de Salud, expresará el número máximo de funcionarios afectos al sistema de turno integrado por cuatro y por tres funcionarios, separadamente.


Artículo 73.- Esta asignación será imponible sólo para efectos de pensiones y de salud y será incompatible con la asignación establecida en la letra c) del artículo 93 de la ley 
Nº 18.834.


El personal que labora en el sistema de turno de que trata este Título no podrá desempeñar trabajos extraordinarios de ningún tipo, salvo cuando se trate de trabajos de carácter imprevisto motivados por emergencias sanitarias o necesidades impostergables de atención a pacientes, los que deberán ser calificados por el Director del Servicio de Salud respectivo mediante resolución fundada. En estos casos, será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 60 de la ley Nº 18.834.


Artículo 74.- Para tener derecho a la asignación de turno, los funcionarios deberán estar formalmente destinados a prestar servicios en los puestos de trabajo cuya jornada sea ininterrumpida, a través de resoluciones anuales del Director del establecimiento de salud correspondiente.


Esta asignación se percibirá mientras el trabajador se encuentre en funciones en los puestos de trabajo mencionados, e integre el sistema de turnos rotativos cubiertos por cuatro o tres funcionarios, manteniendo el derecho a percibirla durante los períodos de ausencia con goce de remuneraciones originados por permisos, licencias y feriado legal. Asimismo, será considerada como estipendio de carácter general y permanente, para efectos del inciso tercero del artículo 21 de la ley Nº 19.429. 


Artículo 75.- Las horas extraordinarias que, en virtud de lo dispuesto en la letra c) del artículo 93 de la ley Nº 18.834, puedan percibir los funcionarios de planta y a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley 
Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, cualquiera que sea el motivo de su origen, no constituirán remuneración permanente para ningún efecto legal. En consecuencia, no se percibirán durante los feriados, licencias y permisos con goce de remuneraciones.


TÍTULO VI

De la Asignación de Responsabilidad

Artículo 76.- Establécese una asignación de responsabilidad para el personal de la planta de profesionales, de planta y a contrata de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, con contratos de 44 horas, que desempeñen funciones de responsabilidad de gestión en los Hospitales, Consultorios Generales Urbanos y Rurales, Centros de Referencia de Salud (CRS) y Centros de Diagnóstico Terapéutico (CDT).


Esta asignación se otorgará mediante concurso, será imponible para los efectos de previsión y salud y se reajustará en la misma oportunidad y porcentajes en que se reajusten las remuneraciones del sector público.


Durante el período en que los profesionales perciban la asignación de responsabilidad, tendrán la categoría de Jefe Directo para los efectos previstos en el Párrafo 3 del Título II de la ley Nº 18.834.


Artículo 77.- Esta asignación se otorgará conforme a las reglas siguientes:

1.
El número de cupos por establecimiento es el determinado en el artículo siguiente.

2.
Para los efectos de realizar el o los concursos correspondientes, se constituirá en el establecimiento respectivo un comité conformado por el jefe de personal o por quien ejerza las funciones de tal y por quienes integran el Comité de Selección a que se refiere el 
artículo 18 de la ley Nº 18.834. Se considerará, además, la participación con derecho a voz de un representante de la asociación de funcionarios de los profesionales que, según su número de afiliados, posea mayor representatividad a nivel local. 

3.
En el o los concursos para acceder a esta asignación, se considerarán los siguientes factores y con la ponderación indicada en cada caso:

FACTORES
PONDERACIÓN

Capacitación pertinente
30%

Evaluación de Desempeño
20%

Experiencia Calificada
20%

Aptitud para el cargo (Entrevista)
30%

4.
El o los cupos disponibles se asignarán en orden de prelación al funcionario o funcionarios que logren el mayor puntaje en el proceso de concurso y sólo en la medida en que cumplan con los requisitos mínimos para su asignación. 

5.
Se otorgará por un período máximo de tres años, siempre que se desempeñe efectivamente la función de responsabilidad de gestión en el establecimiento en el que fue otorgada. En todo caso, el funcionario podrá concursar nuevamente por la asignación, en la medida en que cumpla los requisitos para ello.

6.
Se deberá realizar concurso cada vez que uno o más de los cupos asignados al establecimiento quede disponible.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, determinará las funciones de responsabilidad de gestión que podrán ser objeto de esta asignación y todas las otras normas necesarias para la aplicación de este beneficio.


Artículo 78.- El monto máximo anual por establecimiento de esta asignación corresponderá a la cantidad establecida en la tabla siguiente, el que deberá ser distribuido entre la totalidad de los cupos asignados al establecimiento, sea en partes iguales o diferenciadas, valor que se reajustará en la misma oportunidad y porcentajes en que lo sean las remuneraciones del sector público. En todo caso, la asignación individual no podrá ser inferior al monto promedio anual por persona reducido en 10%, ni superior al mismo promedio aumentado en 10%. Asimismo, el establecimiento no podrá exceder el monto máximo anual que le haya sido asignado ni el número de cupos establecidos. 

	Tipo de 

establecimiento
	Cupos máximos por establecimiento
	Monto máximo anual por establecimiento
	Monto promedio anual por persona

	Hospital Alta 

complejidad
	12
	$ 6.960.000
	$ 580.000

	Hospital Media 

complejidad
	9
	$ 3.366.000
	$ 374.000

	Hospital Baja 

complejidad
	2
	$ 424.000
	$ 212.000

	Consultorios Generales Urbanos y Rurales;
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Referencia 

de Salud (CRS);
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Diagnóstico Terapéutico (CDT)
	1
	$ 212.000
	$ 212.000



La asignación otorgada a cada funcionario se pagará en cuotas mensuales iguales. La primera de ellas se pagará el día primero del mes siguiente al de la total tramitación del acto administrativo que la conceda. 


En caso de que el establecimiento no asigne todos los cupos que tiene disponibles, su monto fijo anual se verá reducido en el promedio anual por persona, por cada uno de los cupos no asignados. 


El número total de cupos a nivel nacional será de 1.259 asignaciones al año, con un costo anual máximo de $515 millones, reajustable en la forma señalada en el inciso primero.


Artículo 79.- Lo dispuesto en el párrafo final de la letra h) del artículo 1º de la ley 
Nº 19.490 será aplicable a los beneficios referidos en los artículos 61, 64, 68, 72 y 76 de esta ley.

TÍTULO VII

De la Promoción en la Carrera Funcionaria

Artículo 80.- La promoción de los funcionarios de las plantas de Técnicos, Administrativos y Auxiliares de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile, de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, se efectuará mediante un procedimiento de acreditación de competencias, en el cual se evaluará la capacitación, la experiencia calificada y la calificación obtenida por el personal en el período objeto de acreditación.


Los funcionarios deberán someterse anualmente al sistema de acreditación de competencias en el cargo que sirvan. 


Con el resultado de los procesos de acreditación de competencias, los servicios confeccionarán un escalafón de mérito para el ascenso, disponiendo a los funcionarios de cada grado de la respectiva planta en orden decreciente conforme al puntaje obtenido en dicho proceso, el que tendrá una vigencia anual a contar del 1 de enero de cada año. 


Producida una vacante, será promovido el funcionario que se encuentre en el primer lugar del referido escalafón. En caso de producirse un empate, operarán los criterios de desempate establecidos en el artículo 46 de la ley Nº 18.834.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, fijará los parámetros, procedimientos, órganos, modalidades específicas para cada planta y demás normas que sean necesarias para el funcionamiento del sistema de acreditación, fundado en criterios técnicos, objetivos e imparciales, que permitan una efectiva evaluación de la competencia e idoneidad de los funcionarios. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo y en el siguiente, será aplicable a los funcionarios lo dispuesto en el artículo 45 de la ley Nº 18.834.


Artículo 81.- Para todos los efectos legales, la promoción de los funcionarios de la planta de directivos de carrera y de la planta de profesionales de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile; de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud y de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, se hará por concursos internos. 


Las bases de los concursos internos considerarán cuatro factores, a saber: capacitación pertinente, evaluación del desempeño, la experiencia calificada y aptitud para el cargo. Cada uno de estos factores tendrá una ponderación de 25%.


Para estos efectos existirá un comité conformado por el jefe de personal o por quien ejerza las funciones de tal y por quienes integran el Comité de Selección a que se refiere el 
artículo 18 de la ley Nº 18.834. Se considerará, además, la participación con derecho a voz de un representante de la asociación de funcionarios de los profesionales que, según su número de afiliados, posea mayor representatividad a nivel nacional, regional o local, según corresponda. 


En los concursos será promovido al cargo vacante el funcionario que obtenga el mayor puntaje y en ellos podrán participar los funcionarios profesionales de la planta que se ubiquen en los grados inferiores según la siguiente tabla: 




	GRADO VACANTE
	GRADOS QUE PUEDEN PARTICIPAR

	5º
	6º - 10º

	6º
	7º - 10º

	7º
	8º - 10º

	8º
	9º - 11º

	9º
	10º - 12º

	10º
	11º - 13º

	11º
	12º - 14º

	12º
	13º - 15º

	13º
	14º - 16º

	14º
	15º - 17º

	15º
	16º - 17º

	16º
	17º - 18º

	17º
	18º



Los concursos se sujetarán a las siguientes reglas:

1.
Los funcionarios, en un solo acto, deberán postular a una o más de las plantas respecto de las cuales cumplan con los requisitos legales, sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellas.

2.
La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

3.
Las vacantes que se produzcan por efecto de la provisión de los cargos, conforme al numeral anterior, se proveerán en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.

4.
En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el respectivo Jefe de Servicio.

TÍTULO VIII

De la Dotación

Artículo 82.- Establécese que hasta el 15% de los empleos a contrata de la dotación efectiva de personal de los Servicios de Salud, señalados en el artículo 16 de este cuerpo legal, se expresará para los asimilados a la planta de profesionales regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, en horas semanales de trabajo y será distribuido anualmente entre estos organismos por resolución del Ministerio de Salud.


Los Servicios de Salud no podrán realizar contrataciones por menos de 22 horas.


Conforme a lo señalado en el inciso precedente, los funcionarios que se encuentren contratados en empleos de 44 horas asimilados a los grados de la planta de profesionales, podrán voluntariamente y previa aprobación del respectivo Director de Servicio de Salud, reducir su jornada a empleos de 22 horas. En tal caso, el Servicio podrá contratar profesionales haciendo uso de las horas que queden disponibles.


Los empleos de profesionales a contrata de 22 horas darán derecho a percibir en un porcentaje proporcional del 50% los conceptos remuneracionales a que tiene derecho el desempeño de un empleo de 44 horas semanales, cualquiera que sea la regulación específica de cada uno de ellos.


Un mismo funcionario no podrá ser contratado, en total, por más de 44 horas, efecto para el cual se considerarán todos los nombramientos que posea en cualquier órgano de la Administración del Estado.


Los funcionarios contratados por 22 horas no podrán desempeñarse en los puestos de trabajo del sistema de turnos rotativos. En consecuencia, no tendrán derecho a percibir la asignación de turno de que trata el Título V de este Capítulo.


Artículo 83.- La Junta Calificadora que existirá en cada uno de los hospitales que integran los Servicios de Salud, conforme a lo establecido en el inciso sexto del artículo 30 de la ley Nº 18.834, estará integrada por los tres funcionarios de más alto nivel jerárquico, a excepción del Director del hospital, y por un representante del personal elegido por éste. Se considerará, además, la participación con derecho a voz de un representante de la asociación de funcionarios que, según su número de afiliados, posea mayor representatividad a nivel local.


El Director del hospital conocerá del recurso de apelación que puede interponer el funcionario ante la resolución de la Junta Calificadora o de la del Jefe directo en el caso del delegado del personal, conforme a lo establecido en el artículo 43 de la ley Nº 18.834”.


ARTÍCULO 2º.- Sustitúyese el artículo 5º del Código Sanitario por el siguiente:


“Artículo 5º.- Cada vez que el presente Código aluda a la autoridad sanitaria, deberá entenderse por ella al ministro de Salud, en las materias que son de competencia de dicha Secretaría de Estado; a los Directores Regionales de Salud, como sucesores legales de los Servicios de Salud y del Servicio de Salud del Ambiente de la Región Metropolitana, respecto de las atribuciones y funciones que este Código radica en dichas autoridades y que ejercerá dentro del territorio regional de que se trate; y al Director del Instituto de Salud Pública, en relación con las facultades que legalmente le corresponden respecto de las materias sanitarias que este Código regula, sin perjuicio de los funcionarios en quienes estas autoridades hayan delegado válidamente sus atribuciones”.


ARTÍCULO 3º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Salud, los que también deberán ser suscritos por el ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias, a saber:

a)
Para precisar las funciones de los servicios y entidades a que se refiere esta ley, de acuerdo con las normas de su artículo 1º;

b)
Para reorganizar dichos servicios y organismos públicos, o crearlos, en su caso, disponiendo, dentro de los márgenes que establece la ley Nº 18.575, la estructura y organización de cada uno de ellos, facilitando su mayor flexibilidad;

c)
Para crear el cargo de Subsecretario de Redes Asistenciales y los demás Directivos que sean indispensables para la buena marcha de las entidades a que se refiere este artículo;

d)
Para ordenar el traspaso de personal de una entidad a otra, en su misma calidad jurídica, con sus mismos grados y remuneraciones. Toda diferencia de remuneraciones que pudiere producirse deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que las remuneraciones que compensa y se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público;

e)
Para fijar las plantas de personal de estas entidades, de acuerdo con las letras c) y d) precedentes y para determinar los requisitos de ingreso y promoción de los cargos que compongan las diversas plantas de las instituciones a que se refiere esta ley. No obstante, dichos requisitos no serán exigibles para los actuales funcionarios que sean nombrados en las nuevas plantas para desempeñar empleos propios de su planta de origen;

f)
Para disponer que los jefes de servicio respectivos procedan a nombrar, en sus actuales cargos y calidad jurídica, sin solución de continuidad, a los personales que permanezcan en el servicio o a los traspasados a él, dentro del plazo que se disponga;

g)
La aplicación de las disposiciones del o de los decretos con fuerza de ley respecto de los personales involucrados no podrá significar, para ningún efecto legal, término de servicios o supresión o fusión de empleos o cargos ni, en general, cese de funciones o término de la relación laboral;

h)
Los funcionarios mantendrán sus regímenes de previsión y los derechos inherentes a ellos;

i)
Para conformar el presupuesto de cada una de las entidades antes mencionadas y traspasar a ellas los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes;

j)
Para disponer la dotación máxima anual de personal de cada una de las entidades antes referidas, el gasto máximo en materia de viáticos, honorarios y otros;

k)
Para establecer la fecha en que entrarán a regir las normas del o de los decretos con fuerza de ley a que se ha hecho referencia en las letras anteriores;

l)
Para establecer los montos mensuales y su reajustabilidad, que percibirá el personal por concepto de la asignación de turno a que se refiere el artículo 72 del decreto ley Nº 2.763, de 1979. Asimismo, fijará el número máximo de funcionarios que podrá percibir la asignación de turno y la bonificación compensatoria respecto del sistema integrado por cuatro personas, durante el primer año presupuestario de vigencia;

m)
Para determinar la fecha de supresión del Servicio de Salud del Ambiente de la Región Metropolitana, establecer el destino de sus recursos y el traslado de su personal. En tanto no se suprima dicho servicio, los funcionarios continuarán remunerados por el sistema que legalmente les correspondía a la fecha de publicación de este cuerpo legal, como asimismo les serán aplicables las normas contenidas en el Título VII del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, y en los artículos transitorios 1º, 7º y 10 de esta ley.

n)
Para aumentar o fusionar algunos de los organismos señalados en el artículo 16 del decreto ley Nº 2.763, de 1979.

o)
Para hacer aplicables al personal de la Subsecretaría de Redes Asistenciales las normas sobre carrera funcionaria, el sistema de remuneraciones y los beneficios que rijan respecto del personal de la Subsecretaría de Salud.

p)
En general, para establecer todas las disposiciones que sean necesarias para la adecuada aplicación de las normas de esta ley y el buen desempeño de las instituciones involucradas, incluida la posibilidad de determinar la o las fechas en que entrarán en vigencia las materias contenidas en esta ley.


ARTÍCULO 4º.- Modifícase la ley Nº 19.490, del siguiente modo:

1.
Sustitúyese el inciso segundo del artículo 3º por el siguiente:


“Dicha bonificación se regulará por lo dispuesto en el artículo 11 de la ley Nº 19.479, a excepción de los valores establecidos en la letra c) del inciso primero de esa misma norma. Para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, esta bonificación será de 15,5% para el 33% de los funcionarios de cada planta mejor evaluados, y de 7,75% para el 33% que le siga en orden descendiente de evaluación, hasta completar 66%. Para el personal de planta y a contrata del Fondo Nacional de Salud, esta bonificación será de 10% para el 33% de los funcionarios de cada planta mejor evaluados, y de 5% para el 33% que le siga en orden descendiente de evaluación, hasta completar el 66%”.

2.
En el artículo 4º:

a)
Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, lo siguiente: “No obstante lo señalado precedentemente, para el personal de planta y a contrata de la Subsecretaría de Salud; del Instituto de Salud Pública de Chile y de la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, la bonificación por desempeño institucional será de hasta el 15,5%”.

b)
Agrégase, el siguiente nuevo inciso octavo, pasando los actuales incisos octavo y noveno a ser noveno y décimo, respectivamente:


“Con independencia de la calificación que se obtenga, la bonificación de que trata este artículo será percibida por el 100% de los funcionarios de cada planta y los funcionarios a contrata asimilados a éstas”.


ARTÍCULO 5º.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 4º de la ley Nº 19.086, el párrafo relativo a la planta de profesionales, por el siguiente: “PLANTA DE PROFESIONALES: De grado 18º al grado 5º”.


ARTÍCULO 6º.- Déjese establecido que, a contar de la fecha de publicación de esta ley, los funcionarios de las profesiones de Asistentes Sociales, Enfermeras, Kinesiólogos, Matronas, Nutricionistas, Tecnólogos Médicos, Terapeutas Ocupacionales y Fonoaudiólogos, podrán acceder, entre los grados 18º al 5º, a los cargos vacantes de las plantas de las respectivas instituciones, o a los empleos a contrata asimilados a los mismos grados”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Los funcionarios de planta y a contrata regidos por la ley Nº 18.834 y el decreto ley Nº 249, de 1974, que se desempeñen en alguno de los Servicios de Salud señalados en el artículo 16 del decreto ley Nº 2.763, de 1979; en la Subsecretaría del Ministerio de Salud, en el Instituto de Salud Pública de Chile y en la Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud, mayores de sesenta años de edad, si son mujeres, y de sesenta y cinco años, si son hombres, que, después de los noventa días posteriores a la publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2004, presenten su renuncia voluntaria, tendrán derecho a percibir una indemnización de un mes del promedio de las últimas 12 remuneraciones imponibles, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados a alguno de los organismos señalados, con un tope de ocho meses de dicha remuneración. 


El monto de este beneficio se incrementará en un mes para aquellos funcionarios cuyas remuneraciones imponibles sean inferiores a $ 270.000 mensuales y en un mes para aquellos que tengan, a la fecha de publicación de la ley, más de sesenta y tres años si son mujeres y más de sesenta y ocho años tratándose de hombres. Las funcionarias tendrán derecho a un mes adicional de indemnización. En ningún caso este beneficio podrá ser superior a once meses de la remuneración señalada.


Para poder acceder a este beneficio, los funcionarios deberán reunir las condiciones señaladas en el inciso primero de este artículo a la fecha de publicación de esta ley. Durante el año 2003, podrán acceder a este beneficio 2.194 funcionarios, privilegiándose aquellos de menores rentas y mayor edad. Durante el año 2004, podrán acogerse otros 2.000 funcionarios. Aquellos funcionarios que, cumpliendo los requisitos antes señalados, no alcancen a acogerse a este beneficio durante el año 2003, podrán hacerlo el año 2004. Los cupos que no fueren utilizados en el año 2003, serán acumulables para el año siguiente. 


Esta indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. 


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también será suscrito por el ministro de Hacienda, determinará los calendarios de postulación y pago, los mecanismos para el otorgamiento y las demás disposiciones necesarias para la implementación de este beneficio.


Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en este artículo, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o a honorarios en alguno de los organismos señalados en el inciso primero, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Artículo segundo.- La asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo establecida en el artículo 61 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará en forma gradual durante un período de cuatro años, conforme al siguiente cronograma:

a)
año 2003:
- componente base
2,75%



-componente variable
0%

b)
año 2004:
- componente base
3,85%



- componente variable, hasta
1,65%

c)
año 2005:
- componente base
4,95%



- componente variable, hasta
3,3%

d)
año 2006:
- componente base
5,5%



- componente variable, hasta
5,5%


Artículo tercero.- El componente por acreditación individual a que se refieren los artículos 64, 65 y 66 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se implementará gradualmente entre el año 2003 y el 2006, según la siguiente tabla de progresividad: 

	Años de servicio del funcionario
	Año 2003
	Año 2004
	Año 2005
	Año 2006

	Hasta 3 años
	2,75%
	3%
	3%
	3%

	Más de 3 años y hasta 6 años
	2,75%
	3,75%
	4%
	5%

	Más de 6 años y hasta 9 años
	2,75%
	3,80%
	4,75%
	5,5%

	Más de 9 años
	2,75%
	3,85%
	4,95%
	5,5%



El proceso de acreditación a que se refieren los artículos 64, 65 y 66 del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, comenzará a operar el año 2005. 


En los años 2003 y 2004, el componente será pagado a todos los funcionarios señalados en el artículo 64 del referido decreto ley, sin necesidad de acreditarse, conforme a la tabla anterior.


Artículo cuarto.- El componente de cumplimiento anual de metas sanitarias y mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios a que se refieren los artículos 64, 65 y 67 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará durante los años 2003 al 2006 según la siguiente tabla:

	Porcentaje de cumplimiento
	2003
	2004
	2005
	2006

	90% o más
	0%
	1,65%
	3,3%
	5,5%

	Entre 75% y menos de 90%
	0%
	0,83%
	1,65%
	2,75%



Artículo quinto.- La asignación de estímulo a la función directiva, establecida en el 
artículo 68 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará para los funcionarios señalados en el número 1 del mismo artículo, en forma gradual durante un período de tres años, conforme al siguiente cronograma:


-año 2004:
hasta 5,5%


-año 2005:
hasta 8,25%


-año 2006:
hasta 11%


Artículo sexto.- La asignación de estímulo a la función directiva, establecida en el 
artículo 68 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, se otorgará para los funcionarios señalados en el número 2 del mismo artículo, en forma gradual, durante un período de tres años, conforme al siguiente cronograma:

a)
Año 2004: hasta el 5,5%, según la siguiente distribución: hasta el 4% por la obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red” de sus establecimientos dependientes; y de hasta 1,5% por el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primara ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional del Servicio, y sus establecimientos cuando corresponda. El porcentaje a pagar se determinará conforme a las reglas señaladas en el artículo 69 del decreto ley Nº 2.763, de 1979. 

b)
Año 2005: hasta el 8,25%, según la siguiente distribución: hasta el 6% por la obtención de la categoría de “Establecimiento de Autogestión en Red” de sus establecimientos dependientes; y hasta el 2,25% por el cumplimiento de las metas sanitarias de las entidades administradoras de salud primaria ubicadas en el respectivo territorio jurisdiccional del Servicio, y sus establecimientos cuando corresponda. El porcentaje por pagar se determinará conforme a las reglas señaladas en el artículo 69 del decreto ley Nº 2.763, de 1979.

c)
Año 2006: hasta el 11%, conforme a las reglas señaladas en el artículo 69 del decreto ley Nº 2.763, de 1979.


Artículo séptimo.- Las modificaciones a la ley Nº 19.490, contenidas en los numerales 1), con la excepción del personal del Fondo Nacional de Salud, y 2), letra a), del artículo 4º de la presente ley, se otorgarán en forma gradual, durante un período de cuatro años, conforme al siguiente cronograma:

1)
Bonificación de estímulo por desempeño funcionario:


a) Para el 33% de los funcionarios de cada planta mejor evaluados:


i) año 2003
:
12,75%


ii) año 2004
:
13,85%


iii) año 2005
:
14,95%


iv) año 2006
:
15,5%

b)
Para los funcionarios que sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 66% mejor evaluados respecto de cada planta: 


i) año 2003
:
6,38%


ii) año 2004
:
6,93%


iii) año 2005
:
7,48%


iv) año 2006
:
7,75%


2) Bonificación por desempeño institucional: El cumplimiento de las metas del año precedente dará derecho a los funcionarios: 


a) año 2003
:
hasta el 12,75%


b) año 2004
:
hasta el 13,85%


c) año 2005
:
hasta el 14,95%


d) año 2006
:
hasta el 15,5%


Artículo octavo.- La asignación de turno y la Bonificación Compensatoria a que se refieren los artículos 72, 73 y 74, respectivamente, todos del decreto ley Nº 2.763, de 1979, y decimotercero transitorio de esta ley, respectivamente, comenzarán a regir a contar del día primero del mes siguiente al de la publicación en el Diario Oficial del decreto con fuerza de ley a que se refiere la letra l) del artículo 3º de esta ley, respecto del personal que integre el sistema de turnos rotativos cubiertos por cuatro funcionarios.


Para los funcionarios que integren el sistema de turnos rotativos cubiertos por tres funcionarios, las correspondientes asignación de turno y bonificación compensatoria, comenzarán a regir conforme al siguiente cronograma:

1.
A partir del segundo semestre de 2004 se pagarán, por concepto de asignación de turno y bonificación compensatoria, los mismos montos que a esa fecha tenga asignado el personal de igual grado y planta que integre el sistema de turnos rotativos cubiertos por cuatro funcionarios. La diferencia correspondiente al mayor número de horas trabajadas será considerada como trabajo extraordinario y pagado de acuerdo con la normativa vigente, no aplicándose, en este caso, lo señalado en los artículos 73, inciso segundo, y 75, ambos del decreto ley Nº 2.763, de 1979.

2.
A partir del segundo semestre de 2005, se pagarán los montos que, para esa fecha, haya determinado el decreto con fuerza de ley a que se refiere la letra l), del artículo 3º, de la presente ley, para la asignación en que el turno esté integrado por tres funcionarios, pasando a ser plenamente aplicable lo señalado en los artículos 73, inciso segundo, y 75, ambos del decreto ley Nº 2.763, de 1979. La correspondiente bonificación compensatoria, se pagará conforme a la normativa contenida en el artículo decimotercero transitorio de este cuerpo legal.


Artículo noveno.- El artículo 76 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, comenzará a regir a contar del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial del reglamento respectivo. Para el primer año, los cupos totales a nivel nacional serán asignados de acuerdo con la clasificación de complejidad de los establecimientos vigente al momento de publicarse la presente ley, conforme a la siguiente tabla:

	Tipo de establecimiento
	Cupos máximos por establecimiento
	Monto máximo anual por establecimiento
	Monto promedio anual por persona

	HOSPITAL TIPO 1
	13
	$ 7.540.000
	$ 580.000

	HOSPITAL TIPO 2
	12
	$ 5.460.000
	$ 455.000

	HOSPITAL TIPO 3
	9
	$ 3.366.000
	$ 374.000

	HOSPITAL TIPO 4
	2
	$ 424.000
	$ 212.000

	Consultorios Generales Urbanos y Rurales;
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Referencia 

de Salud (CRS);
	1
	$ 212.000
	$ 212.000

	Centros de Diagnóstico Terapéutico (CDT)
	1
	$ 212.000
	$ 212.000



Artículo décimo.- El sistema de promoción mediante concurso interno a que se refiere el artículo 81 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, comenzará a operar en enero del año 2004, respecto de todos los cargos vacantes existentes a esa fecha, salvo el grado de inicio de cada planta, el que seguirá regulado conforme las normas generales.


Artículo undécimo.- El incremento remuneracional para el personal que se desempeñe en los establecimientos de salud de carácter experimental, creados por los decretos con fuerza de ley del Ministerio de Salud Nºs 29, 30 y 31, todos de 2000, será incorporado en su propio sistema de remuneraciones, fijado conforme al procedimiento establecido en el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, íntegramente asociado al cumplimiento anual de metas sanitarias y al mejoramiento de la atención proporcionada a los usuarios de los organismos señalados.


Artículo duodécimo.- Los reglamentos a que se refieren el inciso segundo del artículo 63, el inciso segundo del artículo 66, el artículo 70 y el inciso segundo del artículo 77, todos del decreto ley Nº 2.763, de 1979, deberán dictarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.


Artículo decimotercero.- El personal a que se aplica el artículo 72 del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, que se encuentre en funciones a la fecha de publicación de la presente ley, tendrá derecho a una bonificación no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la asignación de turno, cuyo monto será el que resulte de aplicar los siguientes porcentajes sobre el valor de dicha asignación, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador:

a)
20,5% para los afiliados al sistema del decreto ley Nº 3.500, de 1980.

b)
25,62% para los afiliados al régimen general de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, Sección Empleados Públicos.

c)
21,62% para los afiliados al régimen previsional de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, con rebaja de imposiciones de la letra a) del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 1.340 bis, de 1930.


Para el personal afiliado a un sistema o régimen previsional diferente de los señalados, tal bonificación será equivalente a la suma de las cotizaciones para salud y pensiones que, con respecto a la referida asignación, le corresponda efectuar al trabajador.


Esta bonificación compensatoria se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente.


Artículo decimocuarto.- Concédese, por una sola vez, un anticipo del componente base de la asignación de desarrollo y estímulo al desempeño colectivo establecida en los artículos 61 al 63 del decreto ley Nº 2.763, de 1979, que se pagará en una sola cuota en el curso del mes siguiente al de la publicación de la presente ley, el que beneficiará a los funcionarios que dichas disposiciones señalan que se encuentren ubicados entre los grados 19º y 28º de la Escala Única, ambos inclusive, y cuyos montos serán equivalentes a la aplicación de los porcentajes que se indican:


-Grados 19º al 22º:
2,38%


-Grados 23º al 28º:
3,81%


Los porcentajes antedichos se aplicarán sobre los valores vigentes al mes anterior a la publicación de la presente ley de las remuneraciones anualizadas que sirven de base de cálculo a esta asignación, de conformidad con lo establecido en el artículo 62 del decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, más la bonificación otorgada por el artículo 21 de la ley Nº 19.429, cuando corresponda.


Artículo decimoquinto.- Lo dispuesto en el artículo 14 D, que se agrega al decreto ley 
Nº 2.763, de 1979, regirá a contar de la fecha de vigencia de esta ley.


Artículo decimosexto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos”.

-o-


Se designó diputado informante, al señor Robles, don Alberto.


Sala de las Comisiones unidas, aprobado en sesiones de fechas 10, 16 y 30 de octubre y 6, 7 y 13 de noviembre de 2002, con la asistencia del diputado señor Pablo Lorenzini, Presidente; de las diputadas señoras María Angélica Cristi y Carolina Tohá, y de los diputados señores Enrique Accorsi, Sergio Aguiló, Francisco Bayo, Patricio Cornejo, Camilo Escalona, Marcelo Forni, Guido Girardi, Enrique Jaramillo, Eduardo Lagos, Juan Masferrer, Patricio Melero, Sergio Ojeda, Carlos Olivares, José Miguel Ortiz, Osvaldo Palma, Alberto Robles, Exequiel Silva y Gaston von Mühlenbrock.


Asimismo, asistieron, por la vía del reemplazo, los diputados señores Felipe Letelier, Jaime Quintana y Edmundo Villouta.


(Fdo.): HÉCTOR PIÑA DE LA FUENTE, Secretario de las Comisiones unidas”.

6.
Moción de los diputados señores Errázuriz y Longton.

Modifica el Reglamento de la Cámara de Diputados estableciendo que las sesiones de las Comisiones investigadoras no serán públicas. (boletín Nº 3137-16)

“Considerando:

1.
Que las Comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados constituyen uno de los modos de fiscalizar los actos del Gobierno, de acuerdo al artículo 48 de la Constitución Política;

2.
Que ha sido frecuente que las Comisiones investigadoras sesionen en la Sala de Conferencias de la Cámara de Diputados, transmitiéndose la sesión a todo el país a través del canal de televisión de la propia Cámara;

3.
Que, excepcionalmente, las Comisiones investigadoras han sesionado reservadamente, pero las actas han quedado a disposición de los periodistas;

4.
Que los parlamentarios en ejercicio tienen, reglamentariamente, el derecho de acceder a las actas de las sesiones, aun cuando puedan verse comprometidos en la investigación;

5.
Que la única forma de evitar que las personas citadas a declarar en una Comisión Investigadora adecuen sus dichos a los que han manifestado quienes hayan concurrido con anterioridad, es que las sesiones de las Comisiones investigadoras no sean públicas y el acceso a las actas quede prohibido a los parlamentarios que aparezcan involucrados en los hechos que se investigan, vengo en proponer la siguiente modificación al Reglamento de la Cámara de Diputados:


Agrégase el siguiente inciso cuarto al artículo 297 del Reglamento de la Cámara de Diputados:


“Las sesiones de las Comisiones investigadoras no serán públicas y sólo tendrán acceso a las actas aquellos parlamentarios que no aparezcan involucrados en los hechos investigados. Lo anterior podrá quedar sin efecto, total o parcialmente, por acuerdo unánime de la Comisión”.


7.
Oficio de la Excelentísima Corte Suprema.

“Oficio Nº 002124


Ant.: AD-18.829.


Santiago, 7 de noviembre de 2002.


Por oficio Nº 3945, de 2 de octubre de 2002, V.S. ha enviado a esta Corte Suprema y en conformidad con lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 74 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, copia de un proyecto de ley -iniciado en moción- que modifica el Código de Procedimiento Penal en materia de libertad provisional, estableciendo facultades especiales a los jueces del crimen, al momento de otorgar este beneficio, para su cumplimiento. (Boletín Nº 3080-07).


Reunida esta Corte con fecha 31 de octubre último, presidida por el titular que suscribe y con la asistencia de los ministros señores Libedinsky, Benquis, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez, Álvarez Hernández, Marín, Yurac, Medina, Kokisch, Juica, señorita Morales y señor Oyarzún, acordó informar en la siguiente forma:


El referido proyecto tiende a asegurar el ejercicio de la libertad provisional entregando mayores facultades a los jueces del crimen, regulando las condiciones en que esa libertad debe ejercerse para lograr con mayor eficacia los fines del proceso, esto es, dar protección a la víctima, a los testigos, peritos, agentes policiales y, en general, a la sociedad toda, y evitar que se atente contra el éxito de la investigación y que el beneficiado con ella no aproveche la oportunidad que se le brinda para cometer nuevos delitos.


Los aspectos destacables del proyecto son aquellos relativos a la aplicación de otras medidas cautelares personales que pueden disponer adicionalmente los jueces, tanto en primera como en segunda instancia y que en gran medida coinciden con aquellas establecidas en el artículo 155 del Nuevo Código Procesal Penal.


Con todo, el proyecto que modifica las disposiciones de los artículos 362 y 364 del Código de Procedimiento Penal, nos merece las siguientes observaciones:

1.
En la adición al artículo 362 y que fue señalada con la letra a) en el proyecto, advertimos que esa medida podría interpretarse en forma muy amplia de modo tal que pudiere entenderse como constitutiva de arresto domiciliario y, de esta forma, incompatible con el beneficio de la libertad provisional de que se trata, pareciendo suficiente la exigencia que actualmente impone el artículo 372 del Código de Procedimiento Penal.

2.
En la parte final del mismo artículo modificatorio, para los efectos de asegurar el cumplimiento de estas medidas cautelares se propone que: “...el incumplimiento de cualquiera de las medidas decretadas, hará cesar el beneficio de la libertad provisional y se sancionará..”., disposición que, por su carácter imperativo, podría llegar a aplicar la sanción en casos en que ese incumplimiento pudiere encontrarse justificado, sin que el interesado pudiere acreditar dicha circunstancia ante el juez de la causa. Por ello, sugerimos al igual que en el caso anterior, intercalar la expresión: “sin causa justificada” entre las palabras “incumplimiento” y “de”.

3.
En relación con la procedencia de recursos contra la resolución que decrete, modifique o deje sin efecto alguna de las medidas cautelares personales, sugerimos que sólo se conceda el de apelación, para mantener la necesaria concordancia con lo dispuesto en el inciso 3º del artículo 366 del Código de Procedimiento Penal y porque, tratándose de imputados o procesados privados de libertad, la notificación de la respectiva resolución puede efectuarse en aquel recinto y no en la Secretaría del Tribunal.


Otra solución podría consistir en agregar al inciso 3º del actual artículo 366 del Código de Procedimiento Penal a continuación de la frase “de alguno de los autos expresados en el inciso primero” la expresión: “o de alguna de las medidas cautelares señaladas en el artículo 362...”.


Es todo cuanto puede informar este Tribunal en torno del proyecto en examen.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): MARIO GARRIDO MONTT, Presidente; MARCELA PAZ URRUTIA CORNEJO, Secretaria subrogante.

AL SEÑOR PRESIDENTE EN EJERCICIO

CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.

8.
Oficio de la Excelentísima Corte Suprema.

“Oficio Nº 003208


Ant: AD-18.942


Santiago, 18 de noviembre de 2002.


Por oficio Nº 20.973, de 31 de octubre de 2002, V.S. ha enviado a esta Corte Suprema, en conformidad con los artículos 74 incisos segundo y tercero de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, copia del proyecto de ley Nº 19.620, sobre adopción de menores, que ha sido objeto de un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.


Al respecto, puedo expresar a V.S. que, reunida esta Corte en Tribunal Pleno el día 8 del mes en curso, bajo la presidencia del infrascrito y con asistencia de los ministros Ortiz, 
Benquis, Tapia, Gálvez, Chaigneau, Rodríguez, Cury, Pérez, Álvarez Hernández, Marín, Yurac, Espejo, Medina, Kokisch, Juica, Segura y señorita Morales, acordó formular las siguientes observaciones a la mencionada iniciativa legal, que modifica la competencia de los tribunales que conocen de la adopción de menores y que ya fue materia de un anterior informe, consignado en el oficio Nº 2.190, de 19 de agosto del año en curso:

a)
El Nº 7 del artículo único del proyecto reemplaza el inciso primero del artículo 18 de la ley Nº 19.620 para establecer que conocerá de los procedimientos a que se refieren los Títulos II y III el juez de letras con competencia en materia de menores, del domicilio del menor, en lugar del juez de menores del domicilio del menor que tenga competencia en materias proteccionales y suprime, además, el inciso final del mismo precepto; previene que en caso de existir una medida de protección anterior respecto del menor, conoce de los procedimientos a que alude el Título II el tribunal que la hubiere dictado.


Por su parte, el Nº 10 del artículo único de la iniciativa el inciso primero del artículo 23 de la ley vigente, para señalar que conocerá de la adopción, el juez de letras con competencia en materia de menores del domicilio de menores, en vez del juez de menores del domicilio de los adoptantes.


La aplicación de las nuevas disposiciones planteará dificultades en Santiago, porque con arreglo al artículo 19 de la ley de Menores cuyo texto fijó el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, los Juzgados de Letras de Menores de esta ciudad no tienen todos la misma competencia. En efecto, los Juzgados de Menores 1º y 6º conocen de asuntos relativos a protección y en que aparezcan inculpados menores y, en cambio, los juzgados de Menores 2º, 3º, 4º, 5º, 7º y 8º tienen competencia en los asuntos a que se refiere la misma ley de Menores, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, según una distribución de causas basada en los apellidos de los interesados. De esta suerte, al generalizarse el conocimiento tanto de los procedimientos anteriores a la adopción, cuanto de los relativos a esta última institución, a todos los jueces con competencia en materia de menores, como ocurriría de aprobarse las referidas disposiciones del proyecto, se hace necesario determinar la forma como la materia se repartirá entre los juzgados de menores de Santiago.

b)
La referencia que las citadas normas de la iniciativa hacen al juez de menores del “domicilio del menor” no comprende la situación de los menores abandonados que carecen de domicilio y que no siempre pueden estar bajo el cuidado el Servicio Nacional de Menores o de un organismo acreditado ante éste y a los que se les presume el domicilio correspondiente a la respectiva institución.


Por ello, es recomendable adicionar las disposiciones que se consignan en los Nºs 7 y 10 del proyecto, a fin de establecer que conocerán de los procedimientos a que se refieren los Títulos II y III de la ley de Menores, los jueces con competencia en materia de menores, del domicilio o de la residencia del menor, si éste carece de domicilio.


Es todo cuanto puede informar este Tribunal en torno del proyecto en examen.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): MARIO GARRIDO MONTT, Presidente; MARCELA PAZ URRUTIA CORNEJO, Secretaria subrogante.

AL SEÑOR PRESIDENTE EN EJERCICIO

CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.







*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.
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